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TRIBUNAL DE CUENTAS

251/000017 (CD)
771/000015 (S)

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 
del Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación 
en la Sección Cortes Generales del BOCG, de la Reso-
lución adoptada por la Comisión Mixta para las Rela-
ciones con el Tribunal de Cuentas sobre la Nota com-
plementaria del informe de fiscalización especial sobre 
los Centros Mancomunados de Mutuas de Accidentes 
de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguri-
dad Social (núm. expte. Congreso: 251/000017 y núm. 
de expte. Senado: 771/000015), así como de la Nota 
complementaria correspondiente.

Palacio del Congreso de los Diputados, 19 de 
diciembre de 2005.—P. D. El Letrado Mayor de las 
Cortes Generales, Manuel Alba Navarro.

RESOLUCIÓN APROBADA POR LA COMISIÓN 
MIXTA PARA LAS RELACIONES CON EL TRIBU-
NAL DE CUENTAS EN RELACIÓN A LA NOTA 
COMPLEMENTARIA DEL INFORME DE FISCALI-
ZACIÓN ESPECIAL SOBRE LOS CENTROS MAN-
COMUNADOS DE MUTUAS DE ACCIDENTES DE 
TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES 
DE LA SEGURIDAD SOCIAL (NÚM. EXPTE. CON-
GRESO: 251/000017 Y NÚM. DE EXPTE. SENADO: 
771/000015) EN SU SESIÓN DEL DÍA 29 DE NO-

VIEMBRE DE 2005

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tri-
bunal de Cuentas, en su sesión del día 29 de noviembre 
de 2005, a la vista del Informe remitido por ese Alto 
Tribunal acerca de la Nota complementaria del informe 
de fiscalización especial sobre los Centros Mancomu-
nados de Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enferme-
dades Profesionales de la Seguridad Social:

ACUERDA

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

a) Que teniendo en cuenta que la Nota comple-
mentaria del Tribunal de Cuentas se refiere a un infor-
me del 2001, dado el tiempo transcurrido, inste al 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales a informar a 
esta Comisión de la situación actual de los Centros 
Mancomunados al que se refiere el citado informe, 
tanto en la adaptación de sus estatutos al nuevo regla-

mento, como a la liquidación de los que hubiese tenido 
lugar.

b) Clarificar la situación actual de los terrenos 
adquiridos en su día para la instalación del Centro 
Intermutual de Seguridad (CIS), y adoptar las medidas 
necesarias para regularizar la situación de la Asocia-
ción para la Prevención de Accidentes (APA).

c) Se intensifique el esfuerzo realizado por los 
«Centros de Recuperación y Rehabilitación de Levan-
te» y «Centro Intermutual de Euskadi» para el cumpli-
miento de la compatibilidad de los facultativos que 
prestan servicios en dichos centros y se promueva la 
colaboración y coordinación de los citados Centros con 
los correspondientes servicios de Salud de Valencia y 
Euskadi respectivamente.

d) El Instituto Nacional de la Seguridad Social 
realice una valoración global del concierto que tiene 
suscrito esta entidad gestora de la Seguridad Social con 
el «Centro Intermutual de Euskadi», incluyendo el con-
junto de los precios abonados por la realización de 
pruebas complementarias para la declaración de las 
situaciones de incapacidad permanente, así como de los 
plazos en que éstas deben ser realizadas, con el objetivo 
de adecuar, en su caso, los citados precios a la realidad 
del 2006.

Palacio del Congreso de los Diputados, 29 de no-
viembre de 2005.—El Presidente, Francesc Antich 
Oliver.—El Secretario de la Comisión, José Ramón 
Mateos Martín.

NOTA COMPLEMENTARIA DEL INFORME DE 
FISCALIZACIÓN ESPECIAL SOBRE LOS CEN-
TROS MANCOMUNADOS DE MUTUAS DE ACCI-
DENTES DE TRABAJO Y ENFERMEDADES PRO-

FESIONALES DE LA SEGURIDAD SOCIAL

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de 
su función fiscalizadora, establecida en los artícu-
los 2.a), 9 y 21.3.a) de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 
de mayo, y a tenor de lo previsto en los artículos 12 y 
14 de la misma disposición y concordantes de la 
Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tri-
bunal de Cuentas, ha aprobado, en su sesión de 30 de 
septiembre de 2003, la Nota Complementaria del Infor-
me de Fiscalización especial sobre los Centros Manco-
munados de Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfer-
medades Profesionales de la Seguridad Social, y ha 
acordado su elevación a las Cortes Generales, según lo 
prevenido en el artículo 28.4 de la Ley de Funcio-
namiento.

COMPETENCIAS EN RELACIÓN CON OTROS ÓRGANOS 
E INSTITUCIONES
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SECCIÓN I. CONSIDERACIONES GENERALES

1. INTRODUCCIÓN

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en su sesión de 28 
de junio de 2000, aprobó el «Informe de Fiscalización 
Especial sobre los Centros Mancomunados de Mutuas 

de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesiona-
les de la Seguridad Social» (en adelante anterior Infor-
me de Fiscalización), y acordó su elevación a las Cortes 
Generales. En este Informe Especial se establecía que 
el Tribunal de Cuentas efectuaría un seguimiento de las 
actuaciones complementarias que debían ser realizadas 
como consecuencia de las conclusiones y recomenda-
ciones contenidas en él. Se adjuntan como Anexo I las 
conclusiones y recomendaciones de este Informe.

Posteriormente, el Pleno del Tribunal de Cuentas en su 
sesión de 1 de febrero de 2001 acordó la realización de esta 
Fiscalización Especial denominada «Nota Complementaria 
del Informe de Fiscalización Especial sobre los Centros 
Mancomunados de Mutuas de Accidentes de Trabajo y 
Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social», que 
recoge el resultado de los trabajos de seguimiento de estas 
actuaciones complementarias encomendadas.

2. ANTECEDENTES

El vigente Reglamento sobre Colaboración de las 
Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Pro-
fesionales de la Seguridad Social, aprobado por Real 
Decreto 1993/1995, de 7 de diciembre (en adelante 
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Reglamento de Colaboración), define en su artículo 12 
los Centros Mancomunados de Mutuas de Accidentes 
de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguri-
dad Social (en adelante Centros Mancomunados), 
como las instalaciones y servicios sanitarios y recupe-
radores puestos en común por dos o más Mutuas 
«... para la prestación de la asistencia debida y la plena 
recuperación de los trabajadores accidentados en el 
trabajo y enfermos profesionales». Asimismo, el referi-
do Reglamento establece que:

— En su denominación se debe consignar obligato-
riamente la expresión «Centro Mancomunado de 
Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Pro-
fesionales de la Seguridad Social» (artículo 11.4).

— Su creación, modificación y supresión requieren 
la conformidad previa, mediante una autorización, del 
actual Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (ar-
tículo 12.1 y 2).

— La Resolución que autorice la creación de los 
Centros Mancomunados deberá aprobar también los 
Estatutos por los que habrá de regirse su funcionamien-
to, que recogerán necesariamente los derechos, obliga-
ciones, forma de financiación por las Mutuas partíci-
pes, régimen de gobierno, administración, régimen 
económico y funciones a cumplir, los cuales, en todo 
caso, se ajustarán a las prescripciones contenidas en el 
Reglamento y en sus disposiciones de aplicación y 
desarrollo (artículo 12.2).

— Los Centros Mancomunados autorizados ten-
drán personalidad jurídica propia y confeccionarán sus 
presupuestos y llevarán su contabilidad de forma inde-
pendiente de los de sus Mutuas partícipes, registrarán 
sus operaciones con arreglo al Plan General de Conta-
bilidad de la Seguridad Social y rendirán las cuentas de 
su gestión al Tribunal de Cuentas (artículo 12.2).

Para ello, las Instalaciones y servicios mancomuna-
dos preexistentes que son los antecedentes de los actua-
les Centros Mancomunados, que fueron constituidos al 
amparo de los anteriores Reglamentos de Colaboración 
de 1967 y 1976 dispusieron de un plazo, hasta el 
31.12.1996, para la adaptación de sus Estatutos a las 
disposiciones del vigente Reglamento (disposición 
transitoria primera del vigente Reglamento sobre Cola-
boración de las Mutuas), debiendo aprobar el Ministe-
rio de Trabajo y Asuntos Sociales dichas adaptaciones. 
Como se verá más adelante, ninguno de los Centros 
Mancomunados existentes a la entrada en vigor del 
actual Reglamento de Colaboración ha cumplido con 
este plazo, y, a la fecha en que se redacta este Proyecto 
de Informe, continúan careciendo de personalidad.

El Real Decreto 1993/1995 que aprobó este Regla-
mento de Colaboración entró en vigor el día 1 de enero 
de 1996, según establecía su disposición final única, y 
derogó el anterior Reglamento General sobre Colabora-
ción de las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfer-
medades Profesionales en la gestión de la Seguridad 

Social, aprobado por Real Decreto 1509/1976, de 21 de 
mayo, que a su vez había sustituido al aprobado por el 
Decreto 1563/1967, de 6 de julio.

Estos dos Reglamentos, ya derogados, contempla-
ban la posibilidad de que dos o más Mutuas establecie-
ran Instalaciones y servicios mancomunados (lo que el 
nuevo Reglamento denomina Centros Mancomunados) 
al objeto de que atendieran la recuperación profesional 
de los accidentados de trabajo y la prevención de acci-
dentes de trabajo y enfermedades profesionales. Por 
tanto en ellos está el origen de la existencia actual de 
los referidos Centros.

Entre las Instalaciones y servicios mancomunados, 
reguladas sucesivamente por los dos Reglamentos 
derogados citados, y los ahora denominados Centros 
Mancomunados regulados por el actual Reglamento 
sobre Colaboración se observan diferencias impor-
tantes. 

— El objeto de las Instalaciones y servicios manco-
munados era la recuperación profesional (rehabilita-
ción profesional, según el primero de los Reglamentos 
citados) y la prevención de accidentes de trabajo y de 
enfermedades profesionales, mientras que el objeto de 
los actuales Centros Mancomunados no incluye la pre-
vención de accidentes de trabajo y de enfermedades 
profesionales y sí incluye, en cambio, «la asistencia 
debida y la plena recuperación de los trabajadores acci-
dentados».

— En tanto que, bajo la vigencia de los dos Regla-
mentos anteriores, las Instalaciones y servicios manco-
munados no tenían personalidad jurídica distinta a la de 
sus Mutuas partícipes, por lo que se constituían como 
meras comunidades de dominio, en el actualmente 
vigente, los Centros Mancomunados nuevos tendrán 
personalidad jurídica propia, y los ya existentes lo pue-
den adquirir a partir de la aprobación por el Ministerio 
de Trabajo y Asuntos Sociales de la adaptación de sus 
Estatutos. 

Cabe indicar que desde la entrada en vigor del 
vigente Reglamento de Colaboración, no se ha creado 
ningún Centro Mancomunado nuevo y, por el contrario, 
se han disuelto algunos de los existentes a esa fecha.

Todos los Centros Mancomunados a que se refiere 
esta Fiscalización, estén o no operativos en el momento 
en que se redacta este Proyecto de Informe-, fueron 
creados, por tanto, como Instalaciones y servicios man-
comunados con anterioridad a la entrada en vigor del 
vigente Reglamento de Colaboración. La denomina-
ción, fecha de autorización, objeto para el que fueron 
creados y situación actual de cada uno de estos Centros 
Mancomunados son los siguientes:

— «Centro de Recuperación y Rehabilitación de 
Levante. Centro Mancomunado de Mutuas». Este Cen-
tro situado en el término municipal de San Antonio de 
Benageber (Valencia) fue autorizado por Resolución 
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de 22.2.1968 del entonces Ministerio de Trabajo. Su 
objeto era sanitario y recuperador, y está operativo en la 
actualidad, dedicándose a los fines que constituyen su 
objeto actual, de acuerdo con el vigente Reglamento de 
Colaboración.

— «Centro Mutual para la Rehabilitación de Acci-
dentados de Trabajo de San Cugat del Vallés. Centro 
Mancomunado de Mutuas». Fue autorizado por Reso-
lución de 30.5.1968 del entonces Ministerio de Traba-
jo. Su objeto era la rehabilitación profesional. Como ya 
se indicaba en el anterior Informe de Fiscalización del 
que este Informe constituye el seguimiento, en la actua-
lidad el Centro no realiza ninguna de las actividades 
para las que fue creado y dedica básicamente todos sus 
recursos a prestar servicio a una entidad deportiva, el 
Centro de Alto Rendimiento Deportivo, entidad de 
derecho público adscrita al Departamento de Presiden-
cia de la Generalidad de Cataluña.

— «Centro Intermutual de Euskadi. Centro Manco-
munado de Mutuas». Este Centro, situado en Bilbao, 
fue autorizado por Resolución de 5.5.1995 del entonces 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Su objeto era 
sanitario y recuperador, y está operativo en la actuali-
dad, dedicándose a los fines que constituyen su objeto 
actual, de acuerdo con el vigente Reglamento de Cola-
boración.

— «Centro Intermutual de Seguridad». Este Cen-
tro, situado en San Sebastián, fue autorizado por Reso-
lución de 15.9.1971 del entonces Ministerio de Trabajo 
siendo su objeto la prevención de riesgos laborales. Sin 
embargo, nunca ha realizado actividades como Centro 
Mancomunado y sí otras de carácter bien distinto, y el 
inmueble para ubicarlo no llegó a construirse. No está 
operativo en la actualidad.

— «Comunidad de Bienes Agrupación Intermutual 
(Madin y Unión Mutua)». Este Centro situado en Lato-
res (Asturias), fue autorizado por Resolución de 
4.10.1971 del entonces Ministerio de Trabajo. Su obje-
to era la prevención y rehabilitación. No está operativo 
en la actualidad.

— «Centro Mutual de Prevención, Recuperación y 
Rehabilitación “Ubarmin”. Este Centro, situado en El 
Cano (Navarra), fue autorizado por Resolución de 
30.5.1968 del entonces Ministerio de Trabajo. Su obje-
to era la recuperación y rehabilitación. La gestión del 
Centro está en la actualidad a cargo de la Diputación 
Foral de Navarra desde el 1 de enero de 1985, de acuer-
do con lo previsto en el Real Decreto 1680/1990, de 28 
de diciembre, sobre traspaso de funciones y servicios 
del INSALUD a la Comunidad Foral de Navarra.

Como ya se ha indicado, el vigente Reglamento de 
Colaboración estableció un régimen transitorio para 
que todos los Centros Mancomunados existentes, crea-
dos con anterioridad a su entrada en vigor, adaptasen 
sus Estatutos a las disposiciones que en él se contem-
plan y posteriormente estos nuevos Estatutos adaptados 
fuesen aprobados por el Ministerio de Trabajo y Asun-

tos Sociales. Ante la inexistencia de un registro público 
de Centros Mancomunados, sólo la aprobación por el 
actual Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de los 
Estatutos adaptados de los Centros, establecida como 
competencia de este Ministerio por el artículo 12.2 del 
vigente Reglamento de Colaboración, les puede confe-
rir personalidad jurídica independiente y autonomía 
patrimonial.

De acuerdo con la información facilitada por el 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales a este Tribu-
nal de Cuentas, sólo 3 Centros: el Centro de Recupera-
ción y Rehabilitación de Levante, el Centro Mutual 
para la Rehabilitación de Accidentados de Trabajo de 
San Cugat del Vallés y el Centro Intermutual de Euska-
di, que son los únicos que tuvieron alguna actividad 
real en el periodo al que se refiere esta fiscalización, 
enviaron al Ministerio sus Estatutos adaptados al vigen-
te Reglamento de Colaboración, previamente aproba-
dos por sus respectivas Juntas Generales, para su apro-
bación, según se indicó en el anterior Informe de 
Fiscalización. 

3. OBJETIVOS Y ALCANCE

Los trabajos de esta fiscalización han consistido en 
verificar las actuaciones llevadas a cabo por el Ministe-
rio de Trabajo y Asuntos Sociales, la Tesorería General 
de la Seguridad Social, y las Juntas Generales del 
«Centro de Recuperación y Rehabilitación de Levan-
te», del «Centro Intermutual de Euskadi», del «Centro 
Mutual para la Rehabilitación de Accidentados de Tra-
bajo de San Cugat del Vallés», del «Centro Intermutual 
de Seguridad», de la «Comunidad de Bienes Agrupa-
ción Intermutual (MADIN y UNIÓN MUTUA)» y del 
«Centro Mutual de Prevención, Recuperación y Reha-
bilitación (Ubarmin)» en representación de las Mutuas 
partícipes, en relación con todas las actuaciones que 
quedaron previstas en las Conclusiones y Recomenda-
ciones (recogidas en el Anexo I) en el anterior Informe 
de Fiscalización.

En particular, este Tribunal ha analizado lo siguiente:

1. Actuaciones del Ministerio de Trabajo y Asun-
tos Sociales en relación con los asuntos siguientes:

— La aprobación de los Estatutos de los dos Cen-
tros Mancomunados con actividad, una vez adaptados 
al vigente Reglamento de Colaboración y aprobados 
por sus Juntas Generales, para que pudieran adquirir 
personalidad jurídica.

— La regularización de la situación del «Centro 
Mutual para la Rehabilitación de Accidentados de Tra-
bajo de San Cugat del Vallés» para adaptarla a lo pre-
visto en el vigente Reglamento de Colaboración y en su 
caso para su disolución.

— La disolución de los Centros que no tienen acti-
vidad alguna: «Comunidad de Bienes Agrupación 
Intermutual (MADIN y UNIÓN MUTUA)» y «Centro 
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Intermutual de Seguridad». Igualmente, la disolución 
del «Centro Mutual de Prevención, Recuperación y 
Rehabilitación (Ubarmin)» del que fueron traspasadas 
la gestión de su edificio y las actividades que en él se 
desarrollan a la Comunidad Foral de Navarra y, en su 
defecto, la regularización de su situación. 

2. Actuaciones de la Tesorería General de la Segu-
ridad Social en orden a la correcta titulación e inscrip-
ción de los bienes inmuebles destinados a ubicar los 
referidos Centros Mancomunados.

3. Actuaciones de la Junta General del «Centro de 
Recuperación y Rehabilitación de Levante», en repre-
sentación de las Mutuas partícipes, en relación con los 
asuntos siguientes:

— La obtención de la Agencia Valenciana de la 
Salud (antes SERVASA) del pago de los intereses de 
demora que no hayan prescrito, generados por el retra-
so en el pago de los servicios que le fueron prestados 
por el Centro como consecuencia del convenio suscrito 
por ambas entidades.

— La obtención de los trabajadores que prestan 
servicios en el Centro de la declaración de no estar 
incursos en alguna de las causas de incompatibilidad 
previstas en la Ley 53/1984.

4. Actuaciones de la Junta General del «Centro 
Intermutual de Euskadi», en representación de las 
Mutuas partícipes, en relación con la obtención de los 
trabajadores que prestan servicios en el Centro de la 
declaración de no estar incursos en alguna de las causas 
de incompatibilidad previstas en la Ley 53/1984.

5. Verificar si el Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales ha adoptado o no, medidas para:

— Regularizar la situación derivada de la participa-
ción de las Mutuas en la Asociación para la Prevención 
de Accidentes (en adelante APA) relacionada con el 
Centro Intermutual de Seguridad, instando a las Mutuas 
a poner fin a su participación indebida en esta asocia-
ción.

— Determinar la titularidad del patrimonio de la 
APA generado por las cuotas abonadas por las Mutuas 
asociadas y por su propia actividad remunerada. 

6. Asimismo, el Tribunal ha analizado otras cues-
tiones relacionadas con la actividad de los Centros 
Mancomunados, cuando su análisis ha resultado nece-
sario, en relación con los anteriores contenidos.

Para la consecución de estos objetivos se ha examina-
do la documentación remitida al Tribunal por la Direc-
ción General de Ordenación Económica de la Seguridad 
Social, por la Tesorería General de la Seguridad Social, 
por la Intervención General de la Seguridad Social, por 
la Dirección General de Inspección, Simplificación y 
Calidad de los Servicios del Ministerio de Administra-

ciones Públicas, por las Mutuas de Accidentes de Traba-
jo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social 
partícipes en los Centros Mancomunados, y por los 
siguientes Centros Mancomunados: «Centro de Recupe-
ración y Rehabilitación de Levante», «Centro Intermu-
tual de Euskadi», «Centro Intermutual de Seguridad» y 
«Centro Mutual para la Rehabilitación de Accidentados 
de Trabajo de San Cugat del Vallés».

Asimismo, se han efectuado trabajos de fiscaliza-
ción «in situ» en los Centros Mancomunados indicados 
en el párrafo anterior y en las dependencias de la Direc-
ción General de Ordenación Económica de la Seguri-
dad Social y de la Intervención General de la Seguridad 
Social.

Finalmente, debe señalarse que el alcance temporal 
de las pruebas de la fiscalización efectuadas in situ se 
extiende desde el 28.6.2000, fecha de aprobación del 
anterior Informe de Fiscalización sobre Centros Man-
comunados de Mutuas de Accidentes de Trabajo y 
Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social, 
hasta junio de 2002, sin perjuicio de los hechos conoci-
dos con posterioridad a esta fecha que tienen reflejo, 
asimismo, en este Informe.

4. TRÁMITE DE ALEGACIONES

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 44.1 de 
la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribu-
nal de Cuentas, el Anteproyecto de esta fiscalización fue 
remitido el 27 de febrero de 2003, por este Tribunal de 
Cuentas, a cada una de las Mutuas partícipes * en los 6 
Centros Mancomunados [Centro de Recuperación y 
Rehabilitación de Levante, Centro Mancomunado de 
Mutuas; Centro Mutual para la Rehabilitación de Acci-
dentados de Trabajo de San Cugat del Vallés; Centro Inter-
mutual de Euskadi, Centro Mancomunando de Mutuas; 
Centro Intermutual de Seguridad, Centro Mancomunado 
de Mutuas; Comunidad de Bienes Agrupación Intermu-
tual (MADÍN y UNIÓN MUTUA) y Centro Mutual de 
Prevención, Recuperación y Rehabilitación (UBAR-
MIN)], en su calidad de entidades fiscalizadas, así como al 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, al Ministerio de 
Administraciones Públicas, al Instituto Nacional de la 
Seguridad Social, a la Tesorería General de la Seguridad 
Social, a la Consejería de Sanidad de la Generalidad 
Valenciana y al Servicio Vasco de Salud, con el fin de que 
todos ellos efectuaran las alegaciones que estimasen perti-
nentes. La ausencia de personalidad jurídica de los Cen-
tros Mancomunados que ya se puso de manifiesto en el 
Informe Especial aprobado por el Pleno del Tribunal de 
Cuentas el 28 de 2000 y que subsistía en el momento del 
trámite de alegaciones de este Anteproyecto, explica su 
falta de remisión a cada uno de estos Centros.

* Para conocer las Mutuas partícipes en cada Centro Mancomu-
nado puede consultarse el cuadro n.º 1.1 del anterior Informe de 
Fiscalización.
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Dentro del plazo legal concedido, fueron recibidas 
en el Tribunal de Cuentas las alegaciones formuladas 
por todos aquellos a quienes se envió el Anteproyecto 
de Informe con excepción de dos Mutuas, Mutua 
Montañesa, partícipe en el Centro Mutual para la 
Rehabilitación de Accidentados de Trabajo de San 
Cugat del Vallés y Unión Museba Ibesvico, en lo refe-
rente a la Comunidad de Bienes Agrupación Intermu-
tal Latores. 

A la vista de las citadas alegaciones, han sido efec-
tuadas las oportunas modificaciones en el texto del 
Anteproyecto de Informe Especial, y en los casos en 
que se estimó conveniente, han sido reflejadas median-
te notas a pie de página. La totalidad de las alegaciones 
recibidas, se adjuntan al Informe Especial.

SECCIÓN II. CONCLUSIONES 
Y RECOMENDACIONES

1. CONCLUSIONES

Se exponen a continuación las principales conclu-
siones de este Proyecto de Informe, relativas a cada uno 
de los Centros Mancomunados objeto de esta Fiscaliza-
ción Especial.

1.1  Centro de Recuperación y Rehabilitación de 
Levante, Centro Mancomunado de Mutuas.

— A la fecha de elaboración de este Proyecto de 
Informe, la Dirección General de Ordenación Econó-
mica de la Seguridad Social está analizando el último 
texto de Estatutos que fue aprobado por la Asamblea 
General del Centro el 30 de mayo de 2002. Con este 
nuevo texto, el Centro ha tratado de adaptar sus Estatu-
tos a las observaciones formuladas por la citada Direc-
ción General, si bien en la actualidad, estos Estatutos 
continúan pendientes de su autorización definitiva 
(apartado 1.1 de la Sección III).

— Tanto el Centro Intermutual de Levante, como 
la Consejería de Sanidad de la Generalidad Valencia-
na han realizado, desde la aprobación del anterior 
Informe de Fiscalización sobre Centros Mancomuna-
dos, actuaciones tendentes a regularizar las situacio-
nes de incompatibilidad que afectaban a facultativos 
que prestaban sus servicios en el Centro, detectadas 
en este Informe. Estas situaciones se han regularizado 
en su generalidad.

No obstante, aún existen situaciones que vulneran la 
Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de incompatibilida-
des del personal al servicio de las Administraciones 
públicas, y el Real Decreto 589/1985, de 30 de abril 
sobre incompatibilidades del personal al servicio del 
Estado, de la Seguridad Social y de los entes, organis-
mos y empresas dependientes. Así, este Tribunal ha 
verificado mediante consulta a la Tesorería General de 

la Seguridad Social que, a 3 de junio de 2002, seis de 
los facultativos que trabajaban en el Centro Mancomu-
nado estaban incursos en una situación de incompatibi-
lidad 1:

• Dos médicos con contrato laboral, pertenecientes 
al personal de plantilla del Centro, estaban también de 
alta en esa fecha en la Agencia Valenciana de Salud. 
Estos dos facultativos no estaban entre los incluidos en 
el anterior Informe de Fiscalización.

• Asimismo, esta situación de prestación de servi-
cios en el Centro y en la Agencia Valenciana de la 
Salud, concurría en cuatro de los médicos contratados 
por el Centro por acto médico. De estos cuatro casos, 
tres se encontraban en presunta situación de incompa-
tibilidad según el anterior Informe de Fiscalización, si 
bien dos de ellos habían solicitado la compatibilidad 
de la Consejería de Sanidad de la Generalidad Valen-
ciana, encontrándose pendientes de Resolución ambos 
casos. Los otros dos facultativos, uno de los cuales 
figuraba incluido en el anterior Informe de Fiscaliza-
ción, han firmado una declaración de no estar incursos 
en ninguna situación de incompatibilidad, situación 
que, de acuerdo con los datos obrantes en el Tribunal, 
no se corresponde con la realidad ya que prestan ser-
vicios en el Centro y en la Agencia Valenciana de 
Salud.

En este contexto debe destacarse la especial grave-
dad de la conducta de estos dos facultativos que pres-
tando sus servicios simultáneamente en la Agencia 
Valenciana de la Salud y en el Centro de Recuperación 
y Rehabilitación de Levante, han firmado una declara-
ción de no estar incursos en ninguna situación de 
incompatibilidad. 

En todo caso debe señalarse que en el ámbito del 
sector público, para el ejercicio de una segunda activi-
dad, tanto pública como privada, es requisito previo 
indispensable la autorización de la compatibilidad por 
el órgano administrativo competente. Esta circunstan-
cia no se ha dado en ninguno de los supuestos referidos 
con anterioridad, lo que por sí mismo constituye una 
infracción de la normativa aplicable.

1 Respecto de la incompatibilidad de los facultativos contrata-
dos por el Centro, las Mutuas partícipes se limitan a señalar que no 
consta en los expedientes del Centro la circunstancia descrita, preci-
samente por tener suscritas declaraciones de no estar incursos en 
incompatibilidad, salvo en los casos ya conocidos de los dos facul-
tativos que solicitaron la compatibilidad estando pendientes de 
Resolución todavía en la fecha actual.

A este respecto debe señalarse que el procedimiento de control 
de incompatibilidades diseñado por el Centro, basado en la solici-
tud de declaraciones a los facultativos que contrata, es cuando 
menos, poco riguroso. Simplemente con solicitar a los facultativos 
periódicamente un certificado de vida laboral, obtendría un nivel de 
control adecuado sobre este asunto.

En consecuencia, no pueden aceptarse las alegaciones realiza-
das y no se modifica el texto.
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Sin perjuicio de lo anterior, este Tribunal debe poner 
de manifiesto que las comprobaciones realizadas res-
pecto de la compatibilidad del personal que presta sus 
servicios en el Centro no han incluido al personal de las 
Mutuas partícipes que, ocasionalmente, utiliza las ins-
talaciones del Centro para sus actuaciones médicas por 
cuenta de ellas, por no entrar en el ámbito subjetivo de 
esta Fiscalización. No obstante, la información recibida 
durante la fiscalización ha puesto de manifiesto que 
algunos facultativos prestan simultáneamente sus servi-
cios en diferentes centros sanitarios financiados con 
fondos públicos (Mutuas partícipes, Centro Mancomu-
nado y Agencia Valenciana de la Salud), por lo que se 
estima oportuno recomendar a las Mutuas que intensifi-
quen el control sobre el cumplimiento del régimen de 
compatibilidad de dichos facultativos (apartado 1.2 de 
la Sección III).

— Con relación a los intereses de la deuda del Ser-
vicio Valenciano de Salud (SERVASA), el Centro reali-
zó su reclamación en vía administrativa y ante la falta 
de atención a esta reclamación, interpuso recurso en vía 
contencioso administrativa. 

Finalmente, con fecha 27.3.2002, el Juzgado Con-
tencioso-Administrativo Nº 4 de Valencia falló a favor 
del Centro, condenando a la Consejería de Sanidad de 
la Generalidad Valenciana al abono de los intereses en 
litigio que, de acuerdo con los fundamentos jurídicos 
de la sentencia, ascienden a 33.134.059 pesetas 
(199.139,71 euros). Esta sentencia ha devenido firme al 
no presentar recurso alguno la Administración Autonó-
mica (apartado 1.3 de la Sección III).

1.2  Centro Mutual para La Rehabilitación de Acci-
dentados de Trabajo de San Cugat del Vallés.

— Tras la aprobación del anterior Informe de Fis-
calización sobre Centros Mancomunados, una vez veri-
ficada la inviabilidad financiera de la alternativa de 
adecuar la actividad del Centro con carácter exclusivo a 
las finalidades previstas en el vigente Reglamento de 
Colaboración, las Mutuas partícipes en el Centro ini-
ciaron el proceso de disolución formal y liquidación de 
sus activos.

Paralelamente, el Centro de Alto Rendimiento 
Deportivo (CAR), organismo público adscrito a la Con-
sejería de Cultura de la Generalidad de Cataluña y des-
tinatario principal de la actividad del Centro, manifestó 
su interés en la adquisición de las instalaciones en las 
que éste se ubica. No obstante lo anterior, en el momen-
to de elaboración de este Proyecto de Informe, no ha 
sido acreditado ante el Tribunal que se haya firmado 
convenio alguno entre el Ministerio de Trabajo y Asun-
tos Sociales y la Consejería de Cultura de la Generali-
dad de Cataluña para la adquisición de los activos del 
Centro, si bien este último Departamento presentó con 
fecha 9.12.2002 una oferta de adquisición por importe 

de 4.805.244,42 euros que está siendo estudiada por el 
Ministerio (apartado 2.1 de la Sección III).

— Por lo que respecta a la inscripción de la finca 
donde se ubica el Centro a nombre de la Tesorería 
General de la Seguridad Social, tanto por parte del Cen-
tro como por parte de la Tesorería General se han reali-
zado actuaciones orientadas a este objetivo, estando en 
la actualidad pendiente de la subsanación de ciertos 
defectos advertidos por el Registro de la Propiedad de 
Tarrasa para la elevación a escritura pública del cambio 
de titularidad a favor de la Tesorería General (aparta-
do 2.2 de la Sección III).

1.3  Centro Intermutual de Euskadi. Centro Manco-
munado de Mutuas.

— A la fecha de elaboración de este Proyecto de 
Informe, la Dirección General de Ordenación Económi-
ca de la Seguridad Social del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales está analizando el último texto de Esta-
tutos que fue aprobado por la Asamblea General del 
Centro de 24 de junio de 2002. Con este nuevo texto, el 
Centro ha tratado de adaptar sus Estatutos a las observa-
ciones formuladas por la citada Dirección General, si 
bien en la actualidad, estos Estatutos continúan pendien-
tes de su autorización definitiva por la referida Dirección 
General (apartado 3.1 de la Sección III).

— Por lo que respecta a la situación de los faculta-
tivos que prestan servicios en el Centro en materia de 
incompatibilidad, debe destacarse que el Tribunal ha 
detectado dos tipos de incumplimiento de la normativa 
sobre incompatibilidad: el primero se produce en la 
contratación de profesionales médicos en arrendamiento 
de servicios, que cobran del Centro por acto médico, ya 
que 7 de los facultativos contratados prestan a su vez ser-
vicios en el Servicio Vasco de Salud o en OSATEK, S.A., 
(sociedad pública creada por el Servicio Vasco de Salud 
para la prestación del servicio de diagnóstico por ima-
gen). A uno de estos facultativos ya se refería el ante-
rior Informe de Fiscalización, lo que debe valorarse 
teniendo en cuenta que, además, este facultativo firmó 
una declaración manifestando que no incurría en 
incompatibilidad.

El segundo de estos incumplimientos se produce en 
la contratación de servicios con sociedades médicas, ya 
que al menos 11 de los facultativos que prestan servi-
cios al Centro a través de estas sociedades, se encuen-
tran en situación de incompatibilidad por estar prestan-
do servicios simultáneamente al Centro, a través de 
estas sociedades o comunidades de bienes y al propio 
Servicio Vasco de Salud, dándose el caso de un médico 
que, además, también presta servicios en la Universi-
dad del País Vasco. 

De estos 11 casos, tres corresponden a facultativos 
cuya situación de incompatibilidad fue declarada por el 
propio Servicio Vasco de Salud, como consecuencia de 
las actuaciones realizadas por este Tribunal en su ante-
rior Fiscalización, a pesar de lo cual continúan prestan-
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do servicios al Centro, no ya directamente como ocu-
rría cuando el Tribunal puso de manifiesto su posible 
incompatibilidad, sino indirectamente, a través de una 
comunidad de bienes o de una sociedad mercantil, con-
ducta de especial gravedad que deberá ser tenida en 
cuenta por los órganos competentes en la depuración de 
las responsabilidades a que haya lugar.

Por otra parte, el número de facultativos afectados 
por esta incompatibilidad puede ser superior, ya que el 
Centro únicamente ha facilitado al Tribunal datos de 
los facultativos de 5 de las 14 sociedades y comunida-
des de bienes contratadas. Además, el Tribunal debe 
indicar que, eventualmente, el Centro ha solicitado 
directamente los servicios de otras sociedades o funda-
ciones privadas para la prestación de asistencia sanita-
ria que no figuran en esta relación. 

Esta situación viene a poner en cuestión los procedi-
mientos de control que a este respecto realizan tanto el 
Centro como el propio Servicio Vasco de Salud (aparta-
do 3.2 de la Sección III).

— Como consecuencia de las comprobaciones rea-
lizadas, se ha puesto de manifiesto que el Centro no ha 
comunicado al Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les todos los conciertos firmados con profesionales 
médicos o con otros centros o sociedades médicas, con 
posterioridad al 24 de junio de 1997. Tampoco ha 
comunicado al Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les, ni éste ha aprobado, los conciertos firmados con 
compañías de seguros y con empresas colaboradoras en 
la gestión de la Seguridad Social por haber asumido la 
cobertura de la prestación sanitaria de sus trabajadores. 
Todo ello puede suponer un incumplimiento del artículo 
12 del Reglamento sobre Colaboración de Mutuas, 
aprobado por el RD 1993/1995.

Asimismo, el Centro tampoco ha comunicado al 
Ministerio las modificaciones de precios experimenta-
das por los conciertos cuya existencia sí le había sido 
previamente comunicada y autorizada, lo que puede 
suponer un incumplimiento de las condiciones de la 
autorización concedida.

A este respecto, el Tribunal pondrá en conocimiento 
del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales estos 
hechos, a fin de que se tomen las medidas que corres-
pondan (apartado 3.3 de la Sección III).

— El análisis efectuado por el Tribunal del concier-
to que el Centro tiene suscrito con la Dirección Provin-
cial del INSS de Vizcaya para el examen, calificación y 
revisión de incapacidades de trabajadores, ha puesto de 
manifiesto la existencia de pruebas que no son realiza-
das directamente por el Centro, sino que éste las sub-
contrata con profesionales o empresas, siendo factura-
das por el Centro a la Dirección Provincial del INSS a 
un precio superior al coste soportado por éste.

Así, sólo en los meses de noviembre y diciembre 
de 2001, el Centro ha obtenido por esta causa un 
beneficio de 256.599 pesetas (1.542,19 euros), lo que 
supone un margen de un 40,47% sobre los costes 

pagados por el Centro a las empresas o profesionales 
médicos que efectivamente realizaron las pruebas. 
Esta situación viene a poner de manifiesto que los 
precios autorizados en el citado concierto son superio-
res a los de mercado.

1.4  Centro Intermutual de Seguridad. Centro Manco-
munado de Mutuas (CIS) 2.

Por lo que respecta al contrato de compraventa cele-
brado por el Centro, en 1971, con la entonces Caja de 
Ahorros Municipal de San Sebastián, por el que ésta se 
comprometía a transmitirle un terreno por un importe 
de 29.583.345 pesetas (177.799,48 euros), efectiva-
mente satisfecho por el Centro, debe señalarse que la 
sentencia 255/02 de 20.12.2002, del Juzgado de 1.ª Ins-
tancia n.º 5 de San Sebastián, ha desestimado la deman-
da interpuesta por el Centro para elevar a escritura 
pública el contrato de compraventa firmado en 1971 e 
inscribir el terreno adquirido a favor de la Tesorería 
General. La sentencia tampoco ha establecido ningún 
derecho indemnizatorio a favor del Centro, si bien la 
Dirección Provincial de la Tesorería General de la 
Seguridad Social de Guipúzcoa ha comunicado a este 
Tribunal que el Servicio Jurídico Provincial de Guipúz-
coa ha anunciado la interposición de un recurso de 
apelación ante la Audiencia Provincial de Guipúzcoa 
(apartado 4.1 de la Sección III).

— La Asociación para la Prevención de Accidentes 
(en adelante APA), entidad de carácter privado, ha 
venido empleando en su propio beneficio los bienes e 
instalaciones con los que estaba dotado el CIS, que 
habían sido adquiridos, a su vez, con fondos públicos. 
A este respecto debe señalarse, que la totalidad de las 
instalaciones fijas adquiridas por la APA con fondos 
públicos del CIS se entregaron al comprador del edifi-
cio de la antigua sede del APA cuando esta entidad pri-
vada cambió de sede en 1997, sin que la APA haya 
reintegrado al activo del CIS importe alguno en con-
cepto de indemnización por la venta de estas instalacio-
nes sufragadas con fondos públicos de éste.

Los restantes bienes del CIS empleados por la APA: 
mobiliario y equipamiento diversos, han sido definiti-
vamente desechados debido a su obsolescencia técnica 
y grado de deterioro. Ahora bien, con la documentación 
aportada por esta Asociación no puede acreditarse que 
los referidos bienes, que se encuentran ubicados en un 
almacén, sean precisamente los adquiridos con cargo a 

2 La alegación de la Mutua Cyclops relativa a que el CIS tiene 
personalidad jurídica no puede ser aceptada. En este sentido debe 
señalarse que este Tribunal ya expuso en el anterior Informe de 
Fiscalización (véase nota a pie de página n.º 3 en el apartado 1.1 del 
referido Informe) su postura contraria a la existencia de personali-
dad jurídica del CIS, que ha sido corroborada por el Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales.
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los fondos del CIS, ya que el inventario de que dispo-
nen no identifica el número de serie de los bienes 
adquiridos 3.

Por último, debe reseñarse que la utilización por la 
APA de estos bienes adquiridos con fondos públicos 
procedentes de cotizaciones sociales, ha sido realizada 
al margen de autorización administrativa alguna, 
incumpliendo el artículo 12 del Reglamento de Colabo-
ración. A mayor abundamiento, la APA ha empleado 
estos bienes para realizar estudios y trabajos que han 
sido facturados a terceros, sin que por dicha utilización 
haya pagado precio alguno al CIS, lo que ha producido 
el consiguiente menoscabo del interés público (aparta-
do 4.1 de la Sección III).

— Por otra parte, debe señalarse que, como conse-
cuencia del anterior Informe de Fiscalización, el Minis-
terio de Trabajo y Asuntos Sociales, a través de la 
Dirección General de Ordenación Económica de la 
Seguridad Social, instó al Presidente del CIS a que pro-
cediera a la disolución del Centro, a lo que el Presiden-
te de este Centro respondió que ésta se inició el 
7.5.1998, fecha en la que se adoptó el Acuerdo de Diso-
lución del Centro Intermutual de Seguridad por parte 
de su Junta Rectora. 

Sin embargo, a la fecha de emisión de este Informe, 
la disolución de este Centro aún no se ha producido 
(apartado 4.1 de la Sección III).

— Por lo que respecta a la disolución de la Asocia-
ción para la Prevención de Accidentes (APA), este Tri-
bunal ha observado que, inicialmente la Dirección 
General de Ordenación Económica de la Seguridad 
Social instó mediante Resolución de 17.11.2000, el 
cese de participación de las Mutuas en esta asociación. 
Sin embargo, posteriormente, a instancias de éstas, la 
citada Dirección General acordó con fecha 12.3.2001, 
la suspensión de aquella resolución, suspensión que 
inicialmente tenía una duración de tres meses, pero que 
aún hoy, transcurrido más de un año y medio, permane-
ce en vigor. 

No debe olvidarse que esta Asociación se dedica a 
realizar una actividad de prevención de accidentes 
laborales y enfermedades profesionales no prevista 
legalmente que, por tanto, no puede ser autorizada ni 
consentida bajo ningún concepto, por lo que su mante-
nimiento constituye una infracción de la normativa 
reguladora de la actuación de las Mutuas de Accidentes 
de Trabajo y Enfermedades Profesionales (artículo 13 
del Reglamento de Colaboración).

1.5  Comunidad de Bienes Agrupación Intermutual 
(Madín y Unión Mutua).

Respecto a la disolución de este Centro, debe indi-
carse que con fecha de 6.11.2001, la Secretaría de Esta-
do de la Seguridad Social resolvió aprobar la disolución 
de la comunidad de bienes Agrupación Intermutual, 
estando en la actualidad en proceso de liquidación, 
según los datos aportados por la Dirección General de 
Ordenación Económica de la Seguridad Social del 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (apartado 5 
de la Sección III).

Por lo que respecta a la inscripción del terreno en 
que se iba a ubicar la sede del Centro a favor de la Teso-
rería General, cabe señalar que mediante escritura 
pública de rectificación de fecha 2.3.1999, la Agrupa-
ción Intermutual procedió a reconocer que la titularidad 
del terreno sito en Latores le correspondía a la Tesore-
ría General de la Seguridad Social y no a ella. Por escri-
tura pública de 17.3.1999, la Tesorería ratificó la escri-
tura anterior que fue inscrita en el Registro de la 
Propiedad n.º 5 de Oviedo el día 4 de septiembre de 
2000 (apartado 5 de la Sección III).

1.6  Centro Mutual de Prevención, Recuperación y 
Rehabilitación (Ubarmin).

Respecto a la disolución de este Centro, debe indi-
carse que con fecha de 6.11.2001, la Dirección General 
de Ordenación Económica de la Seguridad Social 
comunicó a las Mutuas partícipes en el Centro que, 
teniendo en cuenta que la actividad que constituyó el 
objeto de la agrupación intermutual ya no era llevada a 
cabo por ésta, se incoaba de oficio el oportuno procedi-
miento administrativo para aprobar la disolución del 
Centro de acuerdo con las normas contenidas en el 
capítulo V del Reglamento de Colaboración. Si bien a 
la fecha de elaboración de este Informe no consta que 
se haya aprobado la disolución de este Centro (apartado 
6 de la Sección III).

2. RECOMENDACIONES

2.1  Recomendaciones dirigidas al Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales.

2.1.1 El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales 
debe impulsar el proceso de aprobación de los Estatu-

3 Respecto a lo alegado por las Mutuas partícipes sobre la 
identificación suficiente de los bienes muebles adquiridos con cargo 
a fondos del CIS, este Tribunal debe manifestar que lo referido en el 
Anteproyecto de Informe, constituye una limitación en sentido téc-
nico, ya que al no incluirse en el inventario el número de serie los 
bienes en él incluidos, este Tribunal no puede afirmar que sean los 
efectivamente adquiridos con cargo a los fondos del Centro Inter-
mutual de Seguridad.

Por lo que respecta al mobiliario, éste carecía de etiquetas iden-
tificativas que permitieran validar los datos recogidos en la relación 
de bienes citada; de hecho, este Tribunal pudo observar que parte de 
este mobiliario se encontraba desmontado, lo que impedía su iden-
tificación. 

En consecuencia no puede aceptarse la alegación realizada y no 
se modifica el texto.
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tos del Centro de Rehabilitación y Recuperación de 
Levante y del Centro Intermutual de Euskadi, que se 
mantienen pendientes de resolución desde el ejerci-
cio 1996 (apartados 1.1 y 3.1 de la Sección III).

2.1.2 El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 
en el ejercicio de su función de control de las Mutuas 
de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesiona-
les de la Seguridad Social, establecido en los artículos 
5, 71 y 72 del RD-Legislativo 1/1994, por el que se 
aprobó la Ley General de la Seguridad Social, debe 
verificar la situación de los facultativos que prestan 
servicios en las Mutuas y en los Centros Mancomuna-
dos en relación con el cumplimiento de la normativa 
sobre incompatibilidades de personal (apartado 1.2 de 
la Sección III).

2.1.3 El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales 
debe impulsar el proceso de disolución del Centro 
Mutual para la Rehabilitación de Accidentados de Tra-
bajo de San Cugat del Vallés y, en particular, la venta de 
los activos del Centro Mancomunado al Centro de Alto 
Rendimiento Deportivo, entidad pública adscrita a la 
Secretaría General de Deportes de la Generalidad de 
Cataluña (apartado 2.1 de la Sección III).

2.1.4 El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 
en su función de control de las Mutuas, debería efec-
tuar un seguimiento más riguroso del cumplimiento de 
la obligación, por parte de los Centros Mancomunados 
(en particular el Centro Intermututal de Euskadi), de 
poner en su conocimiento los conciertos firmados con 
profesionales médicos y someter a su aprobación los 
conciertos firmados con centros o sociedades médicas, 
así como sus modificaciones (apartado 3.3 de la Sec-
ción III).

2.1.5 El Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les debería revisar el concierto que tiene suscrito la 
Dirección Provincial del INSS de Vizcaya con el Cen-
tro Intemutual de Euskadi para el examen, calificación 
y revisión de incapacidades de trabajadores, ya que 
los precios pactados en el mismo ha resultado ser sen-
siblemente superiores a los de mercado, ya que el 
Centro se limita a subcontratar con terceros los servi-
cios solicitados por la Dirección Provincial del INSS, 
obteniendo un significativo beneficio por esta mera 
intermediación (apartado 3.3 de la Sección III). Asi-
mismo, la Dirección General del INSS debiera efec-
tuar un estudio en profundidad de los costes de las 
pruebas objeto del Concierto-Marco en todo el Estado 
y, en su caso, revisar y minorar los precios prefijados 
en éste.

2.1.6 El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales 
debe culminar los procesos de disolución del Centro 
Intermutual de Seguridad y, en su caso, de la Asocia-
ción para la Prevención de Accidentes iniciados tras la 
publicación del anterior Informe de Fiscalización, y 
aun pendientes de resolución (apartados 4.1 y 4.2 de la 
Sección III). 

2.1.7 El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales 
debe culminar el proceso de disolución del Centro 

Mutual de Prevención, Recuperación y Rehabilitación 
(Ubarmin), aun pendiente de resolución (apartado 6 de 
la Sección III).

2.2  Recomendación dirigida a la Consejería de Sani-
dad de la Generalidad Valenciana.

La Consejería de Sanidad de la Generalidad Valen-
ciana debe verificar la situación de los facultativos 
indicados en el presente Informe que prestan servicios 
al Centro de Recuperación y Rehabilitación de Levan-
te en posible situación de incompatibilidad por el 
ejercicio de sus funciones en el referido Centro y en 
otra entidad sanitaria pública (apartado 1.2 de la Sec-
ción III).

2.3  Recomendaciones dirigidas al Servicio Vasco de 
Salud.

El Servicio Vasco de Salud debe verificar la situa-
ción de los facultativos a que se refiere el presente 
Informe que prestan servicios al Centro Intermutual 
de Euskadi, y que se encuentran en posible situación 
de incompatibilidad por el ejercicio de sus funciones 
en el referido Centro y en otra entidad sanitaria 
pública. 

Además, el Servicio Vasco de Salud debe solicitar la 
colaboración del Centro para la identificación de la 
totalidad de profesionales médicos que prestan servi-
cios en el mismo, a fin de verificar la inexistencia de 
otras situaciones de incompatibilidad en este colectivo 
(apartado 3.2 de la Sección III). 

2.4  Recomendación dirigida al Centro Intermutual de 
Euskadi.

El Centro Intermutual de Euskadi debe denunciar y 
rescindir aquellos conciertos celebrados con socieda-
des médicas y entidades que, tras las debidas adverten-
cias, continúen empleando en sus relaciones con el 
Centro facultativos que incurran en supuestos de 
incompatibilidad (apartado 3.2 de la Sección III).

SECCIÓN III. RESULTADOS 
DE LA FISCALIZACIÓN

La exposición de los resultados de los trabajos de 
fiscalización toma como punto de partida las conclusio-
nes del anterior Informe de Fiscalización, y recoge las 
actuaciones realizadas hasta junio de 2002, respecto de 
cada una de las cuestiones contempladas en el citado 
Informe Especial, así como una evaluación de dichas 
actuaciones y sus resultados.

En aras de una mayor claridad expositiva, se realiza 
un análisis separado para cada uno de los Centros Man-
comunados.
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1.  CENTRO DE RECUPERACIÓN Y REHABILI-
TACIÓN DE LEVANTE, CENTRO MANCOMU-
NADO DE MUTUAS

1.1  Cuestiones relativas a la aprobación por el Minis-
terio de Trabajo y Asuntos Sociales de la adecua-
ción de los Estatutos del Centro al Reglamento de 
Colaboración de Mutuas de 1995.

Esta cuestión, recogida en el anterior Informe de 
Fiscalización (epígrafes 1.5 y 8.1), afecta no solamente 
a este Centro sino también al «Centro Intermutual de 
Euskadi», por ser los únicos, de los Centros Mancomu-
nados que están operativos, que ajustan su actividad a 
la finalidad establecida por el Reglamento de Colabora-
ción y por tanto, los únicos con vocación de continui-
dad.

Con objeto de adquirir personalidad jurídica, el 
Centro de Recuperación y Rehabilitación de Levante, 
en cumplimiento del artículo 12.2 del Reglamento de 
Colaboración solicitó al Ministerio de Trabajo y Asun-
tos Sociales la autorización de sus Estatutos, previa-
mente aprobados por su Junta General Extraordinaria 
con fecha 28 de noviembre de 1996.

Sin embargo, el Ministerio no realizó ninguna 
actuación relativa a esta cuestión hasta el 20 de octubre 
de 2000, fecha en que la Dirección General de Ordena-
ción Económica de la Seguridad Social formuló obser-
vaciones a los Estatutos propuestos por el Centro casi 
cuatro años antes. En su escrito de alegaciones al Ante-
proyecto del anterior Informe de Fiscalización, el 
Ministerio intentó justificar su falta de aprobación por 
la inminencia de la publicación del Informe.

Sin entrar en la descripción minuciosa de las obser-
vaciones realizadas, las líneas directrices de las modifi-
caciones que la Dirección General de Ordenación Eco-
nómica de la Seguridad Social introdujo en el articulado 
de los Estatutos propuestos por el Centro, con el fin de 
adaptar su régimen jurídico al Reglamento de Colabo-
ración, son las siguientes:

1. En cuanto a la naturaleza y origen de los fondos 
que gestiona el Centro por cuenta de las Mutuas partíci-
pes, los Estatutos deben precisar que se trata de 
«medios adscritos» para la gestión de las prestaciones 
de la actividad protectora de la Seguridad Social y por 
tanto, los bienes y derechos en que se materialicen, for-
man parte del patrimonio de ésta.

2. Las instalaciones en las que se ubica son pro-
piedad de la Tesorería General de la Seguridad Social, 
y las inversiones que realice el Centro serán financiadas 
por las Mutuas partícipes en proporción al valor de sus 
respectivas cuotas de participación.

3. La actividad del Centro no puede servir de fun-
damento a operaciones de lucro mercantil, o a la conce-
sión de beneficios de ninguna clase a favor de las 
Mutuas partícipes o de sus empresarios asociados.

4. El resultado de gestión del Centro, cuando es 
positivo debe revertir en las Mutuas partícipes integrán-
dose con los demás ingresos obtenidos por las mismas. 
Correlativamente, en el supuesto de resultado deficita-
rio éste ha de ser enjugado por las Mutuas partícipes, 
llegado el caso con el patrimonio histórico o mediante 
la ejecución de la responsabilidad mancomunada de las 
asociadas, todo ello en proporción a sus respectivas 
participaciones.

5. En el marco de las competencias atribuidas por 
el Reglamento de Colaboración al Ministerio de Traba-
jo y Asuntos Sociales, sobre el régimen de constitución, 
organización, gestión y funcionamiento de estas entida-
des colaboradoras, debe hacerse en los Estatutos men-
ción expresa al régimen de comunicaciones y autoriza-
ciones necesarias para los casos de suscripción de 
conciertos con otras entidades, modificación de la 
situación de participación de las Mutuas en el Centro 
(supuestos de separación, absorción, fusión o ingreso 
de una nueva Mutua), e incluso a la potestad de acordar 
la disolución del Centro en determinados supuestos.

Estas observaciones fueron remitidas, para su análi-
sis, por la Dirección General de Ordenación Económi-
ca de la Seguridad Social a la Intervención General de 
la Seguridad Social (en adelante IGSS). 

En este nuevo análisis, la Intervención observó defi-
ciencias relativas a la falta de actualización de algunas 
cuestiones que afectaban al régimen contable aplicable 
a estos Centros; así, las referencias hechas al vigente 
Reglamento de Colaboración respecto de los documen-
tos que deben integrar las cuentas anuales no estaban 
actualizadas en función de lo establecido en la Resolu-
ción de 22 de diciembre de 1998, de la Intervención 
General de la Administración del Estado, por la que se 
aprueba la adaptación del Plan General de Contabilidad 
a las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades 
Profesionales de la Seguridad Social. 

Con este motivo, la Dirección General de Ordena-
ción Económica de la Seguridad Social se dirigió de 
nuevo al Centro de Recuperación y Rehabilitación de 
Levante el 20.4.2001, para trasladarle las observacio-
nes de la IGSS, al objeto de su incorporación a los 
Estatutos.

El 12.7.2001, el Centro remitió el nuevo texto de los 
Estatutos a la Dirección General de Ordenación Econó-
mica de la Seguridad Social, con las modificaciones 
oportunas, aprobadas en la Junta General del Centro de 
24 mayo de 2001. Este nuevo texto incorporó en su 
mayor parte las precisiones realizadas por el Ministe-
rio, aunque dejó subsistente un núcleo de divergencia 
entre el Ministerio y las Mutuas partícipes en el Centro, 
relativo a la determinación del régimen de participación 
de las Mutuas en el Centro, lo que dio lugar a nuevas 
observaciones y por tanto a una mayor dilación en la 
solución de la adaptación estatutaria.

Finalmente, el 30 de mayo de 2002, la Junta General 
del Centro aprobó un nuevo texto de Estatutos, con el 



Cortes Generales 12 de enero de 2006.—Serie A. Núm. 215

13

que ha tratado de adaptarlos a todas las observaciones 
formuladas por la Dirección General de Ordenación 
Económica de la Seguridad Social. Este texto fue remi-
tido el 6 de junio de 2002 a la referida Dirección Gene-
ral para su análisis, donde permanece en la actualidad, 
pendiente de su autorización definitiva.

1.2  Cuestiones relacionadas con el cumplimiento por 
parte del personal facultativo al servicio del Cen-
tro Intermutual de Levante, de la normativa sobre 
incompatibilidades prevista en la Ley 53/1984.

En el anterior Informe de Fiscalización, quedó cons-
tatado que 25 de los facultativos que prestaban servi-
cios en el Centro, trabajaban también para otras institu-
ciones sanitarias públicas (el Servicio Valenciano de 
Salud y el Hospital General Universitario de Valencia), 
sin que pudiera quedar acreditado que tuvieran conce-
dida la compatibilidad obligatoria para desempeñar una 
segunda actividad en el sector público según establecen 
la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de incompatibili-
dades del personal al servicio de las Administraciones 
públicas, y el Real Decreto 589/1985, de 30 de abril 
sobre incompatibilidades del personal al servicio del 
Estado, de la Seguridad Social y de los entes, organis-
mos y empresas dependientes, de aplicación a este 
caso, pues la actividad de los Centros forma parte de las 
actividades de colaboración en la gestión de la Seguri-
dad Social, estando financiados por cuotas de la Seguri-
dad Social que son recursos públicos.

Esta situación afectaba a dos de los médicos de 
plantilla del Centro, es decir, con una relación de carác-
ter laboral, y a 23 de los retribuidos por acto médico. 
Además, en el anterior Informe de Fiscalización se 
establecía que el Tribunal de Cuentas pondría estos 
hechos en conocimiento del Ministerio de Administra-
ciones Públicas, a los efectos previstos en el artículo 
20.3 de la citada Ley 53/1984. 

1.2.1  Actuaciones realizadas por la Consejería de 
Sanidad de la Generalidad Valenciana y por el 
Centro de Recuperación y Rehabilitación de 
Levante.

Con fecha de 21.2.2001, el Tribunal se dirigió a la 
Dirección General de Inspección, Simplificación y 
Calidad de los Servicios del Ministerio de Administra-
ciones Públicas, acompañando la información relativa a 
los hechos citados, y solicitándole la remisión de las 
actuaciones a las que hubiera lugar como consecuencia 
de la situación descrita.

En contestación a esta solicitud, la Dirección Gene-
ral de Inspección, Simplificación y Calidad de los Ser-
vicios, manifestó a este Tribunal que no constaba en 
sus bases de datos que los facultativos afectados tuvie-
ran concedida autorización alguna para compatibilizar 
otra actividad, y dio traslado de la documentación 
correspondiente a los Órganos que, según esa Direc-

ción General, están encargados de la aplicación directa 
del régimen de incompatibilidades de ese personal 
sanitario: la Presidencia de la Diputación Provincial de 
Valencia y la Dirección General para los Recursos 
Humanos de la Consejería de Sanidad de la Generali-
dad Valenciana.

En este sentido, respecto de los dos facultativos que 
también prestaban servicios en el Hospital General 
Universitario de Valencia, dependiente de la Diputación 
Provincial de Valencia, esta entidad manifestó que 
carecían de autorización de compatibilidad para reali-
zar una segunda actividad pública, así como su desco-
nocimiento sobre la consideración legal del Centro de 
Rehabilitación y Recuperación de Levante como perte-
neciente a la Seguridad Social a efectos de la aplicación 
del régimen de incompatibilidades previsto en la citada 
Ley 53/1984. En la actualidad, estos dos facultativos 
han cesado en su actividad en el referido Centro.

En cuanto a la información sobre los facultativos que 
también prestaban servicios en la Consejería de Sanidad 
de la Generalidad Valenciana, esta Consejería informó, 
una vez subsanada la pérdida de su base de datos sobre 
expedientes de compatibilidad, de la existencia de dos 
situaciones distintas en el personal afectado:

a) Facultativos que solicitaron la compatibilidad 
para el ejercicio de una segunda actividad en el Centro 
de Recuperación y Rehabilitación de Levante. Respec-
to de estos casos, la Consejería ha informado que las 
resoluciones recaídas sobre estas solicitudes de compa-
tibilidad presentadas han sido denegatorias en todos los 
casos. 

b) Facultativos que no solicitaron la compatibili-
dad o que lo hicieron para actividades secundarias dis-
tintas, supuestos en los que iniciaría de oficio expedien-
tes de incompatibilidad.

Por otra parte, la Junta General del Centro de Recu-
peración y Rehabilitación de Levante inició, en el mes 
de octubre de 2000, una campaña destinada a conocer 
y, en su caso regularizar la situación del personal que 
prestaba servicios en el Centro, en relación con el régi-
men de incompatibilidades. Para ello, la Gerencia del 
Centro efectuó las gestiones siguientes: 

— Puso en conocimiento del Comité de Empresa la 
sujeción de todos los trabajadores del Centro a la Ley 
de incompatibilidades y les entregó un modelo de 
declaración de compatibilidad para que fuera cumpli-
mentado por todo el personal laboral al servicio del 
Centro, correspondiente a todas sus categorías profe-
sionales.

El Centro ha logrado obtener estas declaraciones de 
la gran mayoría de su personal laboral a falta de sólo 14 
trabajadores. Como resultado de estas gestiones, el 
Centro no ha tenido conocimiento de ninguna situación 
de incompatibilidad entre su personal de plantilla, con 
la limitación de los 14 trabajadores antes señalados. No 
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obstante, el Centro no ha contrastado la veracidad de 
estas declaraciones con la Agencia Valenciana de la 
Salud, lo que limita significativamente su eficacia.

Por lo que respecta al personal con contrato de 
arrendamiento de servicios, sí detectó el Centro situa-
ciones de incompatibilidad. Como consecuencia, parte 
de estos facultativos cesaron en su actividad en el Cen-
tro y el resto optó por dirigirse a la Consejería de Sani-
dad de la Comunidad Valenciana solicitando la compa-
tibilidad para el ejercicio de una segunda actividad. 
Estas solicitudes, a medida que fueron denegadas, 
según se ha indicado anteriormente, tuvieron como 
consecuencia la rescisión del respectivo contrato con el 
Centro.

— Asimismo, desde noviembre de 2000, el Centro 
introdujo en el clausulado de los modelos de contrato 
habituales la declaración del trabajador contratado de 
no estar afectado por la Ley de Incompatibilidades, así 
como una cláusula de rescisión automática del contrato 
en caso de incurrir el trabajador en incompatibilidad. 
Conviene tener en cuenta que de acuerdo con los artícu-
los 2 y 10.8 del Real Decreto 598/1985, de 30 de abril, 
sobre incompatibilidades de personal, en relación con 
el artículo 93 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General 
de Sanidad, es el Centro el obligado a conocer la situa-
ción de sus trabajadores en cuanto al régimen de 
incompatibilidades.

1.2.2 Situación actual de los facultativos.

Debe distinguirse, por una parte, la situación de los 
facultativos a los que se refería el anterior Informe de 
Fiscalización y, por otra, la situación de los facultativos 
que en la actualidad prestan sus servicios en el Centro y 
en ambos casos, los que tenían contrato laboral de los 
que tenían contrato de arrendamiento de servicios.

a) Facultativos a los que se refería el anterior 
Informe de Fiscalización.

Resulta necesario diferenciar entre los 25 facultati-
vos relacionados en el anterior Informe de Fiscaliza-
ción, a su vez, dos situaciones: por una parte, los dos 
médicos con relación laboral que pertenecían a la plan-
tilla del Centro, de los cuales sólo uno ha acreditado 
tener autorizada por la Dirección General del Servicio 
Valenciano de Salud, la compatibilidad para prestar 
servicios en el SERVASA (actualmente Agencia Valen-
ciana de la Salud) y en el Centro. El otro facultativo 
afectado, presentó con fecha de 6.4.2000, declaración 
de no desempeñar su actividad en otros centros públi-
cos afectos a la Ley de Incompatibilidades, que el Cen-
tro no comprobó pero que sí ha sido verificado por este 
Tribunal.

Por otro lado, en cuanto a la situación del personal 
contratado y retribuido por acto médico, únicamente 6, 
de los 23 médicos que estaban en esta situación según 
se indica en el anterior Informe de Fiscalización, conti-

nuaron prestando servicios en el Centro. De ellos, dos 
se encontraban pendientes aún, cuando se realizaron 
los trabajos de fiscalización in situ, de que la Conseje-
ría de Sanidad de la Generalidad Valenciana se pronun-
ciara sobre su solicitud de compatibilidad. Los otros 
cuatro facultativos cesaron también, aparentemente, en 
su segunda actividad pública, optando por seguir pres-
tando servicios en el Centro, pues sus solicitudes de 
autorización de compatibilidad efectuadas al órgano 
competente de la Consejería de Sanidad de la Generali-
dad Valenciana fueron denegadas por Resolución del 
Director General para los Recursos Humanos depen-
diente de la citada Consejería.

b) Facultativos que prestan servicios en el Centro 
en el momento de las actuaciones fiscalizadoras.

Antes de analizar la situación actual de los facultati-
vos que prestan sus servicios en el Centro, conviene 
señalar que no ofrece duda alguna que el personal 
médico que presta sus servicios a una Administración 
Pública, cualquiera que sea la naturaleza jurídica de esa 
relación, está sujeto a la aplicación de la Ley 53/1984, 
de Incompatibilidades. 

También es claro el criterio de interpretación que 
incluye en el ámbito de aplicación de la Ley 53/1984 a 
los facultativos al servicio de las Mutuas de Accidentes 
de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguri-
dad Social y por extensión, de sus Centros Mancomu-
nados (véase, entre otras, la Sentencia de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional 
de 24 de febrero de 2000). Por tanto, no hay ninguna 
duda al afirmar que a los médicos a los que se refiere el 
presente Informe les resulta en todo caso de aplicación 
la legislación reguladora de las incompatibilidades por 
cuanto prestan sus servicios en Centros Mancomuna-
dos de Mutuas y, también en los Servicios Autonómi-
cos de Salud.

En este contexto debe recordarse que el principio 
general que establece la Ley de Incompatibilidades, es 
la prohibición de compatibilizar un puesto de trabajo o 
una actividad en el sector público con un segundo pues-
to de trabajo o actividad en el sector público o con una 
actividad privada, sin el previo reconocimiento de la 
compatibilidad en los casos en que proceda. En este 
sentido, es claro que el régimen de las incompatibilida-
des es un régimen de autorización en el que la ausencia 
de autorización (el reconocimiento expreso de la com-
patibilidad) impide el ejercicio de una segunda activi-
dad sea ésta pública o privada (artículo 3.1 de la Ley 
53/1984).

Por tanto, la ausencia de la autorización expresa 
previa de compatibilidad, como es el caso de los facul-
tativos del Centro de Recuperación y Rehabilitación de 
Levante constituye ya, por sí sola, un incumplimiento 
de la legislación reguladora de las incompatibilidades, 
incluso en el caso de que la segunda actividad hubiera 
podido ser objeto de autorización o compatibilidad.
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Pero es que, además de constatarse la irregularidad 
que constituye la ausencia del reconocimiento formal 
de la compatibilidad en los supuestos referidos en el 
Informe, también caben serias dudas acerca de que las 
actividades que se describen puedan ser objeto de ese 
reconocimiento previo formal necesario de compatibi-
lidad. 

En este sentido debe tenerse en cuenta que el Tribu-
nal Supremo (Sentencia de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de 4 de julio de 1994) ha declarado 
subsistente el régimen de incompatibilidades estableci-
do en el artículo 29.1 del Estatuto Jurídico del Personal 
Médico de la Seguridad Social (aprobado por Decre-
to 3160/1966, de 23 de diciembre) que dispone que: 
«será incompatible el desempeño simultáneo de más de 
una plaza de cualquier orden que sea dentro de la Segu-
ridad Social».

Siguiendo este criterio, resultaría en todo caso 
incompatible el desempeño de un puesto o actividad en 
un Servicio Autonómico de Salud y en un Centro Man-
comunado de Mutuas, ya que ambas son entidades que 
gestionan prestaciones sanitarias públicas de Seguridad 
Social. Este sería el caso en que se encuentran los 
médicos que prestan simultáneamente sus servicios 
para la Agencia Valenciana de Salud y el Centro de 
Recuperación y Rehabilitación de Levante.

En este sentido, debe recordarse que el artículo 2 del 
Real Decreto 598/1985 confiere a las entidades (priva-
das) concertadas con las Entidades de la Seguridad 
Social, el carácter de entidades del sector público a los 
efectos del régimen de incompatibilidades.

Finalmente, en cuanto a la naturaleza de las respon-
sabilidades derivadas del incumplimiento del régimen 
de incompatibilidades a que anteriormente se ha hecho 
referencia, cabe manifestar que el artículo 20.1 de la 
Ley 53/1984 dispone que el incumplimiento del régi-
men de incompatibilidades «...será sancionado confor-
me al régimen disciplinario de aplicación, sin perjuicio 
de la ejecutividad de la incompatibilidad en que se haya 
incurrido.»

De acuerdo con ello, del desempeño de las activida-
des no declaradas compatibles se deducen por tanto dos 
consecuencias jurídicas inmediatas: el cese inmediato 
de la segunda actividad (ejecutividad de la incompatibi-
lidad) y la incoación de un expediente sancionador, 
conforme al régimen disciplinario de aplicación.

A este respecto, conviene recordar que la Ley 
30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma 
de la Función Pública califica en su artículo 31 h) como 
«falta muy grave», el «incumplimiento de las normas 
sobre incompatibilidades» (en el mismo sentido la 
Ley 6/1989, del Parlamento Vasco, en su artículo 83).

Consecuentemente, respecto de los facultativos que 
prestaban servicios en el Centro en el momento de rea-
lización de las actuaciones fiscalizadoras, debe señalar-
se que todos ellos, salvo los que tienen pendiente de 
resolución su solicitud de compatibilidad a la Conseje-
ría de Sanidad de la Generalidad Valenciana, han pre-

sentado al Centro declaración de no estar incursos en 
incompatibilidad. Sin embargo, este Tribunal ha verifi-
cado mediante consulta a la Tesorería General de la 
Seguridad Social, la existencia de situaciones de pre-
sunta incompatibilidad entre estos facultativos. En con-
creto, en la fecha en que se hizo la consulta a la Tesore-
ría General (3.6.2002), seis de los facultativos que 
trabajaban en el Centro Mancomunado estaban incur-
sos en situación de incompatibilidad. Así: 

— Dos médicos con contrato laboral, pertenecien-
tes al personal de plantilla del Centro, estaban también 
de alta en esa fecha en la Agencia Valenciana de Salud. 
Estos dos facultativos no estaban entre los incluidos en 
el anterior Informe de Fiscalización.

— Asimismo, esta situación de prestación de servi-
cios en el Centro y en la Agencia Valenciana de la 
Salud, concurría en cuatro de los médicos contratados 
por el Centro por acto médico. De estos cuatro casos, 
tres se encontraban en presunta situación de incompati-
bilidad según el anterior Informe de Fiscalización. Dos 
de ellos han solicitado, como se ha indicado, la compa-
tibilidad de la Consejería de Sanidad de la Generalidad 
Valenciana, encontrándose pendientes de Resolución 
ambos casos. Los otros dos facultativos, uno de los cua-
les figuraba incluido en el anterior Informe de Fiscali-
zación, han firmado una declaración de no estar incur-
sos en ninguna situación de incompatibilidad, situación 
que, de acuerdo con los datos obrantes en el Tribunal, 
no se corresponde con la realidad ya que prestan servi-
cios en el Centro y en la Agencia Valenciana de Salud.

En este contexto debe destacarse la especial grave-
dad de la conducta de estos dos facultativos que pres-
tando sus servicios simultáneamente en la Agencia 
Valenciana de la Salud y en el Centro de Recuperación 
y Rehabilitación de Levante, han firmado una declara-
ción de no estar incursos en ninguna situación de 
incompatibilidad. Como ya se ha apuntado, la falsedad 
de estas declaraciones puede constituir un elemento 
probatorio relevante del carácter doloso de la conducta 
de los médicos, que los órganos competentes para 
imponer la sanción deben tener en consideración.

En todo caso debe señalarse que en el ámbito del 
sector público, para el ejercicio de una segunda activi-
dad, tanto pública como privada, es requisito previo 
indispensable la autorización de la compatibilidad por 
el órgano administrativo competente. Esta circunstan-
cia no se ha dado en ninguno de los supuestos referidos 
con anterioridad, lo que por sí mismo constituye una 
infracción de las Mutuas de la normativa aplicable, que 
será puesta en conocimiento de la Inspección de Traba-
jo y Seguridad Social.

Sin perjuicio de lo anterior, este Tribunal debe poner 
de manifiesto que las comprobaciones realizadas res-
pecto de la compatibilidad del personal que presta sus 
servicios en el Centro no han incluido al personal de las 
Mutuas partícipes que, ocasionalmente, utiliza las ins-
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talaciones del Centro para sus actuaciones médicas por 
cuenta de ellas, por no entrar en el ámbito subjetivo de 
esta Fiscalización. No obstante, la información recibida 
durante la fiscalización ha puesto de manifiesto que 
algunos facultativos prestan simultáneamente sus servi-
cios en diferentes centros sanitarios financiados con 
fondos públicos (Mutuas partícipes, Centro Mancomu-
nado y Agencia Valenciana de la Salud), por lo que se 
estima oportuno recomendar a las Mutuas que intensifi-
quen el control sobre el cumplimiento del régimen de 
compatibilidad de dichos facultativos.

1.3  Cuestiones relacionadas con el cobro de los inte-
reses de demora adeudados al Centro por el SER-
VASA (actualmente Agencia Valenciana de la 
Salud).

Como ya se puso de manifiesto en el anterior Infor-
me de Fiscalización, los retrasos en el pago de la factu-
ración que el Centro realizó al SERVASA por los servi-
cios prestados a sus beneficiarios durante los ejercicios 
1990 y 1991 y desde noviembre de 1995 a diciembre de 
1996, dieron lugar a una importante falta de liquidez 
del Centro, lo que motivó que en 1996 el Centro tuviera 
que suscribir dos pólizas de crédito para atender los 
gastos de gestión, con el consiguiente incremento de 
los gastos financieros, gastos que el Centro no repercu-
tió al SERVASA. 

Ante esta situación, y tras el anterior Informe de 
Fiscalización, las Mutuas partícipes decidieron recla-
mar al SERVASA el interés de demora correspondiente 
a los retrasos en los pagos, en cuanto este derecho no 
hubiera prescrito.

Así, con fecha de 4.7.2000, el Centro presentó un 
escrito ante la Consejería de Economía y Hacienda de 
la Generalidad Valenciana, en el que manifestó que el 
SERVASA tenía una deuda pendiente con el Centro 
derivada de los intereses de demora devengados y no 
abonados hasta la fecha, por el retraso en el pago de la 
facturación por servicios prestados por el Centro a la 
misma durante los ejercicios 1990 y 1991, así como 
durante el periodo de tiempo transcurrido entre noviem-
bre de 1995 y abril de 1997, y que habiendo requerido 
por escrito en reiteradas ocasiones (escritos de 
23.11.1992, 26.1.1993 y 3.7.1997), el pago de los cita-
dos intereses pendientes sin recibir respuesta, solicitaba 
que le fueran liquidados.

Con fecha de 4.10.2000, el Director Territorial de la 
Consejería de Sanidad contestó a la solicitud mediante 
Resolución denegatoria en la que únicamente se pronun-
ció sobre la improcedencia del abono de intereses por las 
facturas correspondientes a los ejercicios 1990 y 1991.

Con fecha de 11.12.2000, el Centro interpuso recur-
so contencioso-administrativo, una vez agotadas las 
vías de negociación y administrativas con la Adminis-
tración, a fin de recuperar la cantidad adeudada.

Con fecha 27.3.2002, el Juzgado Contencioso-
Administrativo N.º 4 de Valencia falló a favor del Cen-

tro, condenando a la Consejería de Sanidad de la Gene-
ralidad Valenciana al abono de los intereses en litigio 
que, de acuerdo con los fundamentos jurídicos de la 
sentencia, ascienden a 33.134.059 pesetas (199.139,71 
euros). Esta sentencia ha devenido firme al no presentar 
recurso alguno la Administración Autonómica, si bien 
el Centro aún no ha percibido los fondos. 

2.  CENTRO MUTUAL PARA LA REHABILITA-
CIÓN DE ACCIDENTADOS DE TRABAJO DE 
SAN CUGAT DEL VALLÉS

2.1  Cuestiones relativas a la regularización de la 
situación del Centro para adaptarla a lo previsto 
en el vigente Reglamento de Colaboración de las 
Mutuas.

Como ya se puso de manifiesto en el anterior Infor-
me de Fiscalización, la creación de este Centro fue 
autorizada por Resolución de 30.5.1968 de la entonces 
Dirección General de Previsión del Ministerio de Tra-
bajo, con la finalidad de realizar la rehabilitación profe-
sional de los minusválidos que hubieran llegado a esa 
situación como consecuencia de un accidente laboral. 
La Asamblea General de Mutuas partícipes aprobó en 
abril de 1990 una modificación de los Estatutos del 
Centro que mantenía este mismo objeto, el cual era 
conforme con lo que preveían los anteriores Reglamen-
tos de Colaboración (aprobados por Decreto 1563/1967 
y por Real Decreto 1509/1976) y con el Reglamento 
vigente.

Desde el comienzo de su actividad en el año 1974, 
la falta de una demanda efectiva de los servicios oferta-
dos por el Centro (readaptación y rehabilitación profe-
sional de trabajadores que han sufrido un accidente 
laboral), generó sucesivos déficits de gestión que moti-
varon la necesidad de efectuar diversas derramas para 
su compensación por parte de las Mutuas partícipes 
(hasta una cifra total de 829.341.253 pesetas 
(4.984.441,31 euros)). Esta situación desembocó en 
que en diciembre de 1985 la Asamblea General del 
CMR nombrara una nueva Junta Directiva que inició 
múltiples gestiones, ya descritas pormenorizadamente 
en el anterior Informe de Fiscalización, con el objetivo 
de asegurar la viabilidad económica del Centro. Las 
mencionadas gestiones se materializaron finalmente en 
una serie de contratos de arrendamiento de instalacio-
nes, servicios y suministros celebrados por el Centro 
con el Instituto Nacional de Empleo, con la Dirección 
General de Deportes de la Generalidad de Cataluña y 
posteriormente con la entidad deportiva denominada 
Centro de Alto Rendimiento Deportivo (en adelante 
CAR) dependiente de la Presidencia de la Generalidad 
de Cataluña, como entidades arrendatarias. Desde 
1987, la actividad de este Centro consistió, fundamen-
talmente, en la prestación de servicios al CAR.

Estos contratos, al margen de las incidencias relati-
vas a la competencia y autorizaciones para celebrarlos, 
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cuestiones que ya se analizaron en el anterior Informe 
de Fiscalización, supusieron una nueva configuración 
de la actividad del Centro mancomunado ajena por 
completo a la finalidad para la que fue autorizada su 
constitución y a la acción protectora de la Seguridad 
Social, abandonando toda finalidad de rehabilitación y 
readaptación profesional de trabajadores que es la que 
le atribuye el Sistema de Seguridad Social, e incum-
pliendo por tanto la Ley General de la Seguridad Social 
y el artículo 12 del vigente Reglamento de Colabora-
ción, así como lo establecido en sus propios Estatutos.

Tras la aprobación del anterior Informe de Fiscali-
zación, la Dirección General de Ordenación Económi-
ca de la Seguridad Social, inició actuaciones al objeto 
de valorar las alternativas posibles para la regulariza-
ción de la actividad del Centro. Paralelamente, una vez 
verificada la inviabilidad financiera de la alternativa de 
adecuar la actividad del Centro con carácter exclusivo a 
las finalidades previstas en el vigente Reglamento de 
Colaboración, el Centro inició el proceso de disolución 
formal y de liquidación de los activos. 

En el desarrollo de estas actuaciones de liquidación, 
el Centro procedió a la tasación de los activos por una 
empresa independiente (Arthur Andersen). Asimismo, 
el Centro evitó la asunción de nuevas obligaciones 
frente a terceros así como la modificación de las exis-
tentes y se clausuró la actividad del Centro de Docu-
mentación que venía funcionando en el Centro, todo 
ello en cumplimiento de las instrucciones recibidas del 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

Paralelamente, el Centro de Alto Rendimiento De-
portivo (CAR), entidad de derecho público con persona-
lidad jurídica propia (constituida por la Ley 13/1988, 
de Presupuestos de la Generalidad de Cataluña 
para 1989), destinatario principal de la actividad del 
Centro, manifestó su interés en la adquisición de las 
instalaciones en las que éste se ubica. Como conse-
cuencia de ello, el 13.12.2000, se celebró una reunión 
entre las diversas partes con interés en este asunto: el 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (a través de la 
Dirección General de Ordenación Económica de la 
Seguridad Social), la Generalidad de Cataluña (a través 
de la Secretaría General de Deportes), el Centro de Alto 
Rendimiento Deportivo y el propio CMR.

Dicha reunión cristalizó en un borrador de escrito 
que reflejaba unos «acuerdos de intenciones» en orden 
a la eventual adquisición de los activos adscritos al 
Centro por la Generalidad de Cataluña, que básicamen-
te se referían a lo siguiente:

1. Promover, con carácter preferente a cualquier 
otra actuación, la adquisición a la Tesorería General de 
la Seguridad Social de la finca e instalaciones por la 
Generalidad de Cataluña atendiendo a las circunstan-
cias concurrentes (el carácter de Organismo público 
que ostenta el CAR, añadido al hecho de que ha sido el 
verdadero usuario de las instalaciones y que su activi-

dad, de interés público, está vinculada de forma estre-
cha a ellas).

2. Presentar una Propuesta de adquisición por la 
Secretaría General de Deportes de la Generalidad con 
la correspondiente oferta económica, en el curso del 
primer cuatrimestre del año 2001. A la vista de dicha 
propuesta, y en su caso, tras solicitar las ampliaciones, 
declaraciones y detalles que considerase oportunos, la 
Dirección General de Ordenación Económica de la 
Seguridad Social declararía la disolución del CMR y 
promovería la liquidación del mismo.

3. Compromiso de que el CAR asumiera plena-
mente las relaciones laborales existentes entre el CMR 
y su plantilla.

4. Mantener un canal de comunicación entre la 
Dirección General de Ordenación Económica de la Segu-
ridad Social y los responsables del CMR y del CAR, 
al objeto de facilitar cualquier información o consulta 
en orden a la formulación de la propuesta por la Secre-
taría General de Deportes de la Generalidad y su poste-
rior consideración por parte del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales.

No obstante todo lo que se ha expuesto, hasta la 
fecha de elaboración de este Proyecto de Informe, ni ha 
sido firmado el borrador de escrito ni la Secretaría 
General de Deportes de la Generalidad ha formulado 
oferta alguna. El 18.12.2001, es decir, un año más 
tarde, la Dirección General de Ordenación Económica 
de la Seguridad Social remitió un escrito al CAR, 
poniendo de manifiesto la necesidad de que, o bien se 
firmase el escrito, o bien, en caso de no estar interesada 
la Generalidad, comunicará esta circunstancia al Minis-
terio de Trabajo y Asuntos Sociales.

En respuesta a este escrito, el 14.1.2002, el Departa-
mento de Cultura de la Generalidad de Cataluña ratifi-
có su interés en la adquisición y manifestó haberse 
puesto en contacto con los Departamentos de Econo-
mía y Finanzas y de Gobernación y Relaciones Institu-
cionales de la Generalidad, que necesariamente deben 
emitir un Informe para la adquisición de estos bienes.

Por último, con fecha de 18.2.2002, el Departamento 
de Cultura de la Generalidad remitió un escrito a la 
Dirección General de Ordenación Económica de la 
Seguridad Social comprometiéndose a formular la pro-
puesta antes del 16 de abril de 2002 previos informes 
favorables de la Secretaría de Administración y Función 
Pública y del Departamento de Economía y Finanzas de 
la Generalidad. Este escrito puntualizaba que la validez 
de la oferta de adquisición que se formulara, quedaría 
condicionada a la acreditación de la titularidad registral 
de la finca ofertada a favor de la Tesorería General de la 
Seguridad Social, cuestión a la que se hace referencia en 
el apartado siguiente de este Informe.

No obstante lo anterior, en el momento de elabora-
ción de este Proyecto de Informe, no ha sido acreditado 
ante el Tribunal que haya sido firmado convenio alguno 
entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y la 



Cortes Generales 12 de enero de 2006.—Serie A. Núm. 215

18

Consejería de Cultura de la Generalidad de Cataluña 
para la adquisición de los activos que conforman el 
Centro; únicamente este último Departamento presentó 
con fecha 9.12.2002 una oferta de adquisición por 
importe de 4.805.244,42 euros que está siendo estudia-
da por el Ministerio.

2.2  Cuestiones relativas a la inscripción del inmueble 
en que se ubica el Centro a favor de la Tesorería 
General de la Seguridad Social.

Los representantes de las Mutuas partícipes en el 
Centro formalizaron, en el año 1969, la escritura de 
compraventa de una finca situada en San Cugat del 
Vallés, denominada «Vullpalleras» con una superficie 
de 182.989,7 metros cuadrados y la inscribieron en el 
Registro de la Propiedad número dos de Tarrasa (Bar-
celona), a nombre de todas las Mutuas partícipes en 
proporción a la cuota de participación que cada una de 
ellas ostentaba en el Centro. Sobre ella se edificaron las 
instalaciones que en la actualidad albergan el CMR y 
el CAR.

La finca sufrió desde su compra diversas inciden-
cias que se expusieron en el anterior Informe de Fisca-
lización. En el año 1997, las Mutuas partícipes no 
habían adoptado las medidas necesarias para llevar a 
cabo el cambio de titularidad a favor de la Tesorería 
General impuesto por el Real Decreto 255/1980, por el 
que se atribuyó a la Tesorería General la titularidad y 
administración del patrimonio único de la Seguridad 
Social y posteriormente por el Real Decreto 1221/1992, 
sobre Patrimonio de la Seguridad Social.

Mediante escritura pública, el 8 de julio de 1999, la 
Tesorería General enajenó a favor de la Generalidad de 
Cataluña una superficie de 90.334,4 m2 que formaban 
parte de la finca en la que se ubica el Centro por un 
importe de 115.356.518 pesetas (693.306,64 euros). 
Esta enajenación se realizó conforme al denominado 
Protocolo de Compromisos Previos firmado el 27 de 
noviembre de 1987 entre la Tesorería General y la 
Generalidad de Cataluña, donde se indicaba ese precio, 
que si bien en 1987 pudo resultar ajustado al valor de 
mercado, en 1999 constituye un caso de gestión antie-
conómica de la Seguridad Social.

Tras la firma del referido Protocolo, en virtud de lo 
señalado en su cláusula 5.ª, se produjo la ocupación de 
la parte de la finca y la adaptación de su superficie a las 
necesidades e intereses de la eventual parte comprado-
ra, la Generalidad de Cataluña, sin que se abonase can-
tidad alguna a la Tesorería General.

Resulta evidente que existió una diferencia entre el 
valor que la finca en cuestión tenía en 1987 cuando se 
propuso por la Generalidad su adquisición y se firmó el 
Protocolo, y el valor que la finca pudiera tener en el 
año 1999, en el momento de la compraventa mediante 
escritura pública y el consiguiente cobro de su precio 
por parte de la Tesorería General. Presumiendo que el 
precio fijado en el año 1987 resultase correcto y ajusta-

do al valor de mercado de la finca, 12 años después ese 
mismo importe puede ser calificado de claramente 
insuficiente para la eventual adquisición de la misma 
finca, teniendo en cuenta la evolución del mercado 
inmobiliario durante esos años en un municipio como 
el de Sant Cugat del Vallés.

La falta de una tasación pericial de la finca que, de 
existir en algún momento, hubiese permitido acreditar 
que su venta habría tenido lugar a precio igual o superior 
al de su valor de mercado, conforme exigen conjunta-
mente los apartados 2 y 3 del artículo 15 del Real Decre-
to 1221/1992, de 9 de octubre, sobre patrimonio de la 
Seguridad Social, ya fue denunciada por la propia Inter-
vención General de la Seguridad Social 3 años antes de 
cerrarse la operación en su Informe emitido el 25 de 
enero de 1996 sobre la enajenación planteada, donde se 
señala que «tampoco se acompaña la tasación pericial 
del inmueble exigida en el artículo 15.2 del mismo Real 
Decreto (1221/1992)» y que «en cuanto al precio de 
venta, esta Intervención General no puede pronunciarse 
ya que desconoce si el mismo es igual o superior al pre-
cio de la tasación del bien, tal y como indica en su último 
párrafo el citado artículo 15.3» del mismo Real Decreto. 
Todo ello apoya el alcance de lo aquí señalado.

En consecuencia, el Tribunal considera que la Tesore-
ría General debió promover una actualización del precio 
de venta inicialmente fijado, en atención a la aplicación 
de la cláusula «rebus sic stantibus», al producirse una 
alteración sustancial de las circunstancias concurrentes 
en el momento de la firma. Al no hacerlo así, la Tesorería 
General ha ocasionado un menoscabo claro en los intere-
ses económicos de la Seguridad Social.

En la fecha de elaboración de este Proyecto de 
Informe, el Registro de la Propiedad de Tarrasa aún no 
había inscrito la escritura de cambio de titularidad y 
segregación, por adolecer de defectos subsanables. 
Respecto de esta cuestión la Gerencia del Centro ha 
venido realizando todas las gestiones necesarias para 
posibilitar su inscripción. A la fecha de elaboración de 
este Proyecto de Informe, se encuentran aparentemente 
resueltos los diversos puntos señalados por el Registra-
dor de la Propiedad, quedando, no obstante, pendiente 
de inscripción la escritura de subsanación para la defi-
nitiva titulación de la finca a favor de la Tesorería 
General de la Seguridad Social.

3.  CENTRO INTERMUTUAL DE EUSKADI. CEN-
TRO MANCOMUNADO DE MUTUAS

3.1  Cuestiones relativas a la aprobación por el Minis-
terio de Trabajo y Asuntos Sociales de la adecua-
ción de los Estatutos del Centro al Reglamento de 
Colaboración de Mutuas de 1995.

Como ya se ha indicado (apartado 1.1 de esta Sec-
ción), la aprobación del vigente Reglamento de Cola-
boración supuso la necesidad de adaptar los Estatutos 
de los Centros Mancomunados existentes a las previ-
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siones contenidas en él, y que estas adaptaciones fueran 
aprobadas por el Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales. Dicha aprobación, establecida como compe-
tencia del Ministerio por el artículo 12.2 del vigente 
Reglamento de Colaboración, se configura, por tanto, 
como condición necesaria para que los Centros adquie-
ran la personalidad jurídica propia que el nuevo régi-
men jurídico les atribuye.

El Centro Intermutual de Euskadi, con fecha 27 de 
diciembre de 1996, solicitó al Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales la aprobación de sus Estatutos, adap-
tados a las disposiciones del Real Decreto 1993/1995, 
que habían sido aprobados en Junta General extraordi-
naria.

Sin embargo, el Ministerio no realizó ninguna 
actuación relativa a esta cuestión hasta el 18.10.2000, 
casi cuatro años después, fecha en la que la Dirección 
General de Ordenación Económica de la Seguridad 
Social propuso modificaciones a los Estatutos aproba-
dos por el Centro, por considerar que no se ajustaban 
plenamente a los principios recogidos en la normativa 
reguladora de los Centros Mancomunados. Estas pro-
puestas de modificación son coincidentes con las pro-
puestas formuladas a los Estatutos del Centro de Recu-
peración de Levante que ya han sido expuestas en el 
apartado 1.1 de esta Sección. También en este caso, la 
Intervención General de la Seguridad Social, observó 
deficiencias en las referencias a los documentos que 
deben integrar las cuentas anuales y en cuanto a sus 
competencias en materia contable. Todo ello fue comu-
nicado por la Dirección General de Ordenación Econó-
mica de la Seguridad Social al Centro Intermutual de 
Euskadi el 24.4.2001.

El 1 de agosto de 2001, el Centro remitió un nuevo 
borrador de Estatutos que también fue rechazado por la 
referida Dirección General, al igual que en el caso de 
Centro Intermutual de Levante, por las divergencias ya 
comentadas (ver apartado 1.1 de esta Sección) en la 
determinación del régimen de participación de las 
Mutuas en el Centro.

A la fecha de elaboración de este Proyecto de Infor-
me, la Dirección General de Ordenación Económica de 
la Seguridad Social continúa analizando el último texto 
de Estatutos aprobado por la Asamblea General del 
Centro el 24 de junio de 2002. 

3.2  Cuestiones relacionadas con el cumplimiento por 
parte del personal facultativo al servicio del Cen-
tro Intermutual de Euskadi de la normativa sobre 
incompatibilidades prevista en la Ley 53/1984.

Como se indicó en el anterior Informe de Fiscaliza-
ción, 15 de los profesionales médicos que prestaban sus 
servicios en el Centro trabajaban también para el Servi-
cio Vasco de Salud (OSAKIDETZA), sin que el Centro 
pudiera acreditar que tuvieran concedida la compatibi-
lidad obligatoria para desempeñar una segunda activi-
dad en el sector público según establecen la Ley 53/1984, 

de 26 de diciembre, de incompatibilidades del personal 
al servicio de las Administraciones públicas, y el Real 
Decreto 589/1985, de 30 de abril sobre incompatibili-
dades del personal al servicio del Estado, de la Seguri-
dad Social y de los entes, organismos y empresas 
dependientes. No debe olvidarse, nuevamente, que las 
Mutuas, como entidades colaboradoras en la gestión de 
la Seguridad Social, forman parte del sector público ya 
que se financian con cuotas de la Seguridad Social, que 
son fondos públicos.

Además, se indicaba en el anterior Informe de Fisca-
lización, que el Tribunal de Cuentas pondría estos hechos 
en conocimiento del Ministerio de Administraciones 
Públicas, a los efectos previstos en el artículo 20.3 de la 
citada Ley 53/1984, lo que hizo el 21.2.2001.

3.2.1  Actuaciones realizadas por el Servicio Vasco de 
Salud y el Centro Intermutual de Euskadi.

El 5.10.2001, el Ministerio de Administraciones 
Públicas dio traslado al Tribunal de las actuaciones rea-
lizadas por el Servicio Vasco de Salud (OSAKIDET-
ZA) para verificar la situación de compatibilidad del 
personal de este organismo público que prestaba servi-
cios en el Centro Intermutual de Euskadi, actuaciones 
que se materializaron en la declaración de incompatibi-
lidad de la actividad desarrollada en este Centro con 
referencia a 6 facultativos de un total de 9 casos anali-
zados. Los otros tres facultativos (de estos 9) dejaron 
de prestar servicios en el Centro.

Respecto a los otros 6 facultativos a que se hacía 
referencia en el anterior Informe de Fiscalización, no se 
indicaba nada, por lo que este Tribunal se dirigió al 
Ministerio de Administraciones Públicas solicitando 
nueva información respecto a las actuaciones que even-
tualmente pudieran haberse realizado con posterioridad 
al 5 de octubre de 2001 respecto de éste. En respuesta a 
esta solicitud, el citado Ministerio únicamente ha 
comunicado que hasta la fecha de 28.2.2002, el Servi-
cio Vasco de Salud-OSAKIDETZA no le había comu-
nicado nuevas actuaciones al respecto, a pesar de soli-
citudes de información que le habían sido cursadas. 

Paralelamente, el Centro Intermutual de Euskadi, a 
raíz del anterior Informe de Fiscalización, solicitó, a 
todos y cada uno de sus trabajadores, cualquiera que 
fuera su categoría profesional, la firma de una declara-
ción de no desempeñar actividad alguna en otros cen-
tros públicos que pudiera originar una situación de 
incompatibilidad. 

La veracidad de esta declaración, que únicamente no 
ha sido firmada por uno de los médicos con contrato de 
trabajo de este Centro, no ha sido contrastada por el Cen-
tro con el Servicio Vasco de Salud (OSAKIDETZA), lo 
que limita significativamente su eficacia. El facultativo 
que no firmó la declaración, no se encuentra en situación 
de incompatibilidad, según ha verificado este Tribunal 
de acuerdo con la información facilitada por la Tesorería 
General de la Seguridad Social (a 3.6.2002).
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Por otra parte, debe indicarse que el Centro ha soli-
citado, con algunas excepciones, la firma de este mismo 
tipo de declaración a los profesionales médicos con 
contrato de arrendamiento de servicios, retribuidos 
mediante el sistema de pago por acto médico, si bien 
esta actuación carece de la necesaria eficacia al no 
haber ha sido contrastadas tampoco estas declaraciones 
con el Servicio Vasco de Salud (OSAKIDETZA) 

3.2.2  Situación de los facultativos en el momento 
actual.

Con relación a la situación actual de los facultativos 
que prestaban servicios en el Centro en el momento de 
las actuaciones fiscalizadoras, debe señalarse que el 
Tribunal no ha detectado incompatibilidad en ninguno 
de los facultativos que forman parte de la plantilla del 
Centro con contrato de trabajo. 

Por otra parte, este Tribunal debe indicar que de la 
información facilitada por la Tesorería General a 
3.6.2002, se deduce que 7 de los profesionales médicos 
contratados por acto médico (en arrendamiento de ser-
vicios) por el Centro prestaban simultáneamente servi-
cios en el Servicio Vasco de Salud o en OSATEK, S.A. 
(sociedad pública creada por el Servicio Vasco de Salud 
cuyo objeto social se centra principalmente en el diag-
nóstico por imagen), lo que supone el incumplimiento 
de lo establecido en la Ley 53/1984, de 26 de diciem-
bre, de incompatibilidades del personal al servicio de 
las administraciones públicas. Uno de estos facultativos 
aparecía en el anterior Informe de Fiscalización, lo que 
debe valorarse teniendo en cuenta que este facultativo 
firmó el 1.10.2000 una declaración manifestando que 
no incurría en incompatibilidad.

Respecto de los facultativos que prestan sus servi-
cios al Centro a través de sociedades médicas, contrata-
das por el Centro debe indicarse que el Centro única-
mente ha facilitado a este Tribunal datos de los 
facultativos que prestan estos servicios en 5 de las 14 
sociedades y comunidades de bienes contratadas. Ade-
más, el Tribunal debe indicar que, ocasionalmente, el 
Centro ha solicitado, directamente, los servicios de 
otras sociedades o fundaciones privadas para la presta-
ción de asistencia sanitaria (vgr.: «Instituto Oncológico 
de Guipúzcoa», «Centro de Ortodoncia, S.L.» y «Reso-
nancia Magnética Bilbao, S.A.»). 

Tras las comprobaciones realizadas por el Tribunal 
a través de la Tesorería General, debe señalarse que de 
los 32 profesionales médicos que han prestado servi-
cios al Centro a través de sociedades médicas en el 
periodo 2001 y 2002, la Tesorería General únicamente 
ha facilitado datos al Tribunal de 19, de los cuales, 11 
se encuentran en una situación de incompatibilidad por 
estar prestando servicios simultáneamente en estas 
sociedades o comunidades de bienes (que prestan ser-
vicios al Centro) y en el propio Servicio Vasco de 
Salud, dándose el caso de un médico que, además, tam-
bién presta servicios en la Universidad del País Vasco. 

En este sentido, como ya se ha indicado en el apar-
tado 1.2.2.b) de esta Sección, conviene señalar que no 
ofrece duda alguna que el personal médico que presta 
sus servicios a una Administración Pública, cualquiera 
que sea la naturaleza jurídica de esa relación, está suje-
to a la aplicación de la Ley 53/1984, de Incompatibili-
dades. 

También es claro el criterio de interpretación que 
incluye en el ámbito de aplicación de la Ley 53/1984 a 
los facultativos al servicio de las Mutuas de Accidentes 
de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguri-
dad Social y por extensión, de sus Centros Mancomu-
nados (véase, entre otras, la Sentencia de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional 
de 24 de febrero de 2000).

Por tanto, no hay ninguna duda al afirmar que a los 
médicos que prestan sus servicios en el Centro, bien de 
forma directa, bien a través de sociedades médicas, les 
resulta en todo caso de aplicación la legislación regula-
dora de las incompatibilidades por cuanto prestan sus 
servicios en Centros Mancomunados de Mutuas y, tam-
bién en los Servicios Autonómicos de Salud.

En este contexto, como ya se ha indicado en el apar-
tado 1.2.2. anterior, debe recordarse que el Tribunal 
Supremo (Sentencia de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de 4 de julio de 1994) ha declarado 
subsistente el régimen de incompatibilidades estableci-
do en el artículo 29.1 del Estatuto Jurídico del Personal 
Médico de la Seguridad Social (aprobado por Decreto 
3160/1966, de 23 de diciembre) que dispone que: «será 
incompatible el desempeño simultáneo de más de una 
plaza de cualquier orden que sea, dentro de la Seguri-
dad Social».

Siguiendo este criterio, resultaría en todo caso 
incompatible el desempeño de un puesto o actividad en 
un Servicio Autonómico de Salud y en un Centro Man-
comunado de Mutuas, ya que ambas son entidades que 
gestionan prestaciones sanitarias públicas de Seguridad 
Social. 

En este sentido, debe tenerse en cuenta que el artícu-
lo 2 del Real Decreto 598/1985 confiere a las entidades 
(privadas) concertadas con las Entidades de la Seguridad 
Social, el carácter de entidades del sector público a los 
efectos del régimen de incompatibilidades.

Por tal razón no pueden compatibilizarse las activi-
dades como médico para una entidad que tenga algún 
concierto o colaboración con una entidad de la Seguri-
dad Social, como son los Centros Mancomunados.

Por otra parte, el Real Decreto 598/1985 en desarro-
llo de la Ley 53/1984, dispone en su artículo 11.8 que 
«no podrá reconocerse compatibilidad para el desem-
peño de las actividades privadas» a «el personal sanita-
rio comprendido en el artículo segundo de la Ley 
53/1984, con el ejercicio de actividades de colabora-
ción o concierto con la Seguridad Social en la presta-
ción sanitaria que no tengan carácter de públicas según 
lo establecido en el artículo segundo de este Real 
Decreto».
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El juego conjunto de este artículo 11.8 del Real 
Decreto 598/1985, con el artículo 2 antes citado, impi-
de de hecho, que pueda reconocerse la compatibilidad a 
un médico que, prestando sus servicios en un Servicio 
Autonómico de Salud, pretendiera prestarlos asimismo 
de forma directa o indirecta, a través de cualquiera otra 
entidad que mediante concierto o cualquier otra fórmu-
la jurídica equivalente colaborara en la prestación sani-
taria de cualquier régimen de Seguridad Social. 

Tales son los casos que han sido detectados en el 
caso de la Fiscalización en relación con los médicos 
que venían prestando sus servicios en el Servicio Vasco 
de Salud (OSAKIDETZA) y simultáneamente lo 
hacían en sociedades médicas concertadas con el Cen-
tro Intermutual de Euskadi.

A mayor abundamiento, estas disposiciones están 
en directa relación con el sentido y alcance del artículo 
93 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sani-
dad. En aplicación de este precepto, el Centro Intermu-
tual de Euskadi deberían revisar sus conciertos, y 
denunciar y rescindir los celebrados con sociedades 
médicas y entidades que, tras las debidas advertencias, 
continúen empleando en sus relaciones con el Centro 
facultativos que incurran en supuestos de incompatibi-
lidad.

Finalmente, en cuanto a la naturaleza de las respon-
sabilidades derivadas del incumplimiento del régimen 
de incompatibilidades a que anteriormente se ha hecho 
referencia, cabe manifestar que el artículo 20.1 de la 
Ley 53/1984 dispone que el incumplimiento del régi-
men de incompatibilidades «...será sancionado confor-
me al régimen disciplinario de aplicación, sin perjuicio 
de la ejecutividad de la incompatibilidad en que se haya 
incurrido.»

De acuerdo con ello, del desempeño de las activida-
des no declaradas compatibles se deducen, por tanto, 
dos consecuencias jurídicas inmediatas:

— El cese inmediato de la segunda actividad (eje-
cutividad de la incompatibilidad).

— La incoación de un expediente sancionador, 
conforme al régimen disciplinario de aplicación.

A este respecto, conviene recordar que la Ley 30/1984, 
de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Fun-
ción Pública califica en su artículo 31 h) como «falta 
muy grave», el «incumplimiento de las normas sobre 
incompatibilidades» (en el mismo sentido la Ley 6/1989, 
del Parlamento Vasco, en su artículo 83).

A propósito de lo anterior, debe destacarse que tres 
de los facultativos cuya situación de incompatibilidad 
fue declarada por el propio Servicio Vasco de Salud, 
como consecuencia de las actuaciones realizadas por 
este Tribunal en su primera fiscalización, continaban 
prestando servicios al Centro, pero no ya directamente, 
como ocurría cuando el Tribunal puso de manifiesto su 
posible incompatibilidad, sino indirectamente, a través 
de una comunidad de bienes o de una sociedad mercan-

til, conductas de especial gravedad que deberán ser 
tenidas en cuenta por el Servicio Vasco de Salud en la 
depuración de las responsabilidades a que haya lugar.

Esta situación viene a poner en cuestión los procedi-
mientos de control que a este respecto realizan tanto el 
Centro como el propio Servicio Vasco de Salud. Por 
ello, este Tribunal considera que el Centro debe exigir 
con carácter previo a la firma de estos contratos la iden-
tificación del personal médico que efectivamente va a 
prestar estos servicios, y la verificación de que dichos 
profesionales no se encuentran incursos en situación 
alguna de incompatibilidad de las descritas en la 
Ley 53/1984.

Por su parte, el Servicio Vasco de Salud debería 
requerir del Centro la identificación de la totalidad de 
profesionales médicos que le prestan servicios, a fin de 
verificar la inexistencia de situaciones de incompatibi-
lidad en este colectivo y, en todo caso, verificar la situa-
ción de los facultativos a que se refiere el presente 
Informe que prestan sus servicios al Centro Intermutual 
de Euskadi, y que se encuentran en posible situación de 
incompatibilidad por el ejercicio de sus funciones en el 
referido Centro y en otra entidad sanitaria pública.

3.3 Otros asuntos de interés

1. Como consecuencia de las comprobaciones 
realizadas, se ha puesto de manifiesto que este Centro 
no ha comunicado al Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales todos los conciertos firmados con profesiona-
les médicos, ni ha enviado, para su autorización, los 
suscritos con otros centros o sociedades médicas, con 
posterioridad al 24 de junio de 1997, lo que supone un 
incumplimiento del artículo 12.5 del Reglamento de 
Colaboración.

Asimismo, el Centro tampoco ha comunicado al 
Ministerio las modificaciones de precios experimenta-
das por los conciertos que sí había comunicado a éste, 
lo que supone un incumplimiento de las condiciones de 
la autorización concedida, en la que expresamente se 
indicaba que «Cualquier modificación de las condicio-
nes generales establecidas en dichos conciertos deberá 
ser aprobada por esta Dirección General....».

Por otra parte, el Centro tampoco ha comunicado al 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales los conciertos 
firmados con compañías de seguros (Winterthur 
Salud, S.A. de Seguros y Mapfre Mutualidad de Segu-
ros) y con empresas colaboradoras en la gestión volun-
taria de la Seguridad Social que han asumido la cober-
tura de la prestación sanitaria de sus trabajadores 
(Aceros Inoxidables Olarra, S.A. y Dragados Construc-
ciones P.O., S.A.) par prestar servicios a estas entida-
des, lo que supone un incumplimiento de lo establecido 
en el artículo 12.6 del Reglamento de Colaboración, 
aprobado por el RD 1993/1995, de 7 de diciembre, que 
exige la autorización de este Ministerio con carácter 
previo a la prestación de estos servicios por el Centro.
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El Tribunal pondrá en conocimiento del Ministerio 
de Trabajo y Asuntos Sociales estos hechos, sin perjui-
cio de que el Ministerio debiera conocerlos en el ejerci-
cio de sus funciones de control e inspección sobre el 
Centro (artículos 71 LGSS y 12 del Reglamento de 
Colaboración).

2. El Centro tiene suscrito, además, un concierto 
con la Dirección Provincial del INSS de Vizcaya para el 
examen, calificación y revisión de incapacidades de tra-
bajadores. Este concierto, suscrito «al amparo de lo pre-
visto en el Concierto Marco de Cooperación firmado 
entre la Dirección General del INSS y la Asociación de 
Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Pro-
fesionales (AMAT)», determina que en los supuestos en 
que los interesados en los expedientes de incapacidad 
pertenezcan a una empresa asociada a una de las mutuas 
partícipes en el Centro, la Dirección Provincial del INSS 
de Vizcaya se dirigirá al Centro, que realizará la prueba 
médica o exploración complementaria. Esta canalización 
está prevista también, si bien con carácter potestativo, 
para los trabajadores que pertenecen a empresas asocia-
das a Mutuas no partícipes en el Centro.

En relación con este concierto, el análisis efectuado 
por el Tribunal, ha puesto de manifiesto la existencia de 
pruebas que no son realizadas directamente por el Cen-
tro, sino que éste las subcontrata con profesionales o 
empresas, siendo facturadas por el Centro a la Direc-
ción Provincial del INSS a un precio superior al coste 
soportado por éste. Esta situación, puede suponer una 
alteración de las previsiones contenidas en el citado 
concierto, basado en la premisa de ser el Centro quien 
realiza estas pruebas y no un tercero. A mayor abun-
damiento, el Centro ha obtenido por esta causa, sólo en 
los meses noviembre y diciembre de 2001, un beneficio 
de 256.599 pesetas (1.542,19 euros), lo que supone un 
margen de un 40,47% sobre los costes pagados por el 
Centro a las empresas o profesionales médicos que rea-
lizaron las pruebas.

Esta situación viene a poner de manifiesto que los 
precios autorizados en el citado Concierto-Marco 
podrían ser superiores a los de mercado, por lo que la 
Dirección General del INSS debiera efectuar un estu-
dio en profundidad de los costes de estas pruebas en 
todo el Estado y, en su caso, revisar y minorar los pre-
cios pactados.

4.  CENTRO INTERMUTUAL DE SEGURIDAD. 
CENTRO MANCOMUNADO DE MUTUAS

4.1  Cuestiones relativas a la disolución del Centro 
Intermutual de Seguridad y al registro del terreno 
adquirido por éste en el Parque Miramón de San 
Sebastián a favor de la Tesorería General de la 
Seguridad Social.

En el anterior Informe de Fiscalización, se indicaba 
que el Centro Intermutual de Seguridad (en adelante 
CIS), no llegó a constituirse ni a realizar actividades 

como tal Centro Intermutual, siendo asumidas las fun-
ciones desarrolladas (distintas de las previstas en los 
sucesivos Reglamentos de Colaboración) por la Aso-
ciación para la Prevención de Accidentes (APA), aso-
ciación integrada por las Mutuas de Accidentes de Tra-
bajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad 
Social, de carácter privado.

En el marco del proceso de disolución y liquidación 
de este Centro, iniciado el 7.5.1998, fecha en la que la 
Junta Rectora adoptó el Acuerdo de Disolución del 
Centro Intermutual de Seguridad, el principal problema 
que se plantea se deriva de la existencia de un contrato 
de compraventa celebrado en 1971 por el CIS con la 
entonces Caja de Ahorros Municipal de San Sebastián, 
por el que ésta se comprometía a transmitir al CIS un 
terreno de 21.865 m2 en el que se preveía ubicar la sede 
de este Centro por un importe de 29.583.345 pesetas 
(177.799,48 euros), precio que el CIS pagó en el mismo 
momento de la firma del contrato.

Dicha adquisición no fue elevada a escritura pública 
ni, consecuentemente, inscrita en el Registro de la Pro-
piedad, lo que ha hecho posible que la Caja de Ahorros 
de San Sebastián y Guipúzcoa (KUTXA) haya vendido 
de nuevo el terreno, al ser el último titular registral, a la 
sociedad Parque de Miramón, S.A. (participada por la 
propia KUTXA) con fecha 18.10.1996, entidad que en 
la actualidad figura como titular registral de esta finca.

En este contexto, tras la aprobación del anterior 
Informe de Fiscalización Especial, la Tesorería General 
de la Seguridad Social, como titular del patrimonio de 
la Seguridad Social, ha procedido a instar el cumpli-
miento del contrato privado de compraventa firmado en 
1971 entre el CIS y la KUTXA. Para ello se adhirió a la 
demanda formulada por el representante legal del CIS 
frente a la KUTXA con fecha 14.3.2001, para que ésta 
procediera al cumplimiento del contrato, y se inscribie-
se en el Registro de la Propiedad a la Tesorería General 
de la Seguridad Social como titular dominical de la 
finca objeto de litigio o, en su defecto, se inscribiese a 
favor de la Tesorería General el dominio de un terreno 
o parcela de características y aprovechamiento urbanís-
tico equivalente al establecido en el contrato de com-
praventa.

Sobre este pleito, debe señalarse que con fecha 
20.12.2002, el Juzgado de 1ª Instancia nº 5 de San 
Sebastián ha emitido la sentencia 255/02, donde ha 
desestimado la demanda interpuesta por el Centro para 
elevar a escritura pública el contrato de compraventa 
firmado en 1971 e inscribir el terreno adquirido a favor 
de la Tesorería General. La sentencia tampoco ha esta-
blecido ningún derecho indemnizatorio a favor del 
Centro. Por su parte, la Dirección Provincial de la Teso-
rería General de la Seguridad Social de Guipúzcoa ha 
comunicado a este Tribunal, que el Servicio Jurídico 
Provincial de Guipúzcoa ha anunciado la interposición 
de un recurso de apelación ante la Audiencia Provincial 
de Guipúzcoa.
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En lo que se refiere a los bienes y fondos líquidos 
del CIS, afectados por el proceso de disolución, este 
Tribunal debe señalar lo siguiente:

— En el anterior Informe de Fiscalización ya se 
indicaba que la Asociación para la Prevención de Acci-
dentes (en adelante APA), asociación de carácter priva-
do, ha venido empleando los bienes e instalaciones 
públicos con los que, sólo en teoría, estaba dotado el 
CIS. La totalidad de estos bienes e instalaciones fijas 
fueron adquiridas por la propia APA con fondos del 
CIS, es decir, con fondos públicos. Las instalaciones 
fueron entregadas al comprador del edificio donde se 
ubicaba entonces la sede del APA (en la calle Echaide 
n.º 4 de San Sebastián) cuando esta entidad cambió de 
sede en 1997, sin que la APA haya reintegrado al activo 
del CIS importe alguno en concepto de indemnización 
por la venta de estas instalaciones sufragadas con fon-
dos públicos de éste ni pagado ningún precio por su 
utilización. Los restantes bienes del CIS empleados por 
la APA, mobiliario y equipamiento diversos, han sido 
definitivamente desechados debido a su obsolescencia 
técnica y grado de deterioro, y han sido depositados, 
aparentemente, en un almacén de la APA. Ahora bien, 
de la documentación aportada por esta Asociación no 
puede acreditarse que entre los bienes que se encuen-
tran ubicados en este almacén se encuentren, precisa-
mente, todos los adquiridos con cargo a los fondos del 
CIS, ya que el inventario de que dispone la APA no 
identifica adecuadamente estos bienes.

Sin perjuicio de lo anterior, el Centro, por su parte, 
debe dar de baja en su contabilidad estos bienes des-
echados, pues carece de sentido que estos bienes sigan 
figurando como un activo y que se dote una amortiza-
ción anual por ellos. Es preciso recordar aquí que las 
Mutuas partícipes continúan contabilizando su partici-
pación en el Centro de forma inadecuada como activo 
financiero, siendo así que deben contabilizar sus apor-
taciones en las correspondientes rúbricas de los bienes, 
derechos y obligaciones en que se han materializado, 
en proporción a la participación que cada una tiene en 
el Centro, ya que éste carece aún de personalidad jurí-
dica.

Por último, debe reseñarse que la utilización de estos 
bienes públicos (fueron adquiridos con fondos públicos 
procedentes de cotizaciones sociales) por una entidad 
privada ha sido realizada sin autorización del Ministerio 
de Trabajo y Asuntos Sociales, incumpliendo el artículo 
12.4 del Reglamento de Colaboración. A mayor abun-
damiento, la APA ha empleado estos bienes para realizar 
una actividad lucrativa mediante estudios y trabajos fac-
turados a terceros, sin que por dicha utilización haya 
pagado precio alguno al CIS, lo que ha producido el con-
siguiente menoscabo del interés público.

— En lo que se refiere a las disponibilidades líqui-
das existentes a nombre del CIS, que ascendían a 
158.758.976 pesetas (954.160,66 euros) a 31.12.2001, 
debe indicarse que debido a su falta de actividad, este 

Centro ha seguido aplicando la política de inversiones 
indicada en el anterior Informe de Fiscalización, con-
sistente en la inversión de estas disponibilidades en 
valores públicos de renta fija, concretamente, letras del 
Tesoro, salvo un pequeño importe: 795.132 pesetas 
(4.778,84 euros), que permanece en cuentas corrientes 
a la vista.

A la fecha de emisión de este Informe, el Ministerio 
de Trabajo y Asuntos Sociales no ha procedido aún a la 
disolución de este Centro. 

4.2  Cuestiones relativas a la disolución de la Asocia-
ción para la Prevención de Accidentes (APA).

Con relación a este punto, debe señalarse que tras la 
aprobación del anterior Informe de Fiscalización, el 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, a través de la 
Dirección General de Ordenación Económica de la 
Seguridad Social, hizo suyas las conclusiones recogi-
das en el Informe de Fiscalización Especial aprobado 
por el Tribunal, e instó el cese de participación de las 
Mutuas en esta Asociación mediante Resolución de 
17.11.2000. Sin embargo, posteriormente, esta misma 
Dirección General acordó con fecha 12.3.2001, la sus-
pensión de aquella Resolución a fin de que se pudiera 
efectuar una liquidación ordenada de ambas entidades 
(el CIS y la APA). Esta suspensión de los efectos de la 
Resolución inicial tenía un alcance de tres meses, si 
bien, a la fecha de emisión de este Proyecto de Informe 
esta suspensión de efectos continúa en vigor. 

Este Tribunal debe destacar que durante este perío-
do de suspensión, esta Asociación ha obtenido incluso, 
previa conformidad de la Dirección General de Orde-
nación Económica de la Seguridad Social, una subven-
ción de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social 
en el marco del Plan General de Actividades Preventi-
vas de la Seguridad Social a desarrollar por las Mutuas 
en el 2001.

No debe olvidarse que esta Asociación se dedica, 
además, a realizar una actividad de prevención de acci-
dentes laborales y enfermedades profesionales no pre-
vista legalmente que, por tanto, no puede ser autorizada 
ni consentida, por lo que su mantenimiento constituye 
una infracción de la normativa reguladora de la actua-
ción de las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfer-
medades Profesionales (artículo 13 del Reglamento de 
Colaboración).

Debe señalarse, por último, que esta postura de la 
Dirección General de Ordenación Económica del 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales resulta con-
traria a la Resolución de la Comisión Mixta para las 
Relaciones con el Tribunal de Cuentas de 25.6.2002, en 
la que expresamente se «... solicita al Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales que promueva las acciones 
necesarias para la disolución del Centro y la liquida-
ción del mismo y del APA, conjuntamente, ...». 
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5.  COMUNIDAD DE BIENES AGRUPACIÓN 
INTERMUTUAL (MADÍN Y UNIÓN MUTUA)

Este Centro resultaba afectado por la recomenda-
ción contenida en el anterior Informe de Fiscalización, 
según la cual el Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les debería «... promover y en su caso autorizar la diso-
lución de los Centros que no tienen actividad alguna», 
como es el caso de este Centro. 

La constitución de esta comunidad de dominio fue 
autorizada por la entonces Dirección General de la 
Seguridad Social con fecha 4.10.1971 a las Mutuas 
MADÍN (integrada desde 31.12.2001 en la Mutua 
IBERMUTUAMUR) y UNIÓN MUSEBA IBES-
VICO.

La referida comunidad adquirió, el 29.5.1972, un 
único bien, consistente en un terreno situado en Latores 
(Oviedo) que, según se puso de manifiesto en el ante-
rior Informe de Fiscalización, no ha sido inscrito a 
nombre de la Tesorería General de la Seguridad Social, 
no llegándose a construir sobre él las instalaciones pro-
yectadas en su día para el desarrollo del objeto social 
de las dos Mutuas comuneras.

En relación con este Centro, el Ministerio de Traba-
jo y Asuntos Sociales, mediante Resolución de 
26.9.2000, inició el procedimiento para su disolución 
de conformidad el vigente Reglamento de Colabora-
ción. En el curso de este procedimiento de disolución, 
la Dirección General de Ordenación Económica de la 
Seguridad Social procedió al archivo de un expediente 
de solicitud de autorización para la enajenación del 
terreno, que había sido instado por la Mutuas partícipes 
el 21.6.2000, argumentando que cualquier acto de dis-
posición del bien debía contemplarse en el proceso de 
liquidación del Centro. 

Finalmente, con fecha de 6.11.2001, la Secretaría de 
Estado de la Seguridad Social resolvió aprobar la diso-
lución de la comunidad de bienes Agrupación Intermu-
tual, es decir, de este Centro Mancomunado, disponien-
do que en el plazo de dos meses desde la notificación 
de la Resolución, las Mutuas partícipes designaran 
entre su personal a los liquidadores, estableciendo la 
intervención del proceso por un Inspector de Trabajo y 
Seguridad Social designado por la Dirección General 
de Ordenación Económica de la Seguridad Social. A la 
fecha de elaboración de este Proyecto de Informe, este 
proceso de liquidación no ha concluido.

Por lo que respecta a la inscripción del inmueble a 
favor de la Tesorería General cabe señalar que, median-
te escritura pública de rectificación de fecha 2.3.1999, 
la Agrupación Intermutual procedió a reconocer que la 
titularidad del inmueble sito en Latores correspondía a 
la Tesorería General de la Seguridad Social. Por escri-
tura pública de 17.3.1999, la Tesorería ratificó la escri-
tura anterior que fue inscrita en el Registro de la Pro-
piedad n.º 5 de Oviedo el día 4 de septiembre de 2000.

6.  CENTRO MUTUAL DE PREVENCIÓN, RECU-
PERACIÓN Y REHABILITACIÓN (UBARMÍN)

Este Centro resultaba afectado por la recomendación 
contenida en el anterior Informe de Fiscalización, según 
la cual el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales debe-
ría «...promover y en su caso autorizar la disolución ... 
del “Centro Mutual de Prevención, Recuperación y 
Rehabilitación Ubarmín” del que han sido traspasadas la 
gestión de su edificio y las actividades que él se desarro-
llaban a la Comunidad Foral de Navarra».

Este Centro, fue autorizado por Resolución de 30.5.1968 
de la entonces Dirección General de la Seguridad Social 
con la finalidad de realizar prestaciones preventivas y trata-
mientos de rehabilitación y readaptación profesional, 
habiéndose producido el traspaso de su gestión a la Comu-
nidad Foral de Navarra.

Como ya se indicó en el anterior Informe de Fiscali-
zación, el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales no 
pudo aportar ni documentación, ni fundamentación 
jurídica sobre la forma y alcance del traspaso de la ges-
tión de este Centro al Gobierno de Navarra o a la Dipu-
tación Foral. Entre los antecedentes existentes en la 
Dirección General de Ordenación Económica de la 
Seguridad Social consta un acuerdo adoptado por el 
Gobierno de Navarra el 20.3.1985 en el que declaraba 
su voluntad de asumir la financiación de los déficits de 
funcionamiento del Centro, situación que debía forma-
lizarse en un convenio que deberían haber suscrito el 
Centro, las Mutuas partícipes, el entonces Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, y el INSALUD. Ningu-
na de estas entidades ha localizado antecedente alguno 
de este eventual convenio.

En este contexto, debe hacerse constar que el 
inmueble en el que se ubica el Centro está titulado e 
inscrito a favor de la Tesorería General.

Con fecha de 21.11.2000 y a requerimiento del Tribu-
nal, la Dirección General de Ordenación Económica de 
la Seguridad Social informó de que el 26.9.2000, había 
reclamado a la Secretaría General Técnica del mismo y 
al entonces INSALUD, la remisión de la documentación 
que constase en sus archivos sobre el «Centro Ubarmin» 
y en especial, copia del concierto singular de 27.6.1990 
citado en el Real Decreto 1680/1990, de 28 de di- 
ciembre, sobre traspaso de funciones y servicios del 
INSALUD a la Comunidad Foral de Navarra, al objeto 
de poder estudiar la situación jurídica del Centro.

La Secretaría General Técnica del Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales, a través de la Secretaría de 
la Junta de Transferencias Administración del Estado-
Comunidad Foral de Navarra (creada por Real Decreto 
2356/1984 de 19 de diciembre), facilitó una copia del 
acta de su sesión plenaria celebrada el 27.12.1990, por 
la que se aprobaron los traspasos de servicios del 
INSALUD y del INSERSO a la Comunidad Foral de 
Navarra en la que se incluyó una declaración anexa al 
acuerdo en la que la Junta reconoció ser competencia 
de la Comunidad Foral la integración del personal de la 
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«Clínica Ubarmín» como personal del Servicio Nava-
rro de Salud, con efectos desde 1 de enero de 1990.

Por su parte, la Dirección General del INSALUD 
proporcionó a la Dirección General de Ordenación 
Económica de la Seguridad Social una copia del referi-
do Convenio de gestión de 27.6.1990, suscrito entre el 
INSALUD y el Centro Ubarmin, que contemplaba la 
plena integración de la Clínica Ubarmin en la Red 
Sanitaria Pública de Navarra.

A la vista de todo lo anterior, con fecha de 6.11.2001, 
la Dirección General de Ordenación Económica de la 
Seguridad Social comunicó a las Mutuas partícipes en el 
Centro que, teniendo en cuenta que la actividad que cons-
tituyó el objeto de la agrupación intermutual ya no era 
llevada a cabo por ésta, se incoaba de oficio el oportuno 
procedimiento administrativo para aprobar la disolución 
del Centro de acuerdo con las normas contenidas en el 
capítulo V del vigente Reglamento de Colaboración. Sin 
embargo, a la fecha de elaboración de este Proyecto de 
Informe no consta que se haya aprobado la disolución de 
este Centro, cuestión que está aún pendiente. Tampoco 
consta que el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales 
haya realizado ninguna actuación dirigida a documentar 
adecuadamente la cesión del inmueble y de las instalacio-
nes a la Comunidad Foral de Navarra.

Madrid, 30 de septiembre de 2003.—El Presidente 
del Tribunal de Cuentas, Ubaldo Nieto de Alba.

ANEXO I

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES DEL 
INFORME DE FISCALIZACIÓN ESPECIAL SOBRE 
LOS CENTROS MANCOMUNADOS DE MUTUAS 
DE ACCIDENTES DE TRABAJO Y ENFERMEDA-
DES PROFESIONALES DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL, APROBADO POR EL PLENO DEL TRI-
BUNAL DE CUENTAS EN SU SESIÓN DE 28 DE 

JUNIO DE 2000

7. CONCLUSIONES

El Tribunal de Cuentas por medio de esta «Fiscaliza-
ción Especial sobre los Centros Mancomunados de 
Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Pro-
fesionales de la Seguridad Social» ha evaluado la ade-
cuación de la actividad real a los fines para los que estos 
Centros (anteriormente denominados Instalaciones y 
servicios mancomunados) fueron creados así como a los 
fines que tienen establecidos por la legislación vigente.

Asimismo ha analizado la gestión económico-finan-
ciera de los 4 Centros cuyas cuentas reflejan alguna 
actividad, que son los que fueron objeto de las pruebas 
de fiscalización in situ: «Centro de Recuperación y 
Rehabilitación de Levante, Centro Mancomunado de 
Mutuas»; «Centro Mutual para la Rehabilitación de 

Accidentados de Trabajo de San Cugat del Vallés, Cen-
tro Mancomunado de Mutuas»; «Centro Intermutual de 
Euskadi, Centro Mancomunado de Mutuas»; y «Centro 
Intermutual de Seguridad».

En sus aspectos económico-financieros la fiscaliza-
ción se refiere al ejercicio 1996, último ejercicio cerra-
do y rendido al Tribunal por las Mutuas cuando se ini-
ció este procedimiento fiscalizador, y en los de gestión 
también a 1997 e incluso hasta la fecha en que este 
Informe se remite a alegaciones. Los resultados de esta 
fiscalización permiten establecer las siguientes conclu-
siones: (v. 1.2, 1.3 y 1.4).

7.1 Conclusiones de carácter general.

7.1.1 De acuerdo con lo previsto en el artícu-
lo 12.2 del vigente Reglamento sobre Colaboración de 
las Mutuas, aprobado por Real Decreto 1993/1995, los 
Centros Mancomunados de Mutuas de Accidentes de 
Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad 
Social se definen como instalaciones y servicios sanita-
rios y recuperadores puestos en común por las Mutuas 
«para la prestación de la asistencia debida y la plena 
recuperación de los trabajadores accidentados en el 
trabajo y enfermos profesionales».

Este Reglamento establece que los Centros deben 
ser autorizados y sus Estatutos aprobados por el Minis-
terio de Trabajo y Asuntos Sociales, que tendrán perso-
nalidad jurídica propia, y que confeccionarán sus pre-
supuestos y llevarán su contabilidad de forma 
independiente de las Mutuas partícipes en dichos Cen-
tros.

Sin embargo, dado que en la anterior regulación las 
Instalaciones y servicios mancomunados no disponían 
de personalidad jurídica, para que estas Instalaciones y 
servicios mancomunados adquieran personalidad jurí-
dica como Centros Mancomunados necesitan de la 
oportuna autorización del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales (v 1.1, 1.2 y 1.3).

7.1.2 Según la información facilitada por el pro-
pio Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales a este 
Tribunal, desde el año 1968 hasta la fecha en que este 
Informe se remite a alegaciones, el Ministerio ha auto-
rizado, al amparo de lo dispuesto en los sucesivos 
Reglamentos de colaboración, la puesta en común de 
Instalaciones y servicios mancomunados por las 
Mutuas para la creación de los 7 Centros siguientes:

• Centro de Recuperación y Rehabilitación de 
Levante, autorizado el 22.2.1968

• Centro Mutual para la Rehabilitación de Acciden-
tados de Trabajo de San Cugat del Vallés, autorizado el 
30.5.1968

• Centro Mutual de Prevención, Recuperación y 
Rehabilitación «UBARMIN», autorizado el 30.5.1968

• Centro Intermutual Vizcaíno de Previsión, Re-
cuperación y Rehabilitación de Artxanda, autorizado  
el 31.10.1970
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• Centro Intermutual de Seguridad, autorizado el 
15.9.1971

• Comunidad de Bienes Agrupación Intermutual 
(MADIN y UNIÓN MUTUA), autorizado el 4.10.1971

• Centro Intermutual de Euskadi, autorizado el 
5.5.1995

En relación con estos 7 Centros, creados todos con 
anterioridad de la entrada en vigor del vigente Regla-
mento sobre Colaboración de las Mutuas, la situación 
es la que se señala a continuación:

7.1.3 Los Centros Mancomunados «Centro de Recu-
peración y Rehabilitación de Levante», «Centro Mutual 
para la Rehabilitación de Accidentados de Trabajo de San 
Cugat del Vallés», «Centro Intermutual de Euskadi» y 
«Centro Intermutual de Seguridad», cuyos registros con-
tables reflejan actividad en los últimos ejercicios, fueron 
autorizados con anterioridad a la entrada en vigor del 
actual Reglamento sobre Colaboración de las Mutuas y 
por tanto, para que se produzcan los efectos previstos en 
él, es necesario, por un lado, que los Estatutos de estos 
Centros se adapten a lo previsto en dicho Reglamento 
actualmente vigente y, por otro, que los Estatutos adapta-
dos lleguen a ser aprobados por el Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales. A la fecha en que este Informe se remite 
a alegaciones sólo las Juntas Generales de los 3 primeros 
Centros citados habían aprobado la adaptación de sus 
Estatutos a las disposiciones del Real Decreto 1993/1995, 
y los habían enviado al Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales para su aprobación, aunque ninguno de estos 
Estatutos adaptados ha sido aún aprobado por este Minis-
terio. Por su parte, la Asamblea General del «Centro Inter-
mutual de Seguridad», acordó en fecha 7.5.1998 su diso-
lución voluntaria, solicitando en fecha 7.1.1999 al 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales la necesaria 
autorización. En consecuencia, ninguno de estos 4 Cen-
tros Mancomunados ha adquirido personalidad jurídica 
propia ni autonomía patrimonial, razón por la que las 
cuentas de las que dispone este Tribunal responden única-
mente al registro interno de los bienes, derechos y obliga-
ciones de cada uno de estos Centros y por este mismo 
motivo las referencias realizadas a los bienes, derechos y 
obligaciones de estos Centros Mancomunados deben 
entenderse hechas a los bienes, derechos y obligaciones 
de sus Mutuas partícipes, en el porcentaje de participación 
que cada una de éstas tiene en ellos (v. 1.1).

7.1.3.1 El «Centro de Recuperación y Rehabilita-
ción de Levante» y el «Centro Intermutual de Euskadi» 
son los únicos Centros cuyo objeto y cuya actividad se 
limitan a prestar asistencia sanitaria y recuperadora a 
accidentados de trabajo y enfermos profesionales, tal 
como prevé el vigente Reglamento sobre Colaboración 
de las Mutuas (v. 1.1, 2.1 y 2.3).

7.1.3.2 El «Centro Mutual para la Rehabilitación 
de Accidentados de Trabajo de San Cugat del Vallés» 
tiene por objeto, según sus Estatutos, la rehabilitación, 

aunque su actividad real consiste en dar servicio a una 
entidad pública de carácter deportivo el Centro de Alto 
Rendimiento Deportivo (CAR), dependiente de la 
Generalidad de Cataluña, y, en menor medida, también 
ha prestado servicios a una entidad colaboradora del 
INEM (Fondo de Promoción del Empleo del Sector de 
Construcción Naval) hasta el momento en que se pro-
dujo la decisión de este Fondo de no renovar el contrato 
de arrendamiento que le unía al Centro (v. 2.2 y 4.4).

7.1.3.3 El objeto del «Centro Intermutual de Segu-
ridad», según sus Estatutos, es la realización de activida-
des de carácter preventivo. Estas actividades preventivas, 
aunque previstas en los dos Reglamentos sobre Colabo-
ración de Mutuas anteriores, no están contempladas en el 
vigente Reglamento sobre Colaboración de las Mutuas. 
No obstante, este Centro no cumplido su objeto por sí 
mismo, por cuanto desde su creación no ha realizado 
actividad propia alguna, dado que puso sus bienes a dis-
posición de un tercero, la denominada Asociación para la 
Prevención de Accidentes (APA), para que esta Asocia-
ción privada realizase sus propias actividades que son 
privadas y que tienen el carácter de remuneradas. La 
APA es una entidad formada en la actualidad exclusiva-
mente por Mutuas, que sin embargo no son las mismas 
que las que participan en el Centro, (v. 2.4, 6.1 y 6.4).

7.1.3.3.1 La existencia de una asociación, la Aso-
ciación para la Prevención de Accidentes, compuesta 
actualmente en exclusividad por Mutuas y dedicada a la 
realización de actividades privadas y remuneradas de 
prevención, vulnera la normativa reguladora de las 
Mutuas, que durante la vigencia de los dos primeros 
Reglamentos sobre Colaboración de las Mutuas de 1967 
y 1976 circunscribía exclusivamente las Instalaciones y 
servicios mancomunados a la realización conjunta y no 
lucrativa por parte de las Mutuas de actividades de pre-
vención de accidentes de trabajo y enfermedades profe-
sionales. Además, a partir del vigente Reglamento sobre 
Colaboración de las Mutuas de 1995 no se contempla 
siquiera la posibilidad de que las Mutuas constituyan o 
participen en Centros Mancomunados dedicados a acti-
vidades de prevención, por lo que, a juicio de este Tribu-
nal, procede no sólo poner fin a la participación de las 
Mutuas en esta asociación, lo que razonablemente ha de 
conducir a la disolución y liquidación de la APA, sino 
también proceder a la supresión del Centro Intermutual 
de Seguridad, en aplicación de lo previsto en el artícu-
lo 12.2 del vigente Reglamento sobre Colaboración de 
las Mutuas (v. 6.4) 1.

1 En este sentido debe destacarse la expresa coincidencia con el 
criterio de este Tribunal que proclama el Ministerio de Trabajo y Asun-
tos Sociales en su escrito de alegaciones al anteproyecto de Informe de 
esta Fiscalización Especial, al afirmar que «se comparte el criterio que 
mantiene el Tribunal de Cuentas consistente en que hasta tanto este 
Ministerio apruebe la adaptación de los respectivos Estatutos a las dis-
posiciones del vigente Reglamento General de Colaboración, los Cen-
tros Mancomunados no adquirirán personalidad jurídica».
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7.1.4 La «Comunidad de Bienes Agrupación 
Intermutual (MADIN y UNIÓN MUTUA)» no tiene 
actividad alguna, siendo su único bien un terreno 
adquirido en 1972 (v. 1.1 y 2.5).

7.1.5 Por lo que respecta al «Centro Mutual de 
Prevención, Recuperación y Rehabilitación (UBAR-
MIN)», a partir de 1.1.1985 la Diputación Foral de 
Navarra se hizo cargo de su gestión, sin que el Ministe-
rio de Trabajo y Asuntos Sociales haya aportado a este 
Tribunal la documentación justificativa de este traspaso 
de gestión ni lo haya fundamentado jurídicamente 
(v. 1.1 y 2.6).

7.1.6 El «Centro Intermutual Vizcaíno de Previ-
sión, Recuperación y Rehabilitación de Artxanda» fue 
disuelto en 1993 por falta de viabilidad económica (v. 2 
y 2.7).

7.1.7 El Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les no ha ejercido adecuadamente las funciones de 
dirección y tutela de las Mutuas que le son propias, 
por cuanto no ha instado convenientemente a las 
Mutuas a llevar a cabo la escrituración de los inmue-
bles de los Centros Mancomunados. A 31.12.1997, la 
Tesorería General de la Seguridad Social sólo tenía 
escriturados y registrados a su nombre, tal y como lo 
exige el Real Decreto 1221/1992 sobre Patrimonio de 
la Seguridad Social, los inmuebles del «Centro Mutual 
de Prevención, Recuperación y Rehabilitación 
(UBARMIN)», cuya gestión había sido transferida, y 
del «Centro Intermutual Vizcaíno de Previsión, Recu-
peración y Rehabilitación de Artxanda» (que había 
sido liquidado), así como el terreno en el que se ubica 
el edificio del «Centro de Recuperación y Rehabilita-
ción de Levante». Estos eran por tanto los únicos 
inmuebles que a 31.12.1997 figuraban en el inventario 
extracontable de la Seguridad Social de inmuebles 
propiedad del Sistema por lo que puede afirmarse que 
este inventario no refleja adecuadamente el patrimo-
nio de la Seguridad Social adscrito a los Centros Man-
comunados de Mutuas. Por otra parte, la declaración 
de obra nueva del edificio en que se encuentra ubicado 
el «Centro de Recuperación y Rehabilitación de 
Levante» no fue inscrita en el Registro de la Propie-
dad de Paterna hasta el 2.11.1999, a pesar de haber 
sido construido en 1972. Los inmuebles del resto de 
los Centros seguían registrados a nombre de sus 
Mutuas partícipes o incluso de su anterior propietario, 
como es el caso del terreno del «Centro Intermutual 
de Seguridad», cuyo edificio nunca ha llegado a cons-
truirse. Posteriormente, en fecha 1.6.1999 fue escritu-
rado a nombre de la Tesorería General de la Seguridad 
Social el inmueble en el que se ubica el «Centro Inter-
mutual de Euskadi» e inscrito en el Registro de la 
Propiedad n.º 7 de Bilbao en fecha 22.9.1999. En fecha 
8.7.1999 ha sido finalmente otorgada escritura pública 
de segregación de la parte de la finca adquirida ini-
cialmente por las Mutuas partícipes para ubicar el 
«Centro Mutual para la Rehabilitación de Accidenta-
dos del Trabajo de San Cugat del Vallés», actualmente 

ocupada por el Centro de Alto Rendimiento, para ser 
vendida a la Generalidad de Cataluña, y asimismo de 
titulación del resto de la finca a favor de la Tesorería 
General de la Seguridad Social (v. 2.1, 2.2, 2.3, 2.4, 
2.5, 2.6, 2.7, 3.2, 4.2, 5.2 y 6.2).

7.1.8 La Intervención General de la Seguridad 
Social sólo ha realizado actuaciones de control sobre 
dos Centros Mancomunados, el «Centro de Recupera-
ción y Rehabilitación de Levante», en los ejercicios  
de 1993 y de 1996, y el «Centro Mutual para la Rehabi-
litación de Accidentados de Trabajo de San Cugat del 
Vallés» en el ejercicio de 1996. La ausencia de actua-
ciones sobre el «Centro Intermutual de Seguridad» y 
sobre el «Centro Intermutual de Euskadi» resulta indi-
cativa del escaso control que el Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales ha ejercido sobre los fondos públicos 
que las Mutuas han invertido en estos Centros Manco-
munados (v. 2).

7.1.9 Los 4 Centros Mancomunados que a 31.12.1997 
eran gestionados por las Mutuas y que reflejaban alguna 
actividad en sus cuentas («Centro de Recuperación y Re-
habilitación de Levante», «Centro Mutual para la Rehabili-
tación de Accidentados de Trabajo de San Cugat del 
Vallés», «Centro Intermutual de Euskadi» y «Centro Inter-
mutual de Seguridad»), registraban sus operaciones con 
arreglo al Plan General de Contabilidad aprobado por Real 
Decreto 1643/1990, de 20 de diciembre (v. 1.1, 3.1, 4.1, 4.3, 
5.1 y 6.1).

7.1.10 En materia laboral, los 3 Centros Manco-
munados con personal propio aplican Convenios 
Colectivos diferentes, siendo el «Centro Intermutual de 
Euskadi» el único que aplica correctamente, a juicio de 
este Tribunal, el Convenio Colectivo de ámbito estatal 
para el sector de Entidades de Seguros, Reaseguros y 
Mutuas de Accidentes de Trabajo. El «Centro de Recu-
peración y Rehabilitación de Levante» aplica el Conve-
nio Colectivo de las empresas de la sanidad privada de 
Valencia y el «Centro Mutual para la Rehabilitación de 
Accidentados de Trabajo de San Cugat del Vallés» apli-
ca el Convenio Colectivo provincial de Barcelona de 
educación especial para centros de asistencia, forma-
ción, rehabilitación, protección y atención a deficientes 
mentales y minusválidos físicos y sensoriales, a pesar 
de que su actividad nada tiene que ver con la que regula 
este Convenio (v. 3.1, 3.3, 4.1, 4.3, 5.1 y 5.3).

7.1.11 En los Centros Mancomunados de Mutuas 
se ha producido una excesiva dotación de medios en 
relación con la demanda existente que ha tenido, entre 
otras, las consecuencias siguientes: existencia de recur-
sos ociosos en los Centros que realizan la función para 
la que fueron autorizados; falta de construcción de 
Centros autorizados; acuerdos de disolución de Cen-
tros; traspaso de la gestión de un Centros a una Comu-
nidad Autónoma; y utilización de las instalaciones de 
un Centro para la realización de actividades distintas a 
las legalmente previstas.
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7.2  Conclusiones especificas sobre el «Centro de 
Recuperación y Rehabilitación de Levante».

7.2.1 La actividad del «Centro de Recuperación y 
Rehabilitación de Levante» responde al objeto para el 
que fue creado, la rehabilitación y recuperación de 
accidentados de trabajo y enfermedades profesionales, 
y es acorde con el vigente Reglamento sobre Colabora-
ción de las Mutuas. No obstante, la eficiencia y econo-
mía de este Centro no es la adecuada debido a su 
infrautilización que se deriva del sobredimensiona-
miento de los servicios que ofrece frente a la demanda 
real (v. 3).

7.2.2 Del análisis de los estados financieros a 
31.12.1996 del «Centro de Recuperación y Rehabilita-
ción de Levante», aprobados por su Junta General, se 
deduce lo siguiente:

7.2.2.1 El Centro dispone de inventarios de inmo-
vilizado y de existencias cuyos elementos están debida-
mente identificados y valorados, sin embargo estos 
inventarios, presentan deficiencias, tales como que en 
ellos figuran elementos sin uso que no han sido dados 
de baja por falta de autorización del Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales; que las donaciones no han 
sido valoradas; que no figura la amortización acumula-
da del inmueble; y que recogen elementos cuya natura-
leza no se corresponde con la del inventario en el que 
están incluidos (v. 3.2).

7.2.2.2 En consonancia con esta última deficien-
cia, los saldos de las cuentas de inmovilizado recogen 
partidas incorrectamente imputadas. De ellas, al menos 
3 millones de pesetas debieron ser imputadas a cuentas 
de gastos (v. 3.2).

7.2.2.3 Del saldo de las cuentas deudoras del Cen-
tro, un 86% correspondía a la deuda del Servicio Valen-
ciano de Salud (SERVASA) por la atención sanitaria 
prestada a sus beneficiarios en el Centro, en virtud de 
un convenio suscrito entre ambas entidades. Los retra-
sos en los pagos de la facturación al SERVASA durante 
los ejercicios de 1995 y 1996 ocasionaron una impor-
tante falta de liquidez en el Centro que hizo necesaria la 
suscripción de 2 pólizas de crédito, que supusieron un 
incremento de los gastos financieros, sin que fueran 
repercutidos por el Centro al SERVASA. Por ello, las 
Mutuas partícipes en el Centro deben reclamar el pago 
de los intereses de demora que no hayan prescrito.2

La Junta Directiva del Centro acordó no renovar el 
convenio con el SERVASA a partir del 1 de enero de 
1997, lo que ha motivado un importante descenso en el 

nivel de ocupación y actividad del Centro en el año 
1997. Durante este último ejercicio la deuda del Servi-
cio Valenciano de Salud ha sido cancelada en un 88% 
de forma que, a 30.9.1997, tan sólo quedaban pendien-
tes 33 millones de pesetas (v. 3.2).

7.2.2.4 El resto de las cuentas deudoras corres-
ponden a la asistencia sanitaria prestada a pacientes 
privados, accidentados de tráfico o protegidos por 
Mutuas no partícipes, sin que el Centro haya acreditado 
haber suscrito conciertos con otras Mutuas para la pres-
tación de esta asistencia, ni disponga de la autorización 
del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales para la 
realización de estas actividades, tal y como establece el 
Reglamento sobre Colaboración de las Mutuas. No 
obstante, este Tribunal ha constatado la vigencia de al 
menos un concierto suscrito en 1993 con la Mutua 
entonces denominada MUPRESPA (v. 3.2).

7.2.2.5 Las cuentas financieras del «Centro de 
Recuperación y Rehabilitación de Levante» arrojan un 
saldo negativo de 290 millones de pesetas debido, 
como se ha indicado, a las disposiciones de crédito, 
registradas en 1996, de las pólizas que el Centro suscri-
bió con una entidad financiera, para hacer frente a los 
problemas de liquidez que le originaba fundamental-
mente la deuda del SERVASA (v. 3.2).

7.2.2.6 La financiación básica del Centro proviene 
de las aportaciones de las Mutuas partícipes efectuadas 
con cargo al Fondo de Prevención y Rehabilitación 
generado por ellas, que el Centro registra de acuerdo 
con el criterio de caja en la cuenta 101.- Fondo Social, 
minorada por los Resultados negativos del ejercicio y 
de ejercicios anteriores. El saldo de la cuenta 101.- 
Fondo Social (1.292 millones de pesetas) no coincide 
con las aportaciones que las Mutuas partícipes reflejan, 
indebidamente, en sus cuentas 223.- Participación en 
Centros Mancomunados (553 millones). La diferencia 
pone de manifiesto la ineficacia de los procedimientos 
de comunicación establecidos entre las entidades afec-
tadas (Tesorería General, Mutuas partícipes y Centro 
Mancomunado) (v. 3.2).

7.2.2.7 El Centro utiliza los servicios de 34 profe-
sionales de la medicina que perciben sus retribuciones 
por acto médico, sin que el Centro haya formalizado 
ningún contrato de prestación de servicios profesiona-
les con ellos. El importe total de los honorarios deven-
gados por este concepto en 1996 fue de 129 millones de 
pesetas y entre los perceptores figuraba uno que forma-
ba parte de la plantilla del Centro por lo que percibe 
dos tipos de retribuciones, una como personal fijo y 
otra por acto médico (v. 3.3).

7.2.2.8 De estos 34 profesionales que perciben 
retribuciones por acto médico, 27 prestan también sus 
servicios en el Servicio Valenciano de Salud, sin que el 
«Centro de Recuperación y Rehabilitación de Levante» 
haya acreditado que estos profesionales tuvieran con-
cedida la necesaria compatibilidad para desempeñar 
una segunda actividad en el sector público, tal y como 
exige la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de incompa-

2 En sus alegaciones, las Mutuas partícipes en el Centro seña-
lan, sin aportar documentación acreditativa de ello, que, el 3 de julio 
de 1997, este Centro ha enviado un escrito de reclamación a la Con-
sellería D’Economía I Hisenda de la deuda correspondiente a los 
años 1995 y 1996, y a los años 1991 y 1992 ya reclamadas anterior-
mente, sin que hasta el momento haya recibido contestación de esta 
Consellería.
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tibilidades del personal al servicio de las Administra-
ciones Públicas y su desarrollo aprobado por Real 
Decreto 589/1985, de 30 de abril, sobre incompatibili-
dades del personal al servicio del Estado, de la Seguri-
dad Social y de los entes, organismos y empresas 
dependientes. En análoga situación se encontraban 2 
médicos de la plantilla del Centro que también presta-
ban sus servicios en el SERVASA, sin acreditar que 
tuvieran concedida la compatibilidad (v. 3.3).

7.2.2.9 Los gastos financieros del Centro se han 
incrementado durante 1996 en un 192% debido a los 
intereses de las pólizas de crédito suscritas por el Cen-
tro a las que ya se ha hecho referencia, por el impago 
por parte del SERVASA de su deuda con el Centro. 
Esta carga financiera no ha sido repercutida al SERVA-
SA, por lo que las Mutuas partícipes, y en definitiva la 
Seguridad Social, son las que han soportado sus costes 
financieros (v. 3.2 y 3.3).

7.2.2.10 El proceso de gestión de pacientes y de 
facturación y cobro de la asistencia sanitaria prestada 
está bien controlado por el Centro a través de una apli-
cación informática. Sin embargo, las tarifas aplicadas 
no responden al coste de la asistencia prestada por lo 
que el Centro no conoce si estos costes se recuperan a 
través de la facturación.

En el ejercicio de 1996 los resultados de la gestión 
han sido negativos, con un déficit de, al menos, 17 
millones de pesetas motivado en parte por el descenso 
de los ingresos por asistencia sanitaria prestada a 
pacientes del SERVASA. La falta de renovación del 
convenio con este Servicio de Salud a partir de 1997 ha 
reducido drásticamente el grado de ocupación del Cen-
tro (v. 3.3 y 3.5).

7.2.3 Del análisis de la gestión del «Centro de 
Recuperación y Rehabilitación de Levante» se deduce 
lo siguiente:

7.2.3.1 En 1997, el «Centro de Recuperación y 
Rehabilitación de Levante» disponía de 224 camas, de 
las cuales 112 permanecían sin uso en septiembre de 
1997 (v. 3.4).

7.2.3.2 El índice de ocupación de camas del «Cen-
tro de Recuperación y Rehabilitación de Levante» 
durante el año 1996 fue tan sólo de un 42% y descendió 
a un 24% en el periodo enero-septiembre de 1997 debi-
do a la falta de renovación ya citada del convenio con el 
Servicio Valenciano de Salud. Por la misma razón, la 
media mensual de intervenciones quirúrgicas en 1996 
fue de 171 intervenciones en cada uno de los 4 quirófa-
nos existentes en el Centro y pasó a ser de 78 interven-
ciones mensuales por quirófano en 1997. A pesar de 
eso, en 1997 se estaban construyendo 2 nuevos quirófa-
nos financiados con el Fondo de Prevención y Rehabili-
tación generado con el 80% del exceso de excedentes 
de las Mutuas partícipes en el Centro (v. 3.5).

7.2.3.3 La actividad ambulatoria sin embargo no 
había descendido, pasando de una media mensual de 

procesos ambulatorios atendidos de 373 en 1996 a 385 
en 1997. Asimismo, la media mensual de urgencias 
atendidas fue de 483 en 1996 y de 537 en los 9 prime-
ros meses de 1997 (v. 3.5).

7.3  Conclusiones específicas sobre el «Centro Mutual 
para la Rehabilitación de Accidentados de Traba-
jo de San Cugat del Vallés».

7.3.1 La actividad del «Centro Mutual para la 
Rehabilitación de Accidentados de Trabajo de San 
Cugat del Vallés» es ajena a los fines para los que este 
Centro fue creado y ajena también a los fines estableci-
dos para los Centros Mancomunados por la legislación 
correspondiente (v. 2.2 y 4). 3

7.3.1.1 El Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les no ha adoptado las medidas necesarias para regula-
rizar la situación en la que se encuentra el «Centro 
Mutual para la Rehabilitación de Accidentados de Tra-
bajo de San Cugat del Vallés», cuya actividad en los 
últimos años ha sido absolutamente ajena al objeto para 
el que fue creado y también ajena a la colaboración en 
la gestión de la Seguridad Social que constituye la 
razón legal de su existencia (v. 1.1 y 2.2).

7.3.2 Del análisis de los estados financieros a 
31.12.1996 del «Centro Mutual para la Rehabilitación de 
Accidentados de Trabajo de San Cugat del Vallés», apro-
bados por su Junta General, se deduce lo siguiente:

7.3.2.1 El «Centro Mutual para la Rehabilitación 
de Accidentados de Trabajo de San Cugat del Vallés» 
no disponía de inventarios del inmovilizado. Esta defi-
ciencia es especialmente significativa en este Centro ya 
que en el inmueble donde está ubicado, además de su 
propio mobiliario, utillaje y equipos, se encuentran 

3 No se acepta la alegación de las Mutuas partícipes según la 
cual la actividad desarrollada actualmente por el Centro queda jus-
tificada por la necesidad de poner fin a las continuas derramas que 
hubieron de soportarse con cargo a los fondos de sistema de la 
Seguridad Social, para hacer frente a las perdidas económicas que 
ocasionó la insostenible situación del Centro hasta el año 1986, 
situación que, por otra parte, tenía su origen principal en la excesiva 
dimensión del Centro construido en relación con las necesidades y 
con la demanda reales de Centros de esta naturaleza. En este senti-
do, hay que señalar que si bien es cierto que el tipo de actividad 
desarrollado después en el Centro, le permitió en pocos años dejar 
de suponer una carga económica, ello no justifica de por sí el man-
tenimiento ad eternam como se pretende de esta irregular situación, 
ni la incapacidad tanto de las Mutuas partícipes como del Ministe-
rio de Trabajo y Asuntos Sociales, para llevar a cabo la necesaria 
regularización de dicha situación que postula este Tribunal de 
Cuentas en su Informe. El estado de cosas actualmente existente 
está caracterizado por la utilización de un Centro propiedad del 
sistema de la Seguridad Social para la prestación de servicios de 
residencia y restauración y el arrendamiento de instalaciones (con 
carácter de práctica exclusividad) a una entidad deportiva de carác-
ter público como es el CAR.
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situados mobiliario, utillaje y equipos propiedad del 
Centro de Alto Rendimiento Deportivo (CAR), entidad 
que, como se ha verificado en esta fiscalización, es 
prácticamente la única usuaria de este Centro Manco-
munado junto con el Instituto de Enseñanza Secundaria 
«Barón de Coubertain» (v. 2.2 y 4.2).

7.3.2.2 El saldo de la cuenta Construcciones de este 
Centro Mancomunado incluye, además del valor de 
construcción del inmueble en el que está ubicado, una 
pista cubierta de atletismo valorada en 32 millones de 
pesetas, construida por el Centro Mancomunado en 1987 
expresamente para el Centro de Alto Rendimiento 
Deportivo, cuyo importe fue abonado por este último al 
Centro Mancomunado y contabilizado por éste como 
ingreso en 1988, quedando desvirtuados así los resulta-
dos de aquel ejercicio. Por otra parte, esta pista está sien-
do amortizada por el Centro Mancomunado (v. 4.2).

7.3.2.3 Sin embargo, en el inmovilizado del Cen-
tro no figura un inmueble, anexo al Centro Mancomu-
nado, que también está dedicado a uso exclusivo del 
Centro de Alto Rendimiento Deportivo, construido en 
1991 por esta entidad deportiva de carácter público en 
una parcela de terreno que le había cedido el Centro 
Mancomunado. Según el concierto suscrito entre 
ambos Centros, el correspondiente derecho de superfi-
cie tiene una duración de 25 años a partir del momento 
de la cesión (año 1991), transcurridos los cuales este 
inmueble revertirá al Centro Mancomunado como tam-
bién revertirán las obras de remodelación y ampliación 
de la piscina cubierta, gimnasio y vestuario en las insta-
laciones del Centro Mancomunado igualmente finan-
ciadas por el CAR.

El inmueble anexo y las obras de la piscina, que 
como se ha dicho no figuran en ningún registro contable 
del Centro Mancomunado, se realizaron sin la autoriza-
ción de la Dirección General de Ordenación de la Segu-
ridad Social. En el caso concreto del inmueble, esta 
Dirección General mostró su disconformidad con su 
construcción, a pesar de la cual el inmueble anexo fue 
edificado. Posteriormente, el 28.1.1992, la Inspección de 
Trabajo extendió acta de infracción por la celebración 
del concierto que permitió la realización de las obras del 
inmueble, acta contra la cual el Centro Mancomunado 
interpuso recurso contencioso-administrativo que se 
encuentra pendiente de resolución en la fecha en que este 
Informe se remite a alegaciones (v. 2.2 y 4.2).

7.3.2.4 Las cuentas deudoras reflejan también su 
situación en lo que se refiere a la dedicación del Centro 
a actividades ajenas a sus fines. Un 92,37% del saldo de 
estas cuentas corresponde a la deuda, a 31.12.1996, del 
Centro de Alto Rendimiento Deportivo con el Centro 
Mutual por los servicios prestados por éste, derivados 
del contrato de arrendamiento, suministros y servicios 
y del contrato de utilización de la residencia y de los 
comedores, suscritos por ambas entidades (v. 4.2).

7.3.2.5 Las cuentas financieras a 31.12.1996 tie-
nen también en este Centro un saldo acreedor de 105 
millones de pesetas con origen en la póliza de crédito 

que el Centro Mancomunado ha suscrito con una enti-
dad financiera para disponer de liquidez, debido a los 
retrasos en los pagos de la facturación realizada a su 
casi único cliente: el Centro de Alto Rendimiento 
Deportivo (v. 4.2).

7.3.2.6 El «Centro Mutual para la Rehabilitación 
de Accidentados de Trabajo de San Cugat del Vallés» 
aplica a su cuenta de gestión la política de equilibrar los 
ingresos por la prestación de servicios a las entidades 
que utilizan sus instalaciones con los gastos que realiza 
el Centro, que se derivan fundamentalmente de la pres-
tación de esos servicios, habiendo evitado así la realiza-
ción de derramas entre las Mutuas partícipes.

Como consecuencia de lo anterior y para que los 
ingresos cubran la totalidad de los gastos del ejercicio, 
los ingresos por los servicios prestados por este Centro 
Mancomunado al Centro de Alto Rendimiento Deporti-
vo son variables y vienen determinados anualmente por 
las previsiones de prestación de servicios que se esta-
blecen al efecto (anteriormente había que considerar 
también el pequeño importe que correspondía al con-
trato de arrendamiento suscrito con el Fondo de Promo-
ción del Empleo, hasta la decisión de éste de no renovar 
este contrato, teniendo en cuenta asimismo la subven-
ción que recibía para los cursos de formación ocupacio-
nal de hostelería) (v. 4.3).

7.3.2.7 Un 63% de los gastos de este Centro 
corresponden al grupo de cuentas 62.—Servicios exte-
riores en el que se recogen concretamente los derivados 
de los suministros para los servicios de restauración de 
la residencia, en la que se alojan deportistas y becarios 
del Centro de Alto Rendimiento Deportivo, y los gastos 
derivados de la prestación de los servicios de limpieza, 
lavandería, mantenimiento y vigilancia (v. 4.3).

7.3.2.8 Las cuentas del grupo 66.—Gastos finan-
cieros tienen su principal origen en la póliza de crédito 
suscrita por el Centro Mancomunado para cubrir los 
déficit de tesorería derivados de los retrasos en los 
pagos del Centro de Alto Rendimiento Deportivo. El 
Centro Mancomunado repercute adecuadamente estos 
gastos al CAR (v. 4.3).

7.4  Conclusiones específicas sobre el «Centro Inter-
mutual de Euskadi».

7.4.1 La actividad del «Centro Intermutual de 
Euskadi» responde al objetivo para el que fue puesto en 
funcionamiento en octubre de 1996, esto es, la recupe-
ración y rehabilitación de accidentados de trabajo y 
enfermos profesionales. Esta actividad es acorde con el 
vigente Reglamento sobre Colaboración de las Mutuas. 
No obstante, este Centro está infrautilizado debido a 
que los servicios que ofrece están sobredimensionados 
respecto a la demanda real, a pesar de su reciente pues-
ta en funcionamiento (v. 5).

7.4.2 Del análisis de los estados financieros a 
31.12.1996 del «Centro Intermutual de Euskadi», apro-
bados por su Junta General, se deduce lo siguiente:
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7.4.2.1 El Centro dispone de inventarios de inmo-
vilizado y de existencias cuyos elementos están debida-
mente identificados. Un 58% del saldo de las cuentas 
de inmovilizado corresponde a la cuenta 221.—Inmue-
bles y refleja el valor contable del inmueble en el que se 
ubica el Centro, que forma parte del patrimonio de la 
Seguridad Social, pero que en las fechas de realización 
de las pruebas para esta fiscalización no estaba titulado 
ni inscrito a nombre de la Tesorería General. Posterior-
mente, por escritura pública de 1 de junio de 1999, el 
inmueble fue titulado a nombre de la Tesorería General. 
Este inmueble fue inicialmente aportado por una de las 
Mutuas partícipes (MUPRESPA-MUPAG-PREVI-
SIÓN), pero con posterioridad fue demolido en un 68% 
de su valor y reconstruido, para lo que se han invertido 
419 millones de pesetas procedentes del Fondo de Pre-
vención y Rehabilitación de las Mutuas partícipes. El 
Centro también ha dado de baja el 79% de las instala-
ciones y mobiliario aportados inicialmente por la citada 
Mutua, utilizando en este caso incorrectamente como 
contrapartida la cuenta Dotación para la amortización 
del inmovilizado material, en lugar de llevarlo directa-
mente a pérdidas (v. 5.2).

7.4.2.2 El saldo de la cuenta Tesorería del «Centro 
Intermutual de Euskadi» se incrementó en el ejercicio 
en un 106%, llegando a 31.12.1996 a ser de 74 millones 
de pesetas, lo que resulta indicativo de que las aporta-
ciones de las Mutuas partícipes para gastos fueron 
demasiado elevadas, lo que ha provocado el manteni-
miento de recursos ociosos y es la causa de que el Cen-
tro haya tenido unos resultados positivos de 4 millones 
de pesetas en 1996, a pesar de haber sido inaugurado en 
octubre de ese mismo año y de su bajo nivel de activi-
dad (v. 5.2).

7.4.2.3 La cuenta 101.—Fondo Social registra las 
aportaciones de las Mutuas partícipes para la creación y 
posteriores inversiones del Centro, separando en dos 
subcuentas la aportación inicial (1011. Fondo Social A) 
de las siguientes (1012. Fondo Social B). Los importes 
recogidos por el Centro en la primera de estas dos sub-
cuentas no coinciden con los que las Mutuas partícipes 
han registrado, aunque indebidamente, en sus respecti-
vas cuentas 223.—Participación en Centros Mancomu-
nados, debido a que sólo las Mutuas MUPRESPA-
MUPAG-PREVISIÓN y MUTUAL CYCLOPS registra-
ron su aportación inicial y a que ninguna de ellas 
contabilizó la baja por demolición (v. 5.2).

7.4.2.4 Un 56% de los gastos del ejercicio 1996 
del «Centro Intermutual de Euskadi» son gastos de per-
sonal y corresponden a 4 personas que provenían del 
centro de asistencia hospitalaria que la Mutua 
MUPRESPA-MUPAG-PREVISIÓN tenía en este 
inmueble y al personal que el Centro Mancomunado ha 
ido contratando a lo largo del año (v. 5.3).

7.4.2.5 Entre el personal sanitario de plantilla del 
Centro, al menos 2 médicos prestaban también sus servi-
cios en otra entidad por los que percibían otras retribu-
ciones también con cargo a fondos públicos —uno de los 

médicos en una Mutua y el otro en el Servicio Vasco de 
Salud—, sin que el «Centro Intermutual de Euskadi» haya 
acreditado que estos profesionales tuvieran concedida la 
necesaria compatibilidad para desempeñar una segunda 
actividad en el sector público, tal y como exige la 
Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de incompatibilidades 
del personal al servicio de las administraciones públicas 
y su desarrollo aprobado por Real Decreto 589/1985, de 
30 de abril, sobre incompatibilidades del personal al ser-
vicio del Estado, de la Seguridad Social y de los entes, 
organismos y empresas dependientes (v. 5.3).

7.4.2.6 Además de este personal, durante el ejerci-
cio 1996 prestaban servicios en el Centro otros 16 espe-
cialistas médicos que cobraban por acto médico pero 
sin haber formalizado ningún contrato de prestación de 
servicios profesionales con el Centro. Posteriormente 
el Centro formalizó los contratos celebrados con 14 
especialistas y lo comunicó, el 7.7.1998, al Ministerio 
de Trabajo y Asuntos Sociales. De estos 14 profesiona-
les, 13 prestaban también sus servicios en el Servicio 
Vasco de Salud sin tener concedida la compatibilidad 
para desempeñar una segunda actividad en el sector 
público (v. 5.3).

7.4.2.7 Un 66% de los ingresos del «Centro Inter-
mutual de Euskadi» en 1996 procedían de aportaciones 
de las Mutuas partícipes, lo que es coherente dada la 
fecha de la inauguración del Centro aunque, como se 
ha indicado, estas aportaciones han excedido de las 
necesidades del Centro y han dado origen a excesos de 
tesorería no justificados (v. 5.2).

7.4.3 Del análisis de la gestión del «Centro Inter-
mutual de Euskadi» se deduce lo siguiente:

7.4.3.1 El «Centro Intermutual de Euskadi» tenía 
65 camas disponibles en octubre de 1997, de las que 43 
estaban sin uso (v. 5.1 y 5.4). El índice de ocupación de 
las camas, durante el periodo enero-octubre de 1997, 
fue de un 21% y el de intervenciones quirúrgica fue de 
76 intervenciones por cada quirófano y mes (v. 5.5.).

La baja actividad de este Centro no puede atribuirse 
sólo a su reciente puesta en funcionamiento sino tam-
bién a una excesiva dotación de medios en relación con 
la demanda existente.

7.5  Conclusiones específicas sobre el «Centro Inter-
mutual de Seguridad».

7.5.1 El «Centro Intermutual de Seguridad» no ha 
realizado ni realiza actividad alguna. El cumplimiento de 
los fines para los que fue creado este Centro ha descan-
sado desde un principio en la actividad de la Asociación 
para la Prevención de Accidentes (APA) que ha llevado a 
cabo las funciones a desarrollar por el Centro, como se 
previó incluso en el artículo 25 del Reglamento que 
constituye los estatutos del Centro, aprobado el 
27.3.1972, previsión estatutaria que en todo caso ya 
resultaba contradictoria con el primer Reglamento sobre 
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Colaboración de las Mutuas aprobado en 1967 y con los 
sucesivos aprobados en 1976 y 1995 (v. 2.4 y 6).

7.5.1.1 La Asamblea General Extraordinaria del 
«Centro Intermutual de Seguridad» adoptó el 7 de 
mayo de 1998 el acuerdo de disolución voluntaria del 
Centro que sometió a la aprobación del Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales. Hasta el momento en que 
se redacta este Informe, el Ministerio no ha autorizado 
esta disolución (v. 6.1).

7.5.2 Del análisis de los estados financieros a 
31.12.1996 del «Centro Intermutual de Seguridad», 
aprobados por su Junta General, se deduce lo siguiente:

7.5.2.1 En el balance de situación del «Centro 
Intermutual de Seguridad» tan sólo figuran cuentas de 
inmovilizado y cuentas financieras en el activo y de 
financiación básica en el pasivo, lo que resulta coheren-
te con la especial situación de este Centro, carente de 
actividad. Las aportaciones de las Mutuas partícipes y 
los ingresos generados por su colocación en activos 
financieros a corto plazo, han servido para la adquisi-
ción de un terreno sobre el que no se ha llegado a edifi-
car y de maquinaria, instalaciones y utillaje, mobiliario 
y equipos informáticos que ha utilizado otra entidad, la 
Asociación para la Prevención de Accidentes, consti-
tuida en su origen por Mutuas y por Compañías asegu-
radoras y actualmente sólo por Mutuas, para la realiza-
ción de actividades remuneradas (v. 6.2). Este terreno 
fue adquirido en 1971 por 30 millones de pesetas a una 
entidad financiera mediante un contrato privado de 
compraventa en el que figuraba como una de sus cláu-
sulas, la dedicación del edificio que se construyere a 
centro de prevención de accidentes. En la fecha en que 
se redacta este Informe este terreno aún no ha sido 
escriturado a nombre de la Tesorería General de la 
Seguridad Social, ni tampoco lo había sido a nombre de 
las Mutuas partícipes en el Centro, y su anterior propie-
tario ha entablado un litigio judicial para su recupera-
ción (v. 2.4., 6.1. y 6.2).

El resto de las cuentas de inmovilizado recogen el 
valor de adquisición de determinados elementos que 
han sido utilizados por la APA citada para sus activida-
des remuneradas sin que el «Centro Intermutual de 
Seguridad» haya percibido ninguna contraprestación 
económica, al menos en los últimos 8 años (v. 6.2).

7.5.2.2 El Centro disponía a 31.12.1996 de 132 
millones de pesetas en cuentas financieras de los que 
131 millones estaban situados en inversiones a corto 
plazo (bonos del Tesoro), lo que implica que un elevado 
volumen de recursos procedentes del Fondo de Preven-
ción y Rehabilitación, generado con el 80% del exceso 
de excedentes de las Mutuas partícipes en este Centro, 
eran mantenidos en estas cuentas sin ser utilizados para 
el cumplimiento de sus fines (v. 2.4).

7.5.2.3 Las aportaciones iniciales de las Mutuas 
para la creación de este Centro, por importe de 105,7 
millones de pesetas, figuran en la cuenta Fondo Social. 

Este importe no coincide en 1,3 millones con las apor-
taciones que las Mutuas partícipes reflejan, aunque 
indebidamente a juicio de este Tribunal, en sus cuentas 
223. Participación en Centros Mancomunados (104,4 
millones). La diferencia se debe a pequeñas variaciones 
en el registro de las aportaciones para este Centro que 
han realizado las diversas Mutuas y es una muestra más 
de la ineficacia de los procedimientos de comunicación 
entre los afectados: Tesorería General, Mutuas partíci-
pes y Centro Mancomunado (v. 6.2).

7.5.2.4 En el grupo de Financiación Básica está 
incluida también una cuenta Reservas, con un saldo a 
31.12.1996 de 72 millones de pesetas, cuyo origen está 
en los resultados positivos de ejercicios anteriores deri-
vados de la colocación en inversiones financieras de los 
fondos aportados por las Mutuas y que ha servido, 
hasta el año 1993, para financiar las adquisiciones de 
inmovilizado (v. 6.2).

7.5.2.5 Como consecuencia de que este Centro no 
tiene actividad alguna y tampoco personal a su servicio. 
Su cuenta de gestión se limita a registrar los ingresos de 
sus inversiones financieras a corto plazo y como gastos 
las dotaciones a la amortización del inmovilizado más 
un pequeño importe por comisiones y gastos de mante-
nimiento de las cuentas corrientes. Los resultados del 
ejercicio de 1996 han sido de 1,5 millones de pesetas 
(v. 6.3).

8. RECOMENDACIONES

8.1 El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 
en el marco de las facultades de dirección y tutela sobre 
las Mutuas que le atribuye la Ley General de la Seguri-
dad Social (artículo 71), debería realizar las siguientes 
actuaciones:

8.1.1 Aprobar la adaptación de los Estatutos que 
las Juntas Generales de 3 Centros («Centro de Recupe-
ración y Rehabilitación de Levante», «Centro Mutual 
para la Rehabilitación de Accidentados de Trabajo de 
San Cugat del Vallés» y «Centro Intermutual de Euska-
di») han aprobado y le han presentado para ajustarse a 
lo previsto en el vigente Reglamento sobre Colabora-
ción de las Mutuas, aprobado por Real Decreto 
1993/1995, una vez que en los Estatutos se introduz-
can, en su caso, las modificaciones que el Ministerio 
estime necesarias. De esta aprobación se derivará la 
conversión de las actuales comunidades de dominio en 
Centros Mancomunados con personalidad jurídica pro-
pia y con las demás características que el Reglamento 
sobre Colaboración de las Mutuas atribuye a estos Cen-
tros.

Promover, y en su caso autorizar, la disolución de 
los Centros que no tienen actividad alguna («Comuni-
dad de Bienes Agrupación Intermutual (MADIN y 
UNIÓN MUTUA)» y «Centro Intermutual de Seguri-
dad») y la del Centro cuya gestión ha sido traspasada a 
la Comunidad Foral de Navarra («Centro Mutual de 
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Prevención, Recuperación y Rehabilitación Ubar-
min»).

En relación al «Centro Mutual para la Rehabilita-
ción de Accidentados de Trabajo de San Cugat del 
Vallés» el Ministerio debe regularizar su situación para 
adaptarla a la prevista en el Reglamento sobre Colabo-
ración de las Mutuas, cesando en las actividades que 
actualmente realiza (prestación de servicios al Centro 
de Alto Rendimiento Deportivo y al Instituto de Ense-
ñanza Secundaria «Barón de Coubertain», dependien-
tes de la Generalidad de Cataluña), que no le son pro-
pias. En el caso de que esto no sea posible, el Ministerio 
debería promover la disolución de la comunidad de 
dominio.

8.1.2 Valorar si los Centros Mancomunados 
actualmente existentes pueden prestar atención asisten-
cial a la población asistencial de la zona sanitaria en la 
que cada Centro está ubicado y, en su caso, promover y 
apoyar la celebración de convenios y conciertos con las 
Administraciones Públicas Sanitarias, con otras Mutuas 
no partícipes y con entidades privadas, al amparo de lo 
previsto en el artículo 12 del Reglamento sobre Cola-
boración de las Mutuas, al objeto de que estos Centro, 
que están financiados con fondos públicos, consigan 
índices de utilización y ocupación adecuados.

8.1.3 Constatar fehacientemente las necesidades 
reales de atención sanitaria de las Mutuas partícipes 
antes de autorizar la creación de nuevos Centros Man-
comunados, procurando que los medios que se van a 
poner en común por las Mutuas tengan en cuenta su 
población protegida, el índice de siniestralidad de la 
zona en el que se quiera ubicar el nuevo Centro y la 
posible existencia de otros medios dedicados a la pres-
tación de los servicios de rehabilitación y de recupera-
ción.

8.1.4 Controlar la eficiencia y economía en la ges-
tión de los fondos públicos utilizados en los Centros 
Mancomunados de Mutuas, incluyendo estos Centros 
en la programación de las auditorías a llevar a cabo por 
la Intervención General de la Seguridad Social.

8.1.5 En relación con la Asociación para la Pre-
vención de Accidentes (APA), analizar jurídicamente la 
existencia y actividad de esta Asociación compuesta en 
la actualidad exclusivamente por Mutuas de Accidentes 
de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguri-
dad Social, que ha estado y está dedicada a la realiza-
ción de actividades privadas y remuneradas en el campo 
de la prevención, actividad que no está prevista para los 
Centros Mancomunados en el Reglamento sobre Cola-
boración de las Mutis, y proceder a la consiguiente 
regularización de su situación, instando a las Mutuas a 
poner fin a su participación en esta asociación. Asimis-
mo es necesario que el Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales investigue la participación que las Mutuas han 
venido teniendo en la APA desde su constitución y 
determine la titularidad que deba atribuirse al patrimo-
nio de esta Asociación. Este patrimonio ha sido genera-
do por un lado por las cuotas que las Mutuas asociadas 

han abonado indebidamente con cargo a recursos que 
tienen la naturaleza de fondos públicos, y por otro por 
la propia actividad remunerada de la APA. Singular-
mente, como parte de este patrimonio, destaca el 
inmueble en el que radica la sede actual de la APA en la 
c/ Portuetxe, 4 de San Sebastián, que aparentemente 
debiera formar parte del patrimonio de la Seguridad 
Social, circunstancia que deberá también ser objeto de 
análisis por el Ministerio, así como la cuantificación 
del importe global de las cuotas abonadas por las 
Mutuas a la APA desde su constitución.

8.2 La Tesorería General de la Seguridad Social, 
titular del Patrimonio único de la Seguridad Social, 
debe instar, con todos los medios a su alcance, la titula-
ción a su nombre de todos los inmuebles del patrimonio 
de la Seguridad Social utilizados por los Centros Man-
comunados de Mutuas e inscribirlos en el Registro de 
la Propiedad, singularmente el terreno adquirido por la 
APA en nombre del «Centro Intermutual de Seguri-
dad», cuya titularidad a favor de la Seguridad Social es 
puesta en duda por su anterior propietario. Asimismo, 
en cumplimiento del Real Decreto 1221/1992, sobre el 
patrimonio de la Seguridad Social, debe incluir, debi-
damente valorados, en el Inventario General de Bienes 
y Derechos que constituyen su patrimonio único, todos 
los inmuebles utilizados por los Centros Mancomu-
nados.

8.3 La Junta General del «Centro de Recuperación 
y Rehabilitación de Levante», en representación de las 
Mutuas partícipes, debe:

8.3.1 Corregir las deficiencias detectadas por este 
Tribunal en los registros de sus operaciones.

8.3.2 Establecer un mecanismo para que las 
Mutuas partícipes estén informadas sobre sus aporta-
ciones para inversiones en este Centro con cargo al 
Fondo de Prevención y Rehabilitación, autorizadas por 
el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, y que de 
esta manera las Mutuas partícipes puedan registrar de 
forma correcta estas aportaciones en sus cuentas patri-
moniales.

8.3.3 Solicitar al Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales las autorizaciones para la prestación de asis-
tencia sanitaria en los supuestos que prevé el Regla-
mento sobre Colaboración de las Mutuas.

8.3.4 Reclamar al SERVASA el pago de los inte-
reses de demora que no hayan prescrito, generados por 
el retraso en el pago de los servicios prestados por el 
Centro como consecuencia del convenio suscrito entre 
ambas entidades.

8.3.5 Ajustar sus relaciones laborales al Convenio 
Colectivo de ámbito estatal para las Entidades de Segu-
ros, Reaseguros y Mutuas de Accidentes de Trabajo y 
Enfermedades profesionales de la Seguridad Social.

8.3.6 Suscribir contratos de prestación de servi-
cios profesionales con los médicos que perciben sus 
retribuciones por acto médico.
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8.3.7 Solicitar de los médicos que prestan servi-
cios en el Centro y obtener de ellos la declaración sobre 
si prestan sus servicios en otros Centros y en su caso, 
tienen concedida la necesaria compatibilidad para des-
empeñar una segunda actividad en el sector público tal 
y como establece la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, 
de incompatibilidades del personal al servicio de las 
Administraciones Públicas.

8.3.8 Promover la formalización de conciertos 
con Mutuas no partícipes para la prestación de asisten-
cia sanitaria y recuperadora a sus trabajadores protegi-
dos con el fin de aumentar la ocupación de sus instala-
ciones.

8.3.9 Las Mutuas partícipes deben apoyar decidi-
damente la utilización de este Centro por sus accidenta-
dos de trabajo y enfermos profesionales, evitando su 
desviación a otros Centros, cuando no sea necesario.

8.4 La Junta General del «Centro Mutual para la 
Rehabilitación de Accidentados de Trabajo de San 
Cugat del Vallés», en representación de las Mutuas 
partícipes, debe regularizar la situación de este Centro 
y cesar en las actividades que realiza, que no le son 
propias, y adaptarlas a las previstas en el Reglamento 
sobre Colaboración de las Mutuas. En el caso de que 
esto no sea posible, debería promover la disolución de 
la comunidad de dominio. A tal fin y previamente 
debe instar a la gerencia del Centro para que confec-
cione inventarios valorados de sus cuentas de inmovi-
lizado. 4

8.5 La Junta General del «Centro Intermutual de 
Euskadi», en representación de las Mutuas partícipes, 
debe:

8.5.1 Establecer un mecanismo para que las 
Mutuas partícipes estén informadas sobre sus aporta-
ciones para inversiones en este Centro con cargo al 
Fondo de Prevención y Rehabilitación, autorizadas por 
el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, y que de 
esta manera las Mutuas partícipes puedan registrar de 
forma correcta estas aportaciones en sus cuentas patri-
moniales.

8.5.2 Solicitar al Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales las autorizaciones para la prestación de asis-
tencia sanitaria en los supuestos que prevé el Regla-
mento sobre Colaboración de las Mutuas.

8.5.3 Solicitar de los médicos que prestan servi-
cios en el Centro y obtener de ellos la declaración sobre 
si prestan sus servicios en otros Centros y, en su caso, 
tienen concedida la compatibilidad para desempeñar 
una segunda actividad en el sector público que exige la 
Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de incompatibilida-
des del personal al servicio de las Administraciones 
Públicas.

8.5.4 Promover la formalización de conciertos 
con Mutuas no partícipes para la prestación de asisten-
cia sanitaria y recuperadora a sus trabajadores protegi-
dos con el fin de aumentar la ocupación de sus instala-
ciones.

8.5.5 Las Mutuas partícipes deben promover la 
utilización de este Centro por sus accidentados de tra-
bajo y enfermos profesionales, evitando su desviación 
a otros Centros.

8.6 La Junta General del «Centro Intermutual de 
Seguridad», en representación de las Mutuas partícipes, 
debe escriturar el terreno adquirido en 1971 a nombre 
de la Tesorería General de la Seguridad Social, conti-
nuar el proceso de disolución de la comunidad de 
dominio, disolución ya solicitada del Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales. 5

8.7 La Junta General de la «Comunidad de Bienes 
Agrupación Intermutual (Madin y Unión Mutua)», en 
representación de las Mutuas partícipes, debe realizar 
los trámites necesarios para proceder a la disolución de 
la comunidad de dominio dada su falta de actividad y 
dado que ni siquiera el inmueble que habría de albergar 
el Centro ha llegado a construirse.

8.8 La Junta General del «Centro Mutual de Pre-
vención, Recuperación y Rehabilitación Ubarmin», en 
representación de las Mutuas partícipes, debe realizar 
los trámites necesarios para proceder a la disolución de 
la comunidad de dominio, dado que la gestión del cen-
tro sanitario ha sido traspasada a la Comunidad Foral 
de Navarra.

4 En sus alegaciones las Mutuas partícipes después de recono-
cer que «la situación del CMR, a día de hoy, es evidente que no 
permite ser encajada de una manera adecuada dentro del marco 
establecido por el Reglamento al regular el mismo los Centros Man-
comunados», anticipan la futura celebración de una Junta General 
Extraordinaria del Centro Mancomunado con el objeto de valorar, 
entre otras posibles decisiones a adoptar, la disolución del Centro 
Mancomunado.

5 En sus alegaciones las Mutuas partícipes en el Centro se 
remiten al Acuerdo de disolución voluntaria adoptado por la Asam-
blea General del Centro en su sesión extraordinaria del día 7 de 
mayo de 1998, en cuyo texto las propias Mutuas que componen la 
citada Asamblea General reconocen con respecto al Centro, que 
«las inquietudes y objetivos que inspiraron su laboriosa constitu-
ción han llegado a perder la mayor parte de su vigencia al encauzar-
se la acción preventiva de los riesgos laborales con una normativa 
que contemple nuevas estructuras».
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251/000018 (CD)
771/000017 (S)

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 
del Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación 
en la Sección Cortes Generales del BOCG de la Reso-
lución adoptada por la Comisión Mixta para las Rela-
ciones con el Tribunal de Cuentas sobre el Informe de 
fiscalización sobre el Fondo de Garantía Salarial 
(FOGASA), ejercicio 2001 (núm. expte. Congreso: 
251/000018 y núm. de expte. Senado: 771/000017), así 
como el Informe correspondiente.

Palacio del Congreso de los Diputados, 19 de 
diciembre de 2005.—P. D. El Letrado Mayor de las 
Cortes Generales, Manuel Alba Navarro.

RESOLUCIÓN APROBADA POR LA COMISIÓN 
MIXTA PARA LAS RELACIONES CON EL TRIBU-
NAL DE CUENTAS EN RELACIÓN A LA INFOR-
ME DE FISCALIZACIÓN SOBRE EL FONDO DE 
GARANTÍA SALARIAL (FOGASA), EJERCICIO 
2001. (NÚM. EXPTE. CONGRESO: 251/000018 Y 
NÚM. DE EXPTE. SENADO: 771/000017) EN SU 

SESIÓN DEL DÍA 29 DE NOVIEMBRE DE 2005

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribu-
nal de Cuentas, en su sesión del día 29 de noviembre de 
2005, a la vista del Informe remitido por ese Alto Tribu-
nal acerca del Informe de fiscalización sobre el Fondo de 
Garantía Salarial (FOGASA), ejercicio 2001.

ACUERDA

Instar al Gobierno a que:

1. Inste al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales 
y en el marco de la Mesa de diálogo Social, se estudie la 
viabilidad de reducir las cotizaciones al FOGASA, 
así como el incremento de las prestaciones; especial-
mente en aquellos supuestos en que se favorezca la 
contratación estable.

2. Se realicen las actuaciones necesarias para 
obtener una mayor coordinación entre el FOGASA y la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria, en lo que 
respecta a las indemnizaciones abonadas por la primera 
para que puedan ser conocidas por ésta última a los 
efectos del ejercicio de sus funciones en relación con el 
Impuesto sobre la Renta de Personas Físicas.

3. El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales 
estudie y modifique, en su caso, la normativa en rela-
ción con las garantías de sus deudores, no sólo en el 

momento de la firma de los convenios sino también 
durante toda su duración, a los efectos de que dichas 
garantías cumplan realmente con su objetivo.

4. Con el objetivo de conseguir una mejor relación 
en la carga de trabajo de la plantilla del Organismo así 
como el aprovechamiento de sus recursos materiales el 
intercambio de información con otros organismos del 
Estado como la Tesorería de la Seguridad Social, a los 
cambios normativos precisos tendente a conseguir que 
FOGASA, pueda ejercer la aplicación del Reglamento 
General de Recaudación, estableciendo la declaración 
de la naturaleza jurídico-público de los derechos de los 
créditos en que se ha subrogado ese Organismo.

5. Al desarrollo de la OM 20.8.1985, que regula la 
celebración de los convenios de pago con las Empresas 
deudoras que permita su realización de una manera más 
rigurosa efectiva cara a la consecución de recuperación 
de esa deuda.

6. Inste a FOGASA al cumplimiento de todas y 
cada una de las recomendaciones que señala el Tribunal 
de Cuentas en el informe de fiscalización del citado 
Organismo dirigidas a la Organización y gestión de los 
recursos, de las prestaciones, a los procedimientos de 
gestión de la deuda y la enajenación de los bienes.

7. Inste a FOGASA a la comunicación a la Agen-
cia Estatal de Administración Tributaria, de las presta-
ciones satisfechas en concepto de salarios o indemniza-
ciones por si resultase procedente su inclusión en la 
base imponible de los declarantes.

Palacio del Congreso de los Diputados, 29 de 
noviembre de 2005.—El Presidente, Francesc Antich 
Oliver.—El Secretario de la Comisión, José Ramón 
Mateos Martín.

INFORME DE FISCALIZACIÓN ESPECIAL SOBRE 
EL FONDO DE GARANTÍA SALARIAL (FOGASA)

EJERCICIO 2001

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de 
su función fiscalizadora, establecida en los artícu-
los 2.a), 9 y 21.3.a) de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 
de mayo, y a tenor de lo previsto en los artículos 12 y 
14 de la misma disposición y concordantes de la 
Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tri-
bunal de Cuentas, ha aprobado, en su sesión de 6 de 
noviembre de 2003, el informe de fiscalización especial 
sobre el Fondo de Garantía Salarial (FOGASA) (Ejer-
cicio 2001), y ha acordado su elevación a las Cortes 
Generales, según lo prevenido en el artículo 28.4 de la 
Ley de Funcionamiento.
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SECCIÓN I. CONSIDERACIONES GENERALES

1. INICIATIVA DEL PROCEDIMIENTO

El origen de este procedimiento de fiscalización se 
encuentra en el Acuerdo del Pleno del Tribunal de 
Cuentas de 18 de diciembre de 2002, por el que se 
aprueba el «Programa de fiscalizaciones del Tribunal 
de Cuentas para el año 2003», en cuyo apartado V.2 se 
contempla la realización de una fiscalización especial 
del Fondo de Garantía Salarial (en adelante FOGASA), 
ejercicio 2001.

2. NATURALEZA Y MARCO NORMATIVO

La Ley 16/1976, de 8 de abril, de Relaciones Labo-
rales, en su artículo 31 estableció la creación de un 
Fondo de Garantía Salarial que, con carácter interem-
presarial, tendría por finalidad garantizar a los trabaja-
dores la percepción de sus remuneraciones pendientes 
de pago, el abono de sus cuotas a la Seguridad Social y 
las indemnizaciones sustitutivas del salario o de las 
prestaciones sociales, en los casos de insolvencia, sus-
pensión de pagos o quiebra de las empresas.

En la actualidad, nuestro ordenamiento jurídico 
contempla dos vías complementarias para proteger el 
derecho de los trabajadores al cobro de sus salarios: por 
un lado, la consideración de este derecho como un cré-
dito privilegiado frente a los restantes derechos que 
concurran en los supuestos de insolvencia empresarial; 
y por otro, la existencia de un fondo público gestionado 
por FOGASA, al objeto de garantizar en los casos de 
insolvencia, suspensión de pagos o quiebra de las 
empresas, la percepción total o parcial de los salarios e 
indemnizaciones que corresponden a los trabajadores. 
Ha desaparecido en la actualidad, por tanto, la garantía 
referida a cuotas y prestaciones que asumió FOGASA 
en sus inicios.

La naturaleza jurídico-administrativa de FOGASA 
estaba determinada por el artículo 33 del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por el RD-Legislativo 1/1995, 
de 24 de marzo, que lo conceptuaba como Organismo 
Autónomo de carácter administrativo dependiente del 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. Tras la entra-
da en vigor de la Ley 6/1997, de Organización y Funcio-
namiento de la Administración General del Estado, 

FOGASA se configura como un Organismo Autónomo 
con personalidad jurídica y patrimonio propios.

Su organización y funcionamiento han sido desa-
rrollados por el RD 505/1985, de 6 de marzo, sobre 
Organización y Funcionamiento del Fondo de Garan-
tía Salarial, modificado por RD 372/2001, de 6 de 
abril. Asimismo, le es de aplicación el RDL 2/1995, de 
7 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de 
la Ley de Procedimiento Laboral, y la Directiva 
80/987/CEE del Consejo, de 20 de octubre de 1980, 
relativa a la aproximación de las legislaciones de los 
Estados Miembros sobre protección de los trabajado-
res asalariados en caso de insolvencia del empresario.

En lo relativo a la gestión desarrollada por FOGASA, 
resultan, asimismo, de aplicación el Texto Refundido 
de la Ley de Procedimiento Laboral (RD-Legislati- 
vo 2/1995, de 7 de abril), el Texto Refundido de la Ley 
General Presupuestaria, con las modificaciones intro-
ducidas anualmente en las correspondientes leyes anua-
les de presupuestos generales del Estado y leyes de 
medidas fiscales, administrativas y del orden social de 
acompañamiento a las anteriores, así como la normati-
va de contratación del Estado y demás disposiciones de 
general aplicación a la Administración Institucional del 
Estado.

A la anterior normativa deben añadirse las normas 
de carácter interno que han de ser aplicadas a las actua-
ciones a realizar por las diferentes áreas de actividad en 
las que se estructura FOGASA. Estas normas afectan 
básicamente a las actividades de gestión de prestacio-
nes (procedimiento para la aprobación de prestaciones, 
reintegro de prestaciones indebidamente satisfechas, 
denegación de solicitudes, etc.), recuperación de deuda 
(subrogación, ejecuciones judiciales, convenios, dacio-
nes en pago, pagos en efectivo y baja de la deuda) y 
gestión del patrimonio adjudicado (adecuada adjudica-
ción de los bienes, su administración y arrendamiento, 
en los casos que proceda, y puesta en venta de éstos). 

3. FUNCIONES DEL ORGANISMO

Las funciones de FOGASA recogidas en el artícu- 
lo 33 del Estatuto de los Trabajadores son las siguientes:

— En los casos de insolvencia, suspensión de 
pagos, quiebra o concurso de acreedores de los empre-
sarios, abonar a los trabajadores el importe de los sala-

Página
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rios pendientes de pago y, en su caso, los salarios de 
tramitación. 

— En las mismas situaciones del apartado anterior, 
abonar las indemnizaciones reconocidas judicial o 
administrativamente a favor de los trabajadores, en 
determinados casos de despido o extinción de los con-
tratos.

— Abonar a los trabajadores el importe de las in-
demnizaciones por extinción de los contratos por causa 
de fuerza mayor constatada por la autoridad laboral.

— En el supuesto de empresas de menos de 25 tra-
bajadores, abonar el 40% de la indemnización legal que 
corresponda a los trabajadores cuya relación laboral se 
haya extinguido como consecuencia de expediente de 
despido colectivo, o cuando exista la necesidad, objeti-
vamente acreditada, de amortizar puestos de trabajo 
según prevé el artículo 52 c) del Estatuto de los Traba-
jadores. 

Como consecuencia del abono de estas prestacio-
nes, FOGASA se subroga, obligatoriamente, en los 
derechos y acciones de los trabajadores para el reem-
bolso de las cantidades satisfechas, conservando su 
derecho a obtener este reembolso del deudor el mismo 
carácter de crédito privilegiado que tuvieran los dere-
chos de crédito satisfechos a los trabajadores (un mayor 
desarrollo de la subrogación se contiene en el epígrafe 
de la Sección III de este Proyecto de Informe). 

Asimismo, y en aquellos casos en los que FOGASA 
recupera la deuda mediante la obtención de bienes y/o 
derechos, procede a su realización al objeto de hacerlos 
líquidos y poder cumplir con las funciones que tiene 
asignadas.

En el gráfico adjunto se muestran las actividades 
realizadas por el Organismo, diferenciando las de ges-
tión de las administrativas. Respecto a las primeras se 
citan los gráficos y/o cuadros en las que se desarrollan.

SECCIÓN II. NATURALEZA DEL EXAMEN, 
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

1. ALCANCE Y OBJETIVOS

El objetivo de esta fiscalización ha consistido en el 
examen de los estados contables del Fondo de Garantía 
Salarial correspondientes al ejercicio 2001, con la fina-
lidad de determinar si dichos estados reflejan razona-
blemente la situación económico-financiera del Orga-
nismo, el resultado de sus operaciones y la ejecución de 
su presupuesto, de acuerdo con la normativa vigente y 
los principios de contabilidad pública.

Asimismo, se ha realizado un análisis de la organi-
zación y de los procedimientos aplicados por el Orga-

nismo en la gestión de prestaciones, en la recuperación 
de las cantidades pagadas, mediante la subrogación en 
los derechos de los trabajadores frente a las empresas y 
en la gestión del patrimonio adjudicado, todo ello 
desde la perspectiva de los principios de eficacia, efi-
ciencia y economía. Este análisis se ha efectuado para 
el periodo 1997-2001, aunque en aspectos concretos 
(gestión de la deuda) se ha revisado el ejercicio 2002. 
También se ha verificado el cumplimiento de la nor-
mativa reguladora de la actuación de FOGASA duran-
te el ejercicio 2001, en especial la normativa de contra-
tación a la que está sujeta la actividad contractual del 
Organismo.

Para la consecución de estos objetivos, han sido 
objeto de estudio y análisis, entre otros:
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— El marco normativo regulador aplicable al con-
junto de la actividad del Organismo: contratación, pago 
de prestaciones, recuperación de deuda, registro de 
operaciones, etc.

— Las actas del Consejo Rector del Organismo y 
de las Comisiones de Seguimiento existentes.

— Los estados contables del Fondo de Garantía 
Salarial correspondientes al ejercicio 2001.

— Los manuales de procedimiento y criterios apli-
cados por las unidades orgánicas y territoriales de 
FOGASA conducentes al pago de prestaciones a los 
trabajadores, a la recuperación de la deuda y a la ges-
tión del patrimonio adjudicado.

— Los Informes de control financiero elaborados 
por la Intervención General de la Administración del 
Estado.

— Las bases de datos y aplicaciones informáticas, 
tanto contables como de ayuda a la gestión, utilizadas 
por el Organismo.

— La organización y recursos con que está dotado 
el Organismo, para cumplir las funciones que tiene 
encomendadas.

— Cualquiera otra información y documentación 
cuyo análisis resultó necesario para alcanzar los objeti-
vos previstos.

El examen ha incluido la aplicación de todas aque-
llas pruebas y procedimientos de auditoría que se han 
considerado necesarios sobre los libros, documentos y 
registros contables y extracontables del Fondo de 
Garantía Salarial, existentes tanto en sus Servicios 
Centrales como en sus unidades territoriales. 

En este sentido se ha realizado un análisis del proce-
dimiento de gestión seguido en las Unidades Adminis-
trativas Periféricas de Alicante, Barcelona, A Coruña y 
Madrid.

2. TRÁMITE DE ALEGACIONES

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 44.1 
de la Ley 7/1998, de 5 de abril, de Funcionamiento del 
Tribunal de Cuentas, el Anteproyecto de esta Fiscaliza-
ción Especial fue remitido el 24 de abril de 2003, por 
este Tribunal de Cuentas, al Secretario General del 
Fondo de Garantía Salarial, que ostenta las funciones 
de representación del Organismo y es el órgano perma-
nente de dirección y gestión del mismo. Por otra parte, 
se dio también traslado de dicho Anteproyecto al 
Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales y a la Secreta-
ria General de Empleo.

Dentro del plazo legal concedido, fueron recibidas 
en el Tribunal de Cuentas las alegaciones formuladas 
por todos aquellos a quienes se envió el Anteproyecto 
de Informe con excepción del Ministro de Trabajo y 
Asuntos Sociales. 

A la vista de las citadas alegaciones, han sido efec-
tuadas las oportunas modificaciones en el texto del 
Anteproyecto de Informe Especial, y en los casos en 

que se estimó conveniente, han sido reflejadas median-
te notas a pie de página. En todo caso, la totalidad de 
las alegaciones se adjuntan al Informe Especial.

3. CONCLUSIONES

3.1 Conclusiones de la fiscalización financiera.

A continuación se exponen las incidencias más sig-
nificativas que se han observado en la fiscalización 
financiera, todas ellas referenciadas a los correspon-
dientes apartados de la Sección III de este Proyecto de 
Informe donde se desarrollan más detalladamente.

3.1.1  Conclusiones relativas a las limitaciones al 
alcance.

1. Como se ha indicado en el epígrafe 3 de la Sec-
ción I, FOGASA satisface prestaciones a los trabajado-
res en los casos de insolvencia, suspensión de pagos, 
quiebra o concurso de acreedores. Entre estas presta-
ciones se encuentra el pago del 40% de la indemniza-
ción legal que corresponde a los trabajadores cuya 
relación laboral se haya extinguido como consecuencia 
de un expediente de despido colectivo, en el supuesto 
de empresas de menos de 25 trabajadores. En este últi-
mo caso, el 60% restante de esta indemnización sólo 
debe abonarlo el Organismo si existe, con posteriori-
dad, una sentencia declarando insolvente al deudor. 
Para el cálculo de este 60% las UAP de FOGASA apli-
can criterios diferentes, pues mientras unas calculan  
el 100% de la prestación en el momento de la declara-
ción de insolvencia y descuentan el importe satisfecho 
inicialmente, otras, indebidamente, calculan únicamen-
te el 60% del valor de la prestación en ese segundo 
momento de declaración de insolvencia. 

Esta diferencia de criterio se traduce en que en el 
segundo caso las prestaciones satisfechas a los trabaja-
dores son inferiores a lo debido, dado que el salario 
mínimo interprofesional es inferior en el momento del 
pago inicial respecto del momento de la declaración de 
insolvencia.

Estas diferencias producen un efecto en los esta-
dos financieros del Organismo a 31.12.2001, que no 
ha podido ser calculado por este Tribunal ya que 
FOGASA carece de datos para ello (apartado 2.2.2 de 
la Sección III).

2. El Organismo aplica diversos métodos para 
determinar el salario real de los trabajadores para el 
cálculo de las prestaciones, si bien todos ellos presen-
tan deficiencias (entre otras, la consideración de la base 
de cotización a la Seguridad Social y no del salario 
real). Algunas UAP también aplican criterios incorrec-
tos para el redondeo de los decimales en el cálculo de 
los días para la determinación del importe a pagar y en 
el cálculo de la prestación por indemnización por reso-
lución de contrato en los Expedientes de Regulación de 
Empleo.
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Todo ello ha dado lugar al reconocimiento de pres-
taciones por un importe indebido, si bien su efecto en 
los estados financieros del Organismo a 31.12.2001, no 
ha podido ser calculado por este Tribunal ya que el 
Organismo carece de datos para ello (apartado 2.2.2 de 
la Sección III). 

3. A 31.12.2001 el Organismo sólo tenía contabi-
lizados los deudores por subrogación derivados de 
pagos de prestaciones satisfechas a los trabajadores en 
los ejercicios 1999, 2000 y 2001. Los correspondientes 
a ejercicios anteriores no estaban registrados contable-
mente, salvo que tuvieran algún importe pendiente de 
una ejecución judicial.

A mayor abundamiento, tras comparar la informa-
ción extracontable sobre estas prestaciones satisfechas 
con derecho a subrogación, con la deuda por subroga-
ción reconocida según los estados contables del Orga-
nismo a 31.12.2001, este Tribunal ha observado dife-
rencias (mayor importe en contabilidad) que no han 
sido aclaradas por FOGASA.

En este sentido, este Tribunal ha podido constatar 
que el Organismo mantenía a 31.12.2001 registrados 
como mayor importe de estos deudores, pagos de pres-
taciones que no habían sido materialmente efectuados o 
pagos indebidos que ya habían dado lugar a expedientes 
de reintegro. Asimismo, figuraban indebidamente como 
mayor importe de la deuda las cantidades satisfechas a 
los trabajadores como prestaciones, en los casos en que 
éstos las han aportado a la constitución de una sociedad 
laboral, una cooperativa de trabajo asociado, etc., según 
lo previsto en el artículo 2 del RD 505/1985, de 6 de 
marzo, modificado por el RD 372/2001, de 6 de abril, 
pues estas cantidades no pueden ser reclamadas por 
FOGASA en tanto se cumplan los requisitos exigidos 
por la normativa.

Consecuentemente, el Organismo ni tiene contabili-
zados todos los derechos que le corresponden por la 
subrogación en el pago de prestaciones, ni debe mante-
ner en sus registros contables importes que a 31.12.2001 
formaban parte indebidamente del saldo de estas parti-
das, si bien este Tribunal no ha podido cuantificar el 
efecto de estas deficiencias, ya que el Organismo care-
ce de datos para ello (apartado 3.2 de la Sección III).

4. Por lo que respecta a los convenios de pago, las 
incidencias que se ponen de manifiesto en los siguientes 
epígrafes de este punto afectan a la representatividad de 
los estados contables del Organismo, balance y cuenta 
de resultados, si bien su efecto no ha podido ser precisa-
do por este Tribunal (apartado 3.3.1 de la Sección III).

4.1 El Organismo contabiliza como mayor impor-
te de la deuda, con abono a cuenta de resultados, la 
totalidad de los intereses incluidos en los convenios de 
pago firmados con sus deudores para la recuperación 
de prestaciones, ya estén estos convenios en vigor o 
hayan sido declarados incobrables. El mismo criterio 
aplica también, indebidamente, en la contabilización de 
los intereses de las ventas aplazadas del patrimonio 

1 Respecto al cálculo erróneo de los intereses al utilizarse 
exclusivamente el método francés, el Organismo comparte, en sus 
alegaciones, lo señalado por el Tribunal. No obstante, debe indicar-
se que no resulta adecuada, en opinión de este Tribunal, la preten-
sión de FOGASA de resolver el problema consistente en que la 
aplicación informática sólo admita el método francés de amortiza-
ción, restringiendo todos los convenios que se pacten en el futuro a 
dicho método; sino que la solución debía ser la contraria, es decir, 
no adaptar la gestión de convenios a la aplicación informática, sino 
ésta a las peculiaridades de los convenios celebrados.

2 El Organismo manifiesta en sus alegaciones que no conoce 
las diferencias con los deudores circularizados por el Tribunal 
(mediante cartas enviadas a través del Organismo). A este respecto, 
el Tribunal tiene que señalar que estas incidencias fueron puestas de 
manifiesto a los responsables de FOGASA durante los trabajos de 
fiscalización.

adjudicado al Organismo en pago de deuda. Este crite-
rio de contabilización supone un incumplimiento de los 
principios contables de devengo y de correlación de 
ingresos y gastos. 

4.2 A mayor abundamiento, debe señalarse que el 
Organismo efectúa incorrectamente el cálculo de estos 
intereses, ya que contabiliza como mayor importe de la 
deuda los intereses calculados por la aplicación infor-
mática (que sólo admite el sistema francés para su 
determinación), siendo así que en gran número de casos 
los acuerdos de FOGASA con el deudor prevén siste-
mas de amortización distintos (con plazos de carencia, 
etc.) que la aplicación no es capaz de calcular, por lo 
que el registro de las operaciones no se ajusta a la reali-
dad de los pactos con el deudor 1.

4.3 A lo largo del ejercicio, FOGASA no ha modi-
ficado los intereses (y la deuda resultante) reclamados 
para adaptarlos a los cambios del tipo de interés legal 
de cada ejercicio. Ello ha provocado, además, que no se 
hayan modificado, o se hayan modificado erróneamen-
te, las cuotas que satisfacen los deudores por convenios 
de pago con el Organismo, y la consiguiente repercu-
sión en la representatividad de sus estados contables. 
Además, este Tribunal ha detectado diferencias signifi-
cativas, no aclaradas por el Organismo, entre sus regis-
tros y los facilitados por sus deudores tras la circulari-
zación efectuada 2. 

4.4 A ello hay que añadir que la asignación de los 
cobros de la deuda a cada deudor con convenio, adole-
ce de deficiencias significativas (cobros no imputados e 
imputaciones indebidas), que afectan a la cifra del prin-
cipal de la deuda contabilizada y a los intereses corres-
pondientes. Estas deficiencias afectan también a los 
conceptos de deudores por convenios incobrables y 
deudores por subrogación. 

4.5 Por otra parte, este Tribunal ha detectado que 
cuando FOGASA da de baja los convenios declarados 
incobrables, en ocasiones, se producen diferencias sig-
nificativas entre el importe que figura en la Resolución 
del Secretario General y las correspondientes anotacio-
nes contables. Las diferencias detectadas, que se tradu-
cen en bajas superiores e inferiores de la deuda, según 
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los casos, no han sido aclaradas a este Tribunal por el 
Organismo.

4.6 En todos estos casos, las deficiencias señala-
das afectan a la representatividad de los estados conta-
bles del Organismo, balance y cuenta de resultados, si 
bien su efecto no ha podido ser precisado por este Tri-
bunal (apartado 3.3.1 de la Sección III).

5. Por lo que respecta a los deudores en ejecución 
judicial se han detectado las incidencias que ha conti-
nuación se citan, incidencias que han supuesto una 
limitación al alcance de la fiscalización: 

5.1 El saldo contable de estos deudores no incluye 
los derechos totales en que debía subrogarse el Orga-
nismo, sino sólo la parte de esos derechos que el Orga-
nismo estimaba realizables a 1.1.1999 por estar incur-
sos en un procedimiento judicial. Esta estimación 
presenta además numerosas deficiencias, entre ellas 
inclusión de deudores duplicados en éste y en otros 
conceptos de deudores.

5.2 Por otra parte, los cobros por intereses y cos-
tas (en todo caso) y los de principal de la deuda que se 
derivan de estos procedimientos son contabilizados por 
el Organismo descargando la cuenta deudora corres-
pondiente por el total del cobro realizado, aunque ni los 
intereses ni las costas ni el principal estuviesen previa-
mente registrados como deuda; los cobros de estos 
deudores anteriores a 1999 que no estuvieran contabili-
zados, se dan igualmente de baja en contabilidad. 

5.3 Las UAP no remiten a la Unidad de Adminis-
tración de Patrimonio de los SSCC de FOGASA la 
información sobre todas las bajas de deuda producidas 
en los procedimientos judiciales, por lo que su anota-
ción contable es incompleta. En consecuencia, pueden 
existir deudores que figuren como tales en los registros 
del Organismo cuya deuda ha sido cancelada. 

5.4 Asimismo, debe tenerse en cuenta que el 
Organismo no contabiliza otras bajas en este concepto 
que las producidas por cobro, por lo que su saldo conta-
ble sigue incluyendo partidas que ya son incobrables y 
debieran darse de baja.

5.5 Existe también falta de concordancia entre los 
cobros reflejados en la documentación utilizada para la 
contabilización de estas bajas y los cobros que figuran en 
las cuentas bancarias de FOGASA en el ejercicio 2001. 
Estas discrepancias, no aclaradas por el Organismo, se 
producen tanto en el caso de los cobros referentes a 
deudores en ejecución judicial contabilizados, como 
de los cobros de deudores en subrogación anteriores 
a 1.1.1999 que, como se ha indicado, no figuran conta-
bilizados (apartado 3.3.4 de la Sección III). 

6. Por lo que respecta a las bajas por insolvencia 
este Tribunal ha verificado que parte de las bajas conta-
bilizadas por FOGASA durante el ejercicio 2001 (hasta 
este ejercicio no habían sido registradas las bajas por 
insolvencia), no comprenden la totalidad de la deuda de 

cada deudor insolvente, sino que afectan sólo a una 
parte, la de algunos expedientes concretos, lo que care-
ce de sentido ya que cuando un deudor es insolvente, 
esta situación afecta a todos los expedientes que con-
forman la deuda. Esto es debido a que FOGASA no 
gestiona su deuda por deudores sino por expedientes, 
careciendo así de datos sobre el importe total que debe 
dar de baja, lo que ocasiona estas diferencias (aparta- 
do 3.4.2 de la Sección III). 

7. La información contable y de gestión de que 
dispone FOGASA sobre sus deudores no le permite 
conocer el detalle de lo que adeuda cada deudor (expe-
dientes adeudados, antigüedad de la deuda, cobros per-
cibidos y fecha de su obtención, etc.). Esta falta de 
información no sólo impide al Organismo dotar una 
provisión para insolvencias ajustada a los términos de 
la Resolución de la IGAE de 14.12.1999, sino que tam-
poco puede obtener los datos necesarios para efectuar 
su cálculo aproximado. 

Por estas mismas razones tampoco este Tribunal ha 
podido efectuar un cálculo del ajuste necesario para 
que los estados financieros del Organismo recojan el 
riesgo de insolvencia que presentan estos deudores 
(apartados 3.2 y 3.3.1 de la Sección III).

8. FOGASA no ha registrado contablemente la 
deuda por cuotas en vía voluntaria, y además carece de 
información alguna sobre esta deuda. Estos derechos 
de cobro, según la información facilitada por la Tesore-
ría General a este Tribunal, ascendieron a 31.12.2001  
a 1.682.643.780 pesetas. 

No obstante, respecto de esta deuda en vía volunta-
ria no contabilizada, el Tribunal no propone ajuste 
alguno debido a las deficiencias que presenta su deter-
minación (apartado 5.3.1 de la Sección III).

9. FOGASA no ha registrado el importe a que 
ascienden las moratorias concedidas por la Tesorería 
General (que incluyen las cuotas de FOGASA), al 
amparo, entre otros, de los Reales Decretos-Ley 6/2001 
y 10/2001, por los que se aprobaron medidas destina-
das a hacer frente al acaecimiento de catástrofes natura-
les en las Comunidades Autónomas de Castilla-León, 
Galicia, y Andalucía. Esta misma situación se ha pro-
ducido en ejercicios anteriores con relación a otras 
moratorias sin que el Organismo haya procedido a su 
registro contable y sin que disponga de los datos que le 
hubieran permitido cuantificar el importe de los dere-
chos afectados por estas moratorias. Esta información 
ha sido solicitada por este Tribunal a la Tesorería Gene-
ral, sin que haya sido entregada en plazo a la fecha de 
elaboración de este Proyecto de Informe (aparta- 
do 5.3.1 de la Sección III).

10. FOGASA registra como ingresos, cobros que 
corresponden a recuperaciones de deuda que ya habían 
sido considerados como ingresos cuando se contabilizó 
la correspondiente partida deudora, por lo que se pro-
duce una doble imputación a la cuenta de resultados. 
Aunque el Organismo es consciente de ello y realiza 
asientos de regularización, no logra depurar todas estas 
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partidas, pues carece de información que le permita 
precisar los importes doblemente imputados a resulta-
dos (apartado 5.9.3 de la Sección III).

3.1.2 Incertidumbres.

El Tribunal carece de datos para determinar el efec-
to que sobre los estados contables del Organismo 
podría tener una revisión de oficio de todas aquellas 
resoluciones de reconocimiento de prestaciones, no 
prescritas, afectadas por incumplimientos de la norma-
tiva vigente, en aplicación del artículo 105 de la LRJAP 
y PAC, por lo que no puede proponer la provisión nece-
saria para reflejar este riesgo (apartado 2.2.2 de la Sec-
ción III).

3.1.3  Errores o incumplimientos de los principios 
contables públicos.

1. Al cierre del ejercicio 2001, FOGASA no ha 
incluido como mayor gasto del ejercicio los expedien-
tes de pago de prestaciones que estaban pendientes de 
comunicación al Servicio de Contabilidad para la toma 
de razón contable, previa a su aprobación definitiva por 
el Secretario General. Estos expedientes, que deberían 
estar contabilizados como mayor importe de la provi-
sión para responsabilidades, ascendían a 472.635.318 
pesetas (apartado 2.1 de la Sección III).

2. El Organismo no efectúa ningún tipo de correc-
ción valorativa que recoja la depreciación que sufren 
los bienes que le han sido adjudicados, durante el 
periodo que permanecen en su poder. De acuerdo con 
los cálculos efectuados por este Tribunal, la deprecia-
ción que sufren los bienes adjudicados al Organismo 
en el momento de su venta se sitúa por término medio 
en un 31% sobre el valor contabilizado. Esta pérdida 
de valor debe reflejarse contablemente mediante la 
correspondiente provisión de acuerdo al principio de 
prudencia, por lo que procedería una dotación de, al 
menos, 4.670.711.169 pesetas (apartado 3.3.2 de la 
Sección III).

3. El Organismo registra indebidamente las ventas 
con pago aplazado, ya que imputa al resultado del ejer-
cicio en el que se produce la enajenación todos los 
intereses del aplazamiento, tanto los devengados como 
los no devengados, lo que contraviene el principio de 
devengo. Como consecuencia de ello, debe minorar su 
resultado a 31.12.2001 en un importe de 23.311.216 
pesetas (apartado 4.5.1 de la Sección III).

4. En relación con la contabilización de inmue-
bles, FOGASA registra en la cuenta (221) «Construc-
ciones», tanto el valor del suelo como el valor del vuelo 
de los inmuebles de su titularidad, incumpliendo la 
norma de valoración segunda del PGCP que dispone 
que deberán figurar por separado el valor del terreno y 
el de los edificios y otras construcciones.

Este Tribunal ha realizado una estimación del valor 
de los terrenos de acuerdo con los valores catastrales 

que figuran en el recibo del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles. Esta estimación se ha realizado para todos 
los inmuebles propios del Organismo excepto para la 
sede de la UAP de Vigo, de la que este Tribunal no ha 
obtenido de FOGASA los datos necesarios. Como con-
secuencia de lo anterior debe minorarse el saldo de esta 
partida en la cuenta en, al menos, 2.689.754.619 pese-
tas que deberán incrementar el saldo de la cuenta (220) 
«Terrenos y bienes naturales». 

Esta situación afecta, asimismo, a la amortización 
acumulada de estos inmuebles. Así, sólo la amortiza-
ción del ejercicio 2001 correspondiente a esta partida 
se encuentra sobrevalorada en un importe de 26.897.546 
pesetas. En consecuencia, el Organismo debe efectuar 
una regularización de las amortizaciones de los inmue-
bles afectados, recalculando las bases y las cuotas de 
amortización (apartado 5.1.3 de la Sección III).

5. FOGASA no ha registrado contablemente la 
deuda por cuotas en vía ejecutiva que aún no ha sido 
cargada por la Tesorería General de la Seguridad 
Social a sus Unidades de Recaudación ejecutiva (URE) 
para su gestión de cobro. Estos derechos de cobro 
según la información facilitada por la Tesorería Gene-
ral de la Seguridad Social a este Tribunal ascendieron 
a 31.12.2001, a 286.212.194 pesetas. Estos derechos 
deben ser, asimismo, provisionados aplicando el por-
centaje de provisión para la deuda en vía ejecutiva 
calculado por la Tesorería General en aplicación de la 
Resolución de la IGAE de 14.12.1999: el 84,79%, lo 
que daría lugar a una provisión de 242.679.319 pesetas 
(apartado 5.3.1 de la Sección III).

6. FOGASA no ha cumplido en materia de pro-
visión para insolvencias de los deudores por impago 
de cotizaciones en vía ejecutiva, la Resolución de 
14.12.1999 de la Intervención General de la Admi-
nistración del Estado, sino que se ha limitado a pro-
visionar al 100% el saldo de esta cuenta. Dado que el 
Organismo no dispone de una serie histórica de deu-
dores fallidos por ejercicios, este Tribunal ha calcu-
lado el importe correcto a provisionar correspon-
diente a este concepto, en función del porcentaje 
aplicado por la Tesorería General para la provisión 
de estos mismos deudores (84,79%) ya que el proce-
dimiento de recaudación de cuotas es conjunto y 
único. De acuerdo con ello, existe un exceso de pro-
visión de 1.217.711.261 pesetas (apartado 5.3.1 de la 
Sección III).

7. FOGASA tampoco ha registrado los derechos 
frente al Estado a que ascienden las bonificaciones de 
cuotas, entre ellas las de FOGASA, concedidas por 
diversos Reales Decretos-Leyes para paliar los daños 
ocasionados por el acaecimiento de diversos fenómenos 
meteorológicos (vgr.: sequías, inundaciones, etc.) cuya 
financiación, según las referidas normas, debía ser asu-
mida por el propio Estado. De acuerdo con los datos 
obtenidos por este Tribunal de la Tesorería General, a 
31.12.2001, el importe de este derecho de cobro frente a 
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la Administración del Estado se situaba en 135.245.000 
pesetas (apartado 5.3.1 de la Sección III). 

8. FOGASA, al igual que en ejercicios anteriores, 
no ha dotado provisión alguna de la deuda por impago 
de cotizaciones en situación de aplazamiento o fraccio-
namiento. El Organismo no dispone de datos que per-
mitan cuantificar este riesgo de insolvencia; no obstan-
te, este Tribunal ha calculado la provisión a dotar en el 
ejercicio 2001, aplicando al saldo de estos deudores a 
31.12.2001, el mismo porcentaje de provisión imputa-
do por este Tribunal a la Tesorería General para la pro-
visión de estos mismos deudores, un 40,46%. De 
acuerdo con ello la provisión a dotar debió ascender a 
595.903.780 pesetas, por lo que debe minorarse el 
resultado del ejercicio en el referido importe (apartado 
5.3.1 de la Sección III).

9. En lo que se refiere a la deuda por cuotas en 
moratoria, este Tribunal debe indicar que FOGASA 
únicamente tiene registrada la deuda en moratoria con-
cedida a instituciones sanitarias públicas o privadas sin 
ánimo de lucro, de acuerdo con lo establecido en la Ley 
41/1994, de Presupuestos Generales del Estado para 
1995, moratoria que ha sido sucesivamente prorrogada 
por las Leyes 65/1997 y 13/2000, de Presupuestos 
Generales del Estado para 1998 y 2001, respectivamen-
te (apartado 5.3.1 de la Sección III). 

A la vista de la continua prórroga de esta moratoria 
y el tiempo transcurrido, este Tribunal estima que 
FOGASA, en aplicación del principio de prudencia, 
debería dotar una provisión que cubriera el riesgo que 
presenta el cobro efectivo de la totalidad de estos dere-
chos, por un importe de 867.480.823 pesetas.

10. FOGASA no ha considerado en la provisión 
para responsabilidades que ha dotado, el importe a 
que podrían ascender las reclamaciones judiciales o 
administrativas interpuestas por los particulares frente 
a las resoluciones de reconocimiento o denegación de 
prestaciones. Este importe, de acuerdo con las estima-
ciones de este Tribunal debería ascender, al menos, a 
734.000.000 pesetas (apartado 5.6 de la Sección III). 

3.1.4  Otros asuntos significativos de carácter finan-
ciero.

FOGASA presentó unas pérdidas a 31.12.2001 de 
15.511.916.062 pesetas, que contrastan con los resulta-
dos positivos de 140.410.695.816 pesetas del ejercicio 
anterior. Tal y como indicó este Tribunal al analizar la 
cuenta rendida por el Organismo en el ejercicio 2000, 
el resultado económico-patrimonial que presentaban 
los estados contables de FOGASA de ese ejercicio no 
era representativo, pues venía originado por el cambio 
del criterio de contabilización de las provisiones para 
insolvencias de deudores del Organismo, que pasaron 
de 62.697.903.232 pesetas en 1999, a 12.148.185.339 
pesetas en 2000.

Esta falta de representatividad del resultado económi-
co-patrimonial del ejercicio 2000 ha sido corregida, en 

parte, en el ejercicio 2001. Esta corrección ha supuesto 
la imputación de una pérdida de 116.896.993.081 pese-
tas en el resultado del ejercicio 2001, de las que 
74.626.395.139 pesetas son imputables al déficit de pro-
visión del ejercicio 2000.

El resultado neto de esta corrección ha supuesto que 
el resultado del ejercicio 2001 presente una pérdida que 
no es real (apartados 5.6 de la Sección III).

3.1.5 Opinión.

En opinión de este Tribunal, excepto por los efectos 
de aquellos ajustes que podrían haberse considerado 
necesarios si no hubiesen existido las limitaciones 
señaladas en el apartado 3.1.1 anterior; excepto por los 
efectos de aquellos ajustes que podrían haberse consi-
derado necesarios de haberse conocido el desenlace de 
la incertidumbre descrita en el apartado 3.1.2 anterior; 
y excepto por los efectos de las salvedades incluidas en 
el apartado 3.1.3 anterior, los estados contables rendi-
dos por FOGASA a 31.12.2001, reflejan en sus aspec-
tos más significativos la imagen fiel del Patrimonio, de 
la situación financiera, del resultado de sus operaciones 
y de la ejecución de su presupuesto de conformidad con 
los principios contables públicos aplicados uniforme-
mente.

En este contexto, deben destacarse las limitaciones 
que afectan a los de los saldos de las cuentas (430) 
«Deudores por derechos reconocidos. Ejercicio corrien-
te», (431) «Deudores por derechos reconocidos. Ejerci-
cios cerrados», (443) «Deudores a corto plazo por 
aplazamiento y fraccionamiento», (444) «Deudores a 
largo plazo por aplazamiento y fraccionamiento», (490) 
«Provisión para insolvencias», (252) «Créditos a largo 
plazo por subrogación», (2571) «Intereses a largo 
plazo de créditos por subrogación», (5421) «Créditos 
a corto plazo por subrogación», (5471) «Intereses 
a largo plazo de créditos por subrogación», (598) 
«Provisión para insolvencias de créditos a corto 
plazo», (667) «Pérdidas de créditos», (6791) «Pérdida 
por la modificación de derechos de presupuestos cerra-
dos», (773) «Reintegros» y (7791) «Beneficio por la 
modificación de derechos de presupuestos cerrados». 
Estas cuentas no representan la realidad económico-
patrimonial del Organismo, y este Tribunal no ha podi-
do cuantificar esta falta de representatividad debido a 
las limitaciones recogidas en el apartado 3.1.1 anterior.

3.2  Conclusiones de la fiscalización de cumpli-
miento.

A continuación se exponen las incidencias más sig-
nificativas que se han observado en la fiscalización de 
la contratación del Organismo, todas ellas referencia-
das a los correspondientes apartados de la Sección III 
de este Proyecto de Informe donde se desarrollan más 
detalladamente. Las restantes incidencias referentes al 
cumplimiento de la legalidad por parte del Organismo 
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se exponen en los epígrafes 2 y 3 siguientes de esta 
Sección, por estar íntimamente relacionadas con el aná-
lisis de los procedimientos.

1. En lo que se refiere a los arrendamientos de bie-
nes adjudicados a FOGASA en pago de deudas, hay que 
señalar la inexistencia de una norma que expresamente 
habilite al Organismo para arrendarlos, por lo que sería 
aconsejable una modificación del Real Decreto 
505/1985 que, en su caso, amparase esta posibilidad.

Por otra parte, FOGASA ha venido celebrando estos 
contratos sin tramitar el correspondiente expediente de 
contratación, incumpliendo así las disposiciones que 
regulan la contratación pública, lo que podría dar lugar a 
la invalidez de los contratos celebrados en aplicación del 
artículo 62 TRLCAP (epígrafe 4.4 de la Sección III).

2. Por lo que respecta a la contratación de bienes y 
servicios hay que señalar que, bajo la apariencia de un 
contrato para la adaptación al euro de determinadas 
aplicaciones informáticas, se cubrieron necesidades 
distintas de aquéllas que justificaron tanto el objeto de 
la contratación como el procedimiento utilizado, por lo 
que este contrato podría haber incurrido en causa de 
nulidad 3 (apartado 5.8.1 de la Sección III).

3. Finalmente, debe hacerse referencia a los con-
tratos celebrados por el Organismo para los servicios 
de limpieza y desinfección de las instalaciones de cli-
matización de la Secretaría General. Estos contratos, 
adjudicados a la misma empresa, debieran haber sido 
objeto de un contrato único a través del procedimiento 
legalmente establecido; sin embargo, el Organismo ha 
realizado para ello tres contratos, en lo que constituye 
un supuesto de fraccionamiento contrario al artículo 69 
TRLCAP 4 (apartado 5.8.1 de la Sección III).

3.3  Conclusiones de la fiscalización de procedi-
mientos.

A continuación se exponen las incidencias más sig-
nificativas que se han observado en la fiscalización de 
los procedimientos de gestión del Organismo, todas 
ellas referenciadas a los correspondientes apartados de 
la Sección III de este Proyecto de Informe donde se 
desarrollan con más detalle. Previamente se realizará 
un comentario de los asuntos más significativos refe-
rentes a la organización y recursos del Organismo.

3.3.1 Organización y recursos.

1. FOGASA se estructura territorialmente en 52 
UAP, una por provincia o ciudad autonómica, clasifica-
das en cinco niveles en función de su carga de trabajo. 
En general, las UAP están dotadas con una plantilla 
predeterminada según su categoría, que no siempre es 
la adecuada a la carga real de trabajo existente en cada 
UAP (apartado 1.2.1 de la Sección III).

2. Por otra parte, la carga media de trabajo por día 
hábil y UAP ha sido, durante el periodo fiscalizado, de 
3,6 expedientes, para una plantilla media por UAP de 
6,6 funcionarios. Esta escasa carga de trabajo se agrava 
en las UAP de menor dimensión, de tipos C, D y E, con 
una media de expedientes por día y UAP de 2,8, 1,6 y 
0,6 expedientes, respectivamente, lo que supone, a su 
vez, una media de un expediente por funcionario y día 
laboral, en el caso más favorable.

Esta reducida carga de trabajo se produjo incluso, 
en los ejercicios 1997 y 1998, en los que existió un 
mayor número de solicitud de prestaciones, con una 
media de expedientes por día laboral y UAP de 4,3 y 
4,8, respectivamente (apartado 1.2.1 de la Sección III).

3. Por otra parte, la división del trabajo en las 
plantillas de las UAP no es homogénea. Así, existen 
UAP en las que los letrados realizan tanto funciones de 
tramitación de expedientes como actuaciones de defen-
sa de los intereses que puedan derivarse de ellos. Por el 
contrario, en otras, la tramitación de los expedientes es 
realizada por el personal administrativo de la UAP, lo 
que no parece acorde con criterios de eficiencia y eco-
nomía (apartado 1.2.1 de la Sección III).

4. La organización de los SSCC presenta deficien-
cias significativas en lo que se refiere a la segregación y 
coordinación de funciones de las unidades que lo inte-
gran (apartado 1.2.1de la Sección III). Así:

— No existe una adecuada organización en el Área 
de Gestión de Prestaciones y Recuperación, que tiene 
asignadas las funciones de tramitación de prestaciones, 
recuperación de la deuda y puesta en venta de aquellos 
bienes entregados como pago por los deudores, pues no 
existe una adecuada coordinación entre las unidades 
que desarrollan estas funciones. A este respecto debe 
señalarse que la función de recuperación de la deuda es 
una de las funciones esenciales del Organismo y no ha 

3 Respecto a la contratación de 3.920 horas de programador a 
través del Servicio Central de Suministros para adaptación al euro 
de cuatro aplicaciones informáticas, el Organismo se limita a apor-
tar en sus alegaciones, un documento complementario de la 
Memoria de necesidad de la contratación, que no desvirtúa el 
hecho de la desproporción existente entre el elevado número de 
horas manifestado como necesario por el Organismo y la escasa 
entidad de las aplicaciones constatada durante los trabajos de fisca-
lización.

4 Respecto del fraccionamiento de la contratación de los tra-
bajos de limpieza de las instalaciones de ventilación y aire acondi-

cionado de los Servicios Centrales, el Organismo manifiesta en sus 
alegaciones que durante el desarrollo de los trabajos de limpieza 
surgió la necesidad de la realización de trabajos de desinfección, al 
parecer de carácter adicional al contrato de limpieza. Sin embargo, 
ambos contratos, el de limpieza y el de desinfección, con costes 
respectivos de 1.975.599 pesetas y 1.820.181 pesetas, se celebraron 
en la misma fecha, el 6 de marzo de 2001. Por lo que respecta al 
tercero, cuyo objeto era el mantenimiento preventivo, obedece a la 
misma necesidad ya existente en el momento de la celebración de 
los dos anteriores, por lo que no se justifica la fragmentación de este 
servicio en tres contratos distintos.
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estado asignada a una unidad específica hasta diciem-
bre de 2002. 

— El Organismo no cuenta con una adecuada 
segregación de funciones en el Área Económico-Finan-
ciera. Así, el Servicio de Contabilidad está asumiendo 
funciones de control de tesorería, control de deudores, 
etc., que debieran asumir otras unidades: Habilitación, 
Servicio de Convenios, etc. No existe una adecuada 
coordinación entre el Área Económico-Financiera y el 
Área de Gestión de Prestaciones y Recuperación, lo 
que origina las significativas deficiencias que presentan 
los registros contables del Organismo, particularmente 
en lo referente a cuentas deudoras e ingresos. 

5. Las aplicaciones informáticas que utiliza el 
Organismo se caracterizan por su segmentación y falta 
de integración, que se produce no sólo dentro de una 
misma aplicación (los módulos de la aplicación de 
prestaciones carecen de integración entre las UAP y los 
SSCC), sino también con otras aplicaciones que utiliza 
el Organismo, por ejemplo la aplicación informática de 
registro, que sólo se aplica a las entradas de documen-
tación, no presenta enlace alguno con la aplicación de 
prestaciones, lo que obliga a reintroducir en esta última 
datos que ya se contienen en la primera (apartado 1.2.2 
de la Sección III).

Esta situación genera una mayor carga de trabajo 
innecesario, un incremento del riesgo de errores y difi-
culta el control de la gestión al Organismo.

3.3.2  Procedimientos para la gestión de prestaciones 
por pago de salarios e indemnizaciones.

1. Dado el retraso con que, en ocasiones, la Teso-
rería General atiende los requerimientos de informa-
ción que le dirige el Organismo, incumpliendo así el 
artículo 27.1 RD 505/1985, los letrados de FOGASA 
no han dispuesto siempre de una información suficiente 
para poder defender adecuadamente los intereses del 
Organismo ante los Tribunales. No obstante, este Tri-
bunal ha detectado situaciones en que, aun siendo sufi-
ciente la información de que disponían los letrados de 
FOGASA, éstos no han realizado las actuaciones nece-
sarias para defender adecuadamente los intereses del 
Organismo (apartado 2.2.1 de la Sección III).

También se han detectado incumplimientos en los 
plazos fijados en el artículo 27.1 del RD 505/1985, 
para atender los requerimientos de información del 
Organismo. En algunos casos estos requerimientos han 
sido completamente desatendidos por el interesado sin 
que este incumplimiento haya repercutido en el reco-
nocimiento de la prestación (apartado 2.2.1 de la Sec-
ción III). 

2. El Tribunal ha detectado la aplicación de dife-
rentes criterios en la tramitación de las solicitudes de 
prestaciones en las UAP y en los SSCC. Estas diferen-
cias de criterio (entre otras, las relativas al cálculo de 
las prestaciones en aquellos casos en que existe un pri-

mer pago del 40% y un segundo pago del 60%, o la 
determinación de los conceptos incluidos dentro del 
salario real del trabajador a efectos del cálculo de la 
prestación) afectan a puntos esenciales para la determi-
nación de la cuantía de la prestación a satisfacer al 
interesado. Este hecho resulta de especial gravedad, por 
cuanto afecta al cumplimiento del principio de igual-
dad, y pone de manifiesto las deficiencias que presenta 
el control interno del Organismo.

Estas diferencias de criterio suponen en algún caso 
una infracción del RD 505/1985 (en otros son incum-
plimientos de instrucciones internas) (apartado 2.2.2 de 
la Sección III).

3. El reparto de los expedientes que constituyen la 
muestra a revisar en los SS.CC. entre los letrados revi-
sores se realiza en función de criterios como el número 
de trabajadores afectados por el expediente, expedien-
tes correspondientes a empresas cuyos trabajadores 
hayan presentado solicitudes anteriormente, etc., lo que 
origina cargas de trabajo desiguales. 

Asimismo, debe ponerse de manifiesto que FOGASA 
ha minorado el peso específico de esta revisión y su 
alcance, ya que mientras que el número de los expe-
dientes tramitados decreció un 30,9% en el ejercicio 
2001 respecto al ejercicio 1998, el de las revisiones 
efectuadas lo hizo en un 48,5%. Debe señalarse que la 
revisión de expedientes en SSCC es realizada por un 
grupo de trabajo integrado por seis letrados revisores, 
que durante el ejercicio 2001 sólo estuvo compuesto de 
forma permanente por tres funcionarios, lo que resulta 
insuficiente, especialmente si se tiene en cuenta que el 
número de expedientes revisados en 2001 fue de 22.417 
(apartado 2.2.2 de la Sección III).

4. El procedimiento de pago de prestaciones care-
ce de controles adecuados que sirvan para garantizar el 
cumplimiento de los plazos legales de tramitación de 
los expedientes en sus diferentes fases. Por ello, si bien 
el plazo medio de tramitación respeta el límite de tres 
meses establecido en el artículo 28.7 del RD 505/1985, 
este Tribunal ha detectado diversos incumplimientos 
puntuales de este plazo, que darían lugar al reconoci-
miento de la prestación por silencio administrativo. En 
todos estos casos se ha reconocido el derecho a la pres-
tación, salvo en el caso de dos trabajadores incluidos en 
el expediente 28/2000/00/01499 que debería ser revisa-
do de oficio por el Organismo. 

La falta de integración de la gestión de los procedi-
mientos asignadas a las UAP y a los SSCC, produce 
incrementos en los plazos de tramitación, que pueden 
alcanzar hasta un 19,2%. En este incremento incide 
también el actual modelo de control existente en los 
SSCC, al que debe imputarse un incremento del tiempo 
de tramitación de hasta un 14,9%, sin que este control 
garantice, finalmente, que la prestación ha sido correc-
tamente tramitada (apartado 2.2.2 de la Sección III).

5. Como se ha indicado, para la tramitación del 
procedimiento de gestión de prestaciones, el Orga-
nismo cuenta con una aplicación informática estruc-
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turada en dos módulos, uno para las UAP y otro para 
los SSCC, que no están integrados entre sí. La 
conexión entre ambos módulos se tiene que realizar 
mediante el envío físico de los soportes informáticos 
(disquetes).

Estos módulos carecen, asimismo, de utilidades de 
ayuda a la gestión. Así, no pueden generar las solicitu-
des de requerimientos de información a los solicitan-
tes de las prestaciones ni los requerimientos de subsa-
naciones a las UAP. Tampoco permiten elaborar la 
Resolución Conjunta para el pago de prestaciones, ni 
calcular los importes de las prestaciones, ni controlar 
los tiempos de las diversas fases y etapas del proce-
dimiento. 

La falta de integración de estos dos módulos, y su 
insuficiencia, obliga a continuos procesos de incorpo-
ración manual de datos y a la utilización de otras herra-
mientas informáticas ajenas a la aplicación, lo que 
genera una mayor carga de trabajo, un incremento del 
riesgo de errores, prolonga los tiempos de tramitación, 
y debilita el control interno de la entidad. También 
como consecuencia de la falta de integración, las UAP 
no pueden conocer ni descartar la existencia de otras 
posibles solicitudes presentadas por un mismo interesa-
do en otras provincias, lo que limita innecesariamente 
el control que ejercen. 

La aplicación informática también presenta defi-
ciencias en sus propios controles internos. Así, este 
Tribunal ha detectado errores en el control sobre el 
número máximo de días que se pueden satisfacer a los 
interesados por prestaciones cuando éstas se solicitan 
en dos momentos distintos. 

A ello debe añadirse que el sistema no ofrece infor-
mación sobre qué persona introduce modificaciones en 
el sistema, qué registros modifica y en qué fecha lo 
hace, por lo que existe el riesgo de manipulación frau-
dulenta del sistema (apartado 2.2.3 de la Sección III).

6. La información utilizada por los responsables 
del Organismo para la supervisión de este procedi-
miento de gestión de prestaciones es inadecuada, no 
facilita un análisis rápido y eficaz de la gestión realiza-
da y de su evolución, lo que afecta negativamente a la 
toma de decisiones respecto a ella (apartado 2.2.2 de la 
Sección III).

3.3.3  Procedimientos de gestión para la recuperación 
de la deuda por prestaciones pagadas por el 
Organismo.

Con carácter general debe indicarse que existen 
serias deficiencias en la gestión y control de estos deu-
dores, tanto en lo que se refiere a la determinación ini-
cial de la deuda, como a las bajas tramitadas por cobro 
o por declaración de insolvencia (fallido), lo que produ-
ce un desconocimiento por parte del Organismo de la 
situación real de estos deudores.

Las principales deficiencias observadas por este Tri-
bunal en este procedimiento de gestión han sido las 
siguientes:

1. La base de datos de deuda que se obtiene de la 
aplicación informática de prestaciones y contiene todos 
los datos de los expedientes respecto de los que el 
Organismo tiene un derecho de subrogación, no repre-
senta la deuda real que corresponde a FOGASA por los 
siguientes motivos (apartado 3.2 de la Sección III):

— El derecho a la subrogación y por tanto la deuda, 
nace cuando FOGASA realiza el pago de la prestación. 
Durante la fiscalización realizada se ha observado la 
contabilización y reclamación de esta deuda sin que el 
pago se haya realizado aún (vgr.: pago de prestaciones 
realizadas en enero del ejercicio siguiente o de presta-
ciones que han resultado finalmente impagadas, etc.), 
por lo que la deuda reclamada y contabilizada es, en 
estos casos, inexistente.

— El Organismo no ha deducido, al determinar la 
cifra global de la deuda a recuperar, el importe de las 
prestaciones satisfechas a los trabajadores que han sido 
aplicadas para constituir el capital social de sociedades 
laborales, de cooperativas de crédito asociado u otro 
tipo de cooperativas que reúnan los requisitos de no 
exigibilidad, supuestos en que, por aplicación de lo 
establecido en el RD 372/2001, de 6 de abril, no se pro-
duce la subrogación.

FOGASA tampoco ha tenido en cuenta estos casos 
y su importe, al cuantificar la deuda no vencida de los 
convenios firmados por estas sociedades, disposición 
que puede afectar a 77 de los convenios firmados.

— Al determinar la deuda a reclamar por subroga-
ción, el Organismo ha incluido los reintegros por pagos 
indebidos de prestaciones, en los supuestos en que la 
subrogación no se produce. 

2. FOGASA no ha realizado una gestión homogé-
nea y coordinada de sus deudores, tal y como se deduce 
de los siguientes hechos (apartados 3.2 y 3.3 de la Sec-
ción III):

— No todas las UAP han aplicado el mismo crite-
rio para la subrogación; así, existen UAP que efectúan 
y notifican la subrogación en todos los casos, y otras en 
que la subrogación únicamente se produce en aquellos 
casos en los que la UAP estima que es recuperable una 
parte de la deuda, lo que, por otra parte, supone un 
incumplimiento de lo establecido en el artículo 31.1 del 
RD 505/1985. 

— Como ya se ha adelantado, FOGASA no ha ges-
tionado la deuda estructurada por deudores sino por 
expedientes. Por este motivo el Organismo desconoce 
datos tan significativos para la subrogación y recupera-
ción como el importe de la deuda de cada deudor, su 
antigüedad, los pagos que ha efectuado, los procedi-
mientos judiciales en los que puede estar incurso, etc., 



Cortes Generales 12 de enero de 2006.—Serie A. Núm. 215

47

5 FOGASA señala en sus alegaciones que concede un plazo de 
ocho años con carácter general en los aplazamientos para evitar dis-
criminaciones. En este sentido, el Tribunal debe poner de manifiesto 
que el Organismo ha carecido durante el periodo objeto de fiscaliza-
ción de la información adecuada para realizar la valoración de las 
circunstancias de cada empresa, tal y como se pone de manifiesto en 
el Informe, lo que, razonablemente, ha motivado que el Organismo 
haya incumplido la Orden de 20 de agosto de 1985 del entonces Mº 
de Trabajo y Seguridad Social (actualmente Mº de Trabajo y Asun-
tos Sociales), concediendo los mismos plazos de amortización del 
convenio para situaciones totalmente diferentes, hecho que, además 
de suponer un incumplimiento normativo, resulta discriminatorio.

6 En las alegaciones, el Organismo señala la imposibilidad de 
suscripción de convenios de pago con los deudores si se adoptan pos-
turas extremadamente rigoristas en la exigencia de garantías, y que 
debe conjugarse este criterio de suficiencia de las garantías con el de 
salvaguarda de puestos de trabajo y mantenimiento de las empresas.

Con relación a esta consideración, el Tribunal debe indicar que 
en el Informe pone de manifiesto el grado de cumplimiento de la 
normativa reguladora de estos convenios. En dicho análisis de legali-
dad no pueden tenerse en cuenta otras consideraciones que las esta-
blecidas en la normativa vigente, por lo que el Organismo no debe 
aceptar la aportación de garantías condicionadas o insuficientes. 

7 El Organismo pone de manifiesto en sus alegaciones, que en 
estos casos «se requiere» un valor superior de los bienes respecto de 
la deuda. No obstante, el Tribunal ha observado justamente lo con-
trario en los expedientes con aportación de garantías mobiliarias 
que han sido analizados. 

8 FOGASA, en las alegaciones realizadas hace referencia a un 
procedimiento teórico de valoración de las garantías que no se 
corresponde el comprobado por el Tribunal ni con las deficiencias 
observadas durante los trabajos de fiscalización.

todo lo cual afecta sensiblemente a la gestión para la 
recuperación de la deuda. 

— Hasta el ejercicio 2003, FOGASA ha carecido 
de una unidad específica que coordine la gestión recu-
peratoria. Hasta este ejercicio han existido diferentes 
unidades con competencias sobre la gestión recupera-
toria, escasamente coordinadas. Esta falta de coordina-
ción se ha producido no sólo en SSCC, sino también 
entre éstos y las UAP. 

3. Como consecuencia de las deficiencias de con-
trol antes señaladas, la gestión recuperatoria desarrolla-
da por el Organismo adolece de falta de impulso, pues 
no se requiere el pago al deudor cuando se produce la 
subrogación; tampoco realiza FOGASA ninguna actua-
ción general y sistematizada de búsqueda de bienes de 
los deudores, al menos de aquellos deudores de cierta 
magnitud (apartados 3.2 y 3.3 de la Sección III). 

4. Por lo que respecta a los convenios de pago 
para la recuperación de deuda suscritos por FOGASA 
con los deudores, se han observado numerosas defi-
ciencias, entre las que destacan las siguientes:

4.1 En ninguno de los convenios fiscalizados por 
este Tribunal en los que figura el escrito de su solicitud 
constan la totalidad de los datos exigidos por el artículo 
5.3 de la OM 20.8.1985, existiendo convenios en los 
que ni siquiera existe el correspondiente escrito de soli-
citud. La información global sobre el deudor de que 
dispone el Organismo en el momento de aprobar el 
convenio es insuficiente para poder adoptar esta deci-
sión, pues carece de información básica como la refe-
rente a la totalidad de la deuda del deudor, su plantilla, 
estudios de viabilidad, análisis de las garantías ofreci-
das, estudio del fraccionamiento del pago, etc., lo que 
incrementa el riesgo de incumplimiento de los conve-
nios firmados. 

4.2 El artículo 11 de la OM 20.8.1985 establece 
que las UAP pueden recabar del deudor información 
actualizada relativa a los conceptos que figuran en el 
convenio (vgr.: evolución de la plantilla, evolución pro-
ductiva, etc.) en cualquier momento de su vigencia, 
pero este Tribunal sólo ha encontrado evidencia de la 
documentación necesaria para realizar este seguimien-
to en el 24% de los convenios fiscalizados (un 46,2% 
de los realizados en el periodo1997-2001), debiendo 
señalarse que los requerimientos de información no 
han sido realizados por las UAP de forma sistemática 
hasta el año 2001, y ello como consecuencia de una 
circular interna del Jefe del Área de Gestión de Presta-
ciones y Recuperación, lo que pone de manifiesto nue-
vamente la pasividad del Organismo en la gestión de la 
deuda (apartado 3.3.1 de la Sección III).

4.3 En la determinación del periodo de aplaza-
miento pactado en cada convenio, el Organismo no ha 
tenido en cuenta los requisitos establecidos en la OM 
de 20.8.1985, que son, fundamentalmente, el montante 
de la deuda, las previsiones de la evolución productiva 

y del mercado, la viabilidad de la empresa y el número 
de trabajadores que ocupe o pretenda ocupar 5. 

4.4 Las UAP no han actuado con la diligencia 
debida analizando los bienes o derechos que el deudor 
debe aportar como garantía de cada convenio. Así, este 
Tribunal ha detectado tasaciones realizadas por el pro-
pio deudor, falta de comprobación de la existencia de 
cargas o gravámenes en los bienes aportados como 
garantía, aceptación de garantías «potenciales», insufi-
ciencia de las garantías aportadas, entre otras, lo que 
resulta contrario al artículo 3 de la OM de 20.8.19856.

4.5 Asimismo, cuando la garantía está constituida 
por bienes muebles, las UAP no verifican que el valor 
del bien asegure en todo momento el cobro de la deuda 
pendiente, lo que ha perjudicado los intereses del 
Organismo 7. 

4.6 Las UAP tampoco realizan una labor de inves-
tigación de la situación de los bienes entregados como 
garantía (vgr.: estado de conservación, cargas que 
soportan, utilización de los bienes por terceros, etc.), lo 
que produce, en ocasiones, un menoscabo del interés 
del Organismo 8.

4.7 Tanto las UAP como la Unidad de Convenios y 
Actuaciones Jurídicas del Área de Gestión de Prestacio-
nes y Recuperación han cometido numerosos errores en 
el cálculo de los intereses que se derivan de los conve-
nios. Entre ellos se pueden destacar los siguientes:

• El Organismo no ha comunicado con carácter 
general a los deudores en cada ejercicio las nuevas cuo-
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9 El Organismo señala en sus alegaciones que estas deficien-
cias se subsanaron mediante la Resolución del Secretario General 
de 28.11.2001. No obstante, debe indicarse que esta Resolución no 
es correcta, pues no tiene en cuenta el efecto financiero de la amor-
tización anticipada de capital motivada por el pago de cuotas supe-
riores a las que correspondían.

10 FOGASA manifiesta su oposición a la tesis del Tribunal de 
que las cuotas impagadas (tanto el principal como los intereses) 
deben generar intereses, entendiendo que con la normativa actual 
únicamente puede generar intereses la parte de principal que figura 
en estas cuotas impagadas. A este respecto, el Tribunal debe indicar 
que la interpretación realizada por el Organismo referida únicamen-
te al capital pendiente de pago, no resulta exacta, ya que, una vez 
firmado el convenio y llegado el momento de pago de cada una de 
las cuotas, éstas constituyen por sí mismas una cantidad aplazada 
que, en la medida en que no resulten satisfechas, siguen pendientes 
de pago y que, por tanto, deben generar el correspondiente interés 
de demora.

Así, la naturaleza jurídico-privada de los créditos y del acuerdo 
de pago alcanzado con el deudor, permiten la aplicación subsidiaria 
del artículo 1.108 del Código Civil, en virtud del cual el Organismo 
podría reclamar los correspondientes intereses legales una vez incu-
rrido en mora el deudor, intereses legales que, en aplicación de lo 
establecido en los artículos 2 y 36.1 del Texto Refundido de la Ley 
General Presupuestaria, deben obtenerse a partir del tipo de interés 
(legal) de demora establecido en las correspondientes Disposicio-
nes Adicionales de las Leyes de Presupuestos. 

Adicionalmente, el Tribunal debe recordar al Organismo que en 
su procedimiento interno de gestión de acuerdos o convenios de 
devolución se establece, en el epígrafe 1.4 de su apartado segundo 
que «En el caso de no cumplimiento de los plazos acordados y no se 
hubiera solicitado, por la empresa deudora, la modificación del 
calendario de pagos, se calculará el interés de demora, sobre la 
deuda no pagada, por el tiempo comprendido entre el vencimiento y 
la liquidación de la deuda», lo que resulta contrario a la posición 
que mantiene en las alegaciones.

tas resultantes de la modificación del tipo de interés 
legal, por lo que éstos han continuado satisfaciendo las 
cuotas antiguas, que resultan superiores a las que corres-
pondería pagar, debido al descenso que en los últimos 
ejercicios han experimentado los tipos de interés 9.

• Asimismo, el Organismo ha calculado en muchas 
ocasiones incorrectamente los intereses derivados de 
los convenios de pago suscritos, porque las tablas de 
amortización de los convenios son calculadas por la 
aplicación informática y ésta sólo contempla el sistema 
francés para su amortización. Cualquier otro pacto 
financiero entre el deudor y FOGASA distinto de este 
sistema como el establecimiento de periodos de caren-
cia, no es tenido en consideración para el cálculo de los 
intereses, por lo que en estos casos, el Organismo ha 
determinado erróneamente el valor de la deuda. 

• El Organismo no ha interpretado correctamente 
la Orden de 20.1.1999, que establece que las cantidades 
aplazadas y pendientes de pago devengarán el interés 
legal del dinero vigente en cada ejercicio económico 10. 
Como consecuencia de esta norma, el tipo de interés 
aplicable a los pagos aplazados pendientes de venci-
miento debe ser modificado anualmente; sin embargo, 
FOGASA ha aplicado el tipo de interés anual en vigor 
al capital total pendiente de pago, aún cuando éste 
correspondiera a cuotas vencidas y no pagadas. Este 

hecho, además de suponer un incumplimiento de la 
referida norma, ha perjudicado al Organismo ya que de 
cada cuota impagada, éste sólo ha considerado como 
mayor importe de la deuda la parte de interés sin tener 
en cuenta los intereses incorporados en esa cuota.

En otros casos, esta situación ha producido un per-
juicio indebido a los deudores del Organismo, que han 
satisfecho un importe superior al que les correspondía, 
al no habérseles comunicado la actualización (normal-
mente reducción) de los tipos de interés.

4.8 En los casos de incumplimiento de los conve-
nios, el plazo medio que tarda el Organismo en efectuar 
el requerimiento de pago al deudor es de 17 meses, lo 
que resulta excesivo. La causa de este retraso reside, en 
parte, en el incumplimiento por los SSCC de la obliga-
ción de informar mensualmente a las UAP de los pagos 
de cuotas de los convenios firmados, por lo que éstas no 
pueden realizar en el tiempo oportuno la reclamación 
del pago al deudor. Un buen sistema informático, inte-
grado, permitiría subsanar esta deficiencia de informa-
ción recíproca.

4.9 El Organismo carece de datos sobre la anti-
güedad media de la deuda gestionada mediante conve-
nios, del porcentaje de convenios amortizados, incobra-
bles o fallidos, etc. Incluso la información facilitada 
por el Organismo a este Tribunal respecto de los conve-
nios vigentes ha sido contradictoria. 

4.10 La imputación de los cobros a los deudores, 
que es realizada por el Servicio de Contabilidad de los 
SSCC, no es siempre correcta, lo que ha supuesto que 
los saldos que refleja la contabilidad del Organismo 
sean incorrectos y que, por tanto, FOGASA no sea 
capaz de cuantificar la cifra que de cada convenio le 
adeuda el deudor, lo que pone de manifiesto la debili-
dad del control interno del Organismo respecto al 
seguimiento de estos deudores.

5. Cuando la recuperación de la deuda se ha reali-
zado mediante entrega de bienes por parte del deudor 
(daciones en pago), la gestión realizada por el Organis-
mo ha presentado similares deficiencias a las descritas 
en la gestión mediante convenios de pago (apartado 
3.3.2 de la Sección III). Así:

— El Organismo ha aceptado daciones en pago de 
bienes, sin que se haya realizado la oportuna peritación 
o habiéndose efectuado ésta con graves deficiencias. 

— En general, no consta evidencia de que el Orga-
nismo realice una comprobación efectiva previa de la 
existencia de posibles cargas en los bienes entregados.

— Las certificaciones de deuda pendiente emitidas 
por el Servicio de Contabilidad, previas a la aceptación 
del bien o bienes entregados, no incluyen los intereses 
devengados por impago de cuotas (en los casos de exis-
tencia previa de convenios), y se emiten, por lo general, 
en una fecha muy anterior a la entrega (a veces hasta de 
un año), por lo que puede realizar el deudor, como de 



Cortes Generales 12 de enero de 2006.—Serie A. Núm. 215

49

hecho ocurre, pagos posteriores a la fecha de la certifi-
cación que no han sido considerados en ella. 

6. En aquellos casos en los que el proceso de recu-
peración de la deuda se ha efectuado mediante procedi-
mientos judiciales (ejecutivos o concursales), además 
de existir deficiencias comunes con otras formas de 
recuperación de deuda, como la falta de una investiga-
ción adecuada de los bienes que se reciben como pago 
de la deuda, se ha observado que la información que 
deben remitir las UAP a los SSCC sobre los procedi-
mientos judiciales abiertos ni es completa, pues no 
incluye todos los cobros ni todas las posibles bajas por 
insolvencia, ni se realiza con la periodicidad que esta-
blecen las instrucciones internas del Organismo. Todo 
ello afecta significativamente a la toma de decisiones 
sobre la gestión de esta deuda.

Por su parte, los SSCC no realizan ninguna compro-
bación de que las UAP cumplen con la obligación de 
remitir la referida información, ni tampoco comprue-
ban su fiabilidad mediante su conciliación con la infor-
mación de cuentas bancarias. En este sentido, este Tri-
bunal ha detectado diferencias no aclaradas por el 
Organismo entre la documentación soporte de las bajas 
por cobro y los cobros que figuran en las cuentas ban-
carias de FOGASA. 

A este respecto, debe señalarse que, al no existir una 
identificación clara de los importes y conceptos a que 
deben aplicarse los pagos del deudor, en ocasiones el 
Organismo da de baja deuda no contabilizada. 

Por otra parte, este Tribunal debe indicar que, res-
pecto de esta deuda derivada de procedimientos judi-
ciales, no se ha tramitado ninguna baja por falta de 
cobro. Como consecuencia de ello, pueden figurar de 
alta en los registros del Organismo deudores cuya 
deuda haya sido ya pagada o bien sea incobrable, o a la 
inversa, que se haya producido su baja sin que éste 
haya satisfecho la deuda en su totalidad (apartado 3.3.4 
de la Sección III).

7. En los casos en que el Organismo realiza bajas de 
deuda, éstas se producen por expedientes y no por deu-
dor, lo que ha supuesto que dentro de una misma UAP se 
hayan tramitado bajas de una parte de la deuda o que, 
habiendo tramitado la baja de la deuda que figura en sus 
registros, el deudor mantenga viva deuda en otras UAP. 
Todo ello pone otra vez de manifiesto la insuficiencia del 
control interno del Organismo, así como la falta de coor-
dinación entre las UAP y los SSCC.

Sin perjuicio de lo anterior, este Tribunal ha detecta-
do otras deficiencias en la tramitación de las bajas: 
importes dados de baja que no se corresponden con la 
Resolución del Secretario General; bajas sin tener en 
consideración parte de los pagos efectuados por el deu-
dor y falta de consideración de supuestos de subroga-
ción empresarial. Todo ello pone también de manifiesto 
la debilidad del control interno del Organismo.

8. Por último, debe señalarse que el Organismo no 
dispone de información referente tanto a la deuda no 

recuperada como a la antigüedad de la deuda recupera-
da, por lo que carece de un adecuado soporte para la 
toma de decisiones sobre la gestión de la deuda (aparta-
do 3.4 de la Sección III).

3.3.4  Procedimiento de gestión para la enajenación 
de bienes adjudicados al Organismo.

1. El resultado obtenido por FOGASA por la 
enajenación de los bienes adjudicados en pago de 
deuda ha supuesto para el Organismo unas pérdidas 
en torno a 1.374 millones de pesetas durante el perío-
do 1999-2001, lo que representa el 29,9% del valor de 
adjudicación de los bienes enajenados.

Este resultado negativo alcanza especial incidencia 
en los bienes que se adjudica directamente el Organis-
mo en pago de deuda (es decir, mediante acuerdos 
directos con el deudor), lo que pone de manifiesto la 
falta de realidad de las valoraciones asignadas a estos 
bienes y la necesidad de reformular los sistemas de ena-
jenación que FOGASA viene empleando en su venta, a 
fin de evitar que la adjudicación de bienes en pago de 
deuda se convierta en una fuente constante de pérdidas 
para el Organismo y, en una vía de condonación implíci-
ta de deuda, ya que el artículo 39 TRLGP exige autori-
zación del Ministro de Hacienda para las condonaciones 
de deuda (apartado 4.1 de la Sección III).

2. El plazo medio de permanencia de los bienes en 
el Inventario de Bienes Adjudicados ha pasado de 2,7 
años en el ejercicio 1997 a 5,8 años en el ejercicio 
2001. Por otra parte, de acuerdo con las estimaciones 
realizadas, el plazo medio que transcurre desde que un 
bien es dado de alta en el Inventario de Bienes de Patri-
monio Adjudicado, hasta que pasa a disposición de la 
Unidad de Enajenaciones para su venta, es de, aproxi-
madamente, 16 meses, lo que pone de manifiesto una 
demora en la gestión de la enajenación de estos bienes 
directamente relacionada con su pérdida de valor, espe-
cialmente en los casos de la maquinaria y de los bienes 
muebles.

Finalmente, de acuerdo con el artículo 135 del 
Decreto 3588/1964, que desarrolla la Ley de Patrimo-
nio del Estado, las ventas aplazadas sólo podrán reali-
zarse en aquellos casos en los que el valor de tasación 
supere los 100 millones de pesetas, no pudiendo ser el 
aplazamiento de pago superior a cuatro años. No obs-
tante, este Tribunal ha detectado ventas en las que no se 
cumplía ninguna de las dos condiciones anteriores 
(apartados 4.2 y 4.5 de la Sección III).

4. RECOMENDACIONES

4.1  Recomendaciones dirigidas al Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales.

1. La naturaleza jurídico-privada, dado su condi-
ción de créditos laborales, de los derechos que por 
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subrogación ostenta FOGASA ante las empresas, hace 
necesario que su ejecutividad deba obtenerse a través 
de los órganos judiciales, excepto en los casos de pago 
voluntario del deudor, ya que FOGASA no puede hacer 
uso de las prerrogativas que corresponden a la Admi-
nistración para el cobro de sus derechos de crédito pre-
vistas en la legislación vigente (TRLGP y Reglamento 
General de Recaudación), aun cuando sí de las prefe-
rencias y privilegios que la legislación reconoce a los 
que ostentan la condición de laborales.

La diferente gestión de los ingresos públicos del 
FOGASA, por cuotas de recaudación conjunta con las 
de la Seguridad Social, y los ingresos de carácter priva-
do, fundamentalmente los derivados de los créditos en 
los que se ha producido la subrogación, se manifiesta 
expresamente en determinados procedimientos de 
cobro donde adquiere relevancia la concurrencia de 
diversos organismos estatales interesando la defensa de 
los intereses públicos que les están encomendados, 
concretamente: la Tesorería General de la Seguridad 
Social, la Agencia Estatal de la Administración Tributa-
ria, el propio FOGASA y cualesquiera otros organis-
mos públicos o la propia Administración General del 
Estado si resultare acreedora por créditos de naturaleza 
privada de idéntico deudor. Esta situación pudiera 
resultar contraria a los principios de economía, eficacia 
y eficiencia en la gestión de los recursos públicos a que 
se refiere el artículo 31 del texto constitucional.

Por todo ello, se considera conveniente la realiza-
ción de estudios dirigidos a valorar el alcance de las 
modificaciones normativas necesarias para facilitar la 
recuperación de los créditos en los que se ha subrogado 
el organismo fiscalizado, sea incidiendo en el régimen 
jurídico de las ayudas prestadas, esto es, introduciendo 
las modificaciones normativas necesarias para transfor-
mar la actual naturaleza jurídico-privada de estos dere-
chos en naturaleza jurídico-pública 11, o modificando 
filas normas procesales que pudieren lastrar el proceso 
recuperatorio; sea para encomendar o facilitar la parti-
cipación de las administraciones tributarias en la recau-
dación de los recursos de derecho privado y mejorar su 
coordinación con los servicios jurídicos intervinientes, 
o de cualquier otro modo que se considere preciso.

2. Como se ha indicado en el apartado 3.3.1 de esta 
Sección II, la plantilla de FOGASA presentó una redu-
cida carga de trabajo durante el período analizado. Por 
otra parte, debido a la especialización del Organismo en 
el reconocimiento de prestaciones, su plantilla presentó 
una elevada rigidez respecto a la división de las cargas 
de trabajo (apartado 1.2.1 de la Sección III). Por ello, el 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales debiera estu-
diar la posibilidad, muy especialmente en el caso de 
que, lleve a la práctica la recomendación incluida en el 
punto 1 anterioren aplicación de la recomendación 
incluida en el apartado anterior, se modifique la natura-
leza jurídica de los derechos por subrogación del Orga-
nismo y éstos pasen a tener naturaleza pública, de atri-
buir la función de reconocimiento y pago de prestaciones 
a otros organismos públicos, donde sería más fácil ase-
gurar la ocupación efectiva de la actual plantilla de 
FOGASA en periodos de baja actividad 12. 

3. La anterior posibilidad permitiría, además, 
aprovechar la mayor disponibilidad de recursos infor-
máticos y de otros organismos, para apoyar las actua-
ciones de pago de prestaciones, lo que podría incre-
mentar los niveles de eficacia y eficiencia en la gestión 
de este procedimiento.

4. Sin perjuicio de lo señalado en el punto 1 ante-
rior, FOGASA y la Tesorería General debieran estable-
cer el marco que permitiera un intercambio fluido de 
información entre sus unidades de recaudación, y crear 
órganos de actuación conjunta a fin de establecer actua-
ciones coordinadas para la recuperación de la deuda de 
aquellas empresas que resulten deudoras de ambas 
entidades. Por otra parte, este cruce de información 

11 En las alegaciones realizadas, el Organismo pone de mani-
fiesto que el Servicio Jurídico del Estado ha confirmado, en un 
informe de 13 de marzo de 2003, el carácter jurídico-privado de la 
acción subrogatoria del FOGASA y que, por tanto, no resulta posi-
ble la aplicación del Reglamento General de Recaudación.

A este respecto, el Tribunal debe indicar que comparte con 
FOGASA la consideración sobre la actual naturaleza jurídico-pri-
vada de los créditos y acciones por subrogación del Organismo en 
el marco normativo vigente, hecho que pone de manifiesto en el 
Informe, lo que conlleva la inaplicabilidad del Reglamento General 
de Recaudación. Por ello, lo que el Tribunal plantea en el Informe 
es la modificación de este marco, para que de esta forma, una vez 
establecida ex lege la naturaleza jurídico-pública de estos derechos 
de crédito, sea posible la aplicación del Reglamento General de 
Recaudación a estos derechos.

12 En las alegaciones realizadas, FOGASA señala que la nor-
mativa internacional referente al pago de prestaciones que constitu-
yen el objeto del Organismo (la Directiva 80/987 del entonces 
Consejo de las Comunidades Europeas y el Convenio nº 173, de 23 
de junio de 1992, de la Organización Internacional del Trabajo, 
ratificado por el Reino de España el 16 de mayo de 1995), exige, a 
su juicio, la existencia de una institución perfectamente diferencia-
da de otros organismos estatales que garantice estos derechos de los 
trabajadores.

A este respecto debe indicarse que tanto en la Directiva 80/987, 
como en el Convenio n.º 173 de la OIT, se hace referencia a la exis-
tencia de instituciones de garantía que aseguren estos derechos de 
los trabajadores, pero en modo alguno se hace referencia a que estas 
instituciones deban estar perfectamente diferenciadas de otros orga-
nismos estatales. Es más, el propio Convenio nº 173 de la OIT prevé 
la posibilidad de que esta protección se proporcione incluso por 
compañías de seguros privadas, siempre que éstas ofrezcan garantía 
suficientes (art. 11.2 del citado convenio).

Por su parte, la Directiva 80/987 establece en su artículo 5 que 
corresponde a los Estados miembros fijar las modalidades de orga-
nización, financiación y funcionamiento de estas instituciones, 
estableciendo como única restricción a este respecto, que el patri-
monio de éstas deberá ser independiente del capital de explotación 
de los empresarios, que deben contribuir a su financiación, excepto 
que ésta esté garantizada por los poderes públicos.

Por ello, el Tribunal considera que la implementación de la 
recomendación efectuada al respecto en el Informe es acorde con la 
normativa internacional anteriormente citada.
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permitiría el aprovechamiento mutuo de las actuacio-
nes realizadas por la otra entidad, no sólo respecto al 
cobro de deuda, sino también respecto a la baja de deu-
dores en contabilidad.

Esta coordinación debería producirse, asimismo, 
con la AEAT cuando se trate de un deudor común a 
ambas entidades.

5. La comparación de los ingresos de FOGASA por 
el concepto de cuotas, con el importe de las prestaciones 
satisfechas a los trabajadores por el Organismo desde el 
ejercicio 1990 hasta el 2001, ambos inclusive, pone de 
manifiesto una capacidad de autofinanciación que, en 
estos momentos, ha generado un volumen de excedentes 
de 168.717 millones de pesetas (equivalente a casi cinco 
veces el importe de las prestaciones pagadas durante el 
ejercicio 2001), lo que debe hacer estudiar al Ministerio 
la conveniencia de reconsiderar mantener el tipo de coti-
zación a FOGASA o los actuales niveles de prestaciones 
(apartado 5.10 de la Sección III). 

6. La OM de 20.8.1985 que regula la celebración 
de convenios de pago para la recuperación de deuda, 
establece en su artículo 3 la necesidad de que estos 
acuerdos estén debidamente garantizados. A este res-
pecto, este Tribunal considera que la normativa aplica-
ble debe ser desarrollada e incidir no sólo en la existen-
cia de garantías en el momento de la firma del convenio, 
sino también en la aportación de estudios rigurosos 
sobre la viabilidad económica del deudor durante toda 
su duración (apartado 3.3.1 de la Sección III). 

4.2 Recomendaciones dirigidas a FOGASA.

4.2.1  Recomendaciones referentes a la organización 
y recursos del Organismo.

1. Este Tribunal considera conveniente la creación 
de una Unidad de control de gestión que, dependiendo 
de la Secretaría General del Organismo, revise las 
actuaciones realizadas tanto por las UAP como por las 
distintas Unidades de los SSCC responsables de la ges-
tión de pago de prestaciones, de las actuaciones de recu-
peración de la deuda y de la enajenación de bienes.

2. Como se ha indicado en el apartado 3.3.1 de esta 
Sección II, el actual modelo organizativo del Organismo 
presenta una significativa falta de integración entre 
todas y cada una de las unidades orgánicas existentes, 
ya sean estas periféricas o de los SSCC. Esta situación 
incrementa los costes de gestión, prolonga los tiempos 
de tramitación y limita la eficacia del control interno.

Por ello, el Organismo debería implantar un sistema 
informático integrado que conecte en tiempo real tanto 
las unidades territoriales del Organismo como las exis-
tentes en sus SSCC. Este sistema informático debería 
satisfacer las siguientes necesidades:

— Garantizar el adecuado control de los procesos 
de incorporación de datos de todo tipo o de modifica-
ción de los ya incorporados.

— La incorporación de datos debe ser realizada en 
una sola vez, sin necesidad de posteriores reincorpora-
ciones de los mismos datos.

— Las principales funciones asignadas al Organis-
mo, esto es, el pago de prestaciones, la recuperación de 
deuda y la enajenación de bienes obtenidos como pago 
son secuenciales, debiendo ser contempladas, por el 
sistema informático como hechos relacionados entre sí, 
e integrados en una misma aplicación.

— El sistema informático de FOGASA debe cubrir 
la totalidad de necesidades de los SSCC y UAP, evitan-
do el recurso a herramientas auxiliares ajenas al siste-
ma, permitiendo así, una mejora significativa del con-
trol interno del Organismo.

3. El Organismo debe definir los parámetros y 
datos básicos de la gestión que le sirvan de soporte en 
la toma de decisiones al respecto, tales como los tiem-
pos de tramitación en cada fase y etapa del procedi-
miento, número e importe de los expedientes tramita-
dos, número de trabajadores, la secuencia histórica de 
toda la deuda reconocida (año de incorporación, situa-
ción, cobros obtenidos, bienes adjudicados en pago, 
valor de realización y baja de la deuda) y la eficacia 
recuperatoria. Estos datos podrían ser fácilmente obte-
nidos si el Organismo implantara la aplicación infor-
mática integrada a que se hace referencia en el punto 
anterior (apartado 1.2.1 de la Sección III). 

4.2.2  Recomendaciones referentes al procedimiento 
de gestión de prestaciones.

Como se ha indicado, el Organismo aplica criterios 
diferentes en la tramitación de las solicitudes de presta-
ciones, por ello resulta necesaria la elaboración de un 
manual exhaustivo sobre el procedimiento de pago de 
prestaciones, y que su efectiva aplicación sea controla-
da tanto en las UAP como en los SSCC. Este documen-
to debería estar permanentemente actualizado de acuer-
do con las incidencias que se hayan observado en la 
tramitación de los expedientes (apartados 2.2.1 y 2.2.2 
de la Sección III).

4.2.3  Recomendaciones referentes al procedimiento 
de la gestión de la deuda.

1. Como se ha indicado, el Organismo no gestiona 
la deuda por deudor sino por expediente, lo que impide 
una adecuada gestión de la deuda, al desconocer el 
montante de ésta por cada uno de sus deudores. Conse-
cuentemente, el Organismo debe abandonar este siste-
ma y gestionar la deuda por deudor, incorporando en 
sus registros contables y extracontables la totalidad de 
la información: expedientes de deuda referente a cada 
deudor, su antigüedad, los pagos realizados y sus 
fechas, los convenios suscritos, los bienes entregados, 
etc. (apartado 3.2 de la Sección III). Esta información 
de cada deudor debe incorporar toda su deuda, sea o no 
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anterior a 1999, y debe ser depurada de las deficiencias 
señaladas en este Proyecto de Informe. 

2. Al igual que en la gestión de prestaciones, el 
Organismo también aplica criterios diferentes en 
diversos aspectos de la gestión de la deuda. Por ello 
resulta necesaria la elaboración de un manual sobre 
este procedimiento que comprenda de forma pormeno-
rizada todas las actuaciones a realizar, tanto en las 
UAP como en los SSCC. Este documento debería 
estar, asimismo, permanentemente actualizado de 
acuerdo con las incidencias que se vayan produciendo 
en la tramitación de los expedientes (apartado 3.1 de la 
Sección III).

3. El Organismo debe potenciar la formación en 
aspectos de carácter económico-financiero del personal 
encargado de la gestión de la deuda, tanto en las UAP 
como en los SSCC, ya que la actual formación impartida 
a este personal presenta insuficiencias que dificultan la 
gestión de la deuda (apartado 1.2.1 de la Sección III).

4. Respecto a la gestión de convenios de pago, sin 
perjuicio de la regularización de las deficiencias seña-
ladas en el apartado 1.3.3 de esta Sección, este Tribunal 
considera conveniente que el Organismo proceda a la 
realización de conciliaciones periódicas (al menos 
anuales) con sus deudores por convenios. 

Asimismo, este Tribunal considera necesario que 
el Organismo modifique su actual sistema de gestión 
de convenios, que está basado en la firma sucesiva de 
convenios para cada expediente o conjunto de expe-
dientes de prestaciones satisfechas, lo que origina la 
existencia de múltiples convenios en vigor con un 
mismo deudor, de forma que en cada caso sólo exista 
un único convenio de pago con cada deudor, sin per-
juicio de la introducción de las modificaciones que 
sean necesarias para recoger las nuevas altas de deuda 
que, en su caso, le correspondan (apartado 3.3.1 de la 
Sección III).

5. El Tribunal considera conveniente que el Orga-
nismo realice una investigación de los bienes de titula-
ridad de sus deudores para mejorar el cobro de la 
deuda, al menos en el caso de deudores relevantes, pues 
en la actualidad no está realizando ningún tipo de 
acción destinada a explorar la existencia de bienes pro-
piedad de los deudores por pago de prestaciones, ni a 
determinar la existencia de posibles deudores solidarios 
o subsidiarios (apartado 3.3.4 de la Sección III).

4.2.4  Recomendaciones referentes al procedimiento 
de enajenación de bienes.

El Tribunal considera conveniente que la totalidad 
de la gestión de estos bienes se centralice en una 
única unidad y que se informatice el inventario de 
estos bienes en el que, mediante claves y un apartado 
de observaciones, se detallen la totalidad de las situa-
ciones en que éstos se encuentran (apartado 4.2 de la 
Sección III).

4.2.5  Otras conclusiones y recomendaciones.

1. Como se ha indicado, el Organismo registra 
contablemente los diferentes conceptos de deuda sin 
atender a su naturaleza. Este sistema de registro no 
favorece la transparencia de la información contable, 
ya que el simple cotejo de los estados contables no per-
mite conocer los importes de cada uno de los conceptos 
registrados en ellos. Por ello, el Organismo debería 
recoger estos diferentes conceptos de deuda en diferen-
tes subcuentas 13 (apartado 3.1 de la Sección III).

2. FOGASA no comunica a la AEAT las cantida-
des satisfechas a los trabajadores en concepto de sala-
rios (incluidos los de tramitación) o de indemnizacio-
nes, por lo que existe el riesgo de que quien percibe 
estas prestaciones no las incorpore, en los casos en que 
resulte procedente, a su base imponible de IRPF, sin 
que la AEAT tenga conocimiento de ello. Por ello, este 
Tribunal considera que el Organismo debiera facilitar 
estos datos a la AEAT.

SECCIÓN III. RESULTADOS 
DE LA FISCALIZACIÓN

Como se ha indicado con anterioridad, la actividad 
del Organismo se divide en tres grandes áreas: gestión de 
prestaciones, la gestión de la deuda y gestión del patri-
monio adjudicado. Por ello, se van a distinguir estos tres 
epígrafes para vertebrar la exposición de los resultados 
de la fiscalización, utilizando la descripción de estos pro-
cedimientos, tanto desde la perspectiva financiera y de 
cumplimiento, en la que se incluye un análisis específico 
de la contratación realizada por el Organismo, como 
desde el punto de vista de la eficacia, eficiencia y econo-
mía de los procedimientos analizados. 

Previamente, se expondrá un epígrafe introductorio 
donde se analizarán la estructura del Organismo y los 
recursos con que cuenta para el desarrollo de sus fun-
ciones. 

Y por último, se distinguirá un quinto epígrafe, 
donde se analizarán aquellas partidas contables que no 
estén directamente relacionadas con los cuatro epígra-
fes antes citados, como son: el Inmovilizado propio, la 
Tesorería, los Fondos propios, etc.

13 FOGASA comparte que esta posibilidad sería factible en 
algunas cuentas (vgr: 442, 443 y 444), pero no en otras (vgr: 430 y 
431), debido a que ello exigiría descender a un nivel de 5 dígitos 
que, en opinión del Organismo, complicaría excesivamente el 
balance.

No obstante, el Tribunal considera que este nivel de detalle 
tiene la ventaja de permitir conocer la naturaleza y complejidad de 
las operaciones del Organismo mediante una simple lectura del 
balance, circunstancia que, de otra forma, no se puede conseguir.

Por otra parte, debe indicarse que este tipo de desarrollo, a 5 
dígitos, se produce en el presupuesto de gastos de FOGASA (vgr.: 
conceptos presupuestarios 220, 221, 222, etc.), sin que, aparente-
mente, ello plantee dificultades.
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1.  ANÁLISIS DE LA ESTRUCTURA Y RECUR-
SOS HUMANOS DEL ORGANISMO

1.1 Organización.

Los órganos que conforman la estructura organizati-
va de FOGASA, de acuerdo con el RD 505/1985, son 
de dos tipos: de control y vigilancia y de gestión y 
dirección. 

Los órganos de control y vigilancia del Organismo, 
en los que participan por terceras partes representantes 
de la Administración, y de las organizaciones empresa-
riales y sindicales, son el Consejo Rector y las Comi-
siones Provinciales de Seguimiento.

Los órganos de gestión y dirección de FOGASA 
son: la Secretaría General y las Unidades Administrati-
vas Periféricas (en adelante UAP).

1.1.1 Órganos de control y vigilancia.

1. Consejo Rector.

Es el órgano superior de dirección y representación 
del Organismo, integrado por cinco representantes de la 
Administración, uno de los cuales es el Presidente de 
FOGASA (en el periodo fiscalizado ejerció este cargo 
el Secretario General de Empleo), cinco representantes 
de las organizaciones empresariales y otros cinco 
representantes de las organizaciones sindicales más 
representativas.

El secretario del Consejo es el propio Secretario 
General de FOGASA, que es el responsable de la ges-
tión del Organismo. Este órgano tiene asignadas las 
siguientes competencias:

— Establecer los criterios de actuación del Fondo 
de Garantía Salarial.

— Conocer la evolución económica del Organismo 
y proponer aquellas medidas que estime más adecuadas 
para que FOGASA cumpla con los fines que tiene asig-
nados.

— Aprobar el anteproyecto de presupuestos, su 
liquidación anual y la Memoria de actividades de 
FOGASA.

Para desarrollar estas competencias debe reunirse, 
al menos, dos veces al año y cuando así lo soliciten las 
organizaciones sindicales o empresariales.

El análisis efectuado por este Tribunal de las actas 
de las reuniones celebradas por el Consejo durante el 
período fiscalizado ha puesto de manifiesto que su 
actuación se ha limitado al seguimiento de la gestión 
del Organismo (la aprobación de sus presupuestos y su 
liquidación anual, así como de la memoria anual de 
actividades de FOGASA). De acuerdo con las actas, el 

Consejo no ha elaborado o refrendado ningún criterio 
de actuación de FOGASA.

2. Comisiones Provinciales de Seguimiento.

Son los órganos encargados de efectuar el segui-
miento y control de la actividad del Organismo en cada 
provincia. Se trata de órganos colegiados que están for-
mados por tres representantes de la Administración, 
uno de los cuales es el Presidente de la Comisión, y tres 
representantes de cada una de las organizaciones 
empresariales y sindicales más representativas. Actúa 
de Secretario en estas Comisiones el Jefe de la UAP.

Las competencias que tienen asignadas estas Comi-
siones son las siguientes:

— Conocer los criterios de actuación adoptados 
por el Consejo Rector.

— Conocer la evolución económica de FOGASA 
en la provincia y su incidencia en el ámbito laboral.

— Valorar la actuación y funcionamiento de 
FOGASA en la provincia.

Para desarrollar estas competencias las Comisiones 
deben reunirse, como mínimo, una vez al trimestre. 

1.1.2 Órganos de gestión y dirección.

a) Secretaría General.

Es el órgano permanente de dirección y gestión de 
FOGASA y, como tal, tiene asignadas las siguientes 
funciones:

— Representar al Organismo y, por tanto, la jefatu-
ra de sus servicios y del personal que compone su plan-
tilla.

— Ejecutar los acuerdos que el Consejo Rector 
adopte.

— Elaborar el anteproyecto de presupuestos y su 
liquidación anual, así como la memoria de actividades 
para su aprobación por el citado Consejo. Asimismo 
debe informar al Consejo de la gestión realizada.

— Resolver los expedientes de prestaciones y de 
cualquier otro tipo de peticiones que afecten a 
FOGASA.

— Ejercitar los derechos y acciones judiciales y 
extrajudiciales conducentes a una eficaz subrogación de 
los créditos laborales satisfechos y a su seguimiento.

— Ejercer las funciones directivas, administrativas 
y de gestión del Organismo y, por tanto, la autorización 
de sus gastos y la ordenación de sus pagos.

Para el cumplimiento de sus fines el Organismo se 
estructura de la siguiente forma:
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GRÁFICO 1 ORGANIGRAMA DE FOGASA 
A 31.12.2002

La Secretaría General se estructura en las siguientes 
áreas y servicios: 

1. Adjunto al Secretario General, entre cuyas fun-
ciones se encuentra la gestión de personal y la planifi-
cación de los planes de formación del personal del 
Organismo, llevándolos a cabo junto a los responsables 
de las áreas del Organismo y las organizaciones sindi-
cales presentes en FOGASA.

2. Área Económico Financiera, cuyas funciones 
principales están relacionadas con la elaboración del 
Anteproyecto de Presupuesto del Organismo, la contabili-
zación de todas las operaciones de gastos e ingresos reali-
zadas por FOGASA, la rendición de la Cuenta General 
del FOGASA, el control de los pagos e ingresos del Orga-
nismo, etc. Dentro de esta Área se incardinan el Servicio 
de Contabilidad y el Servicio de Gestión y Patrimonio. 

3. Área de Gestión de Prestaciones y Recupera-
ción, cuyas funciones son las de supervisar los expe-
dientes de prestaciones tramitados por las UAP antes 
de su resolución por el Secretario General, la gestión de 

la deuda por subrogación derivada del pago de presta-
ciones, y la gestión, administración y venta del patri-
monio adjudicado. Esta área se estructura jerárquica-
mente en los siguientes Servicios:

• Servicio de Recuperación y Revisión Jurídica, 
que se encarga de controlar los convenios, tramitar la 
baja de la deuda por subrogación debida a insolvencia 
total o por ejecuciones judiciales y realizar las actua-
ciones derivadas de procedimientos especiales tales 
como las daciones en pago.

• Servicio de Coordinación de Letrados y Procedi-
mientos Especiales, que tiene asignado el control de la 
gestión jurídica del patrimonio adjudicado a FOGASA, 
así como su administración. Asimismo, tramita las bajas 
de deudores por cobro o por imposibilidad de recupera-
ción procedentes de procedimientos concursales.

4. Servicio de Sistemas Informáticos, cuya finalidad 
principal es la creación y mantenimiento de las aplicacio-
nes informáticas necesarias para la gestión de los expe-
dientes de prestaciones y de la recuperación de la deuda. 

Asimismo, existen Comisiones de seguimiento, crea-
das en apoyo a la gestión del Secretario General en dife-
rentes actividades: de patrimonio, de convenios, etc. 

b) Unidades Administrativas Periféricas (UAP).

Son los órganos periféricos de gestión del Organis-
mo. Estas unidades dependen, tanto orgánica como 
funcionalmente, de la Secretaría General de FOGASA. 
Las funciones que tienen asignadas son las siguientes:

— Instrucción de los expedientes de prestaciones.
— Realización de las actuaciones necesarias para la 

representación del FOGASA en su ámbito territorial, espe-
cialmente en lo que se refiere a la subrogación del Organis-
mo por las prestaciones satisfechas a los trabajadores.

— Tramitación de los expedientes de enajenación 
de los bienes que hayan sido adjudicados a FOGASA 
en pago de las prestaciones satisfechas (salvo enajena-
ción directa).

Existen cincuenta y dos UAP, una por cada provin-
cia o ciudad autonómica, estructuradas en cinco tipos, 
según el volumen de actividad previsto para cada una 
de ellas. Estos tipos van desde el nivel A (máximo) 
hasta el nivel E (mínimo). En el siguiente cuadro se 
puede apreciar su volumen de actividad durante el 
periodo 1997-2001: 

CUADRO N.º 1 EXPEDIENTES RECIBIDOS POR TIPO DE UAP



Cortes Generales 12 de enero de 2006.—Serie A. Núm. 215

55

De estos datos se deduce la falta de representativi-
dad en la gestión de prestaciones de las Unidades de 
tipo D y E. Estas Unidades suponen el 55,8 por 100 
del total de UAP; sin embargo, su actividad no llega a 
alcanzar el 18 por 100 del total de las solicitudes de 
prestaciones presentadas al Organismo. 

El estudio de los tipos y plantillas asignadas a las 
UAP ha puesto de manifiesto la existencia de una falta 
de homogeneidad en la carga de trabajo que soporta 
cada Unidad; estas diferencias se producen no sólo entre 
UAP de distinta categoría, sino también entre UAP de la 
misma categoría, tal y como se puede observar en la 
muestra que se presenta en el siguiente cuadro:

CUADRO N.º 2

COMPARACIÓN ENTRE CATEGORÍAS DE UAP SEGÚN SU N.º DE EXPEDIENTES Y PLANTILLA

En general, la asignación y composición de los 
recursos humanos es realizada en función de la catego-
ría asignada a la UAP, que no tiene en cuenta el volu-
men de actividad, hecho que podría generar ineficien-
cias como consecuencia de las diferentes cargas de 
trabajo realmente soportadas.

Asimismo, este Tribunal debe señalar la existencia 
de UAP de FOGASA con una plantilla prevista de 2 ó 3 
personas que, habida cuenta de su baja tasa de actividad 
debiera conducir a reconsiderar su mantenimiento 
como unidades diferenciadas de gestión del Organismo 
(vgr.: las UAP de tipo E han tramitado 8.308 expedien-
tes en los últimos cinco años, lo que supone una media 
de aproximadamente 0,6 expedientes por día laboral y 
UAP). Para evitar esta situación, existen posibilidades 
tales como la absorción de su actividad por otras UAP o 
por los SSCC. Baste recordar a este respecto, que en el 
ejercicio 2001 en las UAP de Badajoz y Ceuta sólo 
prestaba servicios una persona, siendo realizada la ges-
tión de los expedientes por los SSCC.

En relación con los SSCC, determinadas unidades 
carecen de una adecuada segregación de funciones. Un 
ejemplo de ello lo constituye el Servicio de Contabili-
dad que tiene asignadas funciones tales como las corres-
pondientes al control de cuentas corrientes, registro 
contable de operaciones, pago de prestaciones, segui-
miento de los pagos de los convenios, etc., que en 
muchos casos son funciones que debieran ser asumidas 

por otras unidades (por una Unidad de Tesorería, actual-
mente inexistente, o por el Servicio de Convenios). 

Finalmente, debe indicarse que hasta 31.12.2002, 
FOGASA carecía de una unidad específica de gestión 
de deuda (recuperaciones) que impulsara, coordinara y 
supervisara, de forma centralizada, la actividad de las 
UAP, deficiencia especialmente grave si se tiene en 
cuenta el volumen de esta actividad en el Organismo. 
Durante el ejercicio 2003, FOGASA ha puesto en fun-
cionamiento una Unidad de Política Activa de Deudo-
res para el desarrollo de estas funciones, si bien no ha 
sido objeto de análisis por este Tribunal.

1.2 Recursos.

Para desarrollar las funciones que tiene asignadas, 
FOGASA ha contado durante el periodo 1997 a 2001 
con los recursos humanos e informáticos que se indican 
a continuación:

1.2.1 Recursos Humanos.

Durante el periodo fiscalizado, la plantilla media de 
FOGASA fue de 432 personas, lo que representa un 
índice de cobertura de la RPT del 86,5%. En el mismo 
periodo, la plantilla ha experimentado una reducción 
neta de 24 puestos de trabajo.

Los asuntos más significativos que se deducen del 
análisis realizado han sido los siguientes:
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— Según los cálculos efectuados por este Tribunal, 
durante los ejercicios 1997 a 2001, la carga media de 
trabajo de las UAP del Organismo fue de 3,6 expedien-

tes por día hábil. Respecto a esta media debe indicarse 
que el número de expedientes medios en las de tipo C 
(2,8), D (1,6) y E (0,6) es inferior a la citada media. 

CUADRO N.º 3

CARGA DE TRABAJO POR FUNCIONARIO Y DÍA, POR TIPO DE UAP

— La falta de flexibilidad en la distribución de los 
recursos humanos en SSCC y UAP, tanto entre unida-
des como entre áreas de trabajo, motivada por la escasa 
movilidad de la plantilla, ha limitado la posibilidad de 
que el Organismo pueda mantener una estructura ade-
cuada a sus necesidades. 

Esta situación se ve agravada por la permanente 
falta de cobertura de la RPT, situación que se ha produ-
cido durante todo el periodo fiscalizado, pese a la con-
vocatoria de concursos anuales para cubrir las plazas 
vacantes, pues resulta habitual que un porcentaje signi-
ficativo de estas plazas quede desierto (el 18,97% de 
las plazas convocadas para el período 1997-2001).

La falta de autonomía de FOGASA para la gestión 
de los recursos humanos, impuesta por la legalidad 
vigente, incide en la situación descrita anteriormente, 
ya que las propuestas de modificaciones retributivas, 
así como la creación y amortización de puestos de tra-
bajo, deben ser aprobadas por la Comisión Ejecutiva de 
la Comisión Interministerial de Retribuciones (CECIR) 
y las que ha propuesto FOGASA fueron generalmente 
rechazadas por la citada Comisión.

Para paliar esta situación, FOGASA ha recurrido a 
la contratación de personal interino y a la concesión de 
comisiones de servicios, en las que este Tribunal ha 
observado supuestos que han superado el periodo 
máximo de dos años establecido por el artículo 64.3 del 
Real Decreto 364/1995. Por las mismas razones, deter-
minados puestos claves en el Organismo (vgr.: Jefes de 
Servicio de Personal, de Contabilidad o de Gestión del 
Patrimonio) han debido ser desempeñados por funcio-
narios de menor cualificación a la exigible para su des-
empeño. Esta situación, que se ha corregido en el ejer-
cicio 2002, ha incidido en el buen funcionamiento del 
Organismo.

— El perfil exigido en las diferentes convocatorias 
realizadas para la cobertura de los puestos de responsabi-
lidad, especialmente en gestión de deudores, es de carác-
ter jurídico. Sin embargo, la gestión de la deuda presenta 

aspectos económicos, financieros y contables que no han 
sido tenidos en cuenta en la selección de los candidatos. 

Por otra parte, el Organismo no ha contemplado en 
sus planes de formación esta necesidad de una adecua-
da formación de los gestores en aspectos económico-
financieros, que permitan una adecuada gestión de la 
deuda, hecho que incide negativamente en esta área de 
gestión, tal y como se pone de manifiesto a lo largo de 
este Proyecto de Informe. 

— FOGASA carece de unas instrucciones internas 
que permitan homogeneizar, con criterios de eficiencia, 
la actuación de la plantilla en cada una de las UAP de 
acuerdo con las funciones que corresponden a su cate-
goría profesional (el RD 505/1985 sólo contempla la 
actuación de los Letrados).

Además, en algunas de las UAP fiscalizadas, la tra-
mitación y análisis de los expedientes de prestaciones 
es realizada por personal administrativo y de apoyo, y 
así sucede en las UAP de Barcelona, Alicante y A 
Coruña; mientras que en la UAP de Madrid estos traba-
jos los realizan los Letrados. No parece razonable, por 
tanto, que el mismo trabajo sea realizado por personal 
de tan diferente categoría.

A este respecto, si el Organismo considerase que el 
personal administrativo tiene la cualificación necesaria 
para realizar la valoración de las solicitudes de presta-
ciones, debería homogeneizar esta etapa del procedi-
miento liberando a los Letrados de esta actividad, lo 
que les permitiría dedicarse a actuaciones de supervi-
sión y de recuperación de deuda.

La utilización de Letrados en funciones que pueden 
ser desarrolladas por personal menos cualificado no sólo 
tiene el coste de oportunidad al que se ha hecho referen-
cia, sino también un coste económico directo por el 
mayor coste por hora de los Letrados instructores.

Coste de los recursos humanos

El coste de personal que soportó el Organismo 
durante los ejercicios 2000 y 2001 fue el siguiente:
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CUADRO N.º 4

COSTES DE PERSONAL SEGÚN LOS ESTADOS CONTABLES DEL ORGANISMO 
(PERIODO 2000-2001)

Los asuntos más significativos que se deducen del 
análisis realizado han sido los siguientes:

— El incremento de 120.718.914 pesetas en las 
cuentas (640) y (642), superior al ejercicio anterior en 
un 6,7%, está motivado por la reclasificación experi-
mentada por el personal de la Secretaría General y por 
los Jefes de las UAP, y por una Resolución de la Secre-
taría de Estado de Presupuestos y Gastos de 2001, que 
autorizó una nueva fórmula para el cálculo de la pro-
ductividad por cumplimiento de objetivos.

— En lo que se refiere al complemento de producti-
vidad percibida por la prolongación de la jornada labo-
ral a 40 horas semanales, de la cual están excluidos los 
Letrados-habilitados y Jefes de UAP, su cuantificación 
es distinta para los funcionarios con nivel de comple-
mento de destino 8 a 18, que perciben un importe fijo, y 
para los niveles superiores cuya retribución varía en 
función de los objetivos alcanzados. Esta forma de 
retribución a los niveles superiores no parece coherente 
si lo que se retribuye es la ampliación de la jornada. 

Por otra parte, tampoco parece razonable que las 
personas que desempeñan los niveles superiores de res-
ponsabilidad dentro de la UAP (Letrados-habilitados y 
Jefes de Unidad) estén realizando una jornada laboral 
inferior a la del resto de las personas que prestan servi-
cios en la UAP.

Además, se han detectado otras deficiencias que 
presenta el sistema aplicado para el reparto de la pro-
ductividad, tales como:

• La asignación automática de este complemento 
no tiene en cuenta la carga de trabajo efectivo existente 
en las UAP. Así, en el ejercicio 2001 todas las UAP de 
nivel E, el más bajo, tenían asignado un puesto de tra-
bajo que percibe esta productividad por prolongación 
de jornada, aunque la mayor parte de ellas presenta una 
carga de trabajo muy limitada.

• La distribución entre las UAP del personal con pro-
ductividad por prolongación de jornada no resulta homo-
génea, cuando se comparan UAP de la misma categoría, 
tal y como se pone de manifiesto en el siguiente cuadro:

CUADRO N.º 5

PRODUCTIVIDAD FIJA POR PROLONGACION DE JORNADA EN UAP DE TIPO B (EJERCICIO 2001)

En este sentido, este Tribunal ha constatado que 
en algunas UAP este complemento se va asignando 
de forma rotatoria entre su personal con independen-
cia de su nivel jerárquico (Jefe de Negociado o Auxi-
liar), de modo que todas ellas vengan a percibir 

aproximadamente la misma cantidad en un año 
(vgr.: UAP de Almería, Cantabria, Castellón, Guada-
lajara, Huesca, etc.).

— El complemento de productividad por cum- 
plimiento de objetivos tiene como principales destina-
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tarios los Letrados-habilitados y los Jefes de UAP, a 
quienes se reserva la totalidad del complemento vincu-
lado a las recuperaciones y el 50% del vinculado a la 
gestión de expedientes. El remanente se distribuye 
entre el rest o de funcionarios tanto en las UAP como 
en los SSCC. 

Vuelven a aparecer en este caso criterios distintos y 
variables en la asignación de esta productividad. Así, se 
observan UAP en las que su principal beneficiario 
resulta ser el personal administrativo (vgr.: UAP de 
Alicante), y en otras, en que se reparte de forma iguali-
taria entre las personas que tienen la misma o parecida 
categoría (vgr.: UAP de Barcelona o Madrid), o en fun-
ción de la actividad realizada por cada funcionario 
(vgr.: UAP de Alicante, Burgos, o Cádiz), independien-
temente de su categoría profesional.

Esta misma situación se reproduce en los SSCC, 
donde todos los funcionarios con categoría de Jefe de 
Área o superior perciben idéntico importe, mientras 
que el resto del personal percibe su complemento de 
productividad en función de la concreta actividad desa-
rrollada.

Por todo lo expuesto, este Tribunal considera que 
debiera reconsiderarse el sistema de determinación y 
distribución del complemento de productividad por 
cumplimiento de objetivos, de modo que se determine 
en función de criterios aplicados de forma homogénea 
a la totalidad de la plantilla, y que tenga en considera-
ción, entre otros parámetros, las cargas de trabajo, la 
rapidez y el acierto en la resolución de expedientes, y el 
volumen de recuperación de deuda14.

— Desde el punto de vista del análisis financiero 
hay que señalar que el Organismo no ha periodificado 
el importe de la paga extraordinaria correspondiente al 
mes de diciembre del ejercicio 2001, que se abona en 
junio del ejercicio siguiente. El importe que el Organis-
mo debió imputar como gasto al ejercicio 2001 fue de 
10.547.156 pesetas. De la misma forma, el importe 
correspondiente a 2000 que fue indebidamente imputa-
do a 2001 fue de 10.430.418 pesetas.

— FOGASA ha suscrito en los ejercicios 2000  
y 2001 un contrato de seguro para la cobertura de la 
responsabilidad civil en que pudieran incurrir los Letra-
dos del Organismo en el ejercicio de su cargo. En 
ambos casos, el Organismo no ha periodificado el 

importe a que ascienden ambas pólizas, sino que ha 
imputado la totalidad de este coste al ejercicio en que 
se suscribió y pagó el contrato firmado. Esta situación 
ha supuesto que al ejercicio 2000 se hayan imputado 
1.274.006 pesetas que correspondían al ejercicio 2001 
y que al ejercicio 2002 se hayan imputado 350.000 
pesetas que correspondían al ejercicio 2001.

— Durante el ejercicio 2001, FOGASA ha seguido 
entregando cheques-comida a funcionarios que presta-
ban servicios en los SSCC cuando tenían una jornada 
laboral de 40 horas semanales. La adquisición de estos 
cheques, efectuada por el Organismo con cargo a los 
fondos de ayuda social, plantea, a juicio de este Tribu-
nal, problemas de legalidad debido a que se restringe, 
sin razón que lo justifique, su distribución al personal 
de los SSCC. 

1.2.2 Recursos Informáticos.

La estructura del sistema informático existente en 
FOGASA tanto para las UAP como para los SSCC es 
de tipo «cliente-servidor»; esto es, cada UAP tiene 
un equipo central, donde están cargadas las aplica-
ciones, y a ese equipo se conectan el resto de equipos 
informáticos. Sin embargo, los servidores no está 
interconectados. Por tanto, las aplicaciones existen-
tes en cada una de las Unidades funcionan de forma 
autónoma, y el intercambio de información de todo 
tipo entre las UAP y los SSCC se tiene que producir 
mediante la remisión de ficheros en soporte informá-
tico físico (disquetes) desde las UAP a los Servicios 
Centrales, donde se agrega y consolida la informa-
ción recibida.

Las aplicaciones informáticas existentes en el Orga-
nismo son las siguientes:

1. Gestión de prestaciones. 

Esta aplicación se divide en dos módulos: el de 
«Gestión de prestaciones a realizar en las UAP» y el de 
«Gestión de prestaciones a realizar en los SSCC».

Los fines del primero de estos módulos son, entre 
otros, incorporar los datos aportados por cada trabaja-
dor en su solicitud de prestación, recoger la valoración 
realizada en la UAP del expediente, calcular el importe 
de la prestación y generar la propuesta de Resolución. 
Este módulo permite también la emisión de los docu-
mentos de subrogación por las prestaciones satisfechas, 
con la excepción, como posteriormente se indica, de los 
originados por procedimientos concursales.

El módulo existente en los SSCC permite consoli-
dar los datos recibidos desde las UAP y realizar contro-
les de expedientes para evitar la duplicidad de presta-
ciones. Asimismo, genera la información que se remite 
a las entidades financieras para el pago de prestacio-
nes.

14 El Organismo señala en sus alegaciones que la productivi-
dad por objetivos se calcula en función de unas fórmulas cuya con-
figuración impide que existe una cuantía fija por nivel y puesto de 
trabajo, debiendo estar fundamentadas las propuestas realizadas de 
asignación de productividad en el grado de contribución y esfuerzo 
de cada una de las personas propuestas. No obstante lo anterior, lo 
cierto es que los datos obtenidos por el Tribunal ponen de manifies-
to, precisamente, el incumplimiento de uno de los principios regula-
dores de estas fórmulas, que el propio Organismo cita en sus alega-
ciones: evitar que estas propuestas de productividad se formulen 
por mero automatismo o por mero reparto igualitario.
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La falta de integración de ambos módulos plantea, 
en opinión de este Tribunal, los siguientes inconvenien-
tes:

— Alarga innecesariamente los plazos de tramita-
ción de los expedientes, porque se ha de añadir el lapso 
de tiempo que transcurre entre la remisión física de los 
soportes informáticos desde la UAP a los SSCC. Favo-
rece la existencia de errores y de insuficiencias en la 
información disponible, con el consiguiente efecto 
negativo en la tramitación de los expedientes.

— Incrementa el riesgo de pérdida o error en la 
información de los soportes informáticos remitidos, lo 
que conlleva no sólo un riesgo para la confidencialidad 
de los datos contenidos en los disquetes, sino también 
una demora en la tramitación de los expedientes. 

En el momento de realización de esta fiscalización, 
el Organismo está desarrollando una nueva aplicación 
informática para superar las deficiencias que presenta 
la aplicación actual, si bien aún no ha entrado en fun-
cionamiento.

2. Convenios y recuperaciones de deuda.

Esta aplicación está en fase de desarrollo desde 1997, 
si bien determinados módulos han sido ya utilizados por 
el Organismo en la gestión de convenios durante el ejer-
cicio 2001.

La necesidad de desarrollar esta aplicación vino ori-
ginada por el colapso (en febrero de 1997) de la exis-
tente con anterioridad, lo que motivó que el Organismo 
debiera gestionar manualmente estos deudores durante 
los dos ejercicios siguientes.

Entre los objetivos de esta aplicación se encuentran 
la elaboración de los cuadros de amortización de los 
convenios de pago, el control de garantías y el segui-
miento de los pagos efectuados por el deudor.

El acceso a esta aplicación está restringido a los 
SSCC, lo que de nuevo plantea problemas a la gestión, 
pues los datos que necesitan las UAP para su gestión 
deben ser solicitados por éstas y luego remitidos, por 
fax o por correo ordinario, desde la Secretaría General 
del Organismo, lo que no parece razonable.

No obstante lo anterior, este Tribunal debe indicar 
que esta aplicación presenta una serie de defectos que 
aconsejan su redefinición. Entre ellos pueden destacar-
se los siguientes:

— La aplicación (en desarrollo) únicamente admite 
el sistema francés para la amortización de la deuda y 
capitalización de los intereses, cuando en muchos con-
venios las UAP y los deudores pactan sistemas y moda-
lidades diferentes (vgr.: se pactan periodos de carencia 
que la aplicación no considera). 

— La aplicación no calcula los intereses de demora 
en los casos de mora en el pago de las cuotas. 

3. Otras aplicaciones informáticas.

Existen en FOGASA una serie de aplicaciones 
informáticas, procedentes generalmente de otros órga-
nos de la Administración Pública, utilizadas en la ges-
tión de otros ámbitos de actividad, que no han sido 
objeto de análisis. Estas aplicaciones son: la aplicación 
de gestión de personal (SIP y NEDAES), de gestión 
contable y presupuestaria (SICAI) y de Registro de 
Documentación, aplicación que controla las entradas 
de la documentación en las UAP y en los SSCC.

Además de las aplicaciones anteriores, el personal 
de FOGASA utiliza herramientas de MS Office (princi-
palmente hoja de cálculo MS Excel) en aquellas áreas 
de gestión a las cuales no dan cobertura las aplicacio-
nes analizadas en los puntos 1 y 2 anteriores.

2.  PROCEDIMIENTO DE GESTIÓN DE PRESTA-
CIONES

2.1 Introducción.

El procedimiento de reconocimiento y pago de pres-
taciones tiene por objeto la recepción, valoración y, en 
su caso, el reconocimiento y pago de las solicitudes de 
prestaciones realizadas por los trabajadores como con-
secuencia de la existencia de un crédito salarial o de 
una indemnización no satisfecha por el empresario.

De acuerdo con el RD 505/1985, sobre organización 
y funcionamiento del Fondo de Garantía Salarial, la 
acción protectora de FOGASA se produce cuando el 
empresario no atiende el pago de salarios o indemniza-
ciones devengadas por encontrarse en alguna de estas 
dos situaciones:

— Situación de insolvencia, pudiendo ser ésta defi-
nitiva o técnica.

— Estar incurso en un procedimiento concursal 
(suspensión de pagos, quiebra o concurso de acreedo-
res).

Asimismo, interviene FOGASA cuando debe pagar 
indemnizaciones por mandato legal (artículo 2.2 del 
RD 505/1985) por tratarse de:

— Empresas con menos de veinticinco trabajado-
res, cuando la relación laboral se haya extinguido como 
consecuencia de despidos colectivos, objetivos o de 
fuerza mayor, sin exoneración, en cuyo caso, FOGASA 
cubre el 40% de la indemnización legal.

— Supuestos de extinción de los contratos de tra-
bajo por fuerza mayor, en los que el Organismo abona-
rá las indemnizaciones legales, siempre que la autori-
dad laboral haya acordado la exoneración del 
empresario. 

En estos supuestos, deben existir las oportunas reso-
luciones judiciales o administrativas sobre los hechos 
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que dan origen a las prestaciones. En general, estos 
hechos son:

— Reclamaciones por salarios devengados no aten-
didos. 

— Despidos nulos o improcedentes.
— Despidos por causas objetivas.
— Despidos colectivos.
— Resoluciones del contrato por voluntad del tra-

bajador.

Además, en su caso, debe existir una resolución 
judicial que declare la insolvencia del empresario, 
excepto en el supuesto del pago del 40% de la indemni-
zación legal que corresponde al Organismo prevista en 
el art. 33.8 del TRET. 

Los anteriores hechos originan dos tipos de presta-
ciones: prestaciones por reclamaciones salariales y 
prestaciones por indemnizaciones derivadas de despi-
dos y de otras causas de resolución de contratos.

Los beneficiarios de las prestaciones son los trabaja-
dores y en su caso las empresas cuya plantilla sea infe-
rior a veinticinco trabajadores cuando hayan anticipado 
el 100% de las indemnizaciones a sus trabajadores. En 
este caso, el empresario podrá reclamar de FOGASA el 
pago del 40% de la indemnización legal anticipada (art. 
33.8 del Estatuto de los Trabajadores), ya que en esta 
circunstancia la indemnización no es reclamable por el 
Organismo.

Los importes máximos de las prestaciones que 
puede pagar FOGASA se indican en el siguiente cua-
dro:

CUADRO N.º 6

IMPORTE MÁXIMO DE LAS PRESTACIONES

Durante el ejercicio 2001, los gastos por reconoci-
miento de prestaciones contabilizados por el Organis-
mo ascendieron a 35.826.621.676 pesetas, habiéndose 
pagado el 99,8%. En el siguiente cuadro puede apre-

ciarse que en este ejercicio se ha producido una dismi-
nución menos acentuada en el pago de las prestaciones 
que la que se venía experimentando en ejercicios ante-
riores.

CUADRO N.º 7

EVOLUCIÓN DE LAS PRESTACIONES SATISFECHAS POR EL ORGANISMO
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En el mismo sentido, la información facilitada por el 
Organismo respecto a las prestaciones satisfechas en el 
ejercicio 2002, pone de manifiesto un incremento de 
aproximadamente un 2% en el importe de las prestaciones 
reconocidas respecto al ejercicio anterior, lo que apunta un 
cambio de tendencia en la evolución económica.

Al cierre del ejercicio 2001, FOGASA dotó una 
provisión para responsabilidades de 776.967.814 pese-
tas por las solicitudes de prestaciones pendientes del 
trámite de la firma del Secretario General. Sin embar-
go, en esta provisión, el Organismo no ha incluido los 
importes de los expedientes que estaban pendientes de 
comunicación al Servicio de Contabilidad para la toma 
de razón contable previa a su aprobación definitiva por 
el Secretario General, que debían estar incluidos en la 
citada provisión. El importe total de estos expedientes 
(1.111 expedientes), ascendía a un total de 472.635.318 
pesetas, lo que supone un mayor gasto del ejercicio por 
este importe.

Para la obtención de las conclusiones recogidas en este 
epígrafe se ha considerado una muestra de expedientes 
que representa el 3,0% del total de expedientes tramitados 
por el Organismo durante el periodo 1997-2001.

2.2  Procedimiento aplicado en la tramitación de pres-
taciones.

Para la exposición de este análisis se realizará una 
descripción secuencial del procedimiento, distinguien-
do dos fases: de una parte, la que se desarrolla ab initio 
en las UAP y, de otra, la que se desarrolla a partir de la 
remisión de la propuesta de Resolución a los SSCC 
para su tramitación posterior. Finalmente, se realizará 
un comentario específico sobre las aplicaciones infor-
máticas utilizadas en la gestión de prestaciones.

En el gráfico adjunto se presentan de forma resumi-
da las principales actuaciones existentes en este proce-
dimiento:
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2.2.1 Actuación de las UAP.

De acuerdo con lo anterior, la finalidad de esta fase 
se centra en la elaboración de la oportuna Resolución 
(supuestos de delegación de firma), o propuesta de 
Resolución, respecto a la solicitud de prestación pre-
sentada. Para ello, en las UAP se reciben, verifican y 
valoran las solicitudes, remitiéndose, en su caso, la pro-
puesta resultante, junto con una copia de la documenta-
ción justificativa a los SSCC.

No obstante, antes de entrar en el procedimiento de 
gestión de prestaciones debe hacerse referencia a las 
actuaciones desarrolladas por las UAP con carácter 
previo a la presentación de la solicitud de prestaciones 
por parte del demandante. 

2.2.1.1 Actuaciones previas. 

Son desarrolladas por los Letrados de las UAP ante 
los diferentes juzgados, como consecuencia de haber 
sido codemandado el Organismo en los casos de recla-
mación de salarios, indemnizaciones por despido, etc., 
o en los casos de empresas en situación concursal en las 
que existan créditos laborales (artículo 23.2 LPL). 
Estas actuaciones son previas a la presentación de la 

solicitud de prestaciones y pueden condicionar su sen-
tido o importe.

Así, con carácter previo a la declaración de insol-
vencia de una empresa, el Organismo debe ser citado 
obligatoriamente en el proceso judicial si no se hubiera 
personado con anterioridad, para que en un plazo máxi-
mo de quince días pueda instar la práctica de las dili-
gencias que a su derecho convenga y designe los bienes 
que conozca del deudor principal para el cobro de los 
créditos que, en su caso, pudieran originarse a su favor 
(artículo 15 RD 505/1985).

Esta comparecencia es de suma importancia ya que, 
comparezca o no el letrado representante de FOGASA 
en el proceso, el Organismo queda obligado, dentro de 
los límites legales, a lo establecido en la resolución 
judicial. 

Para preparar la comparecencia, el Letrado-habilita-
do de FOGASA, sustituto del Abogado del Estado, 
puede consultar en el juzgado cuanta documentación 
haya aportado el demandante o considere necesaria 
para la adecuada preparación del juicio en el que apare-
ce como codemandado el Organismo. Si bien no debe 
olvidarse que al no haberse presentado aún ninguna 
solicitud de prestación, pues se trata de actuaciones 
previas, el letrado no dispone aun de toda la informa-
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ción que le permita analizar el contenido de la demanda 
existente. Con carácter previo a la comparecencia a 
juicio, existen UAP (caso de Alicante y Barcelona) que 
designan Letrados-habilitados encargados de efectuar 
una revisión previa de las citaciones judiciales remiti-
das a fin de evaluar aquellos juicios a los que FOGASA 
debe acudir, y aquellos otros casos en los que no resulta 
necesario comparecer o son consideradas de imposible 
o muy difícil oposición a la reclamación.

Efectuada esta depuración previa de citaciones, se 
reparten entre los Letrados de la UAP según los criterios 
establecidos por la normativa interna del Organismo.

A este respecto, debe indicarse que hasta finales del 
ejercicio 2002, FOGASA no ha contado, con carácter 
general, con una conexión on line con la aplicación 
informática de afiliación de la Tesorería General, lo que 
le ha impedido conocer, especialmente a los Letrados, 
en tiempo real, los datos de los trabajadores. 

Así, en los casos en que la UAP correspondiente ha 
solicitado esta información por escrito, la Delegación Pro-
vincial de la Tesorería General ha incumplido el plazo de 
10 días fijado en el artículo 27.1 del RD 505/1985. Es el 
caso de la UAP de Madrid, lo que ha dado lugar a que, en 
ocasiones, FOGASA no haya podido comparecer en jui-
cio, o lo haya hecho con información insuficiente por 
carecer de la documentación adecuada.

No obstante, este Tribunal ha detectado situaciones 
en que, aun siendo suficiente la información de que 
disponían los Letrados de FOGASA, no han sido reali-
zadas las actuaciones necesarias para defender adecua-
damente los intereses del Organismo. 

Por último, debe señalarse que los casos de incom-
parecencia deben ser aprobados por el Jefe de la UAP, 
según dispone la normativa interna del Organismo. Sin 
embargo, a este Tribunal no le consta la existencia de 
esta aprobación.

2.2.1.2 Presentación de la solicitud de prestaciones.

Esta fase del procedimiento se inicia con la pre-
sentación por el interesado del documento de solici-
tud de prestación, que deberá ir acompañado de la 
documentación exigida por el artículo 25 del RD 
505/1985: fotocopia del DNI, en especial la docu-
mentación justificativa del hecho por el que se solici-
ta la prestación y de la causa por la que FOGASA 
debe abonarla (a título de ejemplo, el hecho del des-
pido y la causa de la insolvencia de la empresa), 
informe de vida laboral de cada uno de los trabajado-
res que solicitan prestaciones y poderes de represen-
tación, en su caso.

En los casos de tramitación iniciada a instancia de 
parte, la documentación es aportada por el propio tra-
bajador o su representante, o por el empresario (caso de 
que sea éste quien solicite la prestación por haber anti-
cipado su pago).

En los casos de Expedientes de Regulación de 
Empleo de empresas con una plantilla inferior a 25 tra-
bajadores es el Organismo el que comienza su actua-
ción tras la recepción del expediente o de la pertinente 
resolución judicial.

En general, la documentación de solicitud es pre-
sentada en la UAP donde esté domiciliado el centro 
de trabajo en el que haya prestado servicios el traba-
jador.

Como ya se indicó en el apartado 1.1 de esta Sec-
ción, el mayor volumen de solicitudes de prestaciones 
está concentrado en nueve de las cincuenta y dos UAP 
existentes: las dos de tipo A (Madrid y Barcelona), y las 
7 de tipo B (Alicante, Asturias, Guipúzcoa, Sevilla, 
Valencia, Vizcaya y Zaragoza). En el cuadro siguiente 
se muestra el grado de concentración, por tipo de UAP, 
para el ejercicio 2000 y 2001. 

CUADRO N.º 8

CONCENTRACIÓN DE LAS DEMANDAS DE PRESTACIONES POR TIPO DE UAP

Los impresos facilitados por FOGASA para solici-
tar las prestaciones incluyen la petición de información 
innecesaria para su tramitación que difícilmente conoce 

el solicitante y que el Organismo puede obtener a través 
de otras entidades públicas (vgr.: código de la actividad 
económica en que está dada de alta la empresa, número 
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de trabajadores de su plantilla, etc). Estos datos no 
deberían solicitarse del trabajador ya que, de hecho, 
conducen a que sean facilitados datos no fiables15.

En el caso de la presentación de solicitud de presta-
ciones por las empresas, el impreso facilitado es similar 
al de los trabajadores y no es operativo ya que obliga a 
las empresas a presentar tantos impresos como trabaja-
dores hayan recibido de FOGASA, anticipadamente, la 
prestación, lo que, a su vez, obliga a cumplimentar 
repetidamente determinados campos del documento, 
incrementando la carga de trabajo de las UAP.

Presentada la solicitud, el personal de la UAP que la 
recibe revisa la documentación aportada para verificar 
que se presentan la totalidad de documentos que deben 
acompañarla y que ésta ha sido correctamente cumpli-
mentada, recomendando al interesado que no presente 
la solicitud en aquellos casos en que se observen defi-
ciencias en su cumplimentación. Si, pese a ello, el soli-
citante de la prestación exige su registro, éste se efectúa 
con independencia de los defectos que presente de 
acuerdo con el art. 38 de la LRJAP y PAC. Una vez 
registrada la solicitud se entrega una copia al solicitante 
de la prestación o a su representante.

A continuación los datos de la solicitud son grabados 
en el modulo de gestión de prestaciones de la UAP, que 
asigna de forma automática un número al expediente. En 
este momento, el sistema informático de la UAP com-
prueba si el demandante ha recibido otras prestaciones 
de FOGASA en esa UAP (y sólo en ella), emitiendo un 
informe en caso de que haya recibido otras prestaciones. 
Asimismo, esta aplicación valida el digito de control del 
número de cuenta corriente recogido en la solicitud. 

El proceso termina con la grabación del código 
correspondiente al instructor al que se le asigna la soli-
citud de prestación presentada.

2.2.1.3 Revisión de la solicitud de prestación.

Una vez grabado, el expediente es entregado al ins-
tructor para que analice la suficiencia, coherencia y 
adecuación de la documentación aportada respecto a la 
prestación solicitada. 

En aquellos casos en que para el análisis de la 
solicitud sea necesaria la aportación de información 
adicional, la UAP procede a requerirla, bien al pro-
pio solicitante o bien a terceros (Tesorería General 
de la Seguridad Social, Juzgados de lo Social e Ins-
pección de Trabajo). El plazo establecido para que 
aporten la citada documentación es de 10 días (ar-
tículo 27 del RD 505/1985), plazo que no suele ser 
cumplido.

El requerimiento de documentación, una vez regis-
trado, se envía por carta certificada con acuse de recibo 
al solicitante o su representante, o a los posibles benefi-
ciarios de la prestación, en aquellos casos en que se 
tramita de oficio. En el momento de la recepción de la 
documentación requerida, se comprueba si ha sido 
aportada en el plazo de los 10 días hábiles que estable-
ce la ley.

El módulo de gestión de prestaciones no permite la 
elaboración del documento para formular estos requeri-
mientos de información, lo que provoca una carga de 
trabajo que sería evitable. Esta forma de actuar incre-
menta los costes del procedimiento dado que intervie-
nen el instructor y un administrativo encargado de la 
elaboración del documento.

En el cuadro adjunto se señalan las incidencias 
detectadas en la muestra de expedientes revisados 
por este Tribunal respecto al cumplimiento de este 
plazo. 

15 El Organismo indica que esta información no es de difícil cumplimentación por parte del solicitante, ni es innecesaria y que en 
cualquier caso son datos que se contrastan en las UAP o SSCC a efectos de verificar la fiabilidad de solicitud. Sin embargo, el Tribunal debe 
insistir en que la referida información (que es de la empresa y no del trabajador) puede ser obtenida por el Organismo de otras entidades 
públicas (código de la actividad económica en que está dada de alta la empresa, número de trabajadores de su plantilla, etc.), por lo que ésta 
no debería solicitarse al trabajador en cumplimiento del artículo 35.f) LRJAP y PAC, lo que además redundaría en una mayor fiabilidad de 
la información, como ha podido observar este Tribunal.

CUADRO N.º 9

INCIDENCIAS DETECTADAS EN EL CUMPLIMIENTO DEL PLAZO DE REQUERIMIENTO
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Asimismo, se han detectado expedientes tramitados 
de conformidad (vgr.: expedientes 03/2000/00/0070216, 
08/2001/00/01994 y 08/2001/00/01995) en los que 
existían requerimientos no contestados por los solici-
tantes de prestaciones. Este hecho pone de manifiesto, 
o bien la existencia de requerimientos de documenta-
ción innecesarios, o un incumplimiento de la normativa 
por parte del instructor al tramitar de conformidad 
expedientes que debieron ser considerados desistidos. 

Aunque generalmente el Organismo suele requerir 
al interesado las nóminas de los tres últimos meses, hay 
ocasiones que este hecho no se produce, lo que puede 
provocar el pago de prestaciones por importes superio-
res a los que corresponden. Así, este Tribunal ha detec-
tado el caso de un mismo trabajador en dos expedientes 
diferentes, en uno de los cuales se le solicitan las nómi-
nas y se le reconoce un salario módulo de 4.317 pesetas 
(expediente n.º 28/1999/00/00466), mientras que en 
otro expediente (el n.º 28/1999/00/03364), al mismo 
trabajador, sin solicitud de nóminas, y en la misma 
empresa, se le reconoce un salario módulo de 4.618 
pesetas. Estos casos, sin perjuicio del incumplimiento 
de la normativa reguladora de la concesión de estas 
prestaciones, ponen de manifiesto la necesidad de que 
el Organismo potencie la homogeneización de procedi-
mientos entre las distintas UAP y que se establezca un 
control más efectivo sobre su cumplimiento.

El instructor, una vez en su poder toda la documen-
tación (la presentada en la solicitud y la requerida), 
procede a determinar las variables necesarias (vgr.: 
salario real, tiempo de permanencia en la empresa, etc.) 
para que la aplicación informática pueda luego cuanti-
ficar el importe de la prestación. Asimismo, establece 
los hechos y fundamentos jurídicos que sirven de base 
a la Resolución. De todos estos hechos, el instructor 
deja constancia en la hoja de solicitud presentada por el 
demandante de la prestación.

No obstante lo anterior, este Tribunal debe señalar, 
por ser una deficiencia significativa, que en el expe-
diente no se suele dejar constancia de los cálculos reali-
zados por el instructor para determinar el salario módu-
lo, lo que dificulta la supervisión realizada en los SSCC 
de los expedientes tramitados, incrementando innece-

sariamente el tiempo de control y, por consiguiente, los 
costes del procedimiento en tiempo y recursos.

Terminado el proceso anterior se graban los datos 
recogidos en la hoja de solicitud en el módulo de «ges-
tión de prestaciones a realizar en la UAP». 

2.2.1.4 Elaboración de la propuesta de Resolución.

Grabados los datos correspondientes que permiten 
cuantificar la prestación y justificarla jurídicamente, el 
indicado módulo genera la propuesta de Resolución o la 
Resolución, según proceda, y un anexo en el que se deta-
llan el importe de las prestaciones a pagar a cada trabaja-
dor y las claves informáticas en las que se soporta la 
Resolución adoptada. Estos documentos son presentados 
a la firma del Jefe de la UAP. Este Tribunal no ha obteni-
do evidencia de que habitualmente éste realice una 
supervisión de las propuestas, si bien algunas UAP (A 
Coruña y Alicante) encomiendan a un letrado esta fun-
ción. Esta falta de control en las UAP constituye una 
debilidad del control interno del Organismo, que debería 
prever y normalizar esta supervisión, máxime si se con-
sidera que la revisión posterior que se hace en SSCC se 
realiza sólo sobre una muestra de expedientes. 

Los supuestos en que los Jefes de UAP tienen delega-
da la competencia para dictar resoluciones en materia de 
prestaciones vienen recogidos en una Nota Interna del 
Secretario General de fecha 21.10.1999 y hacen referen-
cia a los casos de desistimiento del interesado, haber 
percibido prestaciones en otro expediente por los 120 
días establecidos, estar pactada la indemnización en acta 
de conciliación, reclamar conceptos extrasalariales, care-
cer el solicitante de la condición de trabajador por cuenta 
ajena, y solicitudes instadas por socios cooperativistas. 

En los casos en los que no hay delegación, la pro-
puesta de Resolución firmada por el Jefe de la UAP es 
fotocopiada junto con el resto de la documentación, 
quedando como antecedente en la UAP. El original, 
junto con el soporte informático que contiene los datos 
de varios expedientes tramitados, se remite periódica-
mente (cada 2-3 días) al Área de Gestión de Prestacio-
nes y Recuperación de SSCC.

El tiempo máximo establecido, reiteradamente, en 
las Instrucciones internas del Organismo para la resolu-
ción de los expedientes presentados es de 45 días con-
tados desde el momento de su presentación, plazo que 
se suspende en los casos en los que existan requeri-
mientos de documentación a los interesados.

A este respecto, debe señalarse que este Tribunal no 
ha tenido constancia de la existencia de un adecuado 
control sobre los tiempos de duración de cada una de 
las fases de tramitación de los expedientes, ni en las 
UAP ni en SSCC. 

2.2.2 Actuaciones realizadas en los Servicios Centrales.

El objeto de esta fase es supervisar la corrección de 
las Resoluciones y propuestas de Resolución de 

16 Con relación al expediente 03/2000/702, respecto del que el 
Organismo considera correctamente efectuado el requerimiento de 
información, el Tribunal debe indicar que, de la documentación aporta-
da por FOGASA, no se puede deducir que la contestación al requeri-
miento realizado en este expediente haya sido realizada en tiempo y 
forma. Con independencia de este hecho, en el expediente figura una 
anotación manual del siguiente literal «En mano: 13/9/2000» De ser 
ésta la fecha de entrega de la documentación por el interesado, que 
carece de número del registro de entrada, este Tribunal debe indicar 
que desde la fecha de recepción de la documentación requerida 
(18.8.2000 según se indica en el sello de la Oficina de destino de 
Correos), hasta la citada fecha transcurren 26 días, plazo superior a los 
diez días establecidos en el art. 27 del RD 505/1985. Por tanto, la Reso-
lución del expediente debía haber sido la de «desistido», y no la de 
aprobado con concesión de prestación por importe de 198.574 pesetas.
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las UAP, efectuar su registro contable, emitir la corres-
pondiente Resolución que ponga fin al procedimiento y 
ordenar el pago en los casos que proceda. 

2.2.2.1  Recepción de la documentación remitida por 
la UAP.

Recibida la documentación remitida por la UAP (en 
disquete y en soporte papel) en el Área de Prestaciones 
y Recuperación, se procede a efectuar el control de la 
estructura y contenido de los soportes magnéticos 
enviados y a la carga de los datos contenidos en los 
disquetes en el módulo de «gestión de prestaciones a 
realizar en los SSCC» que verifica si el demandante de 
la prestación tiene antecedentes de prestaciones en otra 
UAP. En caso afirmativo, genera un informe y una hoja 
de control que debe ser firmada por el letrado revisor 
una vez examinado el expediente. 

Paralelamente, en esta Área se realiza un control 
de la documentación en soporte papel que forma parte 
del expediente, para determinar si la documentación 
está completa, coinciden los datos de la propuesta de 
Resolución y los de su anexo, así como, en su caso, 
con los datos que figuran en la escritura de apodera-

miento. En los casos en que se detectan defectos en la 
documentación aportada, se deja constancia en el 
expediente para que el letrado revisor realice la opor-
tuna subsanación si lo considera procedente. Termina-
da esta etapa se ponen los expedientes a disposición 
de los letrados revisores.

Este Tribunal no ha observado que los datos remiti-
dos en soporte papel sean contrastados con los consig-
nados en el soporte magnético remitido por la UAP, lo 
que constituye una debilidad del control interno. 

Por lo que respecta a la distribución de los expe-
dientes entre los Letrados revisores, debe indicarse que 
ésta se realiza, con excepción de los Expedientes de 
Regulación de Empleo (en adelante ERE), que tienen 
asignado un letrado específico, asignándoles un núme-
ro similar de expedientes, por lo que no se tienen en 
cuenta factores como el número de trabajadores exis-
tentes en cada expediente, los expedientes correspon-
dientes a empresas cuyos trabajadores hayan presenta-
do solicitudes anteriormente, etc., lo que origina cargas 
de trabajo desiguales17. 

Este hecho puede apreciarse en el siguiente cuadro 
referente a los Letrados de los SSCC que han estado 
ocupando su puesto de trabajo durante todo el año:

CUADRO N.º 10

EJEMPLO DE DESIGUAL REPARTO DE LA CARGA DE TRABAJO ENTRE LETRADOS

17 El Organismo señala en sus alegaciones que si bien el 
reparto de expedientes es desigual entre los letrados revisores, la 
carga de trabajo entre ellos es similar. Frente a esta alegación, 
respecto de la que no se aporta ningún estudio documentado, el 
Tribunal debe reiterar que, de acuerdo con las verificaciones reali-
zadas, la distribución de expedientes entre los letrados revisores 
de los SSCC se realiza sin considerar: el número de trabajadores 
incluidos en cada expediente, la existencia de expedientes de tra-
bajadores de una misma empresa, la existencia de antecedentes de 
la empresa, la experiencia del instructor, la existencia de UAP con 
deficiencias habituales en la tramitación, la existencia de expe-
dientes afectados por cambios de normativa etc.; lo que, sin duda, 
impide medir adecuadamente la carga de trabajo que genera cada 
expediente. 

Para finalizar debe indicarse que, el Organismo cita en sus ale-
gaciones un conjunto de actuaciones asignadas a los letrados revi-
sores, adicionales a las de revisión, que en su opinión equilibran las 
diferencias existentes en el número de expedientes asignados a los 

citados letrados. Respecto a estas actuaciones complementarias 
deben hacerse las siguientes precisiones:

— En primer lugar, algunas de ellas, son funciones no realiza-
das durante el periodo fiscalizado. Es el caso del control de expe-
dientes revisados por cada uno de los letrados, oficios enviados a las 
UAP para su subsanación, valoración de los requerimientos y análi-
sis global de los requerimientos realizados.

— En segundo lugar, no se debe considerar como variable que igua-
la la carga de trabajo entre letrados revisores la supervisión de las Unida-
des de Ceuta y Melilla, cuyo número medio anual de expedientes durante 
el periodo 1997-2001, fue de 82 (para la suma de ambas UAP).

— En tercer lugar, la función de revisión de los expedientes com-
prendidos en el art. 33.8 y 52.c) del RD 505/1985 estaban asignadas a un 
letrado especifico, por lo que tampoco puede ser considerada la carga de 
trabajo derivada de esta actividad como un factor de equilibrio. 

— Finalmente, debe indicarse que el resto de actividades cita-
das por el Organismo tiene un carácter marginal, por lo que tampo-
co pueden ser un factor de equilibrio. 

Tampoco se tiene en cuenta, en el momento de la 
asignación de los expedientes, si existen otros expe-
dientes de la misma empresa, por lo que se pueden 
estar asignando expedientes de una misma empresa a 
dos Letrados diferentes, generando ineficiencias.

2.2.2.2  Revisión de la propuesta de Resolución ela-
borada por la UAP.

El objeto de esta etapa consiste en que los Letrados 
revisores verifiquen que los hechos, cálculos, funda-
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mentos jurídicos y la propuesta de Resolución que 
figuran en los expedientes remitidos por la UAP son 
correctos conforme a derecho y están adecuadamente 
soportados, detectando posibles deficiencias.

Estas deficiencias consisten básicamente en la falta de 
documentación fundamental para la tramitación del expe-
diente, la realización de cálculos erróneos, la existencia de 
pagos por FOGASA en otras UAP por los mismos moti-
vos, hecho que sólo es posible detectar en SSCC, dada la 
falta de integración entre los módulos de la UAP y SSCC.

El criterio aplicado en la práctica por los Letrados es 
el de revisar el mayor número de expedientes, sin tener 
en cuenta hechos tales como la experiencia del instruc-
tor, UAP con deficiencias habituales en la tramitación, 
expedientes a los que ha podido afectar el cambio de 
normativa, el tiempo de tramitación real desde la pre-
sentación en la UAP, etc. 

La representatividad de la muestra de expedientes 
revisados, sobre el total de los tramitados, se refleja en 
el cuadro siguiente:

CUADRO N.º 11

EXPEDIENTES OBJETO DE REVISIÓN DURANTE EL PERIODO 1998-2001

Del citado cuadro se deduce la pérdida de peso espe-
cífico de este control durante el periodo indicado, ya que 
mientras que el número de los expedientes tramitados 
decreció un 30,9% en el ejercicio 2001 respecto al ejer-
cicio 1998, el de las revisiones efectuadas lo hizo un 
48,5%, hecho que supone un deterioro del control reali-
zado por el Área de Gestión de Prestaciones y Recupera-
ción, que, tal y como muestra el cuadro anterior, pasa de 
un 85,8% al 65,2% del total de expedientes tramitados, 
lo que puede haber incidido también en la existencia de 
un menor número de subsanaciones de expedientes.

Sin perjuicio de lo anterior, este Tribunal ha detectado 
otras deficiencias que afectan a la forma en que se realizan 
estas revisiones. Estas deficiencias son las siguientes18:

— No se revisan la totalidad de los trabajadores 
que componen un expediente, sino sólo una muestra de 
ellos insuficiente.

— Se suelen revisar expedientes con un bajo núme-
ro de trabajadores.

— La revisión suele recaer en las UAP de nivel A: 
Madrid y Barcelona.

— No existe constancia de que los expedientes 
denegados hayan sido objeto de revisión. Este hecho 
puede suponer, como de hecho ocurre, que se denie-
guen prestaciones inadecuadamente (se han detecta-
do 190 expedientes denegados que han sido aprobados 
con posterioridad por el Secretario General).

Estas deficiencias en la revisión de expedientes pro-
ducen revisiones de oficio o a instancia de parte del 
expediente inicial. 

Por otra parte, este Tribunal debe indicar que los 
criterios aplicados en la tramitación de expedientes 
por los instructores de las UAP o en su revisión por 
los Letrados de SSCC, no son siempre homogéneos 
para situaciones similares. Así ocurre en las UAP 
de A Coruña, Barcelona y Madrid, cuyos instructo-
res aplicaban criterios diferentes de los aplicados 
por los Letrados revisores de los SSCC. Asimismo, 
este Tribunal ha detectado contradicciones en los 
criterios seguidos por los instructores dentro de una 
misma UAP (casos de Barcelona y Madrid). A con-
tinuación se comentan las principales diferencias 
de criterio:

a) En primer lugar, hay que referirse al supuesto 
en el que el Organismo satisface el 60% de la indemni-
zación a los trabajadores de empresas con menos de 
veinticinco trabajadores en las que existe una sentencia 
declarando insolvente al deudor (el 40% restante debe 
pagarlo el Organismo ex lege sin derecho a recupera-
ción del empresario insolvente).

18 El Organismo considera correctos los criterios utilizados en 
la revisión. No obstante, el Tribunal debe puntualizar lo siguiente:

— Respecto al criterio de revisar una muestra de los trabajado-
res de cada uno de los expedientes muestreados, este Tribunal ha 
comprobado que el Organismo revisa una pequeña muestra de tra-
bajadores de cada uno de los expedientes que revisa (seleccionados 
a su vez por muestreo), lo que desvirtúa la representatividad de la 
muestra seleccionada. 

— Respecto a que se suelen revisar expedientes voluminosos, 
debe indicarse que, en las pruebas realizadas durante el proceso de 
fiscalización, se comprobó que más del 81% de los expedientes 
revisados era de pequeño tamaño (menos de tres trabajadores).
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Para este supuesto, el artículo 19.3 del RD 505/1985 
señala que «En el supuesto de que los trabajadores per-
ceptores de estas prestaciones soliciten, posteriormen-
te, del Fondo de Garantía Salarial el abono de la parte 
de la indemnización no satisfecha por el empresario, 
por encontrarse éste en situación de insolvencia, sus-
pensión de pagos, quiebra o concurso de acreedores, el 
límite de la prestación indemnizatoria a cargo del 
Fondo se reducirá en la cantidad ya percibida por aqué-
llos».

Asimismo, la Instrucción 3/94 de FOGASA de la 
Jefa del Área de Gestión de Prestaciones y Recupera-
ción establece que «el cálculo (de la prestación) deberá 
efectuarse restando del 100% de la indemnización 
legal, con los topes del FOGASA, lo (ya) abonado (por 
el Organismo)».

Sin embargo, este Tribunal ha verificado que en 
estos supuestos, algunos instructores calculan exclusi-
vamente el 60% de la prestación que corresponda en el 
momento de la declaración de insolvencia, en lugar de 
calcular el importe total de la prestación en ese momen-
to, y a continuación, minorar por dicho importe la pres-
tación anteriormente cobrada. 

Este segundo criterio (reconocer el 60% de la pres-
tación que corresponda en el momento de la insolven-
cia) origina una prestación inferior a la que resultaría 
de la aplicación del criterio fijado en el RD 505/1985 y 
en la Instrucción 3/94, debido al posible incremento 
que ha podido experimentar el SMI en el momento en 
que se solicita la segunda parte de la prestación.

En consecuencia, dejando al margen la razonabili-
dad del criterio recogido en el artículo 19.3 del RD 
505/1985 y en la Instrucción 3/94, lo cierto es que la 
aplicación del segundo criterio resulta contraria a esta 
normativa, por lo que el Organismo debería homoge-
neizar y modificar los criterios que aplica en el recono-
cimiento de prestaciones. Asimismo, el Organismo 
debería estudiar la conveniencia de proceder a revisar 
de oficio, en aplicación del artículo 105 de la LRJAP 
y PAC, todas aquellas resoluciones de reconocimiento 

de prestaciones no prescritas que sean contrarias a la 
normativa aplicable.

b) Una segunda diferencia de criterio se pone de 
manifiesto en el cálculo del salario módulo, esto es, el 
salario que sirve de base para calcular la prestación. 
Para su determinación se toma el salario real percibido 
por el trabajador y se compara con el duplo del Salario 
Mínimo Interprofesional, tomándose el menor de los 
dos como salario módulo. 

Ahora bien, en la determinación del salario real per-
cibido por el trabajador este Tribunal ha detectado la 
aplicación de criterios diferentes entre los instructores 
de una misma UAP (vgr.: UAP de Barcelona). En la 
citada UAP existen instructores que utilizan como base 
para calcular el salario bruto, el indicado en la nómina, 
mientras que otros consideran como salario bruto la 
base de cotización a la Seguridad Social por contingen-
cias comunes. 

Ambos criterios son incorrectos dado que, en el pri-
mero de ellos, no se deducen los conceptos extrasala-
riales existentes, mientras que el segundo considera 
como salario real un importe que no coincide con exac-
titud con el salario realmente recibido por el trabajador, 
ya que la base de cotización presenta topes mínimos y 
máximos en función del grupo de cotización del traba-
jador, incorpora redondeos a múltiplos de 3.000 hasta 
septiembre de 2001, etc. 

c) En tercer lugar, se ha detectado la utilización de 
criterios diferentes en el caso de existir un ERE, segui-
do de una posterior sentencia judicial. En este caso, hay 
instructores (caso de la UAP de Madrid) que utilizan 
los datos recogidos en el ERE, mientras que otros, 
correctamente, aplican los datos recogidos en la senten-
cia.

d) Finalmente, el Organismo aplica diferentes cri-
terios para el redondeo de los decimales en el cálculo 
del número de días para la determinación del importe a 
pagar, incluso dentro de un mismo expediente, que dan 
lugar a diferencias injustificadas en el importe de las 
prestaciones reconocidas. En el cuadro siguiente se 
muestra un ejemplo de lo indicado:

CUADRO N.º 12

DIFERENCIAS DE CRITERIO EN EL CÁLCULO DE DÍAS CON DERECHO A PRESTACIÓN

Los hechos descritos con anterioridad ponen de 
manifiesto lo siguiente:

— La necesidad de que el Organismo realice una 
revisión de su procedimiento de gestión de prestaciones 
y elabore un manual que recoja de forma detallada 

todos los pasos en que se subdivide, así como un 
manual de criterios de resolución de supuestos en los 
que puedan existir dudas. De esta forma se homogenei-
zarían los criterios de actuación tanto de los SSCC del 
Organismo como de sus UAP, evitándose discrepan-
cias. 
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— La falta de control de los responsables de algu-
nas UAP sobre la actuación de sus instructores, así 
como la insuficiencia de la revisión realizada en el Área 
de Prestaciones y Recuperación de los SSCC.

— La conveniencia de que el Organismo estudie la 
realización de una revisión de oficio, en aplicación del 
artículo 105 de la LRJAP y PAC, de todas aquellas 
resoluciones de reconocimiento de prestaciones no 
prescritas afectadas por las deficiencias recogidas en, al 
menos, los apartados a) y c) anteriores.

En este sentido, este Tribunal debe indicar que care-
ce de los datos necesarios que permitan cuantificar el 
efecto económico-financiero que podría derivarse de 
esta revisión. 

El procedimiento continúa, una vez revisados los 
expedientes, con la subsanación de aquellos casos que 
proceda. Para ello, aquéllos que deban ser subsanados, 
junto con una nota de las subsanaciones a realizar, se 
entregan por los Letrados revisores a la Unidad de 
Administración del Área de Gestión de Prestaciones y 
Recuperación para que elabore el documento de subsa-
nación que debe ser enviado a las UAP. 

Los expedientes a subsanar son separados del resto 
hasta el momento en que se recibe la documentación 
subsanatoria. La UAP remite la documentación subsa-
natoria y, en los casos que proceda, un nuevo soporte 
informático junto con una nueva propuesta de Resolu-
ción. A su recepción en SSCC, si el expediente es de 
conformidad, pasa a ser tratado como expediente sin 
subsanación.

Cada letrado registra las revisiones realizadas de 
forma manual, en un listado que le identifica, así como 
el expediente objeto de revisión y, en ocasiones, la exis-
tencia de subsanaciones. A partir de este documento se 
elaboran estadísticas semanales que informan de la 
actividad realizada por cada letrado revisor. 

Los expedientes correctos son relacionados y agru-
pados en «cajas» para un mejor control administrativo 
e informático del trabajo realizado. Esta agrupación 
consiste en la asignación de un número al conjunto de 
expedientes incluidos en cada «caja». Para cada una de 
las cajas realizadas, se elabora un detalle en el que se 
indica su número de identificación, su fecha, el número 
de cada uno de los expedientes incluidos, el número de 
trabajadores por expediente, su número total, y el 
número acumulado anterior y posterior a la caja, el 
importe de la prestación por cantidades e indemniza-
ciones y el importe total de la «caja». 

2.2.2.3 Tramitación económica de los expedientes.

Cuando el importe de las «cajas» suma una canti-
dad, en torno a 60.000.000 pesetas, se notifica al Servi-
cio de Contabilidad para que inicie el proceso de elabo-
ración de la nómina de prestaciones, remitiéndole los 
documentos de detalle de cada una de las «cajas». 

Actualmente, el número medio mensual de nóminas es 
de cuatro.

A la recepción de estos documentos, este Servicio 
inicia el citado proceso, comprobando en primer lugar 
si existe crédito presupuestario suficiente para el pago 
de las prestaciones, con la finalidad de hacer una reser-
va de crédito. En este momento se anota el importe de 
las cajas recibidas en la aplicación de contabilidad 
(toma de razón) y se emite un certificado de existencia 
de crédito y el documento contable RC (Retención de 
crédito). A continuación se elabora la Propuesta de 
Gasto. 

Los listados recibidos del Área de Gestión de Pres-
taciones y Recuperación se envían a la Intervención 
Delegada en el Organismo para que proceda a la fisca-
lización previa del expediente de gasto y de la citada 
Propuesta. Una vez fiscalizada de conformidad, la Pro-
puesta de Gasto es firmada por el Jefe del Servicio de 
Contabilidad, el Jefe del Área Económico-Financiera, 
el Interventor Delegado en el Organismo y el Secretario 
General.

Realizados estos trámites, el Servicio de Contabili-
dad lo pone en conocimiento del Área de Gestión de 
Prestaciones y Recuperación, para que por esta Área se 
proceda a la elaboración de un borrador de Resolución 
Conjunta mediante la cual el Secretario General del 
Organismo aprueba el pago de todos aquellos expe-
dientes tramitados de conformidad.

En el caso de que se trate de expedientes denegato-
rios, una vez que han sido revisados por el letrado al 
que se hayan asignado, se realiza en el Área de Gestión 
de Prestaciones y Recuperación un borrador de Resolu-
ción Conjunta que se remite directamente para su firma 
al Secretario General.

Con la introducción del pago mediante transferencia 
en septiembre de 2001, antes de remitir el borrador de 
Resolución Conjunta al Secretario General, el Área de 
Gestión de Prestaciones y Recuperación verifica que 
todos los expedientes que deban ser pagados incorpo-
ren el número de la cuenta corriente del beneficiario. 
En el caso de que se trate de una empresa, este dato 
debe ser remitido específicamente por las UAP y graba-
do en el Área de Gestión de Prestaciones y Recupera-
ción, ya que el módulo de aquéllas no permite que 
puedan incorporar el citado dato.

2.2.2.4  Firma de la Resolución Conjunta por el 
Secretario General.

Actualmente las Resoluciones Conjuntas aprobato-
rias son firmadas por el Secretario General semanal-
mente. A cada Resolución Conjunta se le adjunta deta-
lle de los expedientes en ella incluidos. Se realiza una 
Resolución Conjunta para cada UAP y tipo de resolu-
ción (aprobatoria, denegatoria o desistida).

Por lo que respecta a los plazos de tramitación de 
los expedientes, el RD 505/1985 establece en el artículo 
28.7 que el plazo de tramitación será de tres meses, 
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debiendo contarse ese plazo desde la recepción de la 
solicitud en cualquier registro del Organismo hasta la 
emisión de la Resolución por el Secretario General. En 
el caso de que el expediente se tramite de oficio, la 
fecha de inicio del periodo será la de recepción por los 
interesados de la notificación del Organismo informan-
do del inicio del procedimiento de tramitación.

En caso de que no se emita Resolución en plazo, la 
solicitud de prestación se considera estimada por silen-
cio administrativo positivo (artículo 43.2 LRJAP 
y PAC), lo que pone de manifiesto la trascendencia que 

puede tener la demora en el procedimiento de gestión 
de prestaciones, por cuanto puede dar lugar a la aproba-
ción por esta vía de prestaciones indebidas. El Tribunal 
ha detectado entre los expedientes fiscalizados, uno, el 
expediente 28/2000/00/01499, al cual no se ha aplicado 
lo establecido en la normativa citada para dos de los 
trabajadores incluidos en él19.

Sin perjuicio de lo anterior, este Tribunal ha aprecia-
do incumplimientos en algunas de las UAP fiscalizadas, 
del plazo de tramitación en los expedientes analizados. 
En el siguiente cuadro puede apreciarse este hecho:

CUADRO N.º 13

MUESTRA DE INCIDENCIAS DETECTADAS EN EL CUMPLIMIENTO DE PLAZOS DE TRAMITACIÓN

19 El Organismo justifica en sus alegaciones la falta de aplica-
ción de la ley 4/1999 al expediente 28/2000/1499 en lo que se refie-
re al silencio administrativo positivo, basada en el hecho de que la 
ley entró en vigor el 15 de abril de 2001. Sin embargo, este Tribunal 
debe indicar que en la Disposición Final Única 2, se establece que 
el plazo para su entrada en vigor era de tres meses contados desde 

Por lo que respecta a los tiempos medios de tramita-
ción, en el siguiente cuadro puede apreciarse como, 

durante el ejercicio 2001, éstos fueron inferiores a los 
límites legales:

su publicación en el BOE. La fecha de publicación de la citada ley 
en el BOE fue el 14 de enero de 1999; en consecuencia su fecha de 
entrada en vigor fue la de 15 de abril de 1999 y no la de 15 de abril 
de 2001, como erróneamente alega el Organismo, por lo que resulta 
de plena aplicación a este expediente presentado con fecha de 
12.4.2000.
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Del análisis del cuadro anterior se deducen las 
siguientes consideraciones:

— La falta de integración entre las UAP y los 
SSCC produce incrementos en los plazos de tramita-
ción que, según la muestra analizada, alcanzan una 
media del 19,2% del tiempo total de tramitación como 
consecuencia, principalmente, de las actuaciones de 
envío de la resolución desde los SSCC a las UAP y 
desde la puesta en correo de la notificación al deman-
dante de prestaciones.

— El actual modelo de control de los SSCC incre-
menta el tiempo de tramitación en un 14,9%, sin que 
garantice, como se ha puesto de manifiesto, la correc-
ción de la prestación tramitada.

— Por su parte, el plazo consumido por la Interven-
ción Delegada para la fiscalización previa, fue de 8 días 
naturales de media en el segundo semestre de 2002. 
Esta actividad de control realizada por la Intervención 
Delegada en el Organismo supone un 11% del total del 
tiempo de tramitación empleado en SSCC.

2.2.2.5  Notificación de la Resolución a los interesados.

Una vez firmada la Resolución, se remite una copia 
a la UAP que corresponda para que proceda a su notifi-
cación a los interesados. Otra copia se remite al Servi-
cio de Contabilidad, para que proceda a elaborar la 
documentación para el registro contable de las presta-
ciones concedidas y su pago.

Como también puede apreciarse en el cuadro n.º 14, 
se produce un retraso excesivo en la notificación al 
demandante una vez firmada la Resolución por el 
Secretario General. Este plazo medio llega hasta los 17 
días en el caso de la UAP de A Coruña, siendo de dos 
semanas en Barcelona y Madrid, lo que incumple el 
artículo 58 LRJAP y PAC, en el que se establece que 
éste no puede superar los diez días hábiles. 

Esta situación es consecuencia, en parte, de la falta de 
integración de los módulos de la aplicación de gestión de 
prestaciones de las UAP y SSCC, dado que desde que se 
dicta la Resolución hasta que se recibe en la UAP trans-
curren, de media, más de seis días. Con una aplicación 

integrada no sería necesario este paso intermedio, 
pudiéndose remitir directamente la notificación de la 
Resolución a cada solicitante desde los SSCC.

En este sentido, interesa señalar que el documento de 
notificación de la Resolución de Concesión al solicitante 
no facilita información sobre la forma en que se ha cal-
culado el salario módulo, o el número de días de salario 
que se han considerado, lo que puede producir un cierto 
grado de inseguridad jurídica en el interesado.

2.2.2.6 Pago de la prestación.

Tras la firma de la Resolución Conjunta por el 
Secretario General, una copia de ésta es remitida al 
Servicio de Contabilidad para que proceda a elaborar el 
documento contable AD (por el que se reconoce el 
compromiso de gasto) por un importe igual al recogido 
en la citada Resolución. Este documento es firmado por 
el Jefe del Área Económico-Financiera y por el Secre-
tario General, no siendo fiscalizado por la Intervención 
Delegada.

Después, el Servicio de Contabilidad genera el 
documento O (Reconocimiento de las obligaciones), 
que es fiscalizado por la Intervención Delegada en el 
Organismo. Posteriormente, el Servicio de Contabili-
dad genera el documento P (propuesta de Pago), que, 
una vez más, también es objeto de fiscalización por la 
Intervención Delegada. El soporte utilizado para elabo-
rar este último documento es la relación de pagos a 
realizar que, previamente, ha sido obtenida de la aplica-
ción informática de prestaciones y que ha sido firmada 
por el Jefe del Área Económico-Financiera y por el 
Secretario General de FOGASA. Desde el mes de junio 
de 2002, ambos documentos se tramitan conjuntamente 
en un único documento OP, lo que ha simplificado la 
gestión de pago de estas prestaciones.

Los datos correspondientes al pago de prestaciones 
(beneficiarios, importes y números de DNI y cuentas 
corrientes de abono) son transferidos telemáticamente, 
y con la periodicidad con que se genera la nómina de 
prestaciones, a la entidad financiera que efectúa su 
pago. Asimismo, el Servicio de Contabilidad procede a 
generar, y remitir a la citada entidad, la orden de trans-

CUADRO N.º 14

TIEMPOS MEDIOS DE TRAMITACIÓN DE LOS EXPEDIENTES
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ferencia firmada por el Interventor, el Secretario Gene-
ral y el Habilitado.

Para evitar un descubierto en la cuenta bancaria 
pagadora, se notifica simultáneamente el importe de 
la orden de transferencia al Habilitado, con la finali-
dad de que inicie el procedimiento de transferencia 

de fondos desde la cuenta del Organismo en el Banco 
de España a la entidad pagadora. Asimismo, el Área 
de Gestión de Prestaciones y Recuperación notifica a 
las UAP las órdenes de pago realizadas. En el cuadro 
siguiente se indica la evolución de los pagos realiza-
dos:

CUADRO N.º 15

ÓRDENES DE PAGO REALIZADAS POR FOGASA

La entidad financiera pagadora emite certificado por 
cada orden de pago con un retraso medio de 45 días 
referente al importe de los pagos realizados y no reali-
zados. A esta certificación, se adjunta una relación 
detallada de cada uno de ellos. Con este detalle, el Ser-
vicio de Contabilidad procede a contrastar los datos 
remitidos por el banco con los existentes en los regis-
tros contables del Organismo. 

2.2.2.7 Seguimiento de impagados.

La falta de pago de las prestaciones puede producir-
se cuando no se abona la transferencia de fondos en la 
cuenta corriente indicada por el solicitante debido a 
errores en el código de la cuenta, en los datos identifi-
cativos del beneficiario de la prestación, etc., o como 
consecuencia de que el beneficiario no retire el cheque 
bancario.

Cuando se produce el impago, una vez verificados 
los datos remitidos por la entidad bancaria, el Servicio 
de Contabilidad incorpora en la aplicación de presta-
ciones una clave indicadora de no haberse realizado el 
pago. Para realizar las pertinentes anotaciones conta-
bles, el Servicio de Contabilidad genera unos listados 
de los pagos no realizados. Estos listados, junto con los 
documentos contables, son remitidos a la Intervención 
Delegada en el Organismo para su examen. Una vez 
realizado éste, se procede a su posterior contabiliza-
ción.

Los pagos no realizados pueden ser reexpedidos 
cuando los beneficiarios a los que se les ha notificado la 
Resolución de concesión de la prestación realicen su 
reclamación en la UAP donde se efectuó la correspon-
diente solicitud de la prestación. 

La UAP, previa comprobación de que el reclamante 
figura como beneficiario de una prestación que no ha 
sido pagada y, una vez detectadas y corregidas las inci-
dencias existentes, procede a notificarlo al Servicio de 
Contabilidad para que vuelva a generar el pago.

En los casos en que no se produce reclamación, el 
Área de Gestión de Prestaciones y Recuperación comu-
nica a las UAP, con una periodicidad trimestral, las 
transferencias no realizadas ni reclamadas, al objeto 
que investiguen las causas por las que se ha producido 
el impago y procedan a regularizar la prestación conce-
dida.

2.2.2.8 Reintegro de pagos indebidos.

Como ya se ha indicado, el Organismo no revisa los 
expedientes de pago de prestaciones tramitados por las 
UAP, por lo que la detección de pagos indebidos se 
produce, en su mayor parte, por situaciones ajenas a sus 
actuaciones de control. Este hecho pone de manifiesto 
las debilidades de control interno que presenta el siste-
ma y genera una cierta inseguridad sobre la existencia 
de posibles pagos indebidos no detectados. Durante el 
periodo 1999-2001, se produjeron reintegros por valor 
de 214 millones de pesetas.

En general, los pagos indebidos detectados por 
FOGASA son consecuencia de las actuaciones de con-
trol de la Intervención Delegada y de reclamaciones de 
terceros, que ante situaciones similares tienen conoci-
miento de que otro trabajador ha percibido prestaciones 
superiores. En estos casos, una vez verificada la exis-
tencia de un pago indebido, se procede a reclamar la 
cantidad pagada exigiéndose su abono en un plazo de 
15 días. En el caso de que no se atienda la reclamación, 
el Organismo presenta una demanda en el Juzgado de 
lo Social que corresponda al lugar donde haya presen-
tado la solicitud de prestaciones el trabajador afectado.

2.2.2.9 Información de gestión.

La información utilizada por los diferentes respon-
sables del Organismo, así como en la Comisión Aseso-
ra y de Seguimiento en materia de Prestaciones y 
Subrogaciones, ofrece, en general, la gestión realizada 
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en cada mes y la acumulada anual a dicha fecha referi-
da a expedientes registrados, pendientes de revisión, 
denegados, incidentados, etc. La revisión de esta infor-
mación pone de manifiesto que ésta es, en general, 
inadecuada para el conocimiento y el análisis rápido y 
eficaz de la gestión realizada y de la evolución del 
Organismo, y por tanto, para la toma de decisiones.

Las principales deficiencias que presenta la infor-
mación de gestión son las siguientes:

— No se obtiene automáticamente como explota-
ción del módulo de prestaciones de los SSCC, lo que 
supone una inversión de tiempo innecesaria en su ela-
boración que incrementa el riesgo de errores e impide 
la obtención de información de forma rápida y flexi-
ble. 

— No informa de las variables y UAP en que se 
producen los problemas de gestión, lo que obliga al 
gestor a analizar toda la documentación que se le facili-
ta para poder determinar dónde están los verdaderos 
problemas.

— Los informes realizados no facilitan datos del 
peso específico de la actividad de la que informan res-
pecto a la del conjunto del Organismo. Asimismo, care-
cen de cuadros comparativos de evolución de la gestión 
respecto a ese mismo período en ejercicios anteriores, 
ni proporcionan datos agregados de todo el Organismo, 
clasificados por tipo de UAP o tipo de prestación, lo 
que impide realizar análisis evolutivos. 

— La información sobre tiempos medios de trami-
tación de los expedientes se estructura en tres ámbitos 
de responsabilidad: UAP, Correos y Secretaría General. 
Este Tribunal considera que esta escasa desagregación 
de la información no permite a los gestores de FOGA-
SA determinar los puntos del procedimiento en que se 
producen las demoras en la tramitación de los expe-
dientes, lo que dificulta que sean adoptadas las medidas 
correctoras adecuadas.

2.2.3  Análisis de la aplicación informática utilizada 
en la gestión de prestaciones y de la base de 
datos que genera.

Se indican en este apartado las principales deficien-
cias detectadas en la aplicación informática utilizada en 
la gestión de las solicitudes de prestaciones recibidas 
en el Organismo y en la base de datos vinculada a ésta. 

2.2.3.1 A nálisis de la aplicación de gestión de presta-
ciones.

Sin perjuicio de lo ya comentado (apartado 2.2.1 del 
epígrafe 1 de esta Sección) sobre la falta de integración 
entre los módulos de las UAP y el de los SSCC, debe 
señalarse que existe también una falta de integración 
entre la aplicación de prestaciones y la de registro de 
entrada de documentación, lo que origina que deban 
grabarse en la aplicación de gestión de prestaciones 

datos que ya se habían incorporado a la aplicación de 
registro de entrada. Todo ello sin perjuicio de las inefi-
ciencias que se producen por el hecho de que la aplica-
ción sólo registra las entradas de documentación y no 
su salida (vgr.: requerimientos a los demandantes de 
prestaciones).

La falta de integración de estas aplicaciones supone, 
asimismo, una pérdida de control por parte de los res-
ponsables del Organismo, pues les impide conocer con 
detalle los problemas que genera la gestión de presta-
ciones en las diversas UAP y, consecuentemente, la 
adopción de las medidas correctoras adecuadas. Asi-
mismo, imposibilita la realización por vía informática 
de un control permanente y continuo de la gestión y de 
sus tiempos de tramitación.

La aplicación carece de un sistema de control que 
permita conocer quién introduce modificaciones en 
ella, cuáles han sido las modificaciones introducidas y 
en qué momento. Esta situación constituye una impor-
tante deficiencia de control interno, pues el sistema 
puede ser fácilmente manipulado de forma fraudulenta 
con poco riesgo para quien efectúe esta manipulación. 
Otras deficiencias que presenta la aplicación informáti-
ca analizada son las siguientes:

Módulo de Gestión de Prestaciones a realizar en 
las UAP.

— No puede calcular el salario real del trabajador a 
partir de los datos facilitados por éste en la solicitud, lo 
que, de ser posible, permitiría compararlo automática-
mente con el duplo del salario mínimo interprofesional 
para determinar el salario módulo de la prestación 
resultante.

— Este módulo carece de una utilidad que permita 
generar los requerimientos de información a los solici-
tantes de prestaciones. Esta carencia incrementa los 
costes y los tiempos de tramitación. 

— Por todo ello, algunas UAP han desarrollado 
aplicaciones informáticas paralelas. Las mejoras logra-
das en cada UAP con estas aplicaciones no han sido 
coordinadas por el Servicio de Informática del Organis-
mo, por lo que sus posibles beneficios no se transfieren 
al resto de UAP ni a los SSCC del Organismo, impi-
diendo de esta forma la mejora de la gestión global de 
las prestaciones.

— Esta aplicación carece de campos que son nece-
sarios o convenientes para la tramitación de expedien-
tes, tales como:

• El campo «cuenta corriente de la empresa», en 
aquellos casos en los que el solicitante de la prestación 
es una empresa.

• Período de tiempo a que se refiere la prestación. 
Cuando existen reclamaciones por cantidades no reci-
bidas, los instructores y los letrados revisores deben 
consultar los expedientes originales, con un incremento 
innecesario en el tiempo de tramitación.



Cortes Generales 12 de enero de 2006.—Serie A. Núm. 215

74

Módulo de Gestión de Prestaciones a realizar por 
los SSCC

— No genera, de forma automática, los informes 
de gestión utilizados por los responsables de los SSCC, 
pese a que los datos de estos informes se obtienen de la 
base de datos de prestaciones.

— Este módulo carece de una utilidad que permi-
tiera generar los requerimientos de información que 
hacen los letrados revisores a las UAP, incrementando 
los costes y los tiempos de tramitación.

— Asimismo, carece de una utilidad que le permi-
tiera generar la Resolución Conjunta a partir de las 
cajas revisadas, hecho que genera las deficiencias cita-
das en el punto anterior.

— El módulo de gestión de prestaciones es insufi-
ciente para proporcionar los datos de las subsanaciones 
realizadas, ya que la base de datos de prestaciones care-
ce de los campos adecuados, perdiéndose con ello una 
valiosa herramienta de gestión. 

La falta de integración de las aplicaciones informá-
ticas del Organismo, tanto las oficiales como las auxi-
liares, genera continuos procesos de reintroducción de 
datos para alimentar las aplicaciones, con la consi-
guiente pérdida de eficiencia. Estos procesos de rein-
troducción de datos se producen no sólo entre las apli-
caciones auxiliares de las UAP y su módulo de gestión 
de prestaciones, sino entre éste y el de los SSCC y en 
doble sentido, es decir, que los datos de actuaciones de 
los SSCC, como son la Resolución, la orden de pago, 
etc., también deben ser comunicadas por los SSCC a 
las UAP para que los introduzcan en su módulo de ges-
tión de prestaciones, con el consiguiente incremento de 
costes, mayores tiempos de tramitación, riesgo de erro-
res y falta de control.

Por último, este Tribunal ha detectado errores de 
funcionamiento en los dos módulos de la aplicación. 
Así, el control informático del número de días que 
como máximo puede satisfacer el Organismo por pago 
de salarios (120 días) no funciona adecuadamente. Es 
el caso de las prestaciones solicitadas por un trabajador 
(expedientes 28/1997/00/03346 y 28/1997/00/06556), 
para el que la suma de los días abonados ha sido de 
121, lo que resulta incorrecto. Esta misma situación se 
ha repetido en los expedientes 28/1999/00/03364 
y 28/1999/00/00466. 

2.2.3.2 Análisis de la base de datos de prestaciones.

El Organismo dispone de una base de datos general 
de prestaciones gestionada en los SSCC, y de bases de 
datos parciales en las distintas UAP. Para el análisis de 
la base de datos general, este Tribunal solicitó una base 
de datos parcial con información sobre el número de 
expedientes tramitados, aprobados, denegados y desis-
tidos durante el periodo fiscalizado, así como el impor-
te de las prestaciones pagadas y el número de trabaja-

dores que las habían recibido. Asimismo, solicitó al 
Organismo otra información sobre los expedientes sub-
sanados por los Letrados revisores.

Tras la entrega de esta base de datos parcial y de 
la información sobre subsanaciones, el equipo fisca-
lizador detectó diversas incoherencias en la informa-
ción facilitada que, tras su puesta de manifiesto al 
Organismo, dieron como resultado la entrega de una 
segunda base de datos parcial en la que, aparente-
mente, se subsanaban estas incoherencias. Tras com-
probar el equipo fiscalizador la persistencia de estas 
deficiencias en esta segunda base, los responsables 
del Organismo facilitaron una tercera base de datos. 
El análisis que este Tribunal debía realizar sobre esta 
tercera base de datos tampoco fue posible por los 
siguientes motivos:

— El mantenimiento de deficiencias en la informa-
ción facilitada, tales como diferencias en el número de 
trabajadores para un mismo expediente, así como expe-
dientes denegados o desistidos que aparecían como 
aprobados a la vez.

— La existencia de incoherencias en los plazos 
de tramitación de los expedientes que figuran en la 
base de datos, dado que éstos eran negativos en 
varios casos (173 expedientes), como consecuencia 
de que la fecha de Resolución que figura en la base 
de datos era anterior a la entrega de la solicitud de 
prestación en la UAP, lo que no resulta posible, y 
pone de manifiesto, además, la insuficiencia de los 
controles respecto a la calidad de los datos introduci-
dos en la base de datos. 

— La existencia de 47.060 registros cuyo importe era 
superior al importe máximo de la prestación que podía 
conceder el Organismo sin que ello fuera correcto.

— La falta de concordancia entre el contenido de 
determinados campos de la base de datos con el con-
cepto que los denomina. Así, este Tribunal ha compro-
bado cómo en ocasiones el campo «fecha de resolu-
ción», recoge en realidad la fecha de «toma de razón» 
en contabilidad. 

Estas deficiencias ponen de manifiesto la relativa 
fiabilidad de la base de datos de prestaciones del Orga-
nismo, que debiera ser un instrumento esencial en la 
gestión de prestaciones, así como la falta de su adecua-
da gestión. Como consecuencia de estas deficiencias, 
este Tribunal no ha podido realizar las comprobaciones 
previstas, entre ellas un análisis exhaustivo de los tiem-
pos de tramitación de los expedientes y de sus costes de 
gestión.

Por último, debe señalarse que el Organismo no 
incluyó en esta tercera base de datos parcial, la infor-
mación sobre expedientes denegados o con desisti-
miento del solicitante, a pesar de haber sido solicitada 
por este Tribunal.
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3.  PROCEDIMIENTO DE GESTIÓN DE LA 
DEUDA

3.1 Consideraciones generales.

Una vez comentado el procedimiento que sigue el 
Organismo para el reconocimiento y pago de prestacio-
nes, se analiza a continuación el procedimiento de 
recuperación de deuda que trae causa del anterior. El 
objeto de este procedimiento es recuperar de los empre-
sarios, en los casos previstos, el importe de las presta-
ciones satisfechas a los trabajadores. Para ello el Orga-
nismo se subroga en los derechos de los trabajadores 
frente a sus empresas, de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 33 del RDL 1/1995 por el que se aprueba el 
Texto Refundido del Estatuto de los Trabajadores. 

Debe recordarse que no todas las prestaciones son 
recuperables y que hay una parte que el Organismo satis-
face a fondo perdido, pues respecto de ella no se produce 
la subrogación. Se trata del 40% de las prestaciones 
satisfechas a los trabajadores de empresas con menos de 
25 trabajadores en plantilla, siempre que la prestación 
satisfecha tenga su origen en resoluciones de contratos 
derivadas de fuerza mayor o de despido colectivo (ar-
tículos 51 y 52 c del Estatuto de los Trabajadores).

Este procedimiento se inicia cuando se efectúa el 
pago de la prestación con derecho a recuperación por 
parte de FOGASA, y finaliza cuando esta deuda es 
cobrada o dada de baja por la parte no recuperada. 

La normativa reguladora de este procedimiento está 
constituida, fundamentalmente, por el Estatuto de los 
Trabajadores, y por el RD 505/1985, que regula la 
organización y funcionamiento del Organismo. Ade-
más, existen disposiciones de carácter interno, dictadas 
por el Secretario General de FOGASA, que inciden en 
su regulación:

— «Procedimiento para la gestión de deudores por 
subrogación», de 29.6.2001, por el que se regula el pro-
ceso y tratamiento de altas, bajas y declaración de inco-
brables y la rehabilitación de créditos de deudores por 
subrogación. 

— «Procedimiento de Ingresos y Recursos a favor 
de FOGASA», de 26.3.1998, en la parte referente a las 
formas de recuperación aplicables, las actuaciones a 
seguir en el caso de incobrabilidad y las adjudicaciones 
y daciones en pago de bienes.

— «Instrucciones de la Secretaría General de 
FOGASA para la llevanza del Inventario de Garantías 
constituidas a favor del Organismo», de 28.6.1999, en 
las que se regula la gestión de este inventario.

La actividad recuperatoria del Organismo tiene 
reflejo en su contabilidad a través de diversas cuen-
tas de deudores, donde se registran los diferentes 
conceptos derivados de ella. Además, en ellas, se 
incluyen otros conceptos que tienen su origen en 
actividades distintas a la recuperatoria, tales como 
los de deudores por impago de las cuotas sociales de 
titularidad del Organismo (cuota FOGASA), por 
pago indebido de prestaciones y por enajenación de 
inversiones reales. 

Por tanto, el Organismo registra contablemente los 
diversos conceptos de deuda sin atender a su naturale-
za, de manera que un determinado concepto puede 
aparecer registrado en diferentes cuentas, siendo su 
importe total el sumatorio de los diversos saldos de las 
cuentas en que se registra contablemente. A la inversa, 
en el saldo de una cuenta pueden encontrarse importes 
correspondientes a conceptos diferentes. 

En el siguiente cuadro se puede apreciar lo anterior-
mente expuesto, y se recogen los saldos deudores, por 
cuentas y por conceptos, a 31.12.2001: 
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En este cuadro puede apreciarse cómo este sistema 
de registro no favorece la transparencia de la informa-
ción contable, ya que el simple cotejo de los estados 
contables no permite conocer los importes de los con-
ceptos registrados. Por ello el Organismo debería reco-
ger estos conceptos en subcuentas para facilitar una 
mayor información.

El resultado del análisis de los conceptos de deudo-
res no relacionados con el procedimiento de recupera-
ción de deuda se realizará en el epígrafe 5 de esta Sec-
ción «Otras Cuentas financieras sin relación directa con 
los procedimientos anteriores».

En el análisis del procedimiento de recuperación de 
deuda se distinguirán las siguientes fases: 

1. Subrogación del Organismo.
2. Recuperación de la deuda.
3. Baja de la deuda.

A continuación se describen estas fases, así como 
las diversas incidencias que respecto a ellas presenta la 
gestión del Organismo.

3.2 Subrogación del Organismo.

El objeto de esta fase es la adquisición de los derechos y 
acciones de los trabajadores frente a la empresa deudora.

En el gráfico adjunto se presenta de forma resumida las 
principales actuaciones existentes en este procedimiento:

El límite de esta subrogación es el valor de la presta-
ción pagada. A este respecto debe considerarse que: 

— La subrogación en los derechos de los trabaja-
dores, que es obligatoria, tal y como establecen el 
artículo 33.4 del Estatuto de los Trabajadores y el 
artículo 2.4 de RD 505/1985, se produce ex lege, en el 
momento en que FOGASA realiza el pago de la presta-
ción a los trabajadores. No es por consiguiente necesa-
rio que el Organismo realice ningún acto formal, adi-
cional al pago, para que se produzca la subrogación.

— Otra cosa es el ejercicio de las acciones que de 
la subrogación se derivan. Para el ejercicio de estas 
acciones (que hacen efectiva la subrogación), el Orga-
nismo, normalmente a través de sus UAP, debe perso-
narse ante el órgano jurisdiccional competente, formu-
lar la correspondiente demanda y acreditar el pago de la 
prestación (condición necesaria para que la subroga-
ción se produzca).

Tras estas actuaciones, el Organismo pasa a ocupar 
la misma posición procesal que ostentarían los trabaja-
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dores frente a sus empresas. Así, los créditos adquiridos 
por FOGASA en virtud de la subrogación realizada 
conservan el carácter de privilegiados que les confiere 
el artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores.

El inicio del procedimiento tiene lugar cuando el 
Área Económico-Financiera de los SSCC se dirige a 
cada UAP para notificarle las órdenes de pago corres-
pondientes a expedientes de prestaciones iniciados en 
ella. Esta comunicación es recibida en la UAP con un 
retraso de, aproximadamente, un mes desde la realiza-
ción de la orden de pago.

Con posterioridad, desde el Área de Gestión de 
Prestaciones y Recuperación se remite a cada UAP una 
relación de las transferencias realmente efectuadas. 
Este listado justifica que se han realizado los pagos, 
que producen en realidad el nacimiento del derecho de 
subrogación. El tiempo que transcurre desde que se 
emite la orden de pago a la entidad financiera hasta que 
éste se notifica a la UAP es de, aproximadamente, 60 
días. La UAP presenta el escrito de subrogación ante el 
órgano judicial donde se han seguido las actuaciones 
que han dado origen al pago de la prestación. 

Este documento recoge: 

a) los fundamentos de hecho (además del justifi-
cante del pago realizado, el derecho de los trabajadores 
al pago de sus salarios e indemnizaciones, la insolven-
cia del deudor o la acreditación de hallarse en procedi-
miento concursal, etc.) y de derecho (artículos 32 y 33 
del Estatuto de los Trabajadores) en que se sustenta la 
posición del Organismo; y 

b) la solicitud de que se lleven a cabo aquellas 
acciones que permitan la traba, embargo y ejecución 
del conjunto de bienes que, conocida su pertenencia al 
deudor, se indiquen en una relación adjunta.

Debe recordarse que el módulo de gestión de presta-
ciones utilizado por las UAP no prevé la edición de los 
escritos de subrogación en el caso de procedimientos 
concursales, por lo que en cada UAP se utilizan mode-
los diferentes que son confeccionados por el personal 
adscrito a ellas, lo que origina una diversidad de escri-
tos de subrogación no deseable. La situación descrita 
impide un control adecuado sobre los escritos presenta-
dos y, sobre todo, incrementa los costes de administra-
ción dada la necesidad de que sean editados fuera de la 
aplicación de prestaciones.

FOGASA comenzó a registrar contablemente la 
deuda por subrogación a partir del ejercicio 1999 en la 
cuenta (5421) «Deudores por subrogación« (grupo de 
Inversiones Financieras Temporales), en aplicación del 
criterio mantenido por la IGAE, por lo que a 31.12.2001 
únicamente forman parte de este concepto de deudores 
por subrogación, los derivados de pagos de prestacio-
nes a los trabajadores que dan derecho a subrogación, 
satisfechas en los ejercicios 1999, 2000 y 2001.

En este sentido, FOGASA utiliza como contrapartida a 
las cuentas en que registra estos deudores la cuenta (773) 

«Reintegros», cuenta destinada a registrar los ingresos por 
reintegros de gastos del presupuesto corriente o de ejerci-
cios cerrados obtenidos en el ejercicio. 

Los deudores por subrogación anteriores a 1999 
fueron registrados en la cuenta (5421), bajo el concepto 
de «Deudores en ejecución judicial», y con una particu-
laridad importante, el Organismo sólo contabilizó los 
deudores anteriores a 1999 en la parte de aquellos dere-
chos cuya recuperación consideraba posible, por 
encontrarse en un proceso de ejecución judicial. 

Como consecuencia de esta situación, se ha produ-
cido el hecho de que un mismo deudor, con varios 
expedientes de deuda correspondientes a varios ejerci-
cios (supuesto frecuente), puede tener parte de su deuda 
contabilizada y parte no, y puede sentir la presión recu-
peratoria del Organismo sobre parte de esa deuda y no 
sobre otra.

En este sentido debe señalarse que este Tribunal 
puede afirmar que el saldo correspondiente al concepto 
de deudores por subrogación que contemplan los esta-
dos anuales del Organismo a 31.12.2001, no es repre-
sentativo, pero no puede estimar cuanto no es represen-
tativo, debido, además de a la falta de registro contable 
ya señalada, a las numerosas deficiencias que presenta 
el control interno del Organismo que se exponen a con-
tinuación:

— El alta de la deuda se hace por expediente indivi-
dualizado, no por empresa deudora. Este criterio figura 
en el punto B) del «Procedimiento para la gestión de 
deudores por subrogación». Desde el punto de vista con-
table el importe de la deuda se registra al cierre del ejer-
cicio en un único apunte (su soporte adolece de numero-
sas deficiencias como se indica más adelante).

Este criterio tiene el grave inconveniente de no 
permitir la gestión de la deuda por deudor, lo que ori-
gina una gestión diferenciada del mismo deudor entre 
las distintas UAP. Por otra parte, la información con-
table y de gestión de que dispone FOGASA sobre sus 
deudores, no le permite conocer el detalle de lo que 
adeuda cada uno de ellos (expedientes adeudados, 
antigüedad de la deuda, cobros percibidos y fecha de 
su obtención, etc.). Esta situación impide no sólo 
conocer la evolución de cada deudor, sino adoptar 
decisiones adecuadas respecto del cobro de su deuda, 
lo que pone de manifiesto las graves deficiencias que 
presenta la gestión de cobro del Organismo y su regis-
tro contable.

La falta de información no permite al Organismo 
dotar una provisión para insolvencias ajustada a los 
términos de la Resolución de la IGAE de 14.12.1999; 
ello afecta también a la representatividad de los estados 
financieros del Organismo.

Asimismo, FOGASA carece de información para la 
determinación de un dato tan sustancial para una ade-
cuada gestión recaudatoria, como es el índice de cobro 
de la deuda (que permite medir su eficacia recaudato-
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ria), lo que pone de manifiesto las deficiencias que 
presenta la gestión del Organismo.

Tampoco dispone el Organismo de un sistema que 
le permita poner en relación los importes recuperados 
con la deuda cargada en cada ejercicio, así como identi-
ficar la deuda reconocida en cada ejercicio que es obje-
to de cobro aplazado mediante la firma del oportuno 
convenio de pago, lo que impide medir el grado de 
éxito del Organismo en la gestión de esta deuda.

— Por otra parte, tras el análisis del listado de 
expedientes que sirven de soporte al registro contable 
de estos deudores (los registrados en 1999, 2000 
y 2001), se observa que el importe que aparece refleja-

do en este listado no coincide con el importe recogido 
en los propios expedientes de pago de prestaciones 
(deducido el efecto de los expedientes en que no se 
produce la subrogación). Según el Organismo, estas 
diferencias se han debido a un fallo al realizar la con-
versión de pesetas a euros en la aplicación informática 
de prestaciones de FOGASA, que sirve de base para la 
contabilización de los deudores. 

A título de ejemplo, se cita a continuación una relación 
de expedientes en los que este Tribunal ha observado dife-
rencias significativas entre los datos que se obtienen de las 
prestaciones satisfechas y los datos que figuran en conta-
bilidad como deuda reclamable por estos expedientes:

CUADRO N.º 17

EXPEDIENTES QUE PRESENTAN DISCREPANCIAS ENTRE DATOS CONTABLES 
Y EXTRACONTABLES

Sin perjuicio de lo anterior, tras comparar la infor-
mación sobre prestaciones reconocidas con derecho a 
subrogación, con la deuda por subrogación reconocida 

según los estados contables del Organismo, se observan 
las siguientes diferencias:

CUADRO N.º 18

DIFERENCIAS ENTRE LOS DEUDORES POR SUBROGACIÓN CONTABILIZADOS Y LOS QUE FIGU-
RAN EN REGISTROS EXTRACONTABLES

Estas diferencias no han sido aclaradas a este Tribu-
nal, lo que cuestiona la cifra de deudores por subroga-
ción contabilizada por el Organismo.

Además, en lo que se refiere al ejercicio 2001, debe 
indicarse que la información facilitada por el Organis-
mo en cuanto a prestaciones satisfechas (por título y 
causa de pedir, y por «cajas» remitidas al Servicio de 
Contabilidad) ha resultado incoherente, al reflejar dis-
tintos importes para unos mismos expedientes. Así, la 

información facilitada por título y causa arrojaba un 
importe de prestaciones reconocido en el ejercicio de 
35.745.296.018 pesetas, mientras que la cifra de presta-
ciones reconocidas en el ejercicio por cajas de remisión 
a contabilidad recogía un importe de 35.770.054.813 
pesetas, sin que tampoco el Organismo haya aclarado a 
este Tribunal las causas de este descuadre.

— Por otra parte, no en todos los casos el Organis-
mo se persona en el juzgado para hacer efectivo su 
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derecho de subrogación. El análisis realizado por este 
Tribunal pone de manifiesto la existencia de diversos 
criterios de gestión respecto a la subrogación; así exis-
ten UAP como la de Barcelona que únicamente se 
subroga en aquellos casos que detecta la existencia de 
bienes, mientras que otras lo hacen siempre. Sin embar-
go, no debe olvidarse que estos deudores pueden venir 
a mejor fortuna y, por tanto ser rehabilitada su deuda. 
Por otra parte, lo cierto es que no consta la existencia 
de controles, ya sea en las UAP o en los SSCC, que 
verifiquen que efectivamente se produce la subrogación 
en todos los casos en que sea ésta posible. 

— El punto A) del «Procedimiento para la gestión 
de deudores por subrogación», considera deudor por 
subrogación a «... toda empresa cuyos trabajadores ten-
gan reconocidas prestaciones y se haya ordenado su 
pago en cada ejercicio natural». 

Como se ha indicado, para que se pueda producir la 
subrogación, debe haberse realizado el pago de la pres-
tación, no bastando, en consecuencia, con que se haya 
ordenado el pago.

En este sentido, este Tribunal ha verificado que en 
determinadas UAP (vgr.: Alicante) la subrogación se ha 
producido, sin que conste rechazo del órgano judicial 
competente, con la presentación de la copia de la orden 
de pago a la entidad bancaria. Esta conducta no es 
correcta, ya que no todas las órdenes de pago emitidas 
son cobradas por los beneficiarios, bien porque la trans-
ferencia no ha podido ser realizada, bien porque el bene-
ficiario no ha retirado el correspondiente cheque banca-
rio, etc., con lo cual el Organismo trata de ejercitar un 
derecho de cobro que, en realidad, aún no existe.

Esta situación ha afectado, asimismo, al registro 
contable de estas operaciones, por lo que la deuda por 
subrogación contabilizada por el Organismo es inco-
rrecta, en una cuantía que no puede ser determinada por 
este Tribunal. 

Así, para una muestra de prestaciones impagadas a 
31.12.2001 correspondientes a prestaciones reconoci-
das en ese ejercicio, este Tribunal ha observado que al 
menos existen 76 prestaciones, por un importe de 
33.956.197 pesetas, que resultando impagadas a 
31.12.2001, figuran indebidamente contabilizadas 
como deudores por subrogación.

Por otra parte, el Organismo ha contabilizado como 
deuda por subrogación, las prestaciones reconocidas en 
el mes de diciembre de 2001 que resultaron pagadas en 

enero de 2002, es decir, cuando aún no se había produ-
cido la efectiva subrogación. De acuerdo con las esti-
maciones de este Tribunal, el importe indebidamente 
contabilizado por este motivo a 31.12.2001 podría 
ascender a 2.409.692.350 pesetas. 

Tampoco ha tenido en cuenta FOGASA la existen-
cia de expedientes de reintegro por pago indebido de 
prestaciones, lo que, obviamente, deja sin efecto las 
subrogaciones, en su caso, producidas. Esta deficiencia 
ha presentado dos variantes en el ejercicio 2001:

• Expedientes de reintegro de prestaciones cuyo 
importe no ha sido recuperado en el propio ejercicio 
2001 y contabilizados como deudores por pago indebi-
do de prestaciones al cierre de dicho ejercicio. Respec-
to de ellos, la verificación realizada por este Tribunal 
ha puesto de manifiesto que figuran contabilizados en 
su totalidad también como deudores por subrogación, 
por lo que debe minorarse el saldo de esta cuenta en 
10.312.082 pesetas.

• Expedientes de reintegro de prestaciones cuyo 
importe ha sido recuperado en el propio ejercicio 2001 
y que, sin embargo, no han sido dados de baja en conta-
bilidad. Del análisis realizado por este Tribunal se 
deduce que al menos 77.727.234 pesetas deben ser 
dadas de baja en la contabilidad de FOGASA como 
deudores por subrogación a 31.12.2001.

Esta situación pone de manifiesto, una vez más, la 
falta de representatividad del saldo de este concepto de 
deudores por subrogación y las deficiencias que pre-
senta el control interno del Organismo en esta área.

— El Organismo al estimar la deuda por subroga-
ción no ha deducido las prestaciones pagadas a los tra-
bajadores que éstos hayan aportado a la constitución de 
una sociedad laboral, una cooperativa de trabajo aso-
ciado, etc., previstos en el artículo 2 del RD 505/1985, 
de 6 de marzo, modificado por el RD 372/2001, de 6 de 
abril, que no dan derecho a subrogación. Este efecto no 
ha podido ser cuantificado por este Tribunal ante la 
falta de datos del Organismo.

— Por otra parte, el tiempo que transcurre desde 
que se conoce el pago hasta que la UAP presenta el 
escrito de subrogación en el juzgado correspondiente 
difiere según la UAP. En el cuadro adjunto se muestra, 
para las UAP fiscalizadas, el tiempo medio estimado 
para la muestra realizada:

CUADRO N.º 19

PLAZO TRANSCURRIDO ENTRE EL CONOCIMIENTO DEL PAGO Y LA PRESENTACIÓN 
DEL ESCRITO DE SUBROGACIÓN
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Destaca el retraso existente en la UAP de Madrid, y 
la falta de medidas por parte de los SSCC para corregir 
esta situación que perjudica sensiblemente las posibili-
dades de cobro de la deuda. Lo anteriormente descrito 
pone de manifiesto nuevamente la deficiente actuación 
del Organismo en la gestión de la deuda.

Esta situación es, además, contraria al artículo 31 
del RD 505/1985 que exige al Organismo que lleve a 
cabo todas las actuaciones necesarias para el «...más 
rápido y eficaz reembolso de las cantidades abona-
das».

3.3 Recuperación de la deuda.

Esta fase tiene por objeto que aquellas empresas 
cuyos trabajadores hayan recibido prestaciones con 
derecho a subrogación de FOGASA, y a las cuales se 
hayan detectado bienes, procedan a su cancelación. Las 
formas de recuperación de la deuda más comunes son 
las siguientes: 

1. Mediante convenios de pago con el deudor, ya 
sea por fraccionamiento o aplazamiento de la deuda.

2. Pago voluntario por parte del deudor, mediante 
la entrega de efectivo o de bienes (daciones en pago).

3. Transacción con el deudor.
4. Recuperación mediante ejecuciones judiciales 

y procedimientos concursales.

A estos efectos, se considera que se produce el 
cobro de la deuda cuando el Organismo recibe su 
importe en efectivo, hace efectivos los documentos 
cambiarios entregados, registra los bienes o derechos 
recibidos u obtiene documentación suficiente que acre-
dite su titularidad.

El tiempo que transcurre desde que se inicia la ges-
tión recuperatoria hasta que se produce el cobro de la 
deuda es de 7,7 años en el caso de convenios y de 4,5 
años en el de ejecuciones judiciales. Estas formas recu-
peratorias representan el 41,6% y el 41,8%, respectiva-
mente, del total de las recuperaciones.

A continuación se describe el procedimiento segui-
do en las formas de recuperación anteriormente indica-
das, si bien respecto de la recuperación mediante pro-
cedimientos judiciales sólo se analizarán las actuaciones 

de gestión realizadas por el Organismo, sin entrar en la 
descripción y valoración de las fases y etapas regidas 
por la normativa concursal y procesal.

Antes de ello se describen dos deficiencias que afec-
tan al procedimiento de recuperación de deuda, no 
específicas de ninguna de sus modalidades:

— El Organismo no requiere al deudor para que le 
abone las cantidades adeudadas en aquellos casos en 
que indebidamente no se subroga (vgr.: UAP de Barce-
lona). Esta falta de subrogación supone, además, un 
incumplimiento del artículo 31.1 del RD 505/1985 que 
exige al Organismo que requiera «... a las empresas 
deudoras para la devolución ... de las cantidades abona-
das». Ello impide efectuar un control sobre el correcto 
pago de la prestación.

— Por otra parte, FOGASA sigue el criterio de 
asignar la actividad de gestión de cobro de la deuda a la 
UAP en la que se instruyó el expediente de pago de 
prestaciones. No obstante, cuando el pago de prestacio-
nes por un mismo deudor afecta a varias UAP (por 
tener sedes el deudor en varias provincias), no se pro-
duce una actuación coordinada entre ellas. Piénsese en 
un deudor al que en una UAP se concede un aplaza-
miento y en otra no, por tener un criterio más restrictivo 
en cuanto a la valoración de garantías.

En ocasiones, el Secretario General del Organismo 
ha autorizado la gestión de la deuda de un determinado 
deudor por una UAP concreta. 

A continuación se analiza el procedimiento de recu-
peración mediante convenios de pago con el deudor. 

3.3.1 Convenios de pago con el deudor.

3.3.1.1 Consideraciones generales.

De acuerdo con el artículo 32.1 del Real Decreto 
505/1985, el Organismo puede concluir acuerdos de 
pago con sus deudores para el fraccionamiento y apla-
zamiento de su deuda. Estos acuerdos devengan intere-
ses al tipo legal del dinero.

En la gestión de estos convenios de pago intervie-
nen tanto las diferentes UAP del Organismo como sus 
SSCC. En el siguiente cuadro se muestra la actividad 
realizada por FOGASA respecto de esta forma de recu-
peración de la deuda:

CUADRO N.º 20

CUANTIFICACIÓN DE LA GESTIÓN DE CONVENIOS DURANTE EL PERIODO 1997-2001 
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Del examen de los anteriores datos se deduce una 
pérdida del peso específico de esta forma recuperatoria.

Además de la normativa de carácter general que 
regula la actuación del Organismo, este procedimiento 
recuperatorio está regulado por la Orden de 20.8.1985 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, sobre 
conclusión de acuerdos de devolución de cantidades 
satisfechas, modificada por la Orden de 20.1.1999 del 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, que introdu-
jo una nueva regulación del tipo de interés a aplicar a 
las cantidades aplazadas por estos convenios.

Asimismo, existen dos normas principales de carác-
ter interno referentes a la gestión de estos convenios:

— El «Procedimiento de Gestión de Acuerdos y 
Convenios de Recuperación», de 17.12.1998, que regu-
la, específicamente, esta forma de recuperación. 

— Las «Instrucciones de la Secretaría General del 
Fondo de Garantía Salarial para la llevanza del Inven-
tario de Garantías constituidas a favor del Organis-
mo», de 28.6.1999, que establecen las pautas para la 
gestión de un registro que recoja las garantías consti-
tuidas a favor del Organismo derivadas de estos con-
venios.

Para la obtención de las conclusiones recogidas en 
este epígrafe se ha considerado una muestra de conve-
nios que representa el 46,2% del total de convenios fir-
mados durante el periodo 1997-2001 (22% en el caso 
de convenios incobrables).

En el gráfico adjunto se presentan de forma resumi-
da las principales actuaciones existentes en este proce-
dimiento:
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Para el análisis de este procedimiento distinguire-
mos las siguientes fases: 

1. Solicitud de firma del convenio
2. Valoración de la solicitud
3. Formalización del acuerdo de convenio
4. Seguimiento del convenio
5. Liquidación del convenio
6. Convenios declarados incobrables

3.3.1.2 Solicitud de firma del convenio.

Esta fase comprende los trámites necesarios para la 
puesta en marcha del procedimiento que comienza 
cuando el deudor, bien por propia iniciativa, bien tras el 
requerimiento de pago realizado por el Organismo (ar-
tículo 31 del RD 505/85), acuerda con éste la celebra-
ción del correspondiente convenio de pago, para frac-
cionar o aplazar la deuda contraída.

A este respecto, debe señalarse que sólo existe cons-
tancia del requerimiento de pago a que hace referencia 
el artículo 31 en el 5,8% de los convenios firmados, lo 
que significa que el Organismo realiza una escasa pre-
sión recuperatoria sobre el deudor.

En el caso de que el deudor presente la solicitud por 
propia iniciativa, lo puede hacer antes o después del 
pago de la prestación por el Organismo, siendo muy 

frecuente la presentación de la solicitud en un momento 
anterior al abono de la prestación (el 44% de los conve-
nios se encuentran en esta situación). En estos casos, 
una vez firmado el convenio de pago y realizado el 
abono de las prestaciones, se incorpora a éste un Anexo 
donde se fijan definitivamente el importe de la deuda y 
su cuadro de amortización.

El escrito de solicitud debe contener la identifica-
ción del solicitante, el montante de la deuda (o estima-
ción de la misma), la fórmula para su pago y la garantía 
que ofrece el deudor. Asimismo, según señala el 
artículo 5.3 de la OM de 20.8.1995, la solicitud debe 
incluir los datos necesarios para la valoración de la pro-
puesta por el Organismo: previsiones de evolución 
productiva, de mercado y viabilidad de la empresa, 
número de trabajadores de la misma, una relación de 
los bienes, créditos y derechos de los que la empresa o 
su garante sea titular, cargas de la empresa, etc.

No obstante lo anterior, en ninguno de los convenios 
fiscalizados por el Tribunal en los que figura el escrito 
de solicitud constan la totalidad de los datos anterior-
mente indicados, lo que impide la realización de un 
análisis riguroso de la viabilidad económica de las soli-
citudes presentadas.

La ausencia de este tipo de estudios, además del 
incumplimiento de la normativa vigente que supone, 
genera un riesgo evidente y significativo de que el 
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Organismo firme convenios con empresas que carecen 
de viabilidad, tal y como demuestra la realidad (el 56% 
de los convenios firmados durante el periodo 1997-
2001 han sido morosos, habiendo sido incobrables 
hasta la fecha de este Proyecto de Informe el 18% de 
ellos), con el consiguiente perjuicio para el interés 
público.

3.3.1.3 Valoración de la solicitud.

Esta fase tiene por objeto comprobar y valorar los 
datos aportados por el solicitante, para proponer la 
aprobación o denegación del convenio.

Comprende todas aquellas actividades de valoración 
que deben realizar las UAP o la Unidad de Convenios y 
Actuaciones Jurídicas, para determinar la viabilidad o 
no de la empresa y su capacidad de mantener los com-
promisos recogidos en el documento de solicitud (man-
tenimiento o creación de puestos de trabajo y amortiza-
ción de la deuda con FOGASA).

En concreto, la OM de 20.8.1985 establece que los 
convenios han de someterse a una serie de requisitos, 
fundamentalmente en cuanto a plazos y garantías, 
cuyo cumplimiento se ha de valorar por parte del 
Organismo.

— Respecto a los plazos, se establece que, en el 
caso de acordarse el aplazamiento del importe íntegro 
de la cantidad adeudada, sin fraccionamiento del pago, 
el plazo máximo del aplazamiento será de dos años. En 
el caso de que se trate de un acuerdo de fraccionamien-
to, este plazo será de ocho años, no pudiendo convenir-
se periodos de carencia superiores a seis meses.

En este sentido, ante los numerosos incumplimien-
tos que en la actualidad presenta esta norma, según se 
verá más adelante, parece razonable sustituir las refe-
rencias que la citada OM hace a plazos de tiempo con-
cretos para establecer los límites del fraccionamiento o 
aplazamiento, por un periodo no concreto, supervisado 
por los SSCC del Organismo, y soportado técnicamen-
te en los estudios de viabilidad de la empresa, lo que 
permitiría una mayor flexibilidad para adaptarse a las 
diferentes situaciones, a veces cambiantes, que presen-
tan las empresas.

Por otra parte, el Organismo debería definir, a través 
de una instrucción interna incorporada a los convenios, 
qué debe entenderse por «carencia». Este Tribunal ha 
detectado supuestos en que el Organismo ha entendido 
por carencia un aplazamiento en los pagos (con deven-
go de intereses); y otros, en los que ha considerado un 
aplazamiento de los vencimientos (sin devengo de inte-
reses). En cualquiera de estas dos interpretaciones, se 
han detectado incumplimientos de esta norma, lo que 
pone de manifiesto las insuficiencias de control interno 
del Organismo al respecto.

Para determinar los plazos que deben regular la 
liquidación del convenio dentro de los límites antes 
señalados, los artículos 2.2 y 5.3 de la citada Orden 

establecen que las variables a considerar son el mon-
tante de la deuda, las previsiones de evolución produc-
tiva, de mercado y viabilidad de la empresa, el número 
de trabajadores que la misma ocupe y se proponga ocu-
par y las cargas a que deba atender, debiendo aplicar un 
criterio de actuación semejante en caso de supuestos 
similares. Sin embargo, en los expedientes selecciona-
dos este Tribunal ha detectado las siguientes inciden-
cias: 

• En ninguno de los convenios analizados consta la 
totalidad de los datos exigidos por el artículo 5.3 de la 
referida OM. Tampoco consta la existencia de requeri-
mientos para su obtención, incumpliéndose por tanto la 
normativa aplicable e impidiendo realizar una valora-
ción fundamentada del tiempo que debe durar el apla-
zamiento. En general, puede señalarse que el Organis-
mo se limita a convenir con el deudor el máximo 
tiempo posible de aplazamiento: 8 años.

• Tan sólo en el 18% de los convenios fiscalizados, 
el Organismo ha dispuesto de la relación de bienes y 
derechos de la empresa solicitante. En el caso de tratar-
se de datos de plantilla contrastados externamente, este 
porcentaje desciende a un 6%. 

Todo ello pone de manifiesto las insuficiencias de 
control interno del Organismo al respecto.

— Por lo que respecta a las garantías que el deudor 
debe aportar, la OM de 20.8.1985 establece en su 
artículo 3 que éstas deben ser suficientes, debiendo ser 
aportadas por la propia empresa deudora o por un terce-
ro. Los tipos de garantías admitidas por FOGASA para 
la firma de convenios pueden ser reales, personales y 
solidarias, embargos, cláusulas o condiciones resoluto-
rias expresas, compromisos de cesión de créditos o 
cualquier otra que se estime suficiente.

Además, la normativa interna de FOGASA exige 
que se acompañe documentación justificativa de la pro-
piedad y de las cargas que soportan los bienes aporta-
dos en garantía, así como una valoración pericial de los 
bienes. Se entiende que existe esta suficiencia cuando 
la garantía aportada cubra la cantidad pactada, princi-
pal más intereses, en el acuerdo o convenio. A este res-
pecto, debe indicarse que el Tribunal ha detectado que 
el Organismo no realiza una previa comprobación sis-
temática y generalizada de los requisitos anteriormente 
indicados, limitándose, en ocasiones, a la aceptación de 
la mera declaración del deudor al respecto. 

Asimismo, se ha detectado que el Organismo no 
verifica que el valor de los bienes ofrecidos como 
garantía asegure permanentemente el cobro de la deuda 
pendiente, lo que puede hacer que en el caso de resolu-
ción posterior del convenio por insolvencia del deudor, 
las garantías otorgadas no sean suficientes, con el con-
siguiente perjuicio para el Organismo.

La unidad que debe examinar la garantía aportada 
para determinar su suficiencia, propiedad y cargas es 
la UAP que tramita el convenio. En aquellos casos en 
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los que ésta sea especialmente compleja, puede solici-
tar que se determine su suficiencia a través de la Uni-
dad de Convenios y Actuaciones Jurídicas del Área de 
Gestión de Prestaciones y Recuperación.

— Una vez realizadas las oportunas valoraciones, 
la UAP remite a la Unidad de Convenios y Actuaciones 
Jurídicas del Área de Gestión de Prestaciones y Recu-
peración, una «ficha previa» a la firma del convenio en 
la que constan, entre otros datos, la cantidad convenida, 
el interés legal a aplicar, la fórmula de pago y las garan-
tías, con el fin de que la Secretaría General conozca el 
contenido del referido acuerdo antes de emitir su pro-
nunciamiento. Esta «ficha previa» es valorada por la 
citada Unidad antes de su discusión en la Comisión 
Asesora en materia de Prestaciones y Subrogación, de 
la que forma parte el Secretario General.

El análisis de los convenios fiscalizados ha puesto 
de manifiesto las siguientes incidencias respecto de 
esta «ficha previa»:

• Falta de evidencia documental de la ficha previa 
en el 30% de los convenios fiscalizados, lo que supone, 
en el mejor de los casos, un defecto de control de la 
documentación administrativa.

• La estructura de la ficha previa no permite que se 
recojan en ella datos básicos para su valoración como 
pueden ser los correspondientes a plantilla, estudio de 
viabilidad, documentos referentes a la tasación de las 
garantías, relación de expedientes que dan origen al 
posible convenio, etc. Estas omisiones dificultan tanto 
a la Unidad de Convenios y Actuaciones Jurídicas 
como al propio Secretario General, la adopción de una 
decisión fundada sobre la conveniencia de firmar el 
convenio. En consecuencia, existe el riesgo de que el 
acto de aprobación de la «ficha previa» se desnaturalice 
convirtiéndose en un trámite formal y no un acto de 
control, como está previsto.

• La aplicación informática que viene siendo desa-
rrollada por el Organismo para la gestión de estos deu-
dores asigna un número de expediente de convenio a 
toda petición de convenio (con ficha previa), aun cuan-
do éste no resulte finalmente aprobado, lo que supone 
que las altas de convenios en un ejercicio no presentan 
un número secuencial de expediente, lo que induce a 
pensar en un número de convenios gestionados supe-
rior al realmente existente. 

Por otra parte, la aplicación indica en el campo 
«ficha previa», si ésta ha sido o no aprobada, pero no 
indica nada sobre si el convenio ha sido finalmente fir-
mado o no, lo que obliga a una búsqueda informática 
ficha por ficha para averiguar si el convenio ha sido o 
no suscrito.

— La Secretaría General tras el análisis de la «ficha 
previa» aprueba o rechaza la firma del convenio de 
pago. La aprobación o denegación de esta ficha es noti-
ficada a la UAP, para que prosiga la tramitación del 
procedimiento. Asimismo, se remite a la UAP la ficha 

auxiliar generada por la aplicación de convenios en la 
que se recoge la tabla de amortización que debe ser 
aplicada a la liquidación de la deuda.

3.3.1.4 Formalización de la firma del convenio.

El objeto de esta fase es documentar los acuerdos a 
los que han llegado FOGASA y el deudor con la finali-
dad de cancelar la deuda.

Las actividades comprendidas en esta fase se inician 
con la aprobación de la «ficha previa» y finalizan cuan-
do el documento donde se recoge el acuerdo formal es 
entregado al deudor, una vez tomada razón por el Servi-
cio de Contabilidad de FOGASA.

— La firma del convenio se produce una vez cono-
cida por la UAP la aprobación de la «ficha previa». El 
acuerdo debe ser firmado por personas con capacidad 
para obligar al deudor y, en general, por el jefe de la 
UAP que se designe. Para ello existe delegación de 
firma para cada convenio por parte del Secretario 
General de FOGASA. 

A este respecto, debe destacarse que la heterogenei-
dad de los documentos (textos) en que se materializan 
los convenios supone un riesgo para FOGASA, ya que 
estos documentos no son objeto de un estudio porme-
norizado por parte de los SSCC, por lo que se pueden 
incorporar cláusulas perjudiciales al Organismo. En 
este sentido, sería conveniente que FOGASA diseñara 
un modelo de convenio informado20, en su caso, por el 
Servicio Jurídico del Estado, al que deban adaptarse las 
UAP en las negociaciones con los deudores del Orga-
nismo, lo que, por otra parte, añadiría seguridad jurídi-
ca a los interesados, eliminando el riesgo de discrimi-
naciones. 

— Una vez firmado el convenio por la UAP, el 
Organismo realiza su anotación contable. Ello se reali-
za sobre la base de unos listados facilitados por la Uni-
dad de Convenios al Servicio de Contabilidad. Estos 
listados han sido obtenidos por la Unidad de Convenios 
de la aplicación informática que está siendo elaborada 
por el Área de Informática para la gestión de estos deu-
dores.

A este respecto, debe señalarse que el Organismo ha 
realizado el registro contable de esta deuda en el ejerci-
cio 2001 por el resultado neto de las operaciones pro-
ducidas durante el ejercicio (altas, regularizaciones de 

20 El Organismo manifiesta en sus alegaciones que este docu-
mento único existe y que se adapta a cada supuesto concreto. A este 
respecto, debe señalarse que el Tribunal no indica en el Informe que 
no exista un modelo único teórico en el que se recojan los acuerdos 
firmados, sino que, tal y como se deduce de los datos aportados por 
el Organismo, en la realidad, los documentos utilizados son hetero-
géneos, tanto en lo que se refiere a su forma como su fondo (exis-
tencia o no de cláusulas resolutorias, descripción de los bienes en 
garantía, tabla de amortización, existencia de nuevas prestaciones a 
los trabajadores, etc.).
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intereses y principal de la deuda, cobros en efectivo, 
etc.), lo que supone el incumplimiento del principio 
contable de no compensación de operaciones estableci-
do en el Plan General de Contabilidad Pública. 

Pero no es éste el único principio contable que 
incumple el Organismo. Así, cuando se contabiliza un 
nuevo convenio, los intereses de la tabla de amortiza-
ción se registran como ingresos en su totalidad, sin 
periodificar la parte correspondiente a cada ejercicio, lo 
que vulnera los principios de correlación de ingresos y 
gastos y de devengo. Estas anotaciones que correspon-
den a intereses aún no devengados son modificadas al 
inicio de cada ejercicio (desde 1999) para adaptarlas al 
tipo de interés vigente en cada ejercicio, con abono a 
resultados del ejercicio, lo que igualmente es contrario 
al referido principio.

El incremento en el resultado de los estados finan-
cieros del Organismo que indebidamente se ha produci-
do con esta errónea forma de contabilización asciende a 
770 millones de pesetas.

A ello hay que añadir que la información sobre 
cobros que se asignan a cada expediente adolece de defi-
ciencias significativas como se comenta más adelante, lo 
que afecta a la cifra del principal de la deuda contabiliza-
da y a los intereses correspondientes, en un importe que 
no ha podido ser precisado por el Tribunal.

— El convenio debe instrumentarse en documento 
administrativo o bien elevarse a escritura pública si así 
lo exige la constitución de la garantía, siendo a cargo de 
la empresa los gastos que de ello se deriven. Según el 
análisis realizado, un 50% de los convenios son firma-
dos en escritura pública.

No obstante lo anterior, este Tribunal ha detectado 
convenios garantizados con hipoteca de cuya constitu-
ción no consta evidencia documental alguna en el expe-

diente. Asimismo, en el 37% de los convenios fiscaliza-
dos falta la evidencia documental de la inscripción 
registral de las hipotecas constituidas a favor de FOGA-
SA. Estos hechos suponen un incumplimiento de la 
normativa interna del Organismo, que establece que la 
garantía hipotecaria debe inscribirse en un plazo de 30 
días una vez firmado el acuerdo de devolución (punto 
2.2.4 de Procedimiento para la conclusión de acuerdos 
o convenios de devolución). Por su parte, el punto 2.2.5 
de las referidas normas establece que la falta de inscrip-
ción de la garantía dejará sin efecto el acuerdo.

Esta situación pone de manifiesto una falta de rigor 
en la actuación del Organismo que incrementa signifi-
cativamente el riesgo de falta de recuperación de la 
deuda.

Por otra parte, este Tribunal ha constatado que en el 
19% de los convenios analizados la garantía con la que 
el acuerdo se ha formalizado es insuficiente para cubrir 
el principal y los intereses pactados, lo que pone en 
peligro, asimismo, la eficacia recuperatoria del Orga-
nismo.

En otras ocasiones, FOGASA ha firmado convenios 
con garantías potenciales o no definidas. Es el caso del 
convenio firmado con la compañía Aguilar de Edicio-
nes, SA en 1985, donde esta compañía se comprome-
tió, simplemente, «... a constituir una garantía real de 
hipoteca a favor del Fondo de Garantía Salarial en el 
caso de que durante la vigencia de este acuerdo ad-
quiera(n) cualquier bien inmueble». 

La firma de este convenio no parece adaptarse a lo 
establecido en artículo 3 de la OM de 20.8.1985, que 
exige la constitución de garantía suficiente para la for-
malización de cualquier acuerdo de aplazamiento. En 
el cuadro adjunto se pone de manifiesto lo anteriormen-
te señalado:

CUADRO N.º 21

INSUFICIENCIA DE LAS GARANTÍAS EN DETERMINADOS EXPEDIENTES

Por otra parte, en los casos que proceda, dado que el 
acuerdo firmado interrumpe las acciones que FOGASA 
pueda estar ejercitando para la realización de su crédito, 
el Organismo debe comunicar este hecho al órgano judi-
cial que entiende del procedimiento para que proceda al 
archivo del expediente. Sin embargo, en tan sólo el 40% 
de los convenios analizados en que esta comunicación 
era procedente, existía constancia de ello.

La falta de esta comunicación puede provocar una 
descoordinación entre la acción administrativa ejercida 
por el Organismo y la actuación judicial.

— Por otra parte, debe señalarse que un elevado 
porcentaje de convenios son firmados antes de que se 
produzca el pago efectivo de las prestaciones, por lo 
que es necesario que una vez satisfechas éstas, se pro-
ceda a la firma de un Anexo en el que se actualicen los 
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datos recogidos en el acuerdo inicial. A continuación, 
la UAP procede a comunicar a la Unidad de Convenios 
y Actuaciones Jurídicas los nuevos datos del Anexo 
(importe total de las prestaciones realmente pagadas, 
nuevas garantías, etc.), para que ésta proceda a su valo-
ración.

Sin embargo, en ninguno de los Anexos analizados 
por este Tribunal figura una valoración de las causas 
que han dado lugar a la modificación de las condicio-
nes iniciales. Tampoco se ha detectado la existencia de 
la documentación necesaria para poder hacer esta valo-
ración, lo que no permite constatar que esta actuación 
de control se esté realizando en la práctica, incumplien-
do la normativa interna del Organismo.

En el caso de que exista aprobación del nuevo 
Anexo, se elabora la ficha auxiliar con los nuevos 
datos, remitiéndose a la UAP para que se proceda a su 
formalización. Paralelamente, se ponen estos datos en 
conocimiento del Servicio de Contabilidad para su ano-
tación. A este respecto, debe señalarse que tan sólo un 
6% de los convenios fiscalizados cumplieron el plazo 
de 10 días establecido en el artículo 7.2 de la OM de 
20.8.1985, para la toma de razón en contabilidad.

El procedimiento que se sigue para la formalización 
de este Anexo es similar al descrito con anterioridad 
para la firma del convenio. 

3.3.1.5 Seguimiento del convenio.

Esta fase tiene por objeto verificar el cumplimiento 
de las condiciones pactadas en el convenio referentes a 
las garantías aportadas, su formalización y cobertura, el 
importe de los pagos y sus fechas de realización, la 
aplicación de las condiciones resolutorias, etc. Por otra 
parte, durante la vigencia del convenio pueden produ-
cirse situaciones que obliguen a la modificación de las 
condiciones inicialmente pactadas. Los hechos que las 
producen y las nuevas condiciones pactadas deben ser 
también examinadas y controladas, siendo por consi-
guiente objeto de esta fase. 

Las actuaciones de seguimiento a realizar se refie-
ren a varios aspectos que se relacionan a continuación:

— A principio de cada año, y desde 1999, por apli-
cación de la Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales de 20.1.1999 que modificó la de 20.8.1985, 
FOGASA debe proceder a modificar el tipo de interés 
legal por el vigente en cada ejercicio. 

No obstante, FOGASA no ha comunicado con 
carácter general la actualización de las cuotas a pagar a 
los deudores, lo que ha provocado que éstos sigan satis-
faciendo las cuotas inicialmente pactadas. Esta situa-
ción ha supuesto que los deudores hayan podido efec-
tuar una amortización anticipada parcial de la deuda 
dado que los tipos de interés han experimentado un 
descenso en estos últimos ejercicios. Este riesgo moti-
vó que el Secretario General dictara la Resolución de 
28.11.2001, para tratar de regularizar esta situación. 

Esta regularización ha consistido en la minoración del 
principal de la deuda por el exceso de cuota pagado en 
cada momento. Ahora bien, al efectuar este cálculo, 
FOGASA no ha considerado el efecto financiero que 
este importe pagado en exceso debe tener en el cálculo 
de las cuotas y capital pendiente. 

Esta situación implica que los saldos pendientes de 
pago que figuran en los estados contables del Organis-
mo son incorrectos, también por esta razón, en una 
cifra que este Tribunal no puede determinar, dado que 
para ello deben ser reconstruidos los cuadros de amor-
tización de los deudores en que se produce esta situa-
ción considerando la existencia de sucesivas amortiza-
ciones parciales de deuda en cada cuota pagada en 
exceso por el deudor.

Para el cálculo de la nueva cuota a pagar en cada 
ejercicio, FOGASA considera la totalidad del capital 
pendiente de pago, aun cuando en este capital figuren 
importes correspondientes a cuotas vencidas y no paga-
das, es decir, que el capital que incorporaban dichas 
cuotas pasa a engrosar el capital pendiente de pago. A 
la deuda así calculada se añaden los intereses que 
incorporaban las cuotas impagadas. 

Este Tribunal considera que este criterio no se ajusta 
al sistema de recuperación de deuda previsto en la nor-
mativa reguladora de estos convenios, según la cual el 
capital que debe ser objeto de revisión es únicamente el 
capital integrado en las cuotas pendientes de venci-
miento, debiéndose reclamar las cuotas vencidas y no 
pagadas aplicando a cada una de ellas el interés de 
demora que corresponda en cada ejercicio hasta la 
fecha en que finalmente se cobren.

Por otra parte, este Tribunal debe indicar que, en la 
medida en que las UAP están reclamando al deudor el 
cobro de las cuotas impagadas, existe el riesgo de que 
la parte de principal que incorporan esté siendo doble-
mente cobrada por el Organismo21, una a través de la 
reclamación específica de la cuota efectuada por las 
UAP, y otra en el pago de las cuotas actualizadas que 
efectúe el deudor.

Consecuentemente, el Organismo debe revisar la 
totalidad de las actuaciones realizadas al respecto a fin 
de depurar el saldo de deudores que presentan sus esta-
dos contables.

— La normativa no especifica ningún sistema de 
amortización de la deuda, lo que aun cuando otorga 
flexibilidad al Organismo, también incrementa el ries-
go de errores y dificulta el control. A este respecto, 
debe indicarse que la aplicación informática del Orga-

21 Este Tribunal no comparte la alegación realizada por el 
Organismo que niega la posibilidad de que se produzcan cobros 
duplicados, ya que tal y como se indica en el Informe, el procedi-
miento actual permite que la parte de principal de las cuotas impa-
gadas pueda ser objeto, al menos teóricamente, de una doble recla-
mación y, por tanto, de una doble imputación en el cuadro de 
amortización (una a la cuota antigua reclamada por la UAP, y otra a 
la nueva cuota comunicad por los SSCC).
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nismo sólo calcula, por defecto, la tabla de amortiza-
ción de los préstamos por el sistema francés (cuota 
constante), por lo que para cualquier otro pacto, la tabla 
de amortización debe ser calculada de forma manual 
por el gestor.

En este sentido, el Tribunal ha detectado varios con-
venios en que tras la obtención de la tabla de amortiza-
ción, el Organismo ha establecido un calendario distin-
to para el pago de intereses, esto es, se utiliza la tabla 
de amortización para calcular y contabilizar el montan-
te total de los intereses que genera el aplazamiento a 
una fecha y con un calendario determinado, pero para 

su pago efectivo se pacta otro calendario, incluso se ha 
pactado que los intereses calculados inicialmente se 
paguen al final del préstamo. 

Esta práctica del Organismo es ajena a toda lógica 
financiera, y está ocasionando un perjuicio al interés 
público, como puede apreciarse en el siguiente cuadro, 
donde se observa, a título de ejemplo, en algunos de los 
convenios analizados, la diferencia entre los intereses 
realmente obtenidos por el Organismo y los que hubie-
ra debido obtener de haberse utilizado un criterio finan-
ciero para el cálculo de los intereses en los plazos efec-
tivamente satisfechos por el deudor:

CUADRO N.º 22

CONVENIOS EN LOS QUE ESTE TRIBUNAL HA DETECTADO DIFERENCIAS 
ENTRE LOS INTERESES PACTADOS  Y LOS QUE DEBIERA HABER PERCIBIDO FOGASA

A este respecto, cabe destacar el caso del convenio 
con la empresa Aguilar de Ediciones, SA. En este con-
venio, firmado en 1985, el deudor no liquidó los intere-
ses al término del aplazamiento (1993), como estaba 
pactado; sin embargo, no existe constancia de que la 
UAP o la Unidad de Convenios y Actuaciones Jurídicas 
efectuaran ningún tipo de requerimiento de pago de 
intereses al deudor hasta enero de 1998, cinco años 
después de la fecha prevista para proceder a la liquida-
ción de los intereses, incumpliendo la OM de 20.8.1985 
(artículo 10). En enero de 1999, este convenio fue pro-
puesto como incobrable, al negarse el deudor a realizar 
ningún pago.

La situación descrita pone de manifiesto una falta de 
diligencia tanto por parte de la UAP como por parte de 
los responsables del Área de Gestión de Prestaciones y 
Recuperación del Organismo, tanto por pactar la liqui-
dación de los intereses al final del convenio, como por 
la falta de requerimiento al deudor ante la falta de pago 
de la deuda.

Un caso similar es el de la empresa Hilaturas de 
Portolín, SA. El convenio firmado con esta empresa 
prevé el pago de la deuda en 16 pagos semestrales, con 
6 meses de carencia. Sin embargo, el cuadro de amorti-

zación que figura como anexo al convenio recoge un 
calendario de pagos con cuatro años de carencia, lo que 
no sólo contradice el texto del propio convenio, sino la 
normativa reguladora de esta materia, que sólo admite 
periodos de carencia inferiores a seis meses con frac-
cionamiento de pago, como es el caso (artículo 2.1.b). 
OM 20.8.1985). 

Asimismo, debe indicarse que el cuadro de amorti-
zación anejo al convenio no prevé que los intereses 
aplazados generen intereses por el aplazamiento de 
cuatro años concedido, lo que supone un perjuicio para 
el interés público y es contrario a la OM de 20.1.1999. 

Esta situación pone de manifiesto una vez más, las 
deficiencias de control interno que padece el Organis-
mo en la gestión de deudores. A este respecto interesa 
destacar que tras la circularización efectuada por este 
Tribunal entre los deudores del Organismo, todos los 
deudores que han respondido presentaban diferencias 
con el Organismo, lo que puede tener su origen en la 
falta de comunicación a los deudores de las nuevas cuo-
tas que se generan en los aplazamientos tras los cam-
bios anuales en el tipo de interés. Estas diferencias, que 
no han podido ser conciliadas, se detallan en el siguien-
te cuadro:
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DEUDA/S

— Por lo que respecta a la aportación de las garan-
tías, las actuaciones de seguimiento realizadas por el 
Organismo hacen referencia a los siguientes aspectos:

• En el caso de garantías hipotecarias, las UAP 
deben verificar que se inscriben en el Registro de la 
Propiedad en el plazo de treinta días contados desde la 
firma del acuerdo. En el caso de que el bien que consti-
tuye la garantía esté asegurado, las UAP deben verifi-

car, además, el pago de las correspondientes primas de 
seguro. 

Sin embargo, este Tribunal ha detectado que un 
24% de los convenios fiscalizados carece de la valora-
ción pericial que exige el procedimiento o ésta es 
inadecuada (se aceptan bienes por su valor de compra 
siendo su valor residual inferior, la tasación se refiere a 
bienes de que dispone el deudor, etc.). Entre estos con-
venios se incluyen los siguientes:

CUADRO N.º 23

DIFERENCIAS ENTRE LA DEUDA REGISTRADA POR FOGASA Y LA RECONOCIDA 
POR EL DEUDOR

CUADRO N.º 24

EXPEDIENTES EN QUE NO CONSTA LA EXISTENCIA DE TASACIÓN PERICIAL DE LA GARANTÍA

Por otra parte, en la fiscalización realizada en la 
Unidad de Convenios y Actuaciones Jurídicas, el 57% 
de los convenios analizados carecía de documentación 
que permitiera verificar la suficiencia de la garantía, lo 
que impide un adecuado control. 

• En el caso de avales, las UAP deben verificar su 
importe, plazo y posibles restricciones. En función de 
las limitaciones, los plazos y los importes, las UAP 
deben ejercer un control periódico de esta garantía. Sin 
embargo, en la fiscalización realizada en la citada Uni-
dad en el 27% de los convenios garantizados mediante 
aval bancario, este Tribunal no ha encontrado evidencia 
de que dicha garantía haya sido formalizada, y en su 
caso renovada, lo que pone de manifiesto una falta de 
control por parte del Organismo.

— Por lo que respecta a los cobros derivados de los 
convenios, durante el ejercicio 2001, el Organismo a 
través de su Área Económico Financiera enviaba a las 
UAP un listado de bancos, en los que se relacionaban 
por cada entidad bancaria los ingresos producidos por 
convenios, afectaran o no a la UAP. La determinación 
de qué ingresos bancarios correspondían a convenios 
en vigor era realizada por el Servicio de Contabilidad. 
No obstante, esta vinculación adolecía de deficiencias, 
pues en ocasiones, el Servicio de Contabilidad, que 
carece de un conocimiento pormenorizado de los con-
venios firmados por no ser de su competencia la gestión 
de los convenios, no incluye cobros en estos listados 
que realmente corresponden a convenios en vigor y a la 
inversa, y ello sin perjuicio del mayor retraso en la ges-
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tión derivado de su menor conocimiento de los deudo-
res con convenio.

Estas deficiencias en la identificación de los cobros 
se producen con frecuencia en los casos que el conve-
nio ha sido declarado incobrable y ha vuelto, por tanto, 
a la ejecución judicial. En estos casos, si se produce 
algún nuevo cobro el Servicio de Contabilidad lo consi-
dera como correspondiente a un convenio, al conside-
rarlo en vigor, cuando en realidad el acuerdo ha sido 
resuelto por el Organismo. Así ha sucedido con los con-
venios de AYCE Maquinaria, SAL y VIALCA, SA.

También pueden producirse imputaciones equivoca-
das entre convenios firmados por un mismo deudor, caso 
de TUBACEX, SA, es decir, en los casos en que un 
mismo deudor tiene varios convenios firmados con el 
Organismo, los pagos que aquél efectúa no pueden ser 
imputados de forma exacta a un convenio específico ya 
que no hay criterio para ello. Además, en muchos casos, 
la cuantía de los pagos no está actualizada porque al deu-
dor no se le ha comunicado el cambio de cuota derivado 
de la modificación del tipo de interés anual, lo que difi-
culta aún más la identificación de los pagos.

Esta dificultad podría ser solucionada fácilmente, 
obligando a que el deudor tuviera que introducir un 
código identificativo del convenio al que quiere impu-
tar el pago. 

Sin perjuicio de lo anterior, este Tribunal ha verifi-
cado que durante el ejercicio 2001, las notificaciones a 
las UAP de los pagos de las cuotas de convenios que 
han realizado los deudores, que según el procedimiento 

deben realizarse mensualmente, han sido efectuadas, 
como media, cada 140 días, es decir con un retraso 
medio superior a los tres meses, si bien durante el ejer-
cicio 2002 este plazo medio se redujo a 73 días. 

En todo caso, estos retrasos suponen un perjuicio 
considerable, al demorar el ejercicio de las actuaciones 
de reclamación del Organismo.

Durante el mes de agosto de 2002, por primera y 
única vez, la Unidad de Convenios y Actuaciones Jurí-
dicas ha comunicado a las UAP los cobros obtenidos, a 
fin de que éstas puedan conocer la situación del deudor 
y, de esta forma, reclamar, cuando proceda, la deuda no 
pagada. Esta comunicación podría mejorar sensible-
mente el control ejercido por las UAP, sin embargo, tras 
la efectuada durante el mes de agosto, no se volvió a 
realizar ninguna otra. 

— Recibida la comunicación en la UAP, ésta debe-
rá efectuar «... a la mayor brevedad posible», el reque-
rimiento a las empresas morosas, instándolas a que se 
pongan al día en los compromisos vencidos y no abo-
nados. Sin embargo, el retraso medio con que se han 
efectuado estos requerimientos, de acuerdo con el aná-
lisis realizado, fue de 1,4 años, lo que no se compadece 
con lo anterior.

Sin perjuicio de ello, debe señalarse que en un 40% 
de los convenios fiscalizados no ha sido posible obtener 
ningún documento que permita suponer que este reque-
rimiento ha sido realizado.

La cuantificación de los hechos anteriormente des-
critos se muestra en el cuadro siguiente:

CUADRO N.º 25

RETRASOS MEDIOS EN LA REALIZACIÓN DE REQUERIMIENTOS A DEUDORES MOROSOS

— En caso de que la situación de morosidad se pro-
longue más de dos vencimientos, la UAP debe requerir 
de nuevo a la empresa para conocer las causas del 
incumplimiento, e informar posteriormente a Unidad 
de Convenios y Actuaciones Jurídicas sobre las causas 
de la morosidad, la posibilidad de mantener el acuerdo 
con distintas fórmulas de pago, o las actuaciones a rea-
lizar ante la imposibilidad de cumplimiento.

En su caso, la UAP debe informar, asimismo, sobre 
la conveniencia y repercusión de la posible acción legal 
contra el deudor, para lo que tendrá en cuenta la situa-
ción patrimonial, los puestos de trabajo y las posibili-
dades de continuidad de la empresa. Asimismo, la UAP 
debe informar sobre la posibilidad de dar el acuerdo 
como incobrable.

A este respecto, el plazo establecido por la norma 
interna del Organismo para efectuar este segundo 
requerimiento: «más de dos vencimientos impagados», 
perjudica la gestión de cobro de la deuda, dado que 
existen convenios en los que los vencimientos son 
semestrales (y hasta anuales), en los que la aplicación 
de esta norma hace inviable la recuperación de la 
deuda. Por ello sería conveniente que se estableciera 
para estos convenios un plazo determinado.

A mayor abundamiento, en algunos convenios el 
Organismo pacta como causa de resolución la falta de 
pago de un vencimiento, lo que no se compadece con la 
referida norma. 

Por otra parte, el Tribunal ha detectado significati-
vos retrasos en la realización de este segundo requeri-
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miento. En el cuadro siguiente, considerando solamen-
te aquellos expedientes en que se han producido hasta 
tres vencimientos impagados consecutivos (más de lo 

que prevé la norma), el Tribunal ha detectado los 
siguientes retrasos:

CUADRO N.º 26

RETRASOS MEDIOS EN LA REALIZACIÓN DE NUEVOS REQUERIMIENTOS A DEUDORES 
MOROSOS

Como puede apreciarse, el caso de la UAP de 
Madrid es especialmente significativo a estos efectos.

Esta situación pone de manifiesto la falta de super-
visión y control de esta actuación de las UAP por parte 
del Área de Gestión de Prestaciones y Recuperación, y 
la desigualdad en el trato a los deudores morosos entre 
las distintas UAP, lo que cuestiona nuevamente la 
supervisión ejercida por los SSCC del Organismo.

Asimismo, en algunos casos, se ha detectado la 
existencia de requerimientos de pago posteriores a la 
emisión de la propuesta de incobrabilidad por parte de 
las UAP, lo que resulta incongruente con el procedi-
miento aprobado a este respecto por el Organismo, y 
pone de manifiesto, una vez más, la falta de control 
existente.

— Tras valorar el informe de la UAP, la Secretaría 
General determina las medidas que deben adoptarse y 
lo comunica a la UAP para su implementación. Estas 
medidas pueden consistir en:

• Requerir a la empresa para la negociación de nue-
vas fórmulas viables de pago,

• Proceder a la modificación del acuerdo fijando un 
nuevo calendario de pagos teniendo en cuenta el plazo 
máximo de pago fijado en la normativa

• Dar el acuerdo por incobrable en la vía adminis-
trativa y proceder a la ejecución de las garantías y al 
ejercicio de las acciones legales procedentes.

En este sentido, en el caso de que sea la empresa 
deudora quien manifieste la imposibilidad de atender el 
pago de la deuda antes de que ésta se produzca, FOGA-
SA puede proceder a negociar otras fórmulas de pago, 
siguiendo un procedimiento análogo al antes descrito: 
valoración de la nueva propuesta por parte de la Unidad 
de Convenios y Actuaciones Jurídicas que se plasma en 
un informe que requiere autorización del Secretario 
General. 

Los límites de esta ampliación de plazo vienen esta-
blecidos por la OM de 20.8.1985: seis meses en el caso 
de aplazamiento o dos años en el caso de tratarse de 
fraccionamiento de la deuda. Sin embargo, en el conve-
nio firmado con SEPU, SA (UAP de Barcelona), este 
Tribunal ha podido constatar la existencia de una 
ampliación sucesiva de los plazos de pago hasta supe-
rar en más de 3 años los límites establecidos en la nor-
mativa.

— Por otra parte, según el artículo 11 de la OM 
20.8.1985, en cualquier momento de vigencia del con-
venio, las UAP pueden recabar del deudor información 
actualizada relativa a los términos que figuran en el 
convenio. En el caso de que la empresa no facilitase 
dicha información o si de su justificación resultasen 
notorias desviaciones imputables a la gestión empresa-
rial, el Organismo puede resolver el acuerdo, con los 
mismos efectos que en el caso de incumplimiento.

Este Tribunal sólo ha encontrado evidencia en el 
24% de los convenios fiscalizados de que la documen-
tación necesaria para realizar el seguimiento al que 
hace referencia el referido artículo 11 haya sido reque-
rida por las UAP. A mayor abundamiento, el citado 
requerimiento de información no se ha realizado hasta 
el año 2001 cuando una circular interna del Área de 
Gestión de Prestaciones y Recuperación así lo exigió a 
las diferentes UAP, por lo que el incumplimiento de 
estas actuaciones se ha producido de forma generaliza-
da hasta ese ejercicio en todo el Organismo. 

Tampoco ha tenido constancia este Tribunal de que 
se haya resuelto el convenio en casos de falta de entrega 
de la documentación requerida según establece el 
artículo 11, a pesar de que estos incumplimientos se 
han producido (vgr.: convenio Mirofret, SA). 

En este contexto de falta de información a los deu-
dores sobre las modificaciones de los convenios deriva-
das de los cambios anuales del tipo de interés, de falta 
de conciliación de sus datos con los del Organismo, de 
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falta de seguimiento de la validez de las garantías, de 
dificultades (en ocasiones insalvables) para poder asig-
nar los pagos del deudor al convenio que corresponda, 
de retraso en la formulación de requerimientos en caso 
de incumplimiento del deudor, etc., no puede afirmarse 
que el Organismo esté realizando un seguimiento de los 
convenios en los términos de la OM de 20.8.1985. 

Este escaso control puede estar permitiendo un 
incumplimiento generalizado de la normativa aplicable 
y de las condiciones que el deudor se comprometió a 
cumplir en el convenio, especialmente las relativas al 
mantenimiento y creación de puestos de trabajo, con el 
consiguiente perjuicio para el interés público. 

3.3.1.6 Liquidación del convenio.

Esta fase tiene por objeto dar de baja la deuda con-
venida (principal e intereses). Los motivos por los que 
puede darse de baja el convenio son los siguientes:

— Baja por terminación ordinaria del convenio, 
hecho que se produce en aquellos casos en los que éste 
ha sido pagado, bien a su vencimiento, bien por antici-
pado.

— Baja por declaración de incobrabilidad, lo que, a 
su vez, origina el correspondiente alta en deudores por 
convenios incobrables. 

El alcance de esta fase varía en función del motivo 
que origina la baja. En el caso de cancelación por pago 
de la deuda, ya sea en efectivo o mediante la entrega de 
un bien, la fase se inicia con la recepción del bien y su 
posterior inscripción o con el ingreso del efectivo en 
cuentas del Organismo, y termina con la entrega de la 
garantía al deudor, caso de no haberse recibido ésta 
como pago.

En el caso de falta de pago de las cuotas, la fase se 
inicia con el requerimiento de pago y todo el conjunto 
de actuaciones tendentes a demostrar la insuficiencia 
de bienes del deudor, terminando con la declaración de 

incobrabilidad del convenio y, en su caso, la declara-
ción de fallido del deudor.

Este Tribunal no ha podido obtener del Organismo 
información fiable sobre las bajas de convenios para el 
periodo 1997-2001, ya que los datos facilitados por 
éste eran contradictorio.

Para el análisis de esta fase distinguiremos la baja 
por terminación ordinaria del convenio y la baja por 
declaración de incobrabilidad del convenio.

3.3.1.6.1 Baja por terminación ordinaria del convenio.

Esta modalidad conlleva el pago del principal de la 
deuda y de los intereses acordados. En el caso de pago 
anticipado del convenio se computan sólo los intereses 
devengados hasta la fecha de pago. En cualquiera de 
los dos casos, según la normativa del Organismo, se 
incluyen los intereses de demora que hayan podido 
devengarse como consecuencia de la existencia de cuo-
tas no atendidas a su vencimiento, si bien este extremo 
es incumplido por el Organismo.

Esta etapa se inicia cuando la UAP, una vez verifica-
do que la deuda ha sido pagada en su totalidad, requiere 
del Servicio de Contabilidad, mediante la Unidad de 
Convenios y Actuaciones Jurídicas, un certificado de 
amortización del convenio.

En el caso de que se amortice anticipadamente el 
convenio, la UAP obtendrá del Servicio de Contabilidad 
un certificado de los pagos realizados por el deudor y el 
importe de la deuda a la fecha de su emisión (en el ejer-
cicio 2003 este certificado no está siendo emitido ya que 
los ingresos se obtienen directamente de la aplicación 
informática). Una copia de este documento se entrega al 
deudor para que preste su conformidad y pueda proceder 
a efectuar el ingreso de la deuda pendiente.

Tras la realización del paso anterior, el Organismo 
procede a levantar las garantías aportadas por el deu-
dor. En este punto las actuaciones a desarrollar difieren 
en función del tipo de garantía aportada, según se indi-
ca en el siguiente cuadro:

CUADRO N.º 27

TIPOLOGÍA DE ACTUACIONES REALIZADAS PARA LA CANCELACIÓN DE GARANTÍAS

Los gastos de cancelación de garantías serán por 
cuenta del deudor salvo que éste fuera declarado falli-
do, en cuyo caso correrán, previa aprobación del 
Secretario General de FOGASA, por cuenta del Orga-
nismo.

En el caso de que el pago se produzca mediante 
entrega de bienes, el proceso que se sigue es similar al 

que se describe en la forma de cancelación de la deuda 
«Daciones en pago» (apartado 3.2 de esta Sección), por 
lo que hay que remitirse a lo allí indicado. Por tanto en 
este apartado sólo se comenta la baja por cobro en efec-
tivo de la deuda.

En este sentido, parece conveniente hacer referencia 
a la multiplicidad de deficiencias que este Tribunal ha 
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detectado en el cobro, además de las ya indicadas en el 
apartado 3.1.5 anterior: 

— En primer lugar, debe señalarse que la informa-
ción facilitada a este Tribunal por el Organismo respec-

to a los cobros en efectivo obtenidos de estos deudores, 
presenta diferencias según cual sea el origen de los 
datos. En el cuadro adjunto pueden apreciarse estas 
diferencias, así como las rectificaciones realizadas por 
el Organismo para conciliar las diferentes cifras:

CUADRO N.º 28

DIFERENTES DATOS DE COBROS DE DEUDORES CON CONVENIO DE PAGO FACILITADOS 
POR FOGASA

Esta situación, por sí misma, pone de manifiesto una 
importante deficiencia del control interno del Organis-
mo, que no se ha apercibido (o no ha tomado medidas 
para evitarlo) de las diferencias que respecto de la cifra 
de cobros de deudores por convenio, presentaban sus 
diferentes registros.

Como consecuencia de lo anterior, este Tribunal 
indagó los motivos por los que se producían estas defi-
ciencias. Según la justificación aportada por el Orga-
nismo para una muestra de deudores seleccionados por 
este Tribunal, ello era debido a «que el saldo de este 
convenio era negativo y, por tanto, no debía aplicarse el 
exceso (al convenio)», considerándose como un ingre-
so bancario de tipo «Juzgado» (lo que supone su conta-
bilización como ingreso del ejercicio). 

Esta situación se ha producido por la falta de actua-
lización de las cuotas de los convenios tras las modifi-
caciones anuales del tipo de interés legal (o al menos su 
falta de notificación a los deudores, como se ha indica-
do) hace que, en muchos casos, éstos sigan pagando las 
cuotas según las tablas de amortización convenidas a la 
firma de los convenios, lo que unido a la continua dis-
minución del tipo de interés legal en los últimos años, 
ha hecho que los deudores en esta situación hayan 
ingresado al término del convenio un importe superior 
al que correspondería. 

Ejemplos de esta situación se producen en el casos 
de las empresas Ignacio Carner, SA, Gamei, SA, 
TUBACEX, etc.

— En el caso de la empresa Victorio Luzuriaga, SA, 
en el que el ICO liquidó en el ejercicio 2001, el exceso 
de pagos sobre la deuda contabilizada motivó el reco-
nocimiento de un mayor importe de deuda en convenio, 
sin embargo el cobro obtenido por FOGASA no fue 
aplicado al convenio, sino como «ingreso de Juzgado», 
figurando a la fecha de cierre del ejercicio 2001 un 

saldo de deudores por 236.237.957 pesetas que no es 
correcto.

No obstante lo anterior, este Tribunal debe indicar 
que pese a las rectificaciones realizadas por el Organis-
mo, como consecuencia de la Resolución de su Secre-
tario General de 28.11.2001, siguen existiendo defi-
ciencias por este motivo en el saldo de deudores por 
convenio que a 31.12.2001 reflejan los estados conta-
bles del Organismo. Así:

• Siguen existiendo a 31.12.2001 deudores por con-
venio que al cierre del ejercicio 2000 ya presentaban 
saldo contable negativo: Vicinay Cadenas, SA 
(-14.647.467 pesetas); Gamei, SA (-1.224.745 pese-
tas); Tuercas Segarra, SAL (-1.863 pesetas), lo que 
viene a poner de manifiesto la existencia de una falta de 
control de estos deudores.

• Existen cobros obtenidos de deudores cuyo con-
venio se encontraba en vigor que no han sido aplicados 
como cobros de convenios ni tampoco han sido consi-
derados como cobros de deudores con convenio decla-
rado incobrable (vgr.: cobros de Tapizados Gon, SA, 
por importe de 776.690 pesetas).

• Existen cobros que se dan de baja en la aplicación 
de informática de convenios por resultar imputables 
según el Servicio de Contabilidad a deudores por con-
venios incobrables que, sin embargo no coinciden con 
los datos de cobros contabilizados de este tipo de deu-
dores. Es el caso de la deuda de Vialca, SA donde apa-
rece una diferencia de 50.000 pesetas entre los datos 
bancarios de cobros obtenidos y los que figuran en la 
aplicación informática de convenios, sin que esta dife-
rencia esté registrada como un cobro del concepto de 
deudores con convenios declarados incobrables.

En una situación parecida se encuentran los cobros 
obtenidos de las empresas Ayce Maquinaria, SAL y 
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Consava, SA, convenio este último en el que, además 
de lo anterior, su saldo a 31.12.2001 es de -945.616 
pesetas.

• Asimismo, este Tribunal ha observado la existen-
cia de deudores con convenio de pago ya concluido y 
que, sin embargo, figuran contablemente como deudo-
res con convenio en vigor a 31.12.2001 (vgr.: Mecánica 
Ibense, SA; Calzados J. Ramón Pons, SA; Hijos de 
Juan Vidal, SAL, Jasala, SA; Tenería Moderna Franco 
Española, SA; Hijos de José Cuenca; Jomuga, SAL, 
etc.), dándose la circunstancia de que muchos de estos 
deudores que permanecen teóricamente en vigor no 
han ingresado cuota alguna durante todo el ejercicio 
2001 y, aquéllos que lo han hecho, vienen ingresando 
unos importes que nada tienen que ver con las cuotas 
pactadas, lo que pone de manifiesto, como se ha indica-
do, un escaso rigor en su seguimiento.

— Conviene en este punto hacer un comentario 
sobre el hecho de que el saldo que presentan estos deu-
dores a 31.12.2001, corresponde en un 49,1% (un 
67,1% si no se consideran los deudores con saldo nega-
tivo) a deuda vencida y no pagada al cierre del ejerci-
cio. A mayor abundamiento, el 20% del total del saldo 
de estos deudores corresponde a deuda vencida en ejer-
cicios anteriores al 2001, lo que pone de manifiesto no 
sólo una deficiencia en el seguimiento de estos deudo-
res, sino también el escaso rigor que muestra el Orga-
nismo en el cumplimiento de lo establecido en el 
artículo 10 de la OM de 20.8.1985 respecto al efecto 
del incumplimiento del convenio: su resolución.

Es evidente también, por tanto, el bajo grado de 
cobrabilidad que tiene esta deuda y, por tanto, la nece-
sidad de dotar una elevada provisión para reflejar el 
riesgo de falta de cobro.

A este respecto, el Organismo ha mantenido una 
postura errática sobre el criterio a seguir en la provisión 
de estos deudores. Así, en los estados contables inicial-
mente cerrados por el Organismo, no se aplicó provi-
sión alguna de estos deudores, siguiendo así el criterio 
seguido en ejercicios anteriores. Posteriormente, a la 
vista del Informe de Control Financiero del ejercicio 
2001 elaborado por la Intervención Delegada, el Orga-
nismo modificó sus estados contables e incorporó la 
dotación que la Intervención Delegada recogía en su 
Informe, esto es, un 77,7% de la deuda con convenio de 
pago registrada en cuentas.

Esta provisión, que no sigue la Resolución de la 
IGAE de 14.12.1999 sobre provisiones, ha sido calcu-
lada por la Intervención Delegada comparando los 
cobros obtenidos por el Organismo en 2000 y 2001, 
con los derechos a cobrar en ambos ejercicios. Respec-
to a esta provisión, este Tribunal debe hacer tres consi-
deraciones:

• Que al no ser correcto el saldo contable de deudo-
res por convenio por las razones ya expuestas (se ha 
contabilizado un importe neto, se han imputado cobros 

en exceso, etc.), la cifra de provisión calculada se ve 
sensiblemente afectada y pierde representatividad.

• Que la perspectiva tomada por la Intervención 
(sólo dos ejercicios) no es suficiente.

• Que la Intervención sólo ha tenido en cuenta para 
su cálculo la deuda vencida y no pagada en el propio 
ejercicio 2001 y en ejercicios anteriores, y no el impor-
te total adeudado, lo que hace que la provisión calcula-
da pueda ser insuficiente. 

Por ello, este Tribunal no puede pronunciarse sobre 
la suficiencia de la provisión dotada por el Organismo.

3.3.1.6.2  Baja por declaración de incobrabilidad del 
convenio.

Se produce cuando el deudor no atiende los requeri-
mientos de pago realizados por la UAP. Los pasos que 
deben seguirse para declarar incobrable la deuda son 
los siguientes:

— Esta etapa se inicia con la elaboración de un 
informe por parte de la UAP en el que constan las 
actuaciones realizadas con la finalidad de que el deudor 
se ponga al día en el pago de sus cuotas, la justificación 
documentada de que el deudor carece de bienes, la 
situación de la empresa en ese momento (existencia de 
actividad, de trabajadores en plantilla, etc.) y la pro-
puesta de acciones legales tendentes a recuperar las 
cantidades pendientes de pago.

A la anterior información se adjunta la ficha de con-
venio incobrable y cuanta documentación justificativa 
de la situación actual del convenio se considere oportu-
na. Tras ello se remite esta documentación a la Unidad 
de Convenios y Actuaciones Jurídicas.

Una vez analizada la documentación por esta Unidad, 
ésta propone al Secretario General la declaración de inco-
brabilidad del convenio. El Secretario General, una vez 
examinada la propuesta dicta, en su caso, la correspon-
diente Resolución declarando el convenio incobrable.

En este sentido debe señalarse que en el ejercicio 
2001 se tramitaron las bajas de 21 convenios, por 
importe de 2.075.115.055 pesetas, lo que representó el 
11,0% del importe total de deudores con convenio de 
pago en vigor en el ejercicio 2001. No obstante lo ante-
rior, este Tribunal debe señalar que las bajas tramitadas 
son una parte poco significativa del total de deudores 
que debieron tramitarse en aplicación de la normativa 
reguladora de estos deudores.

En este sentido, tiene especial interés poner de 
manifiesto que este sistema de gestión de deudores, que 
no agrupa la deuda por deudor y que permite una ges-
tión diferente de los distintos convenios firmados con 
un mismo deudor, resulta poco eficiente, por diversos 
motivos:

• No permite una visión global de la posición del 
deudor frente al Organismo.
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• Facilita la existencia de errores en la imputación 
de los pagos a los distintos convenios suscritos con el 
mismo deudor, como ya se ha comentado.

• Dificulta la gestión de la deuda, puesto que las 
medidas a adoptar para obtener el cobro de la deuda 
incorporada en los convenios incumplidos puede poner 
en peligro el cumplimiento de los restantes convenios 
de pago. 

Por ello, este Tribunal considera que FOGASA 
debiera cambiar este criterio de gestión, y agrupar toda 
la deuda de una misma empresa en un único convenio, 

incorporando a tal efecto la deuda antigua en los conve-
nios firmados posteriormente como consecuencia del 
pago de nuevas prestaciones.

Por otra parte, este Tribunal ha comprobado que 
desde que se produce la morosidad en el pago de la 
cuota, hasta que el convenio es declarado incobrable se 
produce una demora media de 2,5 años, lo que perjudi-
ca notablemente las expectativas de cobro del Organis-
mo. Esta demora evidencia las deficiencias en el con-
trol interno del Organismo. En el siguiente cuadro se 
puede apreciar, a título de ejemplo, una relación de 
expedientes de convenios con demoras significativas:

CUADRO N.º 29

RETRASOS EN LA DECLARACIÓN DE INCOBRABILIDAD

En este sentido, debe señalarse que la demora media 
existente desde que se efectúa la propuesta de incobra-
bilidad hasta que se firma la Resolución transcurren 
más de 6 meses en algunos convenios.

Sin perjuicio de lo anterior, este Tribunal ha com-
probado la existencia de requerimientos de pago a los 
deudores emitidos con posterioridad a la declaración de 
incobrabilidad del convenio por el Secretario General 
(vgr.: convenio de Aguilar de Ediciones, SA), lo que 
demuestra la falta de coordinación entre los distintos 
órganos de FOGASA.

Con relación a este convenio de Aguilar de Edicio-
nes, SA, debe señalarse que la cantidad reclamada por 
el Organismo a través del requerimiento de pago fue, 
además, superior a la fijada en la declaración de inco-
brable, lo que pone de manifiesto una significativa falta 
de coordinación entre la UAP (Madrid) y los SSCC.

— La Resolución del Secretario General declaran-
do la incobrabilidad del convenio se comunica al Servi-
cio de Contabilidad para que proceda a dar de baja la 
deuda pendiente. También se comunica a la UAP para 
que lo notifique al deudor y le ponga de manifiesto el 
inicio de las correspondientes acciones recuperatorias 
en vía judicial.

A este respecto debe indicarse que en aquellos con-
venios que tienen cuotas vencidas y no pagadas, el 
procedimiento interno definido por el Organismo, esta-
blece que éstas devengaran intereses al tipo legal del 
dinero desde el momento que se produce el impago de 
la cuota hasta que ésta se liquida. 

Sin embargo, cuando las UAP realizan la propuesta 
de baja de la deuda, el importe adeudado por estos deu-
dores es calculado por el programa informático de 
FOGASA añadiendo al importe total de las cuotas 
impagadas (sin considerar los intereses producidos 
hasta el momento de la declaración), las cuotas no ven-
cidas pendientes de pago a la fecha de declaración de 
incobrabilidad, calculadas al tipo de interés legal vigen-
te en el momento de esta declaración de incobrabilidad, 
lo que incumple la normativa aplicable. 

A mayor abundamiento, la inclusión de los intereses 
pendientes de devengo no se realiza actualizando su 
valor a la fecha en que se liquida el convenio, sino que 
simplemente se cuantifican con el valor que tendrían en 
el momento en que se hubiera liquidado el convenio si 
no se hubiese producido la declaración de incobrabili-
dad, lo que además de resultar ajeno a toda lógica 
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financiera, está generando un enriquecimiento indebido 
para el Organismo.

En este sentido, este Tribunal considera improceden-
te la reclamación de los intereses aún no devengados, ya 
que esto supone prorrogar los efectos del convenio que, 
en el momento de la declaración, ya ha sido resuelto. 

Sin perjuicio de ello, en opinión de este Tribunal, el 
criterio que FOGASA debería aplicar a esta deuda, a 
falta de pacto en el convenio firmado con el deudor, es 
el que resulta de las normas establecidas en los artícu-

los 1.108 y siguientes del Código Civil. En aplicación 
de estas normas, FOGASA únicamente podría reclamar 
el principal de la deuda pendiente a la fecha de declara-
ción de incobrabilidad, más los intereses legales deven-
gados hasta la fecha de extinción del convenio por 
incumplimiento del deudor, lo que obligaría a la regula-
rización de la totalidad del saldo de deudores por con-
venios incobrables a 31.12.2001. 

En el siguiente cuadro puede apreciarse el efecto ante-
rior en la muestra de convenios incobrables analizada:

CUADRO N.º 30

DIFERENCIAS PRODUCIDAS EN EL CÁLCULO DE LOS INTERESES DE LAS LIQUIDACIONES DE 
CONVENIOS INCOBRABLES

Sin perjuicio de lo anterior, debe señalarse que el 
propio Organismo aplica en ocasiones criterios distin-
tos al antes descrito. Es el caso de los convenios con 
Hijos de Andrés Molina, SA y Pesa Electrónica, SA, en 
los que no se ha incluido como mayor importe de la 
deuda los intereses no devengados. O el caso de Funde-
ría, SA, en cuya declaración de incobrabilidad se indica 
el importe del principal: 49.359.549 pesetas «más sus 
intereses», que no resultan cuantificados y, por tanto, 
tampoco se incorporan al contabilizar esta deuda.

— Una vez producida la declaración de incobrabi-
lidad se inicia o continua la reclamación en vía judicial 
para lograr la recuperación de la cantidad adeudada 
(ejecución de las garantías y bienes del deudor). Si 
dicha recuperación resulta inviable, en todo o en parte, 

se procede a emitir la declaración de deudor fallido por 
el importe que corresponda, con la consiguiente baja 
final en contabilidad de este derecho de cobro. Esta 
declaración de fallido viene a poner de manifiesto la 
insuficiencia de las garantías aportadas por el deudor 
para asegurar el cumplimiento del convenio.

FOGASA comenzó a contabilizar estos deudores por 
convenios incobrables de modo diferenciado en el ejerci-
cio 1999, incorporando los correspondientes al mes de 
diciembre de 1998, ya que los declarados incobrables con 
anterioridad a esta fecha se encontraban (y se encuentran) 
registrados en la cuenta (5421) «Créditos a corto plazo por 
subrogación», identificados bajo el epígrafe de «Deudores 
en ejecución judicial». El saldo de estos deudores a 
31.12.2001 presentaba el siguiente detalle:

CUADRO N.º 31

DETALLE DE LOS SALDOS EN QUE FIGURA REGISTRADO EL CONCEPTO DE DEUDORES 
INCOBRABLES

SALDO/S
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Dada la falta de representatividad del saldo contable 
del Organismo referente a deudores por convenios, por 
las deficiencias señaladas anteriormente, como conse-
cuencia del Informe de Control Financiero elaborado 
por la Intervención Delegada correspondiente al ejerci-
cio 2001, el Organismo está procediendo a rehabilitar 
derechos correspondientes a convenios declarados 
fallidos en los ejercicios 1999, 2000 y 2001, por un 
importe que se sitúa en torno a los 6.204 millones de 
pesetas. 

Asimismo, parte de los convenios declarados inco-
brables anteriores al ejercicio 1999 y que, por tanto, no 
figuran contabilizados por FOGASA, por un importe 
en torno a los 7.000 millones de pesetas, también van a 
ser rehabilitados por el Organismo. A este respecto, 
debe señalarse que las declaraciones de fallidos de este 
tipo de deudores tramitadas con anterioridad al ejerci-
cio 1999 por el Organismo, no lo eran realmente, sino 
que se realizaban para obtener la resolución del conve-
nio y la reapertura del procedimiento de ejecución judi-
cial de deuda. El resto de los convenios declarados 
incobrables antes del ejercicio 1999 (8.567 millones de 
pesetas), no van a ser rehabilitados por considerarlos 
prescritos, al ser anterior a 31.12.1996 el vencimiento 
teórico de la última cuota de estos convenios. 

Sin embargo, el Tribunal ha verificado que en algu-
nos casos la rehabilitación carece de sentido alguno por 
resultar suficientemente acreditada la inexistencia de 
bienes que permitan la recuperación de la deuda (vgr.: 
expedientes de Selecta Shoes International, Industrial 
Benisa, Engranajes y Bombas UGO, SA), o la extin-
ción de la personalidad del deudor (vgr.: expediente de 
Tagra SA).

En otros casos, la rehabilitación que se propone no 
parece tener en consideración la posible previa contabili-

zación de estos deudores como deudores en ejecución 
judicial, lo que produciría su duplicidad (expedientes de 
Engranajes y Bombas UGO, SA, Talleres del Zuya, SA, 
Metales y Platería Rivera, SA, Sucesora de J. Coma 
Cros, SA, Hilandera, SA, Construcciones Mecánicas 
Somar, SA, e Industrial Somar, SA), por un importe que 
se sitúa en torno a 436 millones de pesetas. 

Por otra parte, existe el riesgo de que la rehabilita-
ción de estos convenios no tenga en cuenta los cobros 
que respecto de algunos de ellos, se han producido tras 
su declaración como fallidos. 

Por último, tampoco queda acreditado suficiente-
mente que se haya producido la prescripción de los 
derechos de cobro frente a los deudores por convenios 
declarados fallidos con anterioridad a 31.12.1996 
(8.567 millones de pesetas), dados los elevados plazos 
de prescripción que afectan a las acciones del Organis-
mo en vía judicial.

— A 31.12.2001, los estados contables del Orga-
nismo no habían incorporado las bajas de deudores por 
convenio declarado incobrable, correspondientes a las 
empresas Fabricantes Especiales de Rodamientos, SA 
(FERDSA) y J.L.A., por importe de 63.684.602 pese-
tas. Esta deficiencia contable se produjo también en el 
ejercicio anterior ya que durante el ejercicio 2001, 
FOGASA tuvo que regularizar este saldo contabilizan-
do bajas no registradas del ejercicio anterior por impor-
te de 1.099.124.388 pesetas.

— En las altas de deudores producidas en los ejer-
cicios 2000 y 2001, el análisis efectuado por este Tribu-
nal ha puesto de manifiesto la existencia de diferencias 
entre la deuda contabilizada y los datos que figuran en 
la resolución del Secretario General por la que se 
acuerda la declaración de incobrabilidad, según se 
aprecia en el siguiente cuadro:

CUADRO N.º 32

DIFERENCIAS PRODUCIDAS ENTRE EL REGISTRO CONTABLE Y LA RESOLUCIÓN 
DEL SECRETARIO GENERAL RESPECTO DE LOS DEUDORES POR CONVENIOS INCOBRABLES

Estas diferencias, no aclaradas por el Organismo, 
ponen de manifiesto, una vez más, las insuficiencias de 
su control interno.

— Asimismo, los cobros que de estos deudores 
se han producido a lo largo del ejercicio también 
presentan incidencias, ya que se producen diferen-

DEUDA/S
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cias, no aclaradas por el Organismo, entre los datos 
que figuran en su libro de bancos y las bajas por 
cobro contabilizadas por la entidad. Estas diferen-
cias, en ocasiones, proceden de cobros obtenidos en 

el ejercicio 2000 y, en otras ocasiones, se producen 
en el propio ejercicio 2001. Diversos ejemplos de 
estas diferencias se pueden observar en el siguiente 
cuadro: 

CUADRO N.º 33

DIFERENCIAS PRODUCIDAS ENTRE EL REGISTRO CONTABLE Y LOS COBROS OBTENIDOS 
POR EL ORGANISMO

A mayor abundamiento, este Tribunal ha observado 
la existencia de cobros en especie que no aparecen 
registrados como menor deuda de estos deudores. Esta 
situación se produce en el caso de la sociedad Matadero 
de Fuente Obejuna SAL, donde según la declaración de 
incobrabilidad (de 17.12.1998), el Organismo única-
mente había percibido a dicha fecha 16.872.200 pese-
tas; sin embargo, de los datos obtenidos por este Tribu-
nal, consta la dación en pago a FOGASA el 12.5.1998, 
de dos fincas valoradas en 36.860.000 pesetas que no 
aparecen reflejadas en dicha Resolución. 

Por último, este Tribunal debe indicar que ha obser-
vado un supuesto en que figuran cobros en la Resolución 
de declaración de convenio incobrable (Industrias Porre-
dón, SA) por importe de 4.412.460 pesetas que, sin 
embargo no aparecen reflejados en los estados contables 
ni en el libro de bancos facilitado por el Organismo.

— Respecto a la gestión de las bajas por declara-
ción de fallidos de estos deudores, este Tribunal debe 
señalar que no existe en el Organismo una gestión uni-
forme y continuada a lo largo del tiempo, tal y como 
puede observarse en el cuadro adjunto:

(1) En este caso, partiendo de los datos de la Resolución de incobrabilidad del convenio, este deudor presentaría además un saldo negativo de 10.171.281 pesetas. 

CUADRO N.º 34

EVOLUCIÓN DE LOS FALLIDOS DE CONVENIOS INCOBRABLES

Esta situación pone de manifiesto el riesgo de que el 
Organismo no esté tramitando las bajas de deudores que 
materialmente se encuentran en situación de fallido. Este 
riesgo es especialmente evidente si se observa la evolu-
ción que presentan estos deudores por convenios decla-

rados incobrables a lo largo del período 1998-2001. En 
el siguiente cuadro se compara el importe de la deuda 
dada de alta como incobrable en cada ejercicio, con la 
parte de esa deuda que ha pasado a considerarse fallida 
en el propio ejercicio o en los ejercicios siguientes.

COBRO/S
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CUADRO N.º 35

COMPARACIÓN ENTRE LA DEUDA DECLARADA INCOBRABLE EN CADA EJERCICIO 
Y LA CONSIDERADA COMO FALLIDA

Asimismo, debe recordarse, tal y como se ha indica-
do anteriormente, que FOGASA únicamente ha registra-
do una de las tres bajas de deudores producidas en el 
ejercicio 2001 derivadas de las declaraciones de fallido 
emitidas por el propio Organismo, lo que pone de mani-
fiesto las deficiencias que presenta el registro contable.

— Sin perjuicio de lo anterior, este Tribunal debe 
recordar la existencia de una duplicidad parcial entre 
los deudores registrados contablemente como deudores 
con convenio incobrable y los deudores en ejecución 
judicial, si bien este asunto se expone más detallada-
mente en el apartado 3.3.4 de esta Sección.

— Asimismo, el Tribunal ha constatado la existen-
cia de una ampliación sucesiva de los plazos de pago 
hasta superar en más de tres años los límites estableci-
dos en la normativa (vgr.: convenio SEPU, SA).

— La parte no recuperada de la deuda, una vez rea-
lizadas todas las actuaciones recuperatorias pertinentes 
(vía judicial), es dada de baja. No obstante, estas actua-
ciones serán analizadas en el epígrafe 3.4 siguiente.

3.3.2 Dación de bienes en pago de la deuda.

3.3.2.1 Consideraciones generales.

Esta modalidad de recuperación de la deuda con-
siste en su cancelación total o parcial mediante la 
entrega de un bien o derecho por parte, generalmente, 
del deudor. 

FOGASA puede admitir cualquier tipo de bien en 
pago de la deuda (artículo 33 RD 505/1985). El impor-
te que el Organismo asigna al bien es el valor de la 
peritación que se efectúa al hacer la entrega, si éste es 
inferior o igual al valor de la deuda. Si el valor de peri-
tación es superior al importe de la deuda es este último 
importe el que se considera.

Este procedimiento comprende desde el momento 
en que el deudor propone al Organismo la cancelación 
de la deuda hasta que el bien pasa a poder de FOGASA. 
Su incidencia durante el periodo 1997-2001 fue la 
siguiente: 

CUADRO N.º 36

CANCELACIÓN DE LA DEUDA MEDIANTE DACION EN PAGO (1997-2001)*

Del análisis del cuadro anterior se deduce lo siguiente:

— Durante el periodo 1997-2001 este procedi-
miento de recuperación supuso un 10,9% del importe 
total recuperado.

— Sin perjuicio de ello, se puede observar su ten-
dencia regresiva. Así, durante el ejercicio 2001 esta 
forma de recuperación disminuyó un 98% respecto del 
ejercicio 1997.

— Asimismo, debe señalarse el elevado peso espe-
cífico que tienen los componentes industriales (edifi-

cios industriales y maquinaria) que, como posterior-
mente se indica, son de difícil realización.

Para la obtención de las conclusiones recogidas en 
este epígrafe se ha considerado una muestra de bienes 
recibidos como dación en pago que representa el 41,5% 
del total de bienes entregados como pago de la deuda 
durante el periodo 1997-2001.

En el gráfico adjunto se presentan de forma resumi-
da las principales actuaciones existentes en este proce-
dimiento:



Cortes Generales 12 de enero de 2006.—Serie A. Núm. 215

100

Las fases en que se estructura este procedimiento 
son las siguientes:

— Solicitud de pago por parte del deudor.
— Valoración de la situación del bien.
— Aceptación del bien.
— Formalización de la adjudicación.

3.3.2.2 Solicitud de pago por parte del deudor.

En esta fase el deudor manifiesta al Organismo su 
deseo de cancelar la deuda mediante la entrega de un 
bien o derecho. Este ofrecimiento, que se realiza en la 

UAP donde se han tramitado las prestaciones pagadas 
por cuenta del deudor, debe incluir la identificación del 
bien, o conjunto de bienes, con los que se pretende can-
celar la deuda. Debe indicarse que más del 50% de las 
daciones de pago fiscalizadas tienen su origen en un 
convenio previo. 

3.3.2.3 Valoración de la situación del bien.

El objeto de esta fase es determinar el valor del bien 
ofrecido por el deudor. A estos efectos se considera 
como valor del bien, el valor de peritación minorado en 
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las cargas que el mismo soporta. En esta fase pueden 
distinguirse las siguientes etapas:

— Valoración del bien a entregar como pago. Esta 
valoración se debe realizar por un perito independiente 
contratado por el Organismo, tal y como establece su 
normativa interna. La contratación del perito debe ser 
analizada por el Jefe del Área de Gestión de Prestacio-
nes y Recuperación, si su coste es inferior a 500.000 
pesetas, o por el Jefe del Área Económico–Financiera 
si su coste es superior. 

El Tribunal ha detectado la aceptación de daciones 
en pago por el Organismo sin haberse realizado la 
oportuna peritación o habiéndose efectuado con graves 
deficiencias. A continuación se detallan varios ejem-
plos de ello:

• Aceptación de valoraciones realizadas por la pro-
pia empresa deudora. Es el caso de la maquinaria pro-
cedente de la empresa Sucesora de J. Coma Cros, SA, 
que fue inventariada el 28.1.1997 por importe de 
169.615.594 pesetas.

Además, durante el ejercicio 2001 se produjo la 
venta de una parte de esa maquinaria mediante enajena-
ción directa, por importe de 700.000 pesetas, a la que 
correspondía un valor de adjudicación de 151.500.659 
pesetas. Por tanto, el resultado de esta enajenación 
supuso una pérdida efectiva para el Organismo de 
150.800.659 pesetas. Esta pérdida tiene su origen en 
una sobrevaloración inicial del bien.

• Aceptación de daciones en pago sin peritación o 
con peritaciones deficientemente efectuadas por el 
Organismo. Es el caso de la dación en pago de los dere-
chos de la propiedad industrial (marcas, nombres 
comerciales, rótulos, etc.) aportados por Galerías Pre-
ciados, SA; que según la escritura de dación, tenían un 
valor estimado en 2.927.593.984 pesetas. Sin embargo, 
según la tasación realizada con fecha 28.9.2001, cuatro 
años después, el valor de estos derechos era de 
300.000.000 pesetas. A mayor abundamiento, la última 
subasta de estos bienes, realizada en el ejercicio 2002, 
quedó desierta lo que pone de manifiesto el escaso 
valor de realización de estos bienes.

La aceptación de estos bienes sin peritación o con 
peritaciones deficientemente efectuadas ha supuesto un 
perjuicio económico indudable para el interés público, 
como puede apreciarse en el cuadro n.º 48. 

— Cuantificación de las cargas que gravan el bien 
entregado. El Organismo debe investigar su existencia 
y cuantía. Estas cargas pueden ser de carácter hipoteca-
rio, tributario, por suministros o derivados de cuotas o 
gastos de comunidad, etc. También pueden consistir en 
embargos para el pago de multas o sanciones. 

A este respecto, debe señalarse que, en general, no 
consta evidencia de que el Organismo realice una com-
probación efectiva previa de posibles cargas; si bien, 
normalmente, en la escritura de dación, el cedente suele 

manifestar que el bien cedido está libre de todo tipo de 
cargas o que se compromete a levantar las existentes.

En el caso de Tipel, SA, la deuda de esta empresa 
con FOGASA ascendía a 687.279.745 pesetas. En pago 
de esta deuda el Organismo recibió una finca situada en 
Barcelona que dio de alta en Inventario por 519.344.193 
pesetas, una cadena de producción valorada en 
60.000.000 pesetas y efectivo por valor de 104.000.000 
pesetas, que ascendió a 683.344.193 pesetas, lo que 
supuso una pérdida inicial de 3.935.552 pesetas. 

Asimismo, en cuanto a la valoración de la finca, 
debe destacarse que su peritación, realizada tres años 
antes de la formalización de esta dación en pago, seña-
laba un valor de 193.000.000 pesetas, esto es 
326.344.193 pesetas inferior al valor otorgado por el 
Organismo en la adjudicación del bien, lo que supone 
un incumplimiento de su normativa interna.

Por otra parte, esta falta de representatividad del 
valor de adjudicación se puso de manifiesto al efectuar 
su venta en el ejercicio 2000 por un importe de 
66.837.825 pesetas. Los hechos descritos, con indepen-
dencia de otros factores que pudieran haber incidido en 
su desarrollo, permiten calificar el resultado de la ope-
ración como una condonación implícita de la deuda por 
importe de 330.279.745 pesetas.

Sin perjuicio de lo anterior, lo cierto es que existe 
constancia de que se han aceptado daciones de bienes 
con cargas que no han reportado ningún cobro al Orga-
nismo. Es el caso de una devolución de IVA cedida por 
la empresa Bright Election, SA, que tenía cargas de la 
propia Hacienda Pública por valor de 411.883 pesetas y 
un embargo preferente de la Tesorería General de la 
Seguridad Social, que significa que el Organismo no va 
a percibir ningún importe por la realización de este 
bien, lo que pone de manifiesto una falta de control, 
tanto del responsable de la UAP como de la Unidad de 
Convenios y Actuaciones Jurídicas. Por tanto, el Orga-
nismo debería dar de baja este derecho por el importe 
por el que figura en el Inventario de Patrimonio adjudi-
cado a 31.12.2001.

En otra ocasión, el Organismo se adjudicó dos cré-
ditos, uno contra el Instituto Nacional de la Salud y 
otro contra el Instituto Nacional de Seguridad e Higie-
ne en el Trabajo, que ya estaban prescritos, lo cual fue 
confirmado por la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo del Tribunal Supremo en su sentencia de 
18.12.2000. Por tanto, el Organismo debe dar de baja 
en el Inventario de Patrimonio y en sus estados conta-
bles los importes de 134.000.000 y 131.000.000 pese-
tas, por los que figuran contabilizados ambos créditos.

— Cuantificación de la deuda. Para ello la UAP 
solicita, en su caso, la correspondiente certificación al 
Servicio de Contabilidad. No obstante, este Tribunal ha 
detectado que esta certificación no incluye los intereses 
devengados por impago de cuotas (en los casos de con-
venios), a lo que se une el hecho de que se emiten, por 
lo general, en una fecha anterior a la dación, por lo que 
pueden realizarse pagos posteriores a la fecha de la cer-
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tificación no incluidos en ella, con el consiguiente per-
juicio para el interés público.

Un ejemplo de lo anterior, además de los ya citados 
de TIPEL SA y Galerías Preciados SA, lo constituye el 
caso de Capeans, SA, para cuya propuesta de dación en 
pago, el Servicio de Contabilidad certificó la deuda en 
fecha 30.12.1998, siendo firmada la dación el 
18.2.1999. Como la certificación no incluía los intere-
ses devengados por el impago de cuotas del convenio 
que el deudor tenía con el Organismo, la deuda real era 
superior en 8.218.693 pesetas al importe certificado por 
el Servicio de Contabilidad, lo que se tradujo en una 
pérdida efectiva para el Organismo.

Igual situación se produjo en las daciones en pago 
realizadas por Fabrica Electrotécnica JOSA, SA y 
Talleres La Paz, SL, con unas pérdidas estimadas de 
53.388.293 y 1.307.609 pesetas, respectivamente.

— Elaboración del informe de valoración. Una vez 
valorada la solicitud de pago, la UAP elabora un infor-
me al respecto y lo remite, con el certificado de cargas 
existente sobre el bien, a la Unidad de Convenios y 
Actuaciones Jurídicas. A esta documentación se adjun-
ta una copia del documento de ofrecimiento de pago.

3.3.2.4 Aceptación del bien.

El objeto de esta fase es la aceptación o rechazo de 
la dación en pago ofertada por el deudor por el Secreta-
rio General del Organismo mediante la correspondiente 
Resolución motivada.

Esta fase se inicia con la revisión previa, por parte 
de la Unidad de Convenios y Actuaciones Jurídicas del 
informe de valoración y documentación aneja remiti-
dos por la UAP. Tras su estudio la Unidad de Convenios 
y Actuaciones Jurídicas elabora un informe-propuesta 
en el que se recogen los antecedentes de la dación, las 
cautelas a adoptar como paso previo a la firma de la 
escritura de dación y la forma en que debe aplicarse el 
bien a la cancelación de la deuda. En los casos en que 
se considera necesario, se solicita informe referente a la 
adecuación del pago al Servicio Jurídico del Estado del 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. 

El informe se presenta en la Comisión Asesora y de 
Seguimiento en materia de Prestaciones y de Subroga-
ción (Convenios de Recuperación) para que efectúe 
una propuesta al Secretario General del Organismo.

Si el importe del pago supera los 150 millones de 
pesetas, el Secretario General debe requerir autoriza-
ción previa al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales 
para la aceptación del bien, salvo que se trate de un 
procedimiento concursal.

Finalmente, el Secretario General procede a emitir 
la Resolución autorizando o rechazando la operación 
de dación en pago.

Para la firma de la escritura de dación en pago puede 
producirse, de forma expresa, la delegación de firma 
por parte del Secretario General del Organismo en el 
responsable de la UAP.

3.3.2.5 Formalización de la adjudicación.

Esta fase tiene por objeto la formalización del dere-
cho de propiedad de FOGASA sobre el bien entregado 
como pago de la deuda.

Para ello el acuerdo de dación en pago se instrumen-
ta a través de escritura publica (obligatorio si afecta a 
bienes inmuebles) o documento administrativo. La for-
malización se realiza conforme al importe de tasación 
que corresponda a cada caso (punto A.1.a del Procedi-
miento de Gestión del Patrimonio Adjudicado a FOGA-
SA). Los gastos de Registro y Notaría corren a cargo 
del deudor.

— Una vez realizados los trámites anteriores, la 
UAP envía a la Unidad de Gestión Jurídica del Patri-
monio del Área de Gestión de Prestaciones y Recupera-
ción los títulos de propiedad, acompañándolos de un 
informe para el conocimiento del bien y sus circunstan-
cias. A continuación, se comunica lo actuado al Servi-
cio de Contabilidad para su anotación. Este Servicio se 
encarga, asimismo, de remitir al deudor los justifican-
tes de cancelación de la deuda.

A este respecto, debe señalarse que el Organismo 
registra contablemente estos bienes dentro de la sub-
cuenta (2291) «Bienes adjudicados en estado de venta. 
Art. 33 RD 505/1985» cualquiera que sea su naturaleza 
(inmuebles, acciones, obligaciones y créditos, derechos 
de la propiedad industrial). Parece más adecuada la 
creación de subcuentas dentro de cada uno de los 
subgrupos contables, que recojan los bienes adjudica-
dos atendiendo a la verdadera naturaleza de los mis-
mos.

A 31.12.2001, el inventario de bienes adjudicados al 
Organismo, no sólo por daciones en pago sino también 
por adjudicaciones judiciales, estaba formado 
por 526 bienes con un importe de adjudicación de 
15.066.810.224 pesetas. Durante el ejercicio 2001 el 
saldo de la cuenta (2291) «Bienes en estado de venta. 
Art. 33 RD 505/1985», que registra el movimiento de 
estos bienes, disminuyó en un importe neto de 
2.074.870.593 pesetas, lo que supuso un 12,1% del 
saldo de dicha cuenta respecto al ejercicio anterior. El 
movimiento de esta cuenta durante el ejercicio 2001 
fue el siguiente:
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CUADRO N.º 37

MOVIMIENTO DE LA CUENTA 2291

El Organismo no efectúa ningún tipo de corrección 
valorativa que recoja la posible pérdida de valor que sufre 
este tipo de bienes durante el periodo de su permanencia en 
poder de FOGASA. De acuerdo con los cálculos efectua-
dos por este Tribunal, la depreciación que sufren los bienes 
adjudicados al Organismo en el momento de su venta se 
sitúa por término medio en un 31,0% sobre el valor contabi-
lizado para el periodo 2000-2001, (ó del 29,9% consideran-
do los tres últimos ejercicios (ver cuadro n.º 48)). Esta pér-
dida de valor debe reflejarse contablemente mediante la 
correspondiente provisión de acuerdo al principio de pru-
dencia, por lo que procedería una dotación a la provisión de 
al menos 4.670.711.169 pesetas.

3.3.3 Transacción con el deudor.

3.3.3.1 Consideraciones generales.

Este sistema de recuperación es similar al de 
dación en pago, descrito con anterioridad, con la sal-

vedad de que el importe pagado por el deudor, ya sea 
mediante efectivo o contra la entrega de bienes o dere-
chos, es inferior, previa aprobación del Ministro de 
Hacienda, a la deuda que el citado deudor tenga con el 
Organismo.

Las transacciones formalizadas por el Organis-
mo durante el periodo 1997-2002 han consistido 
en la realización de quitas directas en el importe 
de la deuda, con cobro de la diferencia en metálico 
o mediante la entrega de bienes de la entidad deu-
dora. 

Durante el periodo 1997-2002, FOGASA, ha reali-
zado tres actuaciones recuperatorias del tipo citado, 
una en 2001 y dos en 2002, lo que da una idea de la 
escasa aplicación de este procedimiento. Las caracte-
rísticas de estas transacciones se muestran en el cuadro 
siguiente:

CUADRO N.º 38

CARACTERÍSTICAS DE LAS TRANSACCIONES REALIZADAS EN EL PERIODO 1997-2002*

Entre los acuerdos de transacción firmados destaca 
el de la empresa Sistemas de Instalaciones y Telecomu-
nicación (SINTEL), por un importe de 3.967.525.827 
pesetas.

Para la obtención de las conclusiones recogidas en 
este epígrafe se ha considerado una muestra de bienes 

recibidos como pago mediante transacción que repre-
senta el 100% del total de transacciones realizadas 
durante el periodo 1997-2001.

En el gráfico adjunto se presentan de forma resumi-
da las principales actuaciones existentes en este proce-
dimiento:

* Millones de pesetas 
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Las fases en que se estructura este procedimiento 
son las siguientes:

— Solicitud de pago por parte del deudor.
— Valoración de la solicitud presentada.
— Solicitud de autorización de transacción al 

Ministro de Hacienda.
— Formalización del acuerdo.

3.3.3.2 Solicitud de pago por parte del deudor.

En esta fase el deudor manifiesta al Organismo su 
deseo de cancelar la deuda mediante la entrega de bie-
nes o derechos, indicando en el documento la forma de 
pago y el importe del pago a realizar. Este ofrecimiento 
debe incluir la identificación del bien, o conjunto de 
bienes, con que se pretende cancelar la deuda.
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En la práctica, en aquellos casos en los que la finalidad 
del acuerdo es hacer viable la empresa, el deudor debe 
presentar los estudios que justifiquen esta viabilidad. La 
solicitud debe ser presentada por la empresa en los casos 
que exista un procedimiento de suspensión de pagos, o 
por los órganos del concurso en los procesos de quiebra.

3.3.3.3 Valoración de la solicitud presentada.

Las actuaciones a realizar por el Organismo en esta 
etapa no están definidas, si bien de facto el Organismo 
aplica un procedimiento similar al de daciones en pago. 
Así, pueden distinguirse los siguientes pasos:

— Conocimiento de las prestaciones pagadas por el 
Organismo a la fecha de la transacción.

— Control del valor de los bienes o derechos que se 
entregan en pago.

— Valoración de que las condiciones recogidas en 
la transacción no son menos favorables que las ofreci-
das al resto de acreedores (en caso de que exista un 
procedimiento concursal). 

— Valoración jurídica de la transacción, a realizar 
por el Servicio Jurídico del Estado.

Las UAP realizan las actuaciones antes indicadas, 
elaborando un informe que remiten a la Unidad de Pro-
cedimientos Especiales del Área de Gestión de Presta-
ciones y Recuperación.

A este respecto, debe señalarse que el procedimien-
to de valoración de las propuestas de los deudores en 
los casos en que estas transacciones se han producido, 
adolece de cierta falta de rigor. Así, a título de ejemplo, 
puede señalarse el caso de Manufacturas UGO, SA, 
que aportó al Organismo un estudio de viabilidad de la 
sociedad para el periodo 2000-2002, que presentaba ya 
en el ejercicio 2000, una desviación del 16% respecto 
de las ventas estimadas, sin que exista constancia de 
que el Organismo haya reaccionado ante esta desvia-
ción que presentaban las estimaciones realizadas. 

En el caso de SINTEL, SA, este Tribunal no ha 
encontrado, pese a ser requerida, ningún tipo de infor-
mación que fundamente la transacción aprobada. Con 
relación a este expediente debe indicarse, además, que el 
acuerdo firmado con esta empresa el 14.3.2002, recono-
cía una deuda con FOGASA por importe de 
3.266.982.151 pesetas. Sin embargo, a esa fecha, FOGA-
SA había realizado pagos por valor de 3.908.749.954 
pesetas. Con posterioridad se realizaron pagos adiciona-
les por un importe de 58.805.873 pesetas. 

3.3.3.4  Autorización de la transacción por el Ministro 
de Hacienda.

Este paso tiene por objeto obtener la autorización 
del Ministro de Hacienda a la que hace referencia el 
artículo 39 TRLGP. La tramitación de esta autorización 
se realiza a través de la Secretaría General de Empleo 
del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. 

No obstante, debe señalarse la existencia de transac-
ciones fácticas de la deuda sin autorización del Minis-
tro de Hacienda. Es el caso de la empresa Tipel, SA, ya 
comentado en el apartado 3.3.2.3 anterior.

3.3.3.5 Formalización del acuerdo.

Este paso consiste en la firma del convenio singular 
o general propuesto o acordado con el deudor. Este 
acuerdo debe ser firmado por el Secretario General de 
FOGASA, si bien cabe la delegación de firma, de 
forma expresa, en los responsables de la UAP o en el 
responsable del Área del Gestión de Prestaciones y 
Recuperación.

3.3.4  Recuperación mediante ejecuciones judiciales y 
procedimientos concursales.

3.3.4.1 Consideraciones generales.

En este epígrafe se van a analizar aquellas actuacio-
nes del Organismo relacionadas con los procedimientos 
ejecutivos y concursales que pueden dar lugar a la recu-
peración de la deuda. En ningún caso se va abordar una 
descripción y análisis completo de estos procedimien-
tos por discurrir todos ellos en el ámbito judicial, y por 
quedar, por tanto, su ordenación fuera del ámbito de 
actuación del Organismo.

No obstante, antes de analizar las actuaciones del 
Organismo relacionadas con estos procedimientos, 
debe señalarse que las recuperaciones de deuda obteni-
das por FOGASA a través de ellos alcanzan el 41,8% 
de los ingresos procedentes de la recuperación de 
deuda. Por otra parte, el tiempo que transcurre desde 
que se inician este tipo de recuperaciones hasta que se 
logra su cobro es, por término medio, superior a los 
cuatro años.

Durante el periodo 1999-2001, el importe de las 
ejecuciones judiciales en las que presentó demanda el 
Organismo fueron las siguientes:

CUADRO N.º 39

EVOLUCIÓN DE LAS DEMANDAS Y RECUPERACIONES POR EJECUCIONES JUDICIALES
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Para el análisis de estas actuaciones se distinguirán 
dos apartados: el primero relativo a las actuaciones de 
los letrados del Organismo ante los Tribunales; y el 
segundo, referente a las consecuencias que se deducen 
para el Organismo de estos procedimientos.

3.3.4.2  Actuaciones de los letrados del Organismo 
ante los Tribunales.

Estas actuaciones tienen su fundamento en los 
artículos 10, 16 y 31 del RD 505/1985, donde se faculta 
al Organismo para ejercer cuantas acciones judiciales 
se consideren convenientes para el más rápido y eficaz 
reembolso de las cantidades abonadas.

Asimismo, son de aplicación las normas internas del 
Organismo contenidas en el manual de «Ingresos y 
Recursos a favor del Fondo de Garantía Salarial», en el 
de «Gestión del Patrimonio Adjudicado al FOGASA» 
y en las «Instrucciones de la Secretaría General del 
Fondo de Garantía Salarial para la llevanza del Inventa-
rio de Garantías constituidas a favor del Organismo».

Puede señalarse que la primera actuación realmente 
sustantiva relacionada con el proceso de recuperación 
de deuda, además de la subrogación ya comentada en el 
apartado 3.2 de la Sección III de este Proyecto de Infor-
me, se produce cuando las UAP conocen la existencia 
de bienes en poder del deudor pues, en otro caso, pro-
cedería la baja de la deuda por insolvencia del deudor. 

Sin embargo, a pesar de la importancia que tiene 
este conocimiento, el Organismo no ha establecido nin-
gún tipo de procedimiento que defina qué actuaciones 
de búsqueda de bienes deben realizar las UAP o los 
SS.CC. y en qué supuestos deben implementarse. En 
este sentido debe señalarse que el Organismo se basa 
en la información existente en los juzgados y en la 
aportada por los trabajadores.

Una vez conocida la existencia de bienes, el respon-
sable de la UAP procede a asignar el caso a uno de los 
letrados, quien se encarga de realizar cuantas actuacio-
nes judiciales sean procedentes para la defensa de los 
intereses del Organismo. Estas actuaciones tienen 
como premisa la realización de un estudio previo de la 
situación, tanto patrimonial como jurídica del deudor. 

En función de las conclusiones de dicho estudio, si no 
hay convenio con el deudor para el pago, el Organismo 
podrá optar por iniciar la demanda ejecutiva o por formar 
parte de los acreedores en el procedimiento concursal. 

3.3.4.3  Consecuencias que se deducen para el Orga-
nismo de los procedimientos ejecutivos y 
concursales.

Los procedimientos concluyen, como ya se ha indi-
cado, con el pago parcial o total de la deuda, que puede 
ser en efectivo o mediante la adjudicación de un bien.

La adjudicación está limitada al importe del valor de 
la deuda del Organismo con el deudor y al valor de tasa-
ción del bien. A este respecto, si el valor del bien supera 

el importe de las prestaciones pagadas por el Organismo, 
el responsable de la UAP debe solicitar aprobación del 
Secretario General para proceder a su aceptación. 

Por otra parte, las UAP deben dar también cuenta a 
los SSCC del resultado para el Organismo de los proce-
dimiento ejecutivos y concursales. Las Unidades que 
deben recibir esta información son la Unidad de Admi-
nistración del Patrimonio y la Unidad de Procedimien-
tos Especiales.

3.3.4.3.1 Unidad de Administración del Patrimonio.

Esta Unidad debe recibir de las UAP antes del día 
10 de cada mes, las altas y bajas de deuda producidas 
durante el mes anterior, que se deriven de ejecuciones 
judiciales tanto por la vía social como por la civil.

• La información recibida de la UAP por esta Unidad, 
en soporte papel, se incorpora en una base de datos con la 
siguiente estructura: a) antecedentes del expediente (juz-
gado, número de autos que da origen al procedimiento y 
número de auto de ejecución); b) identificación del deu-
dor, los expedientes pagados y la cantidad adeudada; c) 
garantía que puede permitir el cobro de la deuda; y d) 
situación de las garantías. Esta información constituye el 
Inventario de Garantías de Ejecuciones Judiciales.

Con relación a esta obligación de remisión de infor-
mación, este Tribunal ha detectado las siguientes inci-
dencias:

— La ficha en la que las UAP remiten la informa-
ción es de elaboración manual, lo que implica que el 
tratamiento de los datos debe ser realizado dos veces: al 
cumplimentar la ficha y al elaborar el inventario de 
garantías de ejecuciones judiciales.

— El deudor recogido en la ficha es identificado 
por su nombre y no por su CIF o NIF, lo que hace 
imposible el tratamiento informático de los datos facili-
tados e impide conocer si existen ejecuciones judiciales 
de ese deudor en otras UAP, si se están dando de baja 
deudores por insolvencia con ejecuciones abiertas, etc. 
En definitiva, esta deficiencia impide realizar un ade-
cuado control de esta información.

— El envío de información no se realiza con la 
periodicidad establecida en la norma reguladora de este 
procedimiento. Así, durante el periodo fiscalizado, die-
ciocho UAP no remitieron información. En el mismo 
sentido se han detectado UAP (vgr.: Madrid) en la que 
el alta se proporciona simultáneamente con la baja22. 

22 El Organismo manifiesta en sus alegaciones que se efectúan 
requerimientos a las UAP a fin de ejercicio para que remitan la 
información pendiente sobre ejecuciones judiciales. A este respec-
to, el Tribunal debe manifestar que no ha obtenido ninguna eviden-
cia de que este hecho se haya producido, no habiendo aportado 
FOGASA ninguna documentación que soporte su afirmación. Con 
independencia del hecho citado, el Tribunal ha comprobado que 
varias UAP no remitieron las fichas mensuales pese a haberse pro-
ducido cobros, hecho que pone de manifiesto la debilidad de los 
controles aplicados. 
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Ambas situaciones afectan a la representatividad de los 
registros contables y extracontables del Organismo, ya 
que impiden conocer la auténtica situación de la deuda. 

— Por otra parte, la Unidad de Administración del 
Patrimonio no realiza ningún tipo de control para veri-
ficar si las UAP han remitido la ficha de control, ni 
realiza verificación alguna de la información que se 
remite en las fichas a partir de las cuales se elabora el 
inventario de ejecuciones judiciales, lo que supone una 
significativa debilidad del control interno, con el consi-
guiente riesgo sobre el patrimonio del Organismo y su 
registro contable.

— El Inventario de Garantías de Ejecuciones Judi-
ciales no diferencia los cobros por intereses y costas 
que se derivan de los procedimientos judiciales, por lo 
que el Organismo no tiene conocimiento del detalle de 
estos ingresos y cuando identifica su procedencia, lo 
anota descargando la cuenta deudora por el total del 
cobro realizado, aunque ni los intereses ni las costas 
estuviesen previamente registrados como deuda23. 

Este hecho conllevaría que el saldo del deudor afec-
tado por este hecho resultase acreedor si el Organismo 
llevase un correcto control de lo adeudado por cada 
deudor. Como no es así, se da de baja, de forma descon-
trolada, la globalidad del importe cobrado minorando 
el saldo de deudores del Organismo. Esta falta de un 
adecuado control permite que estas deficiencias proce-
dimentales tan significativas pasen completamente 
desapercibidas.

A partir de la información remitida mensualmente 
por las UAP, la referida Unidad elabora un informe tri-
mestral que contiene el detalle de las recuperaciones (por 
cobro) y de las bajas (por falta de cobro) derivadas de los 
procedimientos ejecutivos en el trimestre anterior. 

El referido informe identifica la UAP origen de la 
baja, los datos referentes al juzgado, número de proce-
dimiento y de ejecución, la empresa deudora, el núme-
ro de expediente, los datos correspondientes a los 
importes de la cantidad adeudada, garantía, cantidad 
recuperada y cantidad pendiente de recuperar, así como 
las fechas de alta y baja.

Una vez realizado, el informe se remite al responsa-
ble del Área de Gestión de Prestaciones y Recupera-
ción, para que, en su caso, elabore la oportuna propues-
ta de baja. Esta propuesta se estructura en tres 
apartados: importe de las recuperaciones, importe de 
los expedientes para los que existe resolución del juz-
gado y el «dedúzcase en la relación de deudores» del 
importe cobrado. Este último apartado es firmado por 
el Secretario General.

A continuación la propuesta es remitida al Servicio 
de Contabilidad para que proceda a la contabilización 
de los cobros contenidos en la propuesta. Las bajas por 
falta de cobro no son anotadas24. En este proceso, este 
Tribunal ha detectado otras deficiencias:

— Las UAP no remiten a la Unidad de Administra-
ción de Patrimonio la totalidad de las altas y bajas pro-
ducidas en los procedimientos ejecutivos, por lo que el 
informe que elabora esta Unidad, que sirve de soporte a 
la baja, es incompleto. En consecuencia, pueden existir 
deudores que figuren como tales en los registros del 
Organismo cuya deuda ha sido cancelada, o bien es 
incobrable.

Esta situación podría ser subsanada si la citada Uni-
dad conciliara sus datos de baja con los existentes en 
otras Unidades del Organismo (vgr.: información sobre 
cobros).

— Por otra parte, en el proceso de notificación de 
las altas y bajas de la deuda, las UAP no detallan la 
totalidad de expedientes afectados por el procedimiento 
ejecutivo. Este hecho impide dar de baja como deudo-
res los expedientes excluidos.

— Asimismo, debe señalarse que la Resolución 
adoptada por el Secretario General del Organismo sólo 
se refiere a las bajas por cobros realizados, no incluyen-
do ninguna baja por falta de cobro tras el procedimien-
to ejecutivo, lo que no parece razonable. Esta conducta 
permite que continúen de alta como deudores importes 
no recuperables, lo que distorsiones los registros conta-
bles y extracontables del Organismo.

En el cuadro adjunto se aprecia el efecto de este 
criterio durante el periodo 1999-2001:

23 El Organismo manifiesta en sus alegaciones que esta situa-
ción se corrigió por Resolución del Secretario General de 25.3.2002. 
Sin embargo, el Tribunal debe puntualizar que esta Resolución sólo 
afectó a los intereses correspondientes a las empresas Inmobiliaria 
Aguacate Tamames SA y MI Construcciones y Proyectos, SL, pero 
no al resto de deudores que se encontraban en esta situación. A título 
de ejemplo puede citarse el caso de la empresa Sunshine International 

Enterprises, SA (expdte. 5843/99), donde se produce esta situación, 
sin que los controles implantados por el Organismo hayan sido sufi-
cientes para evitarla.

24 El Organismo manifiesta en sus alegaciones que las Resolu-
ciones del Secretario General incluyen la totalidad de las bajas con 
indicación expresa de su causa. A este respecto, debe señalarse que 
lo cierto es que, contablemente, sólo se aplican las bajas por cobro.

CUADRO N.º 40

BAJAS POR PROCEDIMIENTOS EJECUTIVOS NO REGISTRADAS EN CONTABILIDAD (1999-2001)
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— Por último, debe indicarse que no consta a este 
Tribunal que en SSCC se realice supervisión alguna 
sobre la información remitida por las UAP sobre 
cobros o impagos derivados de procedimientos ejecu-
tivos, lo que supone una debilidad en el control inter-
no existente.

3.3.4.3.2 Unidad de Procedimientos Especiales.

Esta Unidad se responsabiliza de recibir y contro-
lar las actuaciones relativas a los procedimientos con-
cursales. Durante el transcurso de esta fiscalización 
este Tribunal no ha detectado, con relación a estos 
procedimientos, la existencia de una información 
estructurada que permita al Organismo efectuar un 
seguimiento de los resultados de esta modalidad de 
recuperación.

Asimismo debe indicarse, tal y como ponen de 
manifiesto las notas internas de 19.7.2001 y 20.2.2002, 
que la obligación de las UAP de notificar las actuacio-
nes realizadas con relación a procedimientos concursa-
les ha sido incumplida con carácter general.

Esta situación impide al Organismo realizar una 
labor de coordinación y seguimiento de las actuaciones 
de las UAP, lo que ha permitido un funcionamiento más 
autónomo de éstas, sin que por ello se haya obtenido 
una mayor recuperación. 

3.3.4.4  Aspectos contables del registro de estos deu-
dores: Deudores por subrogación de FOGASA 
en las prestaciones pagadas a los trabajadores 
incluidos en el inventario de deudores en eje-
cución judicial.

En este concepto se recogen, únicamente, aquellos deu-
dores por subrogación derivados de prestaciones pagadas 
con anterioridad a 1.1.1999, que, a dicha fecha, estaban 
incursos en un procedimiento de ejecución judicial promo-
vido por FOGASA para el cobro de sus deudas. Los deudo-
res anteriores a 1.1.1999 sin proceso de ejecución judicial, 
como se ha indicado, no están contabilizados. 

La existencia de un procedimiento judicial abierto 
para el cobro de estas deudas deriva, fundamentalmen-
te, del incumplimiento por parte de los deudores de los 
convenios de pago suscritos con el Organismo, lo que 
da lugar al inicio de las pertinentes acciones judiciales 
y también, aunque en menor medida, de los procedi-
mientos concursales de los que éste es parte.

Como se ha indicado, estos deudores fueron regis-
trados en la cuenta (5421) «Inversiones financieras 
temporales. Créditos a corto plazo por subrogación», 
ascendiendo su importe a 31.12.2001 a 11.345.744.278 
pesetas. En el siguiente cuadro puede apreciarse la 
variación que ha experimentado este saldo desde el 
momento en que comenzó su contabilización, debida a 
los cobros obtenidos por el Organismo:

CUADRO N.º 41

VARIACIÓN DEL SALDO DE DEUDORES EN EJECUCIÓN JUDICIAL (1999-2001)

Con relación a estos saldos, FOGASA ha aplicado 
un criterio de prudencia contable y ha venido provisio-
nando la totalidad de esta deuda por considerar que su 
saldo presentaba un riesgo cierto de insolvencia.

Sin perjuicio de lo ya indicado respecto de este con-
cepto de deudores, el análisis realizado por este Tribu-
nal de este saldo ha puesto de manifiesto lo siguiente:

— En este concepto no se incluyen los derechos 
totales en que debía subrogarse el Organismo, sino sólo 
la parte de esos derechos que el Organismo estimaba 
realizables a 1.1.1999, es decir, la contabilización se 
llevó a cabo en función del importe de la garantía o 
bien embargado en el proceso de ejecución judicial. 

En este sentido, este Tribunal ha verificado la exis-
tencia de cobros durante los ejercicios 1998 a 2001 que 
corresponden a deudores por convenio declarados inco-
brables con anterioridad a 1999 y que, por tanto, no 
figuran contabilizados por FOGASA (vgr.: Manufactu-

ra Textil Vilapou, Cartonajes la Huerta, etc.), lo que 
confirma lo anteriormente indicado respecto a la exis-
tencia de lagunas en este concepto.

De acuerdo con las estimaciones de este Tribunal, el 
efecto de esta deficiencia en el momento de la elabora-
ción de este inventario (1.1.1999) fue de 425.371.155 
pesetas. A 31.12.2001, el efecto neto de esta diferencia 
ascendió a 323.909.256 pesetas.

Por otra parte, aun aplicando el criterio del Organis-
mo, el inventario inicial de estos deudores no incluye 
todos los deudores en ejecución judicial que debieran 
estarlo, como puede deducirse del análisis comparativo 
efectuado sobre los datos existentes en diferentes UAP, 
y de las deficiencias detectadas en la gestión de esta 
deuda (véase también apartado 3.3.1 de esta Sección).

Asimismo, debe indicarse que de la comparación de 
este inventario con los listados de deudores por conve-
nios declarados fallidos o incobrables en los ejercicios 
1998 y 1997 procedentes de las distintas UAP, facilita-
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dos por el propio Organismo a este Tribunal, se observa 
la existencia de numerosos deudores por convenio que, 
habiendo sido declarados incobrables en ambos ejerci-
cios y, por tanto, encontrándose en situación de ejecu-
ción judicial, no aparecen registrados en este inventa-
rio, sin que FOGASA haya aportado explicación alguna 
que aclare esta situación. Así, 10 de los 14 deudores 
declarados incobrables en octubre y noviembre de 1998 
no figuran registrados en el inventario de deudores en 
ejecución judicial contabilizado por el Organismo. 

En el mismo sentido, este Tribunal ha detectado al 
menos un supuesto en que un mismo deudor ha sido 
registrado duplicadamente. Así, la deuda de la sociedad 
XM Patrimonios Agencia de Valores, SA, por importe 
de 25.399.523 pesetas está doblemente registrada y 
contabilizada.

Durante el ejercicio 2002, el Organismo, por indica-
ción de la Intervención General ha procedido a la reha-
bilitación de diversos deudores, cuya deuda, anterior a 
31.12.1998, estaba vigente, según este órgano de con-
trol. Debe indicarse a este respecto que de los 98 deu-
dores rehabilitados, sólo 8 de ellos figuraban en el 
inventario de deudores en ejecución judicial, lo que 
viene a confirmar la falta de representatividad de este 
inventario. A mayor abundamiento, debe indicarse que 
en estos 8 casos, el importe de deuda que figura en el 
inventario de deudores en ejecución judicial es distinto 

al importe por el que se han rehabilitado los 8 deudores 
coincidentes.

— También debe señalarse que FOGASA, aun 
teniendo datos para elaborar la información que permi-
ta el seguimiento de la evolución de estos deudores en 
ejecución judicial, no lo ha realizado. Por ello, el Orga-
nismo desconoce la deuda correspondiente a cada deu-
dor, los cobros obtenidos de cada uno de ellos, y su 
importe pendiente de pago a 31.12.2001. Esta situación 
impide una adecuada gestión de cobro de esta deuda.

El Organismo sí posee información, en cambio, 
sobre los diversos expedientes de recuperación de 
deuda abiertos, pero no los tiene agrupados por deudor, 
lo que impide su adecuado seguimiento.

— Además, este Tribunal ha detectado la existencia 
de un segundo tipo de contabilización duplicada de 
estos deudores, que tiene su origen en la suscripción de 
un nuevo convenio de pago por algunos de estos deudo-
res con posterioridad a la fecha de contabilización de la 
deuda. Este hecho no ha sido considerado por el Orga-
nismo y, por tanto, no ha registrado las bajas de estos 
deudores en ejecución judicial, lo que ha supuesto que 
a 31.12.2001 figuran contabilizados duplicadamente 
como deudores en ejecución judicial y como deudores 
por convenio (cobrable o incobrable). El detalle de los 
deudores que se han detectado en esta situación es el 
siguiente:

CUADRO N.º 42

DETALLE DE DEUDORES CON DUPLICIDADES DERIVADOS DE CONVENIOS
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— Por lo que respecta a las bajas por cobros de esta 
deuda registradas por FOGASA en los ejercicios 2000 
y 2001, debe indicarse que el Organismo ha contabili-
zado estas bajas sin tomar en consideración que los 
cobros de los que traen causa corresponden a deuda en 
ejecución judicial no sólo reconocida con anterioridad 
a 1.1.1999, sino también reconocida en 1999, 2000 y 
2001, siendo así que únicamente podían ser aplicados 
como bajas en este concepto los cobros obtenidos por 
deudores en ejecución judicial anteriores a 1999. Sin 
embargo, FOGASA no ha tenido en consideración este 
extremo y ha dado de baja en contabilidad el total de 
las recuperaciones producidas, lo que ha supuesto una 
baja indebida en este concepto durante estos dos ejerci-
cios de 818.988.859 pesetas (correspondientes a recu-
peraciones de deuda no registrada en este concepto).

A mayor abundamiento, debe indicarse que analiza-
dos los cobros que según la documentación soporte 
corresponden a deudores en ejecución judicial anterio-
res a 1.1.1999, este Tribunal ha comprobado que sólo 
un 18% corresponden a deudores en ejecución judicial 
previamente contabilizados. 

Todo ello pone de manifiesto, una vez más, las defi-
ciencias de gestión del Organismo respecto a estos 
deudores. 

— Por otra parte, según se indica en el apartado 
5.9.3 de esta Sección, al comentar las incidencias 
detectadas, durante el ejercicio 2001 se ha producido 
un alta de bienes adjudicados a FOGASA de 14.000.000 
pesetas procedentes de la empresa Cedot, SA que, sin 
embargo, no ha minorado el saldo contable de este deu-
dor, sino que ha sido aplicado, indebidamente, como un 
ingreso del ejercicio, lo que sin perjuicio de la pertinen-
te rectificación contable, pone de manifiesto la insufi-

ciencia del control interno del Organismo. Esta misma 
situación se ha producido, si bien parcialmente, en la 
adjudicación de bienes procedente de la empresa Serra 
Feliú, SA, ya que el importe de los bienes adjudicados 
(10.000.000 de pesetas) es superior a la deuda en ejecu-
ción judicial (3.464.760 pesetas), debiéndose aplicar el 
resto a la deuda en subrogación que mantiene esta 
empresa con FOGASA.

— Por último, debe indicarse que, analizado el saldo 
que presenta la cuenta (559) «Partidas pendientes de 
aplicación», este Tribunal ha observado la existencia de 
anotaciones que corresponden a cobros de deudores que 
han sido dados de baja como deudores en ejecución judi-
cial por figurar en el «Listado bajas ejecución» (sic) que 
genera trimestralmente el Área de Gestión de Prestacio-
nes y Recuperación, y que es facilitado al Servicio de 
Contabilidad para que contabilice las bajas. Este listado 
presenta numerosas deficiencias, entre ellas, que no res-
ponde a una situación real, lo que produce que se den de 
baja deudores de los que aun se siguen percibiendo can-
tidades. Cuando esto ocurre, al no haber saldo deudor 
que minorar con el cobro, se utiliza como contrapartida 
la cuenta 559, lo que aumenta el grado de desinforma-
ción de que adolecen los estados contables del Organis-
mo en sus cuentas de Deudores.

Otra deficiencia que presenta este listado es que al 
no estar cotejado con la cifra de deudores contabiliza-
da, ocurre que algunos deudores incluidos en el referi-
do listado son dados de baja en contabilidad sin estar 
previamente de alta, lo que pone de manifiesto la falta 
de control interno en este Área.

A continuación se detalla, en el siguiente cuadro, 
una muestra de deudores en que se dan estas dos cir-
cunstancias:

CUADRO N.º 43

DEUDORES CON DEUDAS DADAS DE BAJA SIN ESTAR PREVIAMENTE DE ALTA

— Sin perjuicio de lo anterior, debe señalarse, ade-
más, la falta de concordancia entre los cobros reflejados 
en la documentación utilizada para la contabilización de 
estas bajas y los cobros que figuran en las cuentas banca-
rias de FOGASA en el ejercicio 2001. Esta discrepancia 
se produce tanto en el caso de los cobros referentes a 
deudores en ejecución judicial contabilizados por el 
Organismo, como respecto de los cobros de deudores en 
ejecución judicial anteriores a 1.1.1999 que, como se ha 
indicado, no figuran contabilizados. 

Así, para los deudores en ejecución judicial contabi-
lizados, en la documentación soporte de las bajas figura 
como importe recuperado un total de 78.579.458 pese-
tas, mientras que el libro de bancos de FOGASA indica 
un importe recuperado de 220.591.285 pesetas. Otro 
tanto ocurre con los deudores en ejecución judicial no 
contabilizados; así, frente a 165.524.197 pesetas recu-
peradas según la documentación soporte de las bajas, el 
libro de bancos recoge sólo 130.416.170 pesetas de 
cobros efectuados.



Cortes Generales 12 de enero de 2006.—Serie A. Núm. 215

111

3.4 Baja de la deuda.

3.4.1 Consideraciones generales.

A lo largo de este epígrafe 3 se han analizado los pro-
cedimientos a través de los cuales se consigue el cobro 
de la deuda. Sin embargo, en este apartado se analizará, 
específicamente, la baja de la deuda por falta de cobro. 

El Organismo dispone de un procedimiento para pro-
ceder a la baja de la deuda por falta de cobro. Este proce-
dimiento se regula en la circular de 29.6.2001 «Procedi-
miento de Gestión de Deudores por Subrogación» de 
29.6.2001 y por diversas notas internas emitidas por el 
Jefe del Área de Gestión de Prestaciones y Recuperación. 

A este procedimiento afectan deficiencias ya seña-
ladas con anterioridad. Especialmente, podemos desta-
car las siguientes:

— La baja, al igual que el alta, se produce por 
expediente y no por deudor. Ello permite que puede 
darse de baja deuda en una UAP, cuando el mismo deu-
dor tiene deuda «viva» en otra, lo que no resulta lógico. 
Ello viene motivado por la falta de coordinación de las 
UAP y la deficiente supervisión de los SSCC.

— La baja de expedientes afecta a la deuda exis-
tente con posterioridad a 31.12.1998, con la excepción 
de los procedimientos ejecutivos o concursales, en los 
que la baja propuesta puede afectar a ejercicios ante-
riores a la citada fecha. La deuda anterior a esta fecha, 
con la citada salvedad, no parece existir para el Orga-
nismo.

En el gráfico adjunto se presentan de forma resumi-
da las principales actuaciones existentes en este proce-
dimiento:

GRÁFICO 7.–BAJA DE LA DEUDA
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El procedimiento se inicia una vez concluido el pro-
ceso recuperatorio (cualquiera que sea la modalidad 
que se haya seguido) sin éxito (en todo o en parte), y 
termina con la notificación al Servicio de Contabilidad 
de la Resolución adoptada por el Secretario General y 
su baja en cuentas. Se pueden distinguir las siguientes 
fases en este procedimiento:

— Justificación de la irrecuperabilidad de la deuda.
— Tramitación de la propuesta de baja.
— Emisión de la Resolución del Secretario General.

3.4.2  Justificación de la irrecuperabilidad de la deuda.

Esta fase afecta exclusivamente a aquellos expe-
dientes de deudores respecto de los que FOGASA des-
conoce la existencia de bienes. Normalmente, el Orga-
nismo tiene constancia de esta situación cuando se 
subroga en los derechos de los trabajadores tras el pago 
de prestaciones, comparece en el procedimiento contra 
el deudor y no detecta la existencia de bienes.

Al no detectarse bienes, se produce la declaración 
judicial de insolvencia del deudor y la UAP procede a 
realizar actuaciones complementarias tendentes a con-
firmar que la deuda no es recuperable. Estas actuacio-
nes, establecidas en el procedimiento interno del Orga-
nismo, son las siguientes:

— Verificación de la inexistencia de bienes del deu-
dor con los que hacer frente al pago de la deuda o, en 
caso de que existan, que sobre ellos pesen cargas que 
hagan irrecuperable la deuda. Este hecho se justifica 
con la declaración de insolvencia del deudor dictada 
por el juez como consecuencia del ya citado procedi-
miento ejecutivo. 

— Verificación de que el deudor no ejerce ninguna 
actividad ni tiene trabajadores en alta en algún régimen 
de la Seguridad Social, hecho que se demuestra 
mediante el correspondiente Informe de vida laboral de 
la Tesorería General de la Seguridad Social.

— Verificación de que no existen responsables soli-
darios ni subsidiarios o, caso de que existan, que el 
Organismo no ha detectado bienes de su propiedad. 

— Verificación de la inexistencia de sucesión 
empresarial, hecho que se verifica mediante Resolución 
judicial o administrativa.

— Verificación de la inexistencia de procedimien-
tos abiertos en la jurisdicción de lo social, civil o mer-
cantil, de cuya resolución dependa el cobro de otra 
deuda del mismo deudor. Inexistencia, asimismo, de 
convenios de pago firmados con el deudor en vigor. 

Estas actuaciones se realizan si el deudor se encuen-
tra en domicilio conocido. En caso contrario no tienen 
lugar, y se propone la baja de la deuda sin más trámite.

Con relación a esta fase se han detectado las siguien-
tes deficiencias:

— El Organismo carece de unas directrices adecua-
das para la gestión de esta parte del procedimiento 
recuperatorio. Prueba de ello es que los SSCC apenas 
realizan una supervisión de las actuaciones realizadas 
por las UAP encaminadas a obtener la baja de la deuda, 
ni remiten a éstas los datos (sobre cobros, otros expe-
dientes abiertos, etc.) que obran en los SSCC sobre los 
deudores. Tampoco existen unas directrices sobre pla-
nificación temporal de las bajas dirigidas a las UAP.

En el mismo sentido, debe señalarse que no ha exis-
tido en el Área de Gestión de Prestaciones y Recupera-
ción una Unidad que coordinara y supervisara la docu-
mentación de bajas remitida desde las diferentes UAP. 
La falta de recursos ha originado una acumulación de 
expedientes en los SSCC, lo que ha afectado a su ade-
cuada tramitación.

En este contexto, resulta significativo que en diciem-
bre de 2002, por primera vez, el Área de Gestión de 
Prestaciones y Recuperación remitió a cada UAP todos 
los expedientes que, según sus datos, podían ser dados 
de baja para su análisis y posterior propuesta de baja. 

— Las propuestas de bajas realizadas por las UAP 
se ven afectadas por el criterio seguido por el Organis-
mo de no acumular los diversos expedientes de deuda 
por deudor. Este hecho sucede incluso en expedientes 
de un mismo deudor llevados en una misma UAP. Es el 
caso de los expedientes de las empresas ACK Servicios 
Comunicación Galicia, SL. y AP Shop, SL.

CUADRO N.º 44

DIFERENTE TRATAMIENTO PARA UN MISMO DEUDOR EN UNA MISMA UAP
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En el mismo sentido, el referido criterio permite que 
las UAP den de baja deuda de un deudor, existiendo 

deuda viva del mismo en otras, según se aprecia en el 
siguiente cuadro:

CUADRO N.º 45

DIFERENTE TRATAMIENTO PARA UN MISMO DEUDOR EN DIFERENTES UAP

Asimismo, en las UAP de Madrid y Barcelona, se 
ha verificado la existencia de propuestas de baja de 

deuda de un deudor con procedimientos judiciales en 
curso en la misma y en diferentes UAP:

CUADRO N.º 46

BAJAS DE UN DEUDOR CON UN PROCEDIMIENTO RECUPERATORIO ABIERTO EN OTRAS UAP

Debe indicarse que el Organismo carece, a la fecha 
de este Proyecto de Informe, de cualquier tipo de infor-
mación global referente a bajas de deuda por falta de 
cobro. El hecho de que el Organismo desconozca un 
dato tan relevante, pone de manifiesto no sólo la debili-
dad de su control interno, sino la ausencia de una ade-
cuada gestión de la deuda. 

En este contexto, parece necesario que el Organis-
mo implemente una aplicación informática de gestión 
de deudores que permita, entre otras actuaciones, la 
agregación de la deuda por deudor, el conocimiento 
exacto e inmediato de su situación real, y el acceso a 
estos datos de forma inmediata tanto por las UAP como 
por los SSCC del Organismo.

3.4.3  Tramitación y resolución de la propuesta de 
baja.

Esta fase es diferente según cuál sea la actuación recu-
peratoria previa a la baja que se haya seguido, lo que 
obliga a distinguir tres modalidades de tramitación en 
las que intervienen diferentes unidades del Área de 
Gestión de Prestaciones y Recuperación encargadas de 
su control. Estas unidades son las siguientes:

— Unidad de Procedimientos Especiales. Esta uni-
dad es responsable de tramitar las bajas que tienen su 
origen en procedimientos concursales. 

— Unidad de Administración del Patrimonio. Esta 
unidad es responsable del mantenimiento del Inventa-
rio de Garantías en Ejecuciones Judiciales y, conse-

cuentemente, de proponer las bajas producidas en estas 
ejecuciones.

— Finalmente, sin que exista Unidad específica, 
parte del personal del Área de Gestión de Prestaciones 
y Recuperación se ocupa de tramitar las bajas en el 
resto de supuestos (deudores insolventes ab initio, 
insolvencias sobrevenidas, etc.).

3.4.3.1  Tramitación posterior a un procedimiento 
concursal.

En el caso de procedimientos concursales, el procedi-
miento para tramitar la baja de la deuda requiere la 
elaboración de la correspondiente propuesta por la 
UAP y su remisión a los SSCC. Lo que caracteriza a 
esta comunicación respecto de otras propuestas de baja 
es que, además de los datos identificativos del deudor, 
del número de los expedientes que han dado lugar al 
pago de prestaciones, y demás requisitos establecidos 
por el Organismo para considerar la deuda como inco-
brable, deben acompañarse los datos identificativos del 
juzgado que ha tramitado el procedimiento, el tipo de 
procedimiento concursal y el letrado actuante. Asimis-
mo, la UAP debe acompañar una copia del auto del 
juzgado en la que quede constancia de la inexistencia 
de bienes del deudor o del sobreseimiento o archivo de 
las actuaciones, en su caso. 

Junto a la documentación citada, la UAP debe remi-
tir un soporte informático conteniendo el detalle de 
expedientes que se proponen de baja. Las propuestas de 
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baja afectan a la totalidad del importe pendiente de 
pago de los expedientes cuya baja se propone. 

La documentación remitida por la UAP se recibe en 
la Unidad de Procedimientos Especiales del Área de 
Gestión de Prestaciones y Recuperación, donde se veri-
fica que el importe y detalle de los expedientes pro-
puestos de baja por cobro o insolvencia, se corresponde 
con los datos existentes en la base de datos de presta-
ciones. Asimismo, esta Unidad procede a la elabora-
ción de la correspondiente propuesta para su firma por 
el Secretario General. 

En este sentido, este Tribunal no ha obtenido cons-
tancia de que se efectúe ningún control adicional antes 
de realizar la propuesta de baja (vgr.: existencia de 
otros expedientes de deuda del mismo deudor no 
incluidos en la propuesta de baja). Prueba de ello son 
las deficiencias detectadas puestas de manifiesto en los 
cuadros n.º 44, 45 y 46 anteriores.

Este procedimiento se empezó a aplicar en junio del 
2001, estando interrumpida su aplicación a la fecha de 
este Proyecto de Informe.

3.4.3.2  Tramitación posterior a un procedimiento eje-
cutivo (ejecuciones judiciales).

Tal y como ha quedado indicado en el aparta-
do 3.3.4.3.1, FOGASA no ha tomado en consideración 
la información contenida en los listados trimestrales de 
bajas del Inventario de Garantías de Ejecuciones Judi-
ciales elaborados por la Unidad de Administración del 
Patrimonio. Esto es, sólo ha tenido en cuenta las bajas 
por cobro incluidas en estos listados, mientras que las 
bajas por insolvencia deducidas de estos listados no 
han sido tramitadas.

Este criterio permite que continúen de alta deudores 
no recuperables, lo que afecta a la representatividad de 
los estados contables.

3.4.3.3 Tramitación ordinaria.

En este caso, la UAP una vez que tiene constancia 
de la inexistencia de bienes del deudor o de los respon-
sables solidarios o subsidiarios, de que el deudor no 
ejerce ninguna actividad ni tiene trabajadores a su 
cargo, etc., elabora una propuesta de baja para su remi-
sión al Área de Gestión de Prestaciones y Recupera-
ción. Se trata de una remisión genérica ya que en este 
Área no hay una Unidad específica para la gestión de 
estas bajas.

La documentación que debe incluir la propues-
ta, una vez realizados los controles señalados en el 
punto 3.4.2 anterior, es la siguiente:

— Relación de todos los expedientes cuya baja 
conjunta se propone a la Secretaría General.

— Propuesta de baja por incobrable a la Secretaría 
General de cada uno de los expedientes que reúnen las 
condiciones antes citadas.

— Documentación justificativa de la baja de la 
deuda. 

— Disquete conteniendo detalle del número de 
cada expediente que se propone de baja, empresa deu-
dora, número de juzgado y fecha de auto de insol- 
vencia.

El envío de las propuestas de baja al Área de Ges-
tión de Prestaciones y Recuperación por las UAP debe 
realizarse antes del día 10 de cada mes. En la fiscaliza-
ción realizada por este Tribunal se detectó el incumpli-
miento de la citada instrucción. 

Tras la recepción de las propuestas en el Área de 
Gestión de Prestaciones y Recuperación se verifica que 
el importe y detalle de los expedientes propuestos de 
baja se corresponde con los datos existentes en la base 
de datos de prestaciones, que no hay abierto un proce-
dimiento ejecutivo concursal, etc. De este control no se 
deja constancia en la documentación. 

Tras la revisión de la propuesta de las UAP en el 
Área de Gestión de Prestaciones y Recuperación, ésta 
elabora la propuesta de Resolución que se presenta al 
Secretario General para su firma. Una vez adoptada la 
Resolución, ésta es remitida a la UAP y al Servicio de 
Contabilidad para que proceda a la baja contable del 
importe aprobado.

En este sentido conviene destacar que el Organismo 
sigue el criterio de no gestionar bajas de deudores ante-
riores a 1.1.1999, salvo que estén incursos en un proce-
dimiento ejecutivo o concursal, los únicos que están 
contabilizados. Este criterio le proporciona la seguri-
dad de que no se da de baja un expediente no contabili-
zado; sin embargo, estos deudores permanecen «vivos» 
administrativamente, ya que el Organismo no ha trami-
tado adecuadamente el fin de su procedimiento de 
cobro.

Debe recordarse que estos derechos pueden estar 
aún en vigor ya que no les afecta el plazo de prescrip-
ción establecido en el artículo 40 TRLGP.

Finalmente, debe señalarse que las UAP se encargan 
de realizar el seguimiento de los deudores declarados 
fallidos para verificar si han adquirido bienes o han 
venido a mejor fortuna, para proponer, en su caso, la 
rehabilitación de la deuda. 

Las bajas por insolvencias registradas por FOGASA 
durante el ejercicio 2001 ascendieron a 319.896.968 
pesetas. Tras las verificaciones realizadas, este Tribunal 
ha observado las siguientes deficiencias:

— En el ejercicio 2001, el Organismo ha comen-
zado a contabilizar por primera vez las bajas por 
insolvencia de sus deudores por subrogación; ahora 
bien, este Tribunal ha verificado que las bajas contabi-
lizadas no comprenden la totalidad de la deuda que el 
Organismo tiene contabilizada frente al deudor insol-
vente, sino que afectan sólo a una parte (a algunos 
expedientes concretos) de ella, lo que carece de senti-
do ya que la insolvencia del deudor afecta a toda su 
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deuda con el Organismo. Esta situación incide, asi-
mismo, en la falta de representatividad de este saldo 
contable en una cuantía que este Tribunal no puede 
determinar.

Esta situación viene originada por el sistema de ges-
tión de deuda aplicado por FOGASA, que está basado 
en expedientes y no en deudores. A título de ejemplo, 
en el ejercicio 2001, FOGASA ha tramitado y contabi-
lizado una baja de deuda por insolvencia de la empresa 
Transportes Helguera, SA, procedente de la UAP de 
Castellón de 298.096 pesetas, cuando la deuda total de 
esta empresa con FOGASA a 31.12.2001 ascendía, 
según las estimaciones de este Tribunal, a 1.789.323.973 
pesetas, existiendo al menos en la propia UAP de Cas-
tellón otro expediente de deuda de esta misma empresa 
(n.º 12/2001/00/00381) por 98.573 pesetas que no ha 
sido dado de baja. Posteriormente, en mayo de 2002, 
FOGASA volvió a tramitar y contabilizar una baja de 
deuda por insolvencia de esta empresa procedente de la 
UAP de Madrid de 111.733.437 pesetas, baja que, sin 
embargo, tampoco comprende el total de la deuda que 
esta empresa mantiene con FOGASA por las prestacio-
nes reconocidas por esta UAP: 304.633.148 pesetas.

Por otra parte, debe indicarse que en los expedientes 
de baja de estos deudores no se hace referencia a todos 

los cobros obtenidos por el Organismo, lo que impide 
determinar si los cobros más recientes han sido toma-
dos en consideración al efectuar la baja en contabilidad 
de estos deudores. De hecho, en el único supuesto en 
que se ha podido observar con claridad este extremo, 
este Tribunal ha observado que la baja por insolvencia 
de estas empresas se ha producido sin tener en conside-
ración todos los cobros obtenidos. Así, en la baja por 
insolvencia de la empresa Gráficas URPE, tramitada en 
2001 por la UAP de Madrid, se dan de baja los tres 
expedientes de prestaciones tramitados por el total de 
las prestaciones satisfechas: 3.388.691 pesetas; sin 
embargo FOGASA había recuperado 287.701 pesetas 
de la deuda de esta empresa, ingreso que se produjo el 
6.2.2001 en la cuenta que el Organismo tiene abierta en 
la entidad financiera BBVA. 

A mayor abundamiento, estos mismos expedientes 
fueron nuevamente propuestos de baja por la UAP de 
Madrid en el ejercicio 2002, lo que viene a poner de 
manifiesto una significativa falta de control en la ges-
tión de esta deuda.

Entre las diferencias observadas por este Tribunal 
en los restantes deudores dados de baja por insolvencia 
en el ejercicio 2001, se pueden citar, a título de ejem-
plo, las siguientes: 

CUADRO N.º 47

DIFERENCIAS ENTRE LA DEUDA CONTABILIZADA Y LA DEUDA DADA DE BAJA 
EN LOS EXPEDIENTES ANALIZADOS

(*) La diferencia entre la deuda contabilizada y dada de baja obedece a un expediente de prestaciones reconocido en diciembre 
de 2001, pagado en enero de 2002, por lo que si la contabilización hubiera sido correcta, esta diferencia se reduciría en 5.119.000 pesetas.

(**) La diferencia entre la deuda contabilizada y dada de baja obedece a un expediente de prestaciones reconocido en diciembre 
de 2001, pagado en enero de 2002, por lo que si la contabilización hubiera sido correcta, esta diferencia no existiría.

(***) En este caso, la deuda pendiente de tramitar su baja por insolvencia por el motivo indicado anteriormente asciende 
a 494.236 pesetas.
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— Existen supuestos en que las bajas contabiliza-
das no coinciden con los datos que refleja la Resolu-
ción del Secretario General de FOGASA. Así, en el 
caso de la baja de la deuda generada por la empresa 
Figueras Catalunya, SA, la Resolución del Secretario 
General (de 4.12.2001) estableció una baja por insol-
vencia de 7.508.404 pesetas, mientras que en contabili-
dad únicamente fue dado de baja un importe de 
3.751.884 pesetas. 

No obstante lo anterior, este Tribunal debe indicar 
que, en este caso, la baja contabilizada reflejaba el 
importe correcto, existiendo un error en la Resolución 
del Secretario General, que evidencia deficiencias en el 
control interno del Organismo.

— Por otra parte, el procedimiento que sigue el 
Organismo en la gestión de las bajas por insolvencia no 
tiene en consideración la existencia de grupos de empre-
sas, ni la existencia de supuestos de subrogación empre-
sarial, de modo que existe el riesgo de que se estén tra-
mitando bajas que, en realidad, no son correctas por 
existir bienes en sociedades creadas por las empresas 
declaradas insolventes, que deben responder ante el 
Organismo (artículo 44 del Estatuto de los Trabajado-
res). De la misma forma puede ocurrir que las bajas tra-
mitadas sean insuficientes al no contemplar la situación 
de insolvencia de la totalidad del grupo empresarial.

Un ejemplo de lo anterior lo constituye el grupo de 
empresas Figueras SA (Figueras Catalunya, SA; Figue-
ras Galicia, SA; Figueras Navarra, SA), respecto del 
que se ha declarado la insolvencia de una de sus filia-
les: Figueras Catalunya, SA, sin que conste si el Orga-
nismo ha investigado a las restantes filiales del grupo, 
asimismo deudoras del Organismo, para determinar su 
situación financiero patrimonial.

Las deficiencias anteriormente señaladas ponen de 
manifiesto, una vez más, la falta de representatividad 
del saldo contable correspondiente a este concepto, así 
como las significativas deficiencias de control interno 
que presenta la gestión del Organismo en esta área.

3.4.4 Rehabilitación de la deuda.

Esta fase tiene por objeto poner de nuevo al cobro 
aquellos expedientes en que el deudor ha venido a 
mejor fortuna y, por consiguiente, en cumplimiento de 
lo establecido en la normativa aplicable, procede su 
rehabilitación. 

Este proceso se inicia con la detección de bienes por 
parte del Organismo y termina con el cobro total o par-
cial de la deuda.

Las actuaciones de rehabilitación se inician con una 
Resolución del Secretario General por la que se da de 
alta la deuda, salvo que existan motivos de urgencia, en 
cuyo caso la rehabilitación se inicia directamente por 
las UAP. En cualquier caso, de las actuaciones realiza-
das se dará cuenta a los SSCC.

Los motivos por los que una deuda puede rehabili-
tarse son:

— Detección de bienes propiedad del deudor prin-
cipal o de deudores solidarios o subsidiarios, siempre y 
cuando estos bienes sean embargables.

— Existencia de remanentes en otras ejecuciones 
judiciales.

Sin perjuicio de lo anterior, debe indicarse que el 
Organismo no ha realizado ninguna rehabilitación de 
deuda durante el periodo fiscalizado.

4. GESTIÓN DEL PATRIMONIO ADJUDICADO

4.1 Consideraciones generales.

El objeto de este procedimiento es la realización de 
los bienes o derechos obtenidos como compensación 
de la deuda originada por el pago de prestaciones. Para 
ello el Organismo realiza cuantos trámites son necesa-
rios tanto para eliminar aquellas situaciones que impi-
den la realización de los bienes o derechos como para 
poner estos bienes en situación de venta.

Este procedimiento está regulado, además de por el 
citado RD 505/1985, entre otras disposiciones, por la 
Ley y Reglamento de Patrimonio del Estado y por el 
Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria.

Además, el Organismo ha elaborado diferentes ins-
trucciones que afectan a este procedimiento. Estas ins-
trucciones se contienen en el «Procedimiento interno de 
Gestión del Patrimonio Adjudicado» de 21.1.1998 (en 
vigor hasta julio de 2001), y en el «Manual de trámite 
de Gestión del Patrimonio Adjudicado al FOGASA» 
de 12.7.2001, que sustituyó al anterior.

En esta normativa, el Organismo ha establecido 
unos criterios generales respecto a la competencia en la 
enajenación de estos bienes. Estos criterios son los 
siguientes:

— Como regla general, la venta de los bienes adju-
dicados al Organismo es gestionada por la UAP donde 
se localiza el bien. En general esta UAP es la misma 
que ha realizado el proceso de recuperación.

— En el caso de enajenación de bienes mediante el 
procedimiento de adjudicación directa, la gestión de venta 
se realizada desde los SSCC. Los SSCC también asumen 
la enajenación de bienes de la UAP de Madrid, lo que 
constituye una excepción al procedimiento general. A este 
respecto, el Organismo debe analizar las causas por las 
que sus SSCC han tenido que asumir esta función, y adop-
tar las medidas oportunas para su corrección (incremento 
de plantilla, reestructuración de la UAP, etc.).

Los recursos obtenidos de la enajenación del patri-
monio adjudicado se destinan al pago de prestaciones, 
tal y como establece el artículo 33.2 del RD 505/1985, 
de 6 de marzo, de Organización y Funcionamiento del 
FOGASA. 

En el cuadro adjunto se muestra el volumen de operacio-
nes de este procedimiento durante el periodo 1999-2001:
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CUADRO N.º 48

ENAJENACIÓN DEL PATRIMONIO ADJUDICADO* (PERIODO 1999-2001)

* Datos en millones de pesetas.

El resultado obtenido en el proceso de enajenación ha 
sido negativo para el periodo fiscalizado (1999-2001), 
pues el importe obtenido ha sido un 29,9% menor que el 
valor por el que fueron adjudicados los bienes.

Este resultado es consecuencia, sobre todo, de las 
pérdidas generadas en los bienes obtenidos mediante 
dación en pago, posiblemente por su elevado valor de 
adjudicación, lo que pone de manifiesto que los valores 
otorgados a los bienes adjudicados al Organismo 
mediante el sistema de dación, no están ajustados a la 
realidad, lo que, a su vez, pone en cuestión el control de 
estas adjudicaciones por las UAP.

El plazo medio de permanencia de los bienes en el 
Inventario de Bienes Adjudicado ha pasado de 2,7 años 

en el ejercicio 1997 a 5,8 en 2001, como consecuencia 
de la mayor litigiosidad de los bienes recibidos por el 
Organismo.

Una vez realizada esta breve introducción, debe indi-
carse que el procedimiento de enajenación que se describe 
a continuación comprende desde que los bienes son pro-
piedad del Organismo hasta que se formaliza su venta.

Para la obtención de las conclusiones recogidas en 
este epígrafe se ha considerado una muestra de bienes 
adjudicados que representa el 44,1% del total de los 
recibidos durante el periodo 1997-2001.

En el gráfico adjunto se presentan de forma resumi-
da las principales actuaciones existentes en este proce-
dimiento:

GRÁFICO 8.–GESTIÓN DE PATRIMONIO ADJUDICADO
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En la descripción de este procedimiento se han dis-
tinguido las siguientes fases:

— Actuaciones previas de carácter necesario para 
la enajenación del patrimonio adjudicado.

— Actuaciones de formalización y mantenimiento 
del patrimonio adjudicado.

— Enajenación del patrimonio adjudicado.
— Arrendamiento del patrimonio adjudicado.

4.2  Actuaciones previas de carácter necesario para la 
enajenación del patrimonio adjudicado.

El artículo 33.2 del RD 505/1985, establece que 
«...los bienes adjudicados serán devueltos de la forma 
más inmediata posible al tráfico jurídico patrimonial». 
No obstante, debe tenerse en cuenta que la adjudica-
ción de los bienes al Organismo es realizada en muchas 
ocasiones con limitaciones (anotaciones de embargo, 
derechos preferentes de cobro, etc.) que dificultan su 
traspaso inmediato al tráfico jurídico. La superación de 
las limitaciones que obstaculizan este traspaso es la 
finalidad del proceso que a continuación se describe.

Una vez que se ha producido la entrega del bien al 
Organismo, la UAP correspondiente remite a la Unidad 
de Gestión Jurídica del Patrimonio el título de adquisi-
ción del bien, así como un informe de su situación, con 

el objeto de determinar las actuaciones que deben reali-
zarse para eliminar las cargas soportadas por el bien 
que, en su caso, impidan su venta.

El contenido de este informe debe hacer referencia a 
la situación del bien desde el punto de vista físico (ubi-
cación, naturaleza, descripción del bien, actuaciones de 
conservación a realizar, etc.), y jurídico (identificación 
del deudor, importe de la prestación, cargas que sopor-
ta, situación fiscal, posibles litigios, etc.). En este senti-
do, como se ha indicado, si la UAP, con carácter previo 
a la adjudicación ha realizado una adecuada labor 
informativa sobre la situación del bien, se reduce, lógi-
camente, el tiempo de espera para su venta y facilita la 
realización del bien. 

Debe indicarse que, en general, el Tribunal no ha 
tenido constancia de que este informe sea efectivamen-
te realizado y remitido por las UAP en todos los casos, 
lo que limita la posibilidad de que la Unidad de Gestión 
Jurídica del Patrimonio tome las oportunas decisiones 
para obtener la liberación del bien. 

Por otra parte, en los casos en que sí existe constan-
cia de la remisión de este informe, el plazo que transcu-
rre desde la adjudicación del bien hasta que el informe 
se recibe en la citada Unidad es superior a dos meses, lo 
que parece excesivo. 

En el siguiente caso pueden observarse algunos casos 
extremos que ponen de manifiesto estas demoras:

CUADRO N.º 49

RETRASOS EN LA NOTIFICACIÓN A SSCC DE LA ADJUDICACIÓN DEL BIEN

De acuerdo con lo anterior, se pueden realizar las 
siguientes observaciones:

— Los retrasos y la falta de envío de estos informes 
suponen un incumplimiento, por parte de las UAP, del 
punto B).2 del «Procedimiento de gestión del patrimo-
nio adjudicado al FOGASA», en el que se establece la 
obligación de notificar las adquisiciones producidas a 
la Secretaría General, y una pérdida de eficacia en la 
actuación del Organismo.

— Asimismo, esta situación pone de manifiesto la 
falta de control existente en los SSCC, y específica-
mente en la Unidad de Gestión Jurídica del Patrimonio. 
En este sentido, el punto B).8 del «Procedimiento de 
gestión del patrimonio adjudicado al FOGASA», esta-
blece que las UAP deben elaborar mensualmente un 
listado de los bienes dados de alta, listado que puede 
ser requerido desde los SSCC. Sin embargo, este Tribu-
nal no ha obtenido ningún tipo de evidencia que 

demuestre que este listado haya sido solicitado a las 
UAP. 

Una vez recibido el título de adquisición y el infor-
me, la Unidad de Gestión Jurídica del Patrimonio pro-
cede a realizar las siguientes actuaciones:

— En primer lugar, esta Unidad analiza el título de 
adquisición y el informe remitido, en su caso, para 
determinar las actuaciones necesarias para el levanta-
miento de las restricciones que pesan sobre el bien. 
Estas actuaciones se comunican al responsable de la 
UAP para que proceda a su ejecución, realizándose, 
asimismo, el oportuno seguimiento desde la Unidad de 
Gestión Jurídica del Patrimonio.

— Paralelamente, esta Unidad elabora una ficha 
donde figuran los datos del bien, su naturaleza y carac-
terísticas, cargas que soportan, así como la fecha de alta 
en inventario; forma, fecha y valor de adjudicación; 
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identificación del transmitente; en su caso, datos de la 
peritación; actuaciones realizadas por la UAP y actua-
ciones pendientes de realización. En esta ficha se incor-
poran los datos de la venta del bien cuando ésta se pro-
duce.

— Finalmente, la Unidad de Gestión Jurídica del 
Patrimonio da de alta el bien en el Inventario de Bienes 
de Patrimonio Adjudicado. Este Inventario se estructu-
ra en cuatro epígrafes diferentes: 

1. Inventario de Bienes Pendientes de Calificación 
Registral, cuyo objeto es recoger aquellos bienes que 
están pendientes de inscripción por observaciones for-
muladas por el Registrador de la Propiedad.

2. Inventario de Bienes en Trámite, cuya finalidad 
es recoger aquellos bienes con situaciones litigiosas 
que impiden su enajenación (vgr.: reclamaciones res-
pecto a la propiedad por un tercero, incidencias respec-
to al estado físico del bien, existencia de copropiedad, 
tramitación del desahucio del ocupante, problemas de 
localización catastral, etc.).

3. Inventario de Bienes Pendientes de Peritación, 
cuyo objeto es recoger los bienes adjudicados para los 
que se realizará una valoración posterior. Estas perita-
ciones son necesarias para proceder a la venta del bien, 
ya que el precio otorgado por la peritación constituye el 
precio mínimo de licitación.

4. Inventario de Bienes Inmovilizados. Agrupa los 
bienes alquilados por FOGASA. Los bienes que man-
tengan contratos de arrendamiento anteriores a la adju-
dicación se encuentran en el Inventario de Bienes en 
Trámite.

La Unidad de Gestión Jurídica del Patrimonio 
comunica mensualmente, tanto al Servicio de Conta-
bilidad como a la Unidad de Administración del 
Patrimonio las altas de bienes producidas, para que se 
proceda a su registro contable y se atienda a los gas-
tos derivados de la titularidad del bien, respectiva-
mente.

Una vez que se eliminan los obstáculos que impe-
dían la enajenación del bien, se remite el expediente a 
la Unidad de Enajenaciones, adjuntándole un «Infor-
me-propuesta de devolución de bienes al tráfico jurí-
dico patrimonial» en el que se describe el bien, se 
identifica al transmitente, la UAP actuante, los datos 
relativos a la adjudicación del bien a FOGASA 
(forma, fecha y valor), su peritación (una copia de esta 
peritación se adjunta al expediente), la fecha de alta 
en inventario y las observaciones y conclusiones que 
procedan.

El Tribunal ha estimado que el plazo medio que 
transcurre desde que un bien es dado de alta en el 
Inventario de Bienes de Patrimonio Adjudicado hasta 
que pasa a disposición de la Unidad de Enajena-
ciones para su venta es de, aproximadamente, 
16 meses.

4.3  Actuaciones de formalización y mantenimiento 
del patrimonio adjudicado.

Tras la adjudicación del bien, FOGASA debe reali-
zar diferentes tipos de actuaciones, unas tendentes a 
formalizar el cambio de titularidad del bien ante dife-
rentes Organismos de la Administración, otras relacio-
nadas con la atención de los gastos derivados de su 
mantenimiento y propiedad.

Entre las primeras se encuentra la regularización 
catastral y alta del bien en el Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles, el cambio de titularidad de determinados 
bienes (vgr.: vehículos), etc. Entre las segundas se pue-
den señalar los derivados del mantenimiento del estado 
físico del bien, los gastos de comunidad, los servicios 
de seguridad o depósito, las cuotas de seguros, impues-
tos, etc.

La realización de estas actividades está asignada a 
las UAP, encargándose la Unidad de Administración 
del Patrimonio de coordinar la tramitación de los gastos 
derivados de estas actuaciones.

El proceso seguido en la tramitación de este tipo de 
gastos presenta alguna especialidad respecto del proce-
dimiento general de contratación del Organismo como 
es la intervención de la Comisión para la Administra-
ción y Gestión Interna que supervisa este proceso, si 
bien de su análisis no se derivan incidencias significa-
tivas.

4.4 Arrendamiento del patrimonio adjudicado.

Durante el ejercicio 2001, estuvieron vigentes 13 
contratos de arrendamiento de bienes adjudicados que 
se han analizado en su totalidad.

Los bienes que se adjudican al Organismo pueden 
estar ya arrendados. Se trata de bienes con un gravamen 
previo a su adquisición y su situación no plantea la 
necesidad de un análisis especial. 

En otras ocasiones, en supuestos en los que, según 
los responsables del Organismo, concurrieron «cir-
cunstancias especiales» que lo aconsejaban, sin más 
trámite que una Resolución del Secretario General, el 
Organismo ha celebrado contratos de arrendamiento 
sobre el patrimonio adjudicado, sin que exista ninguna 
norma que lo habilite expresamente para realizar este 
tipo de negocios jurídicos lo que plantea a su vez dos 
cuestiones: a) si el Organismo puede disponer de 
estos bienes para arrendarlos, puesto que la variación 
en la situación posesoria de los bienes no supone pro-
piamente su devolución al tráfico jurídico patrimonial, 
y b) cuál sería el procedimiento de contratación al 
que, en su caso, debiera someterse FOGASA.

a) Respecto del primer punto cabe recordar que 
FOGASA adquiere estos bienes en pago de las deudas 
de las que es acreedor como consecuencia de haberse 
subrogado en los derechos de los trabajadores, para 
obtener el reembolso de las cantidades satisfechas.
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En cualquier caso, hay que señalar que los arrenda-
mientos de bienes del patrimonio adjudicado de 
FOGASA se han realizado únicamente en casos en los 
que concurrieron circunstancias especiales que los 
aconsejaron. Así, existen en el ejercicio 2001 tres 
arrendamientos de maquinaria industrial: maquinaria 
para peletería, arrendada a la empresa Padronesa Indus-
trial de Curtidos, SA, maquinaria textil arrendada a 
Viriato, SA y maquinaria para fabricación de tableros, 
arrendada a la empresa Atilamia, SA, que pertenecía al 
mismo grupo empresarial que la deudora. En el caso de 
la empresa Viriato, SA, el arrendatario es la propia 
empresa deudora del Fondo. Las razones justificativas 
de la conveniencia de contratar estos arrendamientos, 
según los responsables del Organismo, fueron de índole 
socio-laboral (pervivencia de las empresas en los dos 
primeros casos), o de índole económica y funcional 
(los costes de traslado y depósito podrían aconsejar el 
arrendamiento temporal).

Como ya se ha indicado, la regulación de la adjudi-
cación de bienes se encuentra en el artículo 33 del Real 
Decreto 505/1985, que les señala como destino la devo-
lución lo más inmediata posible al tráfico jurídico-
patrimonial a fin de destinar su importe al cumplimien-
to de los fines del Organismo.

El contenido de este precepto debe ponerse en rela-
ción con el artículo 23 del TRLGP que dispone que 
«los recursos de la Hacienda del Estado y cada uno de 
sus Organismos Autónomos se destinan a satisfacer el 
conjunto de sus respectivas obligaciones, salvo que por 
una Ley se establezca su afectación a fines determina-
dos», y con el artículo 30.1 del mismo TRLGP que 
señala: «No se podrán enajenar, gravar ni arrendar los 
derechos económicos de la Hacienda Pública fuera de 
los casos regulados por las Leyes».

En este contexto, el artículo 33 del Real Decreto 
505/1985 antes aludido es claro en cuanto a la afecta-
ción de los recursos obtenidos, el cumplimiento de los 
fines de FOGASA, esto es el abono de los salarios e 
indemnizaciones a los trabajadores. Asimismo, señala 
que estos bienes «serán devueltos de la forma más 
inmediata posible al tráfico jurídico patrimonial», pero 
no explicita cómo debe producirse esa devolución, si 
mediante su enajenación, su arrendamiento, permuta, 
cesión o cualquier otro negocio jurídico que implique 
dicha devolución.

Según los artículos 84 y 85 de la Ley de Patrimonio 
del Estado, los bienes inmuebles de los Organismos 
Autónomos que no sean necesarios para el cumpli-
miento de sus fines deben incorporarse al Patrimonio 
del Estado, o ser enajenados cuando hayan sido adqui-
ridos con el propósito de devolverlos al tráfico jurí-
dico. 

Por tanto, el artículo 33 del Real Decreto 505/1985, 
no es explícito en cuanto a cómo debe producirse la 
devolución al tráfico de los bienes, lo que aconseja su 
modificación con el fin de dejar clara la posibilidad de 
realizar estos contratos o excluirla.

En cualquier caso, hay que señalar que en algunos 
supuestos, concretamente los arrendamientos de 
maquinaria obtenida mediante dación en pago al propio 
deudor, los datos disponibles permiten apreciar que se 
ha producido «de facto» una condonación de deuda, ya 
que la duración de los contratos determinó necesaria-
mente la obsolescencia de los bienes, circunstancia que 
podía haberse evitado con la enajenación de los mis-
mos en el momento de su adquisición. 

b) Una segunda cuestión que plantea la celebración 
de estos contratos, es la propia normativa a que debe 
ajustarse su tramitación: la Ley y el Reglamento de Patri-
monio del Estado y supletoriamente el Texto Refundido 
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas 
y sus normas complementarias de desarrollo.

Según establece el artículo 5.3 del Texto Refundido 
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públi-
cas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 
16 de junio, los contratos de arrendamiento de bienes 
inmuebles de las Administraciones Públicas son con-
tratos privados o patrimoniales que a tenor de lo dis-
puesto en el artículo 9.1) de la propia Ley se regirán en 
cuanto a su preparación y adjudicación, en defecto de 
normas administrativas específicas, por el TRLCAP y 
sus disposiciones de desarrollo y por normas de dere-
cho privado en cuanto a sus efectos y extinción. 

En definitiva, estos contratos, como cualesquiera 
otros celebrados por un Organismo Autónomo, deben 
someterse a las disposiciones que regulan la contrata-
ción pública y a los principios generales establecidos 
en las mismas, con respeto a los principios de transpa-
rencia, publicidad y concurrencia con las excepciones 
previstas en la ley, debiendo tramitarse un expediente 
de contratación con expresión y justificación del proce-
dimiento y forma de adjudicación utilizados, lo que no 
ha sido realizado por el Organismo, que ha celebrado 
estos contratos sin tramitar expediente de contratación.

Esta deficiencia podría dar lugar a la invalidez del 
contrato en aplicación del artículo 62 TRLCAP en rela-
ción al artículo 62.1 LRJAP y PAC.

Sin perjuicio de lo anterior debe señalarse que los 
contratos de arrendamiento de los bienes adjudicados 
han sido firmados en todos los casos por el Secretario 
General del Organismo.

A 31.12.2001 un 2,2 % del total de bienes adjudica-
dos estaba previamente arrendado ya fuera mediante 
contrato firmado por el Organismo, ya fuera mediante 
contrato celebrado por el anterior titular del bien. 

Atendiendo a la finalidad que el artículo 33 del Real 
Decreto 505/1985 asigna a estos bienes arrendados, 
cual es su devolución al tráfico jurídico patrimonial con 
la mayor inmediatez posible, FOGASA introdujo en 
algunos contratos de arrendamiento una condición 
resolutoria con el fin de no perjudicar su futura enaje-
nación, para el caso de que en cumplimiento de la obli-
gación impuesta por el citado artículo 33 hubiera de 
vender el bien arrendado. Esta precaución no se ha 
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extendido a todos los contratos celebrados, como por 
ejemplo el arrendamiento a «Padronesa Industrial de 
Curtidos», por lo que la enajenación de los bienes ha 

debido promoverse por el Organismo con la circunstan-
cia favorable de que un futuro accidente deberá sopor-
tar el arrendamiento.

CUADRO N.º 50

BIENES ARRENDADOS SIN CLÁUSULA DE RESOLUCIÓN

En este sentido, debe señalarse que existen bienes 
en situación de arrendamiento en los que no se ha reali-
zado ninguna actuación encaminada a su venta en más 
de dos años, lo que no parece ajustarse al mandato del 
artículo 33 del RD 505/1985. Así, podemos citar el 
caso de Padronesa Industrial de Curtidos, SA, con un 
plazo de 3,2 años; y Viriato SA, con un plazo sin actua-
ciones de venta de 2,3 años.

En cualquier caso, debe señalarse que en el supuesto 
de Padronesa Industrial de Curtidos, SA, el contrato de 
arrendamiento (que afecta a la maquinaria de una línea 
de producción), simplemente crea una apariencia bajo 
la cual lo que existe es una condonación de facto de la 
deuda de esta empresa. La verificación física realizada 
por este Tribunal sobre los bienes arrendados permitió 
comprobar que la línea de maquinaria arrendada a la 
propia empresa no se utiliza por ésta. De hecho, se 
encuentra en total abandono en una nave de esta empre-
sa, siendo además descartable su venta a un tercero 
salvo para chatarra (en un peritaje realizado se cifraron 
en 60 millones de pesetas los gastos necesarios para el 
desmontaje y traslado de esta maquinaria, valor que 
coincide con el adjudicado).

Por tanto, el contrato de arrendamiento firmado per-
mite que la empresa pague una pequeña cantidad 
(150.000 pesetas anuales), durante el tiempo de vida 
del contrato (25 años). 

Por otra parte, debe señalarse que es la Unidad de 
Administración del Patrimonio quien tiene asignado el 
proceso de emisión de las facturas de alquiler de los 
bienes arrendados y de controlar su cobro.

El Servicio de Contabilidad informa del pago de las 
facturas a la Unidad de Administración de Patrimonio. 
El retraso medio con que la Unidad de Administración 
de Patrimonio conoce que se ha realizado el pago se 
sitúa en torno a tres meses. En caso de impago, esta 
Unidad lo pone en conocimiento de la Comisión de 
Patrimonio que adopta las medidas necesarias para 
requerir el pago.

Este Tribunal considera que la domiciliación del 
pago de los recibos a través de banco facilitaría signifi-
cativamente su control y permitiría al Organismo adop-

tar con mayor rapidez las medidas necesarias para la 
defensa de sus intereses.

Asimismo, debe señalarse que en los contratos de 
arrendamiento celebrados, el Organismo exige la cons-
titución de fianza. No obstante, el Organismo sólo ha 
contabilizado como tales las fianzas constituidas por 
Viriato, SA y por Atilamia, SA.

Las fianzas correspondientes a los contratos cele-
brados con Padronesa Industrial de Curtidos, SA, 
Supercor, SA y Alianza Cristiana de Jóvenes de la 
YMCA-ESPAÑA, fueron contabilizadas indebidamen-
te como ingresos por arrendamientos en los ejercicios 
en que se celebraron los contratos. Por esta razón 
FOGASA debe minorar los resultados de ejercicios 
anteriores en un importe de 1.135.000 pesetas y abonar 
la cuenta (180) «Fianzas recibidas a l/p» por importe 
795.000 pesetas, y la cuenta (560) «Fianzas recibidas 
a c/p» por importe de 340.000 pesetas.

Por otra parte, sólo en uno de los doce contratos de 
arrendamiento en vigor a 31.12.2001 se contempla una 
cláusula que obliga a los arrendatarios a contratar un 
seguro que cubra los posibles daños que puedan sufrir 
los bienes alquilados. En este sentido, parece conve-
niente que el Organismo incluya esta cláusula y contro-
le el pago de la prima, no sólo en los contratos de alqui-
ler que celebre, sino también en todos aquellos casos en 
que los bienes permanecen en depósito en poder del 
deudor y son utilizados por éste.

4.5 Enajenación de patrimonio adjudicado.

En esta fase, el Organismo procede a la venta de los 
bienes adjudicados con el objeto de recuperar de esta 
forma la deuda generada por el pago de prestaciones.

Esta actividad se inicia una vez que la Unidad de 
Enajenaciones, responsable de coordinar y controlar 
las actuaciones de enajenación que deben realizar las 
UAP, recibe de la Unidad de Gestión Jurídica del 
Patrimonio el informe en el que esta última propone la 
devolución del bien al tráfico jurídico patrimonial. El 
procedimiento termina una vez adjudicado el bien por 
el Organismo. 
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Las formas de enajenación aplicadas por el Organis-
mo durante el periodo fiscalizado han sido las dos 
siguientes:

1. Subasta. En este procedimiento las actuaciones se 
inician en la Unidad de Enajenaciones, y se desarrollan en 
la respectiva UAP donde están ubicados los bienes. Las 
subastas correspondientes a bienes localizados en la pro-
vincia de Madrid son gestionadas desde los SSCC.

2. Enajenación directa. Este procedimiento es 
aplicable únicamente en los supuestos previstos en la 
Ley y Reglamento de Patrimonio. Esta forma de venta 
está centralizada en Secretaría General. 

4.5.1 Enajenación de bienes mediante subasta.

La subasta constituye el procedimiento ordinario 
para la venta de los bienes adjudicados al Organismo.

Este procedimiento se inicia, en su caso, con la pre-
via solicitud de autorización al Ministro de Trabajo y 
Asuntos Sociales o al Consejo de Ministros y termina 
con la formalización del contrato de compraventa del 
bien subastado.

Mediante esta forma de enajenación el Organismo 
ha realizado, durante el periodo 1999-2001 el siguiente 
volumen de actividad, del que se ha analizado un 13,8% 
de las ventas (el 100% en el caso de pago aplazado):

CUADRO N.º 51

ACTIVIDAD DE ENAJENACIÓN DE BIENES MEDIANTE SUBASTA SEGÚN FORMA DE ADJUDICACIÓN

Como puede apreciarse en el cuadro anterior, las ven-
tas de los bienes adjudicados al Organismo que ha enaje-
nado por este sistema, han generado para el periodo 
1999-2001 un resultado negativo para éste del 15,4% del 
valor de adjudicación. Este resultado puede ser conse-
cuencia del elevado valor de adjudicación de los bienes 
obtenidos mediante la forma de cancelación de deuda de 
daciones en pago, hecho que apenas se produce cuando 
la subasta tiene su origen en una adjudicación judicial.

El procedimiento se inicia con la solicitud de la autori-
zación de venta al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, 
en aquellos casos en los que el valor de tasación del bien 
supera el importe de 150.000.000 de pesetas. Cuando el 
citado valor de tasación exceda de 2.000.000.000 de pese-
tas es necesaria la autorización previa del Consejo de 
Ministros. En los demás casos, el procedimiento comienza 
con la realización de las actuaciones administrativas que 
tienen por objeto la ordenación del proceso de subasta del 
bien de que se trate. Estas actuaciones son las siguientes:

— Redacción del pliego de cláusulas administrati-
vas particulares por el que se debe regir la enajenación 
de los bienes. 

— Publicación de la subastas en los diarios oficiales, 
para lo cual, la Unidad de Enajenaciones redacta el anuncio 
de la convocatoria de la subasta. Este anuncio debe publi-
carse obligatoriamente en el BOE, con una antelación míni-
ma de 20 días hábiles de la fecha prevista para la subasta.

La subasta se publica también en los diarios con 
mayor difusión en la provincia, si bien esta actuación es 
realizada por los SSCC.

— A continuación, la Unidad de Enajenaciones 
remite a la UAP el pliego de condiciones, una copia del 
anuncio en el BOE, y plantillas del acta de subasta y del 
documento de constitución de la fianza.

Con la finalidad de hacer mas eficiente el proceso, 
las subastas se programan agrupando la ejecución de 
bienes por provincias y fechas, para reducir los costes 
derivados de las actuaciones administrativas.
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— Corresponde a las UAP la realización física de la su-
basta. Para ello deben realizarse las siguientes actuaciones:

• La constitución por los licitadores de las garantías 
provisionales a favor de FOGASA, por importe del 
20% del tipo mínimo de licitación, que inicialmente 
coincidirá con el de valoración o peritación. 

La garantía provisional de los licitadores que no 
resulten adjudicatarios se devuelve una vez adjudicado 
provisionalmente el bien.

• Aportación de la documentación acreditativa de la 
capacidad de licitar y representación de la entidad, así 
como declaración expresa de no estar incurso en proce-
dimiento administrativo de apremio, suspensión de 
pagos, concurso o quiebra.

• Para aquellos que no deseen licitar de viva voz, 
un sobre conteniendo la oferta económica (debe cons-
tar en letra y en ningún caso inferior al tipo de subasta), 
indicando en su caso la forma de pago. 

— Constitución de la Mesa, que estará compuesta 
por un Presidente (Jefe de la UAP), tres Vocales (un 
Letrado de la UAP o funcionario adscrito a la Unidad, 
un representante de la Intervención y un funcionario 
que tenga atribuido el asesoramiento del órgano de 
contratación) y el Secretario (un Letrado de la UAP). 

— Valoración de los documentos de acreditación 
por la Mesa.

— Realización del acto de licitación, que comienza 
con la lectura de las ofertas económicas presentadas en 
sobre cerrado. Terminada su lectura se procede a oír las 
propuestas de viva voz que mejoren las ya realizadas. 

El procedimiento de subasta comienza con un pre-
cio mínimo de licitación, que en la primera subasta será 
el de valoración o peritación efectuada o admitida al 
efecto, y en las tres restantes posteriores que se cele-
bren bajará con referencia al inicial un 15% en cada 
una. Esto significa que en la cuarta subasta el precio sea 
el 61,4% del precio inicial (ya que la rebaja se aplica 

sobre el precio mínimo de licitación de la subasta inme-
diatamente anterior y no sobre la inicial).

Si se celebran sin resultado las cuatro subastas se 
abre un plazo de tres meses para la recepción de ofertas. 
Transcurrido dicho plazo y sobre la cuantía de la mejor 
oferta recibida, se convocará una subasta específica para 
determinar cuál sea la proposición que proceda seleccio-
nar como la del mejor postor para adjudicar los bienes.

Si no existe oferta o las existentes son consideradas no 
aptas, se procede a reiniciar un nuevo ciclo de subastas. 

De acuerdo con lo establecido en la Ley de Patrimonio 
y la normativa interna del Organismo, no se limita la cele-
bración de sucesivos bloques de subastas; únicamente se 
establece la necesidad de peritación de los bienes cada dos 
años, y que a partir de ese momento la próxima subasta 
que se realice tendrá el carácter de primera subasta (ar-
tículo 136 Reglamento del Patrimonio del Estado).

— La Mesa deja constancia del acto de la subasta 
mediante acta emitida por triplicado firmada por los 
miembros de la Mesa y por los adjudicatarios.

— La adjudicación del bien tiene carácter provisio-
nal. Para hacerla definitiva, el adjudicatario debe 
demostrar que está al corriente de sus obligaciones tri-
butarias y con la Seguridad Social. La adjudicación 
definitiva se efectúa por la Secretaría General, y de ella 
se da traslado a la UAP para que se notifique al adjudi-
catario y proceda al pago del bien.

— El adjudicatario debe ingresar el importe total del 
precio o, en caso de pago aplazado, el 25 %, dentro de los 
quince días hábiles siguientes a la fecha de notificación. 

Las ventas aplazadas sólo podrán realizarse cuando 
el valor de tasación sea superior a 100.000.000 de pese-
tas desembolsando inicialmente un 25% y por un perio-
do máximo de cuatro años.

No obstante, este límite ha sido incumplido por el 
Organismo, como demuestran las adjudicaciones rela-
cionadas en el siguiente cuadro, todas ellas con valor de 
licitación inferior a 100.000.000 de pesetas y, en un 
caso, superior a cuatro años:

CUADRO N.º 52

ADJUDICACIONES APLAZADAS CON VALOR DE ADJUDICACIÓN INFERIOR A 100 MILLONES DE PESETAS
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Sin perjuicio de lo anterior, debe indicarse que esta 
situación no ha sido observada en la actualidad.

En el caso de que el pago esté aplazado, la venta queda 
garantizada mediante condición resolutoria explícita, 
hipoteca o aval bancario constituido a favor de FOGASA. 

Por lo que respecta a la contabilización de las ventas 
con pago aplazado, este Tribunal ha observado que el 
Organismo aplica contablemente al resultado del ejer-
cicio, en el momento de la enajenación, todos los inte-
reses del aplazamiento, tanto los devengados como los 
no devengados.

Esta forma de contabilizar las ventas aplazadas es con-
traria al principio de devengo, pues de esta forma se impu-
tan a los resultados del ejercicio, intereses que aún no se han 
devengado. Como consecuencia de esta práctica indebida, 
el Organismo debe disminuir los Resultados de ejercicios 
anteriores en un importe de 23.311.216 pesetas; al mismo 
tiempo, debe minorarse el saldo de las cuentas (5471) 
«Intereses a c/p de créditos por subrogación» y (2571) 
«Intereses a l/p de créditos por subrogación», por importe 
de 6.296.522 y de 17.014.694 pesetas, respectivamente.

— El procedimiento de subastas termina con la for-
malización de la venta en escritura pública (si se trata 
de bienes muebles basta un documento administrativo 
de entrega), en un plazo de treinta días hábiles a partir 
del día en que se realiza el pago.

A final de cada ejercicio, la Unidad de Enajenación 
entrega a la Unidad de Gestión Jurídica del Patrimonio 
el listado de bienes enajenados para que proceda a dar-
les de baja en el Inventario. Este listado también se 
remite al Servicio de Contabilidad para que sean conta-
bilizadas las bajas.

4.5.2  Enajenación de bienes por adjudicación di-
recta.

Este procedimiento consiste en la enajenación de 
los bienes adjudicados mediante negociación con los 
potenciales compradores y es de aplicación en los 
siguientes casos:

— Cuando se trate de bienes muebles o deteriora-
dos por el uso con un valor de tasación no superior a 
500.000 pesetas (artículo 95 de la Ley del Patrimonio 
del Estado).

— Cuando el adquirente sea otra Administración 
Pública o persona jurídica de derecho público o una 
entidad de carácter asistencial, sin ánimo de lucro, o 
bien se trate de una iglesia, confesión o comunidad reli-
giosa legalmente reconocida (artículo 117 del Regla-
mento del Patrimonio del Estado).

— Cuando haya sido declarada desierta una subas-
ta pública o ésta resultase fallida como consecuencia 
del incumplimiento de sus obligaciones por parte del 
adjudicatario (artículo 117 del Reglamento del Patri-
monio del Estado).

— Cuando por razones excepcionales, debidamen-
te justificadas en el expediente, resultase más aconseja-
ble a los intereses patrimoniales del Estado (artícu- 
lo 117 del Reglamento del Patrimonio del Estado).

Mediante esta forma de enajenación el Organismo 
ha realizado la siguiente actividad, durante el perio- 
do 1999-2001:

CUADRO N.º 53

ACTIVIDAD DE ENAJENACIÓN DE BIENES MEDIANTE ADJUDICACIÓN DIRECTA
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Del anterior cuadro se deduce que las ventas de 
bienes adjudicados al Organismo a través de este sis-
tema, han generado durante el periodo 1999-2001 un 
resultado negativo para el Organismo del 44,4% del 
valor de adjudicación. Este resultado es consecuencia 
del elevado valor dado a los bienes adjudicados al 
Organismo mediante la forma de cancelación de deu-
das por daciones en pago, hecho que no se produce 
cuando la cancelación de la deuda es por adjudicación 
judicial.

El procedimiento se inicia con la solicitud de la 
autorización de venta al Ministro de Trabajo y Asuntos 
Sociales, en aquellos casos en los que el valor de tasa-
ción del bien supera el importe de 50.000.000 de pe- 
setas. 

Una vez obtenida esta autorización se realizan las 
actuaciones administrativas necesarias para ordenar el 
proceso de adjudicación del bien. Estas actuaciones son 
las siguientes:

— Solicitud de un informe previo del Servicio Jurí-
dico del Estado y de la Intervención Delegada de 
Hacienda en el Organismo, sobre las condiciones en 
que debe hacerse la enajenación. Si la decisión del 
Organismo se aparta del criterio mantenido por el Ser-
vicio Jurídico, la decisión adoptada debe ser motivada. 

— A continuación, la Unidad de Enajenaciones ela-
bora el pliego de cláusulas administrativas particulares.

— Terminada la actuación anterior, FOGASA se 
dirige a las personas físicas o jurídicas seleccionadas 
para participar en el procedimiento. Éstas deben pre-
sentar una oferta firme de compra.

— Las ofertas presentadas son analizadas para 
seleccionar la mejor. Para ello se tienen en cuenta los 
siguientes criterios:

• Como norma general, se considera como mejor 
oferta aquella que ofrece un precio de compra más ele-
vado.

• En caso de venta aplazada se considera mejor 
oferta la de menor tiempo de aplazamiento dentro del 
límite de cuatro años.

• En caso de igualdad de ofertas, se permite a los 
licitadores su mejora.

• En caso de coincidencia en el tiempo de aplaza-
miento se considera mejor oferta la que entre en fecha 
anterior en el Registro General.

• En la negociación directa no es posible la venta 
por valor inferior al de tasación.

— La oferta seleccionada se da a conocer al adjudi-
catario provisional, que dispone de 10 días hábiles para 
presentar la siguiente documentación:

• Depósito a favor de FOGASA del 25 % del precio 
ofertado como garantía provisional. 

• Testimonio judicial o certificación administrativa 
de la capacidad para contratar con la administración.

• Certificaciones emitidas por la AEAT y la Teso-
rería General de la Seguridad Social en las que se 
manifieste que el ofertante está al corriente en el pago 
de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad 
Social.

Recibida esta documentación, la Secretaría General 
emite la resolución de adjudicación definitiva. Esta 
resolución se notifica al interesado para que en el plazo 
de 15 días hábiles, a partir del siguiente al de su recep-
ción, efectúe el pago.

El proceso termina con la formalización de la com-
praventa en escritura pública (si se trata de bienes mue-
bles basta un documento administrativo de entrega), en 
un plazo de treinta días hábiles a partir del día en que se 
realiza el pago. En el caso de que la adjudicación supe-
re el importe de 10.000.000 de pesetas, debe publicarse 
en el BOE. No obstante, debe señalarse que este Tribu-
nal ha detectado que, en general, la publicación en el 
BOE no se efectúa cuando es procedente25.

4.5.3 Bajas por destrucción de los bienes.

Finalmente, debe señalarse que durante el ejercicio 
2001 se han producido dos bajas de bienes adjudicados 
al Organismo por su destrucción. Así, bienes adjudica-
dos por un valor de 12.041.900 pesetas han sido des-
truidos mientras se encontraban en posesión del deudor, 
por lo que este Tribunal considera conveniente la cele-
bración de contratos de seguros que cubran la posible 
destrucción de los bienes mientras están en depósito en 
los establecimientos del deudor.

5.  OTRAS CUENTAS FINANCIERAS SIN RELA-
CIÓN DIRECTA CON LOS PROCEDIMIENTOS 
ANTERIORES.

En este epígrafe se analizan diferentes cuentas del 
activo, pasivo y de la cuenta de resultados del Orga-
nismo que no están directamente relacionadas con 
los procedimientos descritos en los epígrafes ante-
riores.

5.1 Inmovilizado no financiero.

El detalle de estas partidas a 31.12.2001, y su com-
paración respecto al ejercicio 2000, era el siguiente:

25 El Organismo señala en sus alegaciones que realiza una 
notificación de las adjudicaciones a los interesados. A este respecto, 
debe indicarse que, con independencia de esta notificación, el 
artículo 93 del RD-Legislativo 2/2000, por el que se aprueba el 
texto refundido de la ley de contratos de las Administraciones 
Públicas, puesto en relación con el artículo 9.1 del mismo texto 
legal (que establece la aplicación de sus preceptos a la prepara-
ción y adjudicación de los contratos privados de la Adminis-
tración), exige la publicación en el BOE, lo que no es realizado 
por FOGASA.
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El análisis de las variaciones ha puesto de manifiesto 
que el origen del incremento, particularmente en el caso de 
la cuenta (223) «Maquinaria», se debe no sólo a la incorpo-
ración de nuevos elementos, sino también a que el Organis-
mo únicamente da de baja los elementos que son objeto de 
reposición y no todos aquellos que dejan de estar en uso.

Por su parte, el descenso del saldo de la cuenta 
(2291) «Bienes adjudicados en estado de venta. Art.33 
RD 505/1985» vino motivado, por un lado por el des-
censo en las adjudicaciones de bienes y por otro lado, 
por el aumento de las ventas, si bien el análisis de esta 
partida se realiza en el epígrafe 4 de esta Sección.

A continuación se comentan las incidencias de cada 
una de las cuentas incluidas en el cuadro anterior, si 
bien se realizará en primer lugar un comentario sobre el 
inventario extracontable.

5.1.1 Inventario de inmovilizado.

El Organismo dispone de un inventario extracontable 
de bienes que sirve de soporte a los saldos contables. No 
obstante, este inventario presenta algunas incidencias; 
entre ellas, deben ser destacadas las siguientes:

— Los bienes que integran el inventario aportado por 
FOGASA a este Tribunal no están correctamente identifica-
dos ya que no se encuentran numerados ni etiquetados. 
Tampoco dispone el Organismo de un inventario de aplica-
ciones informáticas que permita una identificación indivi-
dualizada de cada una de las licencias en uso. Esta circuns-
tancia ha impedido a este Tribunal localizar físicamente 
algunos de los bienes seleccionados en la muestra.

— Se ha comprobado que elementos totalmente 
amortizados y que ya no están en uso, aún continúan 
contabilizados. Esto ocurre tanto con los bienes situa-
dos en SSCC como en los situados en las UAP, donde, 

como se ha indicado, el procedimiento utilizado consis-
te en dar de baja los elementos solamente cuando son 
objeto de reposición.

— FOGASA incorpora al inventario las altas de 
bienes producidas durante el ejercicio con fecha 31 de 
diciembre, con independencia de cuál haya sido su 
fecha de adquisición, lo que provoca que la dotación a 
la amortización se desplace indebidamente al ejercicio 
siguiente. Los resultados del ejercicio se encuentran 
sobrevalorados por este motivo en el importe de la 
amortización correspondiente al ejercicio 2001, si bien 
su cuantía es poco significativa.

— La ejecución presupuestaria del capítulo 6 «Inver-
siones Reales» del presupuesto de gastos es del 38% de 
los créditos definitivos. Destaca el grado de ejecución del 
artículo 63, que con unos créditos definitivos de 
92.000.000 de pesetas (los iniciales fueron de 137.000.000 
de pesetas) presenta un grado de ejecución de tan sólo un 2 
% de los créditos definitivos. Este bajo grado de ejecución 
pudiera ser indicativo de una defectuosa presupuestación.

5.1.2 Aplicaciones Informáticas.

Con relación a esta partida que presentaba un saldo 
a 31.12.2001 de 54.903.687 pesetas y una amortización 
acumulada de 47.594.933 pesetas, la principal inciden-
cia detectada se refiere al criterio que sigue el Organis-
mo en su amortización, contrario a la Resolución de la 
IGAE de 14.12.1999 que establece que «Para aquellos 
activos fijos no financieros para los que el Plan General 
de Contabilidad Pública o sus normas de desarrollo 
establezcan un plazo determinado de amortización, se 
tomará éste como vida útil». En el caso de las aplica-
ciones informáticas este plazo no puede sobrepasar los 
cinco años de acuerdo con el apartado a) de la norma de 
valoración 5 del PGCP.

CUADRO N.º 54

DETALLE DE LAS CUENTAS QUE COMPONEN EL INMOVILIZADO NO FINANCIERO DE FOGASA 
A 31.12.2001
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Sin embargo, el Organismo ha tomado como vida 
útil el plazo de seis años. Por tanto, se debe incrementar 
la cuenta (281) «Amortización acumulada del inmovi-
lizado inmaterial» en un importe de 2.492.214 pesetas 
con cargo a Resultados de ejercicios anteriores, y en un 
importe de 842.770 pesetas con cargo a Resultados del 
ejercicio corriente.

Además, el saldo de esta cuenta debe incrementarse en 
un importe de 6.809.462 pesetas, como consecuencia de la 
incorrecta activación de diversos elementos en la cuenta 
(227) «Equipos para procesos de información». La recla-
sificación de estos elementos daría lugar a un recálculo de 
la amortización, que supondría una mayor amortización 
acumulada, por importe de 935.213 pesetas.

5.1.3 Construcciones.

Respecto de esta partida con un saldo a 31.12.2001 
de 6.494.030.333 pesetas, debe señalarse lo siguiente:

— FOGASA registra en esta cuenta tanto el valor 
del suelo como el valor del vuelo de los inmuebles de 
su titularidad, incumpliendo la norma de valoración 
segunda del PGCP que dispone que deberán figurar por 
separado el valor del terreno y el de los edificios y otras 
construcciones.

El Tribunal ha realizado una estimación del valor de 
los terrenos de acuerdo con los valores catastrales que 
figuran en el recibo del Impuesto sobre Bienes Inmuebles. 
Esta estimación se ha realizado para todos los inmuebles 
propios del Organismo excepto para la sede de la UAP de 
Vigo, de la que este Tribunal no ha obtenido de FOGASA 
los datos necesarios. Como consecuencia de lo anterior 
debe minorarse el saldo de esta partida en, al menos, 
2.689.754.619 pesetas que deberán incrementar el saldo 
de la cuenta (220) «Terrenos y bienes naturales». 

Esta situación afecta, asimismo, a la amortización 
acumulada de estos inmuebles. Así, sólo la amortiza-
ción del ejercicio 2001 correspondiente a esta partida 
se encuentra sobrevalorada en un importe de 26.897.546 
pesetas. En consecuencia, el Organismo debe efectuar 
una regularización de las amortizaciones de los inmue-
bles afectados, recalculando las bases y las cuotas de 
amortización.

— Durante el ejercicio 2001, el Organismo desafec-
tó como patrimonio adjudicado en estado de venta las 
plantas 2ª y 3ª de un inmueble de Madrid, para utilizarlo 
como sede de esta UAP. La desafectación se produjo por 
Resolución de la Secretaría General de FOGASA de 
19.10.2001. Sin embargo, a 31.12.2001, el Organismo 
no había reclasificado esta partida como inmovilizado 
propio (de cuyo importe 100.739.858 pesetas correspon-
den al terreno y 46.129.096 pesetas al edificio), ni había 
dotado la amortización correspondiente por importe de 
115.421 pesetas. Importe que debe ser regularizado con 
cargo a los resultados del ejercicio.

Asimismo, durante el año 2001 el Organismo tramitó 
varios expedientes de gasto para la remodelación de este 

inmueble, por un importe total de 9.273.265 pesetas, que 
se han considerado, contablemente, como gastos corrien-
tes, cuando conforme a la norma de valoración segunda 
del PGCP sobre Inmovilizado Material deben activarse 
como mayor valor del Inmovilizado. Esto supone un 
mayor resultado del ejercicio por ese importe.

5.1.4 Maquinaria.

En esta cuenta, que presentaba un saldo a 31.12.2001 
de 42.774.623 pesetas, se ha observado la existencia de 
una multiplicidad de elementos registrados incorrecta-
mente que deberían ser reclasificados a las cuentas que 
les corresponde según su naturaleza. Se trata de apara-
tos de aire acondicionado y telefonía que deberían 
registrarse en la cuenta (222) «Instalaciones técnicas» y 
elementos como lámparas que deben contabilizarse en 
la cuenta (226) «Mobiliario». 

Como consecuencia de esta inadecuada clasifica-
ción, también se produce una incorrecta estimación de 
los periodos máximos tomados como vida útil para el 
cálculo de las dotaciones de amortización, según lo 
establecido en la Resolución de la IGAE de 14.12.1999 
en una cuantía que no ha sido determinada por este Tri-
bunal, si bien es poco significativa.

5.1.5 Mobiliario.

Esta cuenta presentaba un saldo a 31.12.2001 de 
327.225.936 pesetas. En el análisis de esta cuenta se ha 
detectado que el Organismo realiza una incorrecta 
valoración de los bienes adquiridos cuando son objeto 
de reposición mediante compra con entrega de un bien 
a cambio, ya que se limita a activar como coste de 
adquisición el correspondiente al importe efectivo de la 
compra realizada, sin tener en cuenta el valor neto 
contable del elemento que fue objeto de entrega 
(vgr.: adquisición de fotocopiadora para la UAP de 
Cádiz), si bien su importe es poco significativo.

5.1.6 Equipos para procesos de información.

El saldo de esta cuenta a 31.12.2001 era de 
585.568.452 pesetas. Además de lo ya indicado sobre 
la incorrecta clasificación en esta cuenta de aplicacio-
nes informáticas, debe señalarse que el Organismo 
considera para estos activos una vida útil de 7 años, 
cuando la Resolución de la IGAE de 14.12.1999 esta-
blece 8 años, lo que ha provocado un exceso de amorti-
zación de 5.237.378 pesetas, que debe ser regularizado 
con abono a resultados de ejercicios anteriores.

5.2 Inmovilizado financiero.

El saldo del Inmovilizado financiero a 31.12.2001 
ascendió a 4.978.913.328 pesetas, lo que supone una 
minoración del 78,5% respecto al ejercicio anterior. La 
composición de este saldo fue la siguiente:
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CUADRO N.º 55

DETALLE DE LAS CUENTAS QUE COMPONEN EL INMOVILIZADO FINANCIERO DE FOGASA 
A 31.12.2001

Antes de comenzar el análisis de estas partidas debe 
señalarse que las cuentas (2521) y (2571), donde por 
indicación de la IGAE el Organismo registra parte de 
sus deudores, se han comentado en el apartado 3 de 
esta Sección. 

En la cuenta (251) «Valores de renta fija», el Organis-
mo registra las adquisiciones de Deuda Pública con ven-
cimiento a largo plazo. Al cierre del ejercicio, no figura 
saldo debido al traspaso producido durante el ejerci- 
cio 2001 a la cuenta (541) «Valores de renta fija a corto 
plazo», puesto que toda la inversión del Organismo en 
Deuda Pública tenía vencimiento en el ejercicio 2002.

En la cuenta (256) «Intereses a largo plazo de valo-
res en renta fija», el Organismo recogía los intereses 
derivados de estos valores. No obstante, dado que el 
vencimiento de estos intereses se produjo en su totali-
dad en el ejercicio 2002, se reclasificó la totalidad de su 
saldo a la cuenta (546) «Intereses a corto plazo de valo-
res de renta fija».

5.3 Deudores a corto y a largo plazo.

El detalle de estas partidas a 31.12.2001, y su com-
paración respecto al ejercicio 2000, era el siguiente:

CUADRO N.º 56

DETALLE DE LAS CUENTAS QUE COMPONEN EL SALDO DE DEUDORES A CORTO Y A LARGO 
PLAZO DE FOGASA A 31.12.2001
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Antes de comenzar el análisis de estas partidas debe 
señalarse que los conceptos relacionados con el proce-
dimiento de recuperación de deuda registrados en las 
cuentas (430) y (431), se han comentado en el epígra- 
fe 3 de esta Sección. 

En este apartado sólo se analizan aquellos saldos 
deudores no relacionados con este procedimiento, dis-
tinguiendo dos subapartados: uno dedicado a los deu-
dores por cotizaciones sociales y otro, donde se anali-
zan el resto de saldos deudores. 

5.3.1  Deudores por impago de cotizaciones a FOGASA.

Dentro de los deudores por impago de cotizaciones 
se encuentran recogidos los siguientes tipos de deudores 
(ver la columna «concepto deudor» en el cuadro núme-
ro 16 «Deudores de FOGASA a 31.12.2001» anterior): 

• Deudores por impago de cuotas en vía ejecutiva.
• Deudores por impago de cuotas que han suscrito 

un acuerdo de pago fraccionado o aplazado de esta 
deuda con la Tesorería General de la Seguridad Social, 
entidad que realiza la gestión de cobro de esta deuda.

• Deudores por impago de estas cuotas que se han 
acogido a las moratorias establecidas en la Ley 41/1994, 
de Presupuestos Generales del Estado para 1995, mora-
toria que ha sido sucesivamente prorrogada por las Leyes 
65/1997 y 13/2000, de Presupuestos Generales del Esta-
do para 1998 y 2001, respectivamente.

• Deudores por servicio de recaudación. Esta cuen-
ta recoge la deuda de la Tesorería General de la Seguri-
dad Social por la diferencia existente entre las cuotas 
que ésta recauda por cuenta de FOGASA y las transfe-
rencias de fondos que realiza al Organismo.

El registro contable de estos deudores se realiza en 
las cuentas (430) «Deudores por derechos reconocidos. 
Presupuesto corriente», (431) «Deudores por derechos 
reconocidos. Presupuestos cerrados», (443) «Deudores 
a corto plazo por aplazamiento y fraccionamiento» y 
(444) «Deudores a largo plazo por aplazamiento y frac-
cionamiento», atendiendo a su situación presupuestaria 
y no a su naturaleza, según puede apreciarse en el cua-
dro n.º 16 «Deudores de FOGASA a 31.12.2001». Su 
análisis ha puesto de manifiesto lo siguiente:

— FOGASA carece de información propia que le 
permita identificar y realizar un control interno adecua-
do de los deudores por impago de cotizaciones que se 
encuentran en vía ejecutiva, en aplazamiento o fraccio-
namiento de la deuda, o en moratoria, pues la gestión 
de cobro de esta deuda se realiza por la Tesorería Gene-
ral, y el Organismo acepta, sin más, los datos que ésta 
le facilita.

Esta situación provoca que un mismo deudor de 
FOGASA vea gestionada su deuda con distintos crite-
rios, según que corresponda al concepto de impago de 
las cotizaciones que gestiona la Tesorería o al concepto 

de subrogación, cuya gestión recaudatoria realiza el 
propio Organismo.

Lo anteriormente descrito plantea una importante 
consecuencia: la competencia que para la recaudación 
de las distintas deudas se produce entre los distintos 
gestores de cobro, en este caso la Tesorería General y el 
propio Organismo, dándose el caso de que las actuacio-
nes realizadas por uno de ellos puedan perjudicar la 
gestión de cobro del otro (vgr.: interposición de terce-
rías de mejor derecho por parte de FOGASA para el 
cobro de deudas por subrogación que reducen las 
expectativas de cobro de cotizaciones impagadas por 
parte de la Tesorería General).

— FOGASA no ha cumplido, en materia de provi-
sión de insolvencias de los deudores por impago de 
cotizaciones en vía ejecutiva, la Resolución de 
14.12.1999 de la Intervención General de la Adminis-
tración del Estado, puesto que ha dotado una provisión 
del 100% del saldo, esto es 8.005.991.194 pesetas. De 
acuerdo con esta Resolución, el Organismo sólo debió 
provisionar al 100% el saldo de la cuenta (431) «Deu-
dores por derechos reconocidos. Presupuestos Cerra-
dos», dotando de forma complementaria una provisión 
en función del índice de fallidos por los deudores 
incluidos en la cuenta (430) «Deudores por derechos 
reconocidos. Presupuesto Corriente».

Dado que el Organismo no dispone de una serie his-
tórica de deudores fallidos por ejercicios, este Tribunal 
ha aplicado para el cálculo de la provisión correspon-
diente al concepto de Deudores en vía ejecutiva, el 
porcentaje aplicado por la Tesorería General para la 
provisión de estos mismos deudores (la Tesorería 
General es la entidad que tiene encomendada la gestión 
de cobro de estos derechos), el 84,79%. De acuerdo 
con ello la provisión correcta a dotar debió de ser de 
6.788.279.933 pesetas, por lo que existe un exceso de 
provisión de 1.217.711.261 pesetas. 

— FOGASA no ha registrado los deudores en vía 
voluntaria ni los deudores en vía ejecutiva cuya deuda 
aún no ha sido cargada a las Unidades de Recaudación 
Ejecutiva de la Seguridad Social (en adelante URE) 
para su gestión de cobro. A mayor abundamiento el 
Organismo carece de información alguna sobre este 
hecho, ya que ésta obra en poder de la Tesorería Gene-
ral y ni esta entidad la ha remitido al Organismo, ni 
existe constancia de que FOGASA la haya solicitado. 
Según la información facilitada por la Tesorería Gene-
ral a este Tribunal, la deuda en vía voluntaria ascendió, 
a 31.12.2001, a 1.682.643.780 pesetas; y la deuda en 
vía ejecutiva no cargada a las URE ascendió, a 
31.12.2001, a 286.212.194 pesetas 

Respecto de la deuda en vía voluntaria que corres-
ponde, fundamentalmente, a estimaciones de ingresos 
de aquellas empresas que no han presentado boletines 
de cotización o que han presentado estos boletines pero 
no han efectuado el ingreso correspondiente, este Tri-
bunal debe indicar que analizada la gestión recaudato-
ria de dicha deuda, únicamente el 10% de ésta llega a 
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ser cobrada por la Tesorería General, mientras que el 
30% resulta anulada y el 36% pasa a la siguiente fase: 
emisión de la providencia de apremio. El 24% restante 
queda pendiente de gestión para el ejercicio siguiente.

Este Tribunal no dispone de los datos necesarios 
para depurar convenientemente esta deuda con carácter 
previo a su contabilización, ni tampoco de los datos 
para calcular la provisión necesaria para cubrir su ries-
go de impago.

Respecto de la deuda en vía ejecutiva no cargada a 
las URE, este Tribunal debe indicar que aplicando el 
porcentaje de provisión de la deuda en vía ejecutiva 
calculado por la Tesorería General en aplicación de la 
Resolución de 14.12.1999 de la Intervención General 
de la Administración General del Estado (84,79%), 
FOGASA debió dotar una provisión de 242.679.319 
pesetas, para reflejar el riesgo de insolvencia que pre-
sentan estos derechos.

— FOGASA tampoco ha registrado los derechos 
frente al Estado por las bonificaciones de cuotas, entre 
ellas las de FOGASA, concedidas por diversos RD-L 
para paliar los daños ocasionados por el acaecimiento 
de diversos fenómenos meteorológicos (vgr.: sequías, 
inundaciones, etc.) cuya financiación, según las referi-
das normas, debía ser asumida por el propio Estado. Al 
igual que en el caso referido en el punto anterior, el 
Organismo carece de información alguna sobre este 
hecho, que obra en poder de la Tesorería General y ni 
esta entidad la ha remitido, ni existe constancia de que 
FOGASA la haya solicitado. 

No obstante, de acuerdo con los datos obtenidos por 
este Tribunal de la Tesorería General el importe a que 
ascendía este derecho de cobro frente a la Administra-
ción del Estado se situaba en 135.245.000 pesetas. Como 
en el ejercicio 2001 las medidas adoptadas por el acaeci-
miento de estos desastres naturales no resultaban finan-
ciables por el Estado, según la normativa aplicable, el 
Organismo sólo debe reconocer esta deuda a 31.12.2001 
con abono a resultados de ejercicio anteriores. 

— FOGASA, al igual que en ejercicios anteriores, 
no ha dotado provisión alguna de la deuda por impago 
de cotizaciones en situación de aplazamiento o fraccio-
namiento. 

El Organismo no dispone de datos que permitan 
cuantificar este riesgo de insolvencia; no obstante, este 
Tribunal ha calculado la provisión a dotar de estos deu-
dores en el ejercicio 2001 sobre la base de la informa-
ción facilitada por la Tesorería General. El porcentaje 
de provisión que se obtiene de esta información es del 
40,5%, por lo que, de acuerdo con este porcentaje, la 
provisión a dotar debió ascender a 595.903.780 pe-
setas.

— En lo que se refiere a la deuda por impago de cuo-
tas en moratoria, este Tribunal debe indicar que FOGASA 
únicamente tiene registrada la concedida a instituciones 
sanitarias públicas o privadas sin ánimo de lucro, de 
acuerdo con lo establecido en la Ley 41/1994, de Presu-
puestos Generales del Estado para 1995, moratoria que 

ha sido sucesivamente prorrogada por las Leyes 65/1997 
y 13/2000, de Presupuestos Generales del Estado para 
1998 y 2001, respectivamente. 

A la vista de la continua prórroga de esta moratoria, 
este Tribunal estima que FOGASA, en aplicación del 
principio de prudencia contable, debería dotar una pro-
visión que cubriera el riesgo de impago de estos dere-
chos. Esta provisión debiera calcularse aplicando, 
como mínimo, el porcentaje de provisión de la deuda 
por cotización en vía ejecutiva, que en este ejercicio es, 
como ya se ha indicado, del 84,8%. De acuerdo con 
este porcentaje, la provisión a dotar ascendería a 
867.480.823 pesetas.

Sin perjuicio de lo anterior, este Tribunal debe indi-
car que FOGASA no ha registrado el importe a que 
ascienden las moratorias concedidas en el pago de cuo-
tas a los Regímenes Agrarios y del Mar de la Seguridad 
Social por los Reales Decretos-Ley 6/2001 y 10/2001, 
en los que se aprobaron medidas destinadas a hacer 
frente al acaecimiento de catástrofes naturales en las 
Comunidades Autónomas de Castilla-León, Galicia, y 
Andalucía. A este respecto, debe destacarse que el 
Organismo carece de datos que permitan cuantificar el 
importe de los derechos afectados por estas moratorias, 
por lo que este Tribunal no ha obtenido los datos nece-
sarios para proponer el ajuste correspondiente. 

Esta misma situación se ha producido en ejercicios 
anteriores con relación a otras moratorias previstas en 
la normativa, sin que el Organismo haya procedido a su 
registro contable, y sin que al cierre del ejercicio 2001 
FOGASA conozca los datos para su cuantificación. 
Esta información ha sido solicitada por este Tribunal a 
la Tesorería General sin que a la fecha de elaboración 
de este Proyecto de Informe de Fiscalización haya sido 
aportada, por lo que este Tribunal tampoco ha podido 
cuantificar su importe.

— Como se ha indicado, la gestión de cobro de las 
cotizaciones al FOGASA es realizada por la Tesorería 
General. Como consecuencia de ello, FOGASA man-
tiene la cuenta (442) «Deudores por servicios de recau-
dación», para recoger en ella la posición acreedora que 
mantiene con la Tesorería por las cuotas del Organismo 
pendiente de pago.

En 2001 se produjo un incremento de la deuda en un 
26,5% respecto al importe registrado en el ejercicio 
anterior. Todo ello se ha producido a pesar de que la 
Tesorería General ha aumentado en este ejercicio las 
transferencias de fondos al Organismo en un 21,9%. 
Esta deuda equivale a la recaudación obtenida por la 
Tesorería General por cuenta de FOGASA durante 
aproximadamente 2 meses.

Por último, debe indicarse que siguen incorporadas 
en las cuentas (555) «Pagos pendientes de aplicación» 
y (559) «Otras partidas pendientes de aplicación», 
diversas partidas por importes de 521.851.050 y 
14.696.366 pesetas respectivamente, que corresponden 
a operaciones de liquidación de cotizaciones empresa-
riales de los ejercicios 1986, 1987 y 1988, efectuadas 
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por la Tesorería General, sobre las que el Organismo ha 
demandado a ésta una mayor información para su acep-
tación. 

Este Tribunal considera que el Organismo y la Teso-
rería General deberían proceder a la depuración de 
estas partidas (el último intento por parte del Organis-
mo a estos efectos data de 1997) y, en su caso, a su baja 
definitiva en cuentas, lo que aún no han hecho. 

5.3.2 Otras partidas deudoras.

Los asuntos más significativos que se han puesto de 
manifiesto con relación con estas otras partidas deudo-
ras son los siguientes:

— Por lo que respecta a la cuenta (440) «Deudores 
por IVA repercutido», que presentaba un saldo de 
2.613.673 pesetas a 31.12.2001, debe señalarse que se 
recoge un importe de 358.980 pesetas que corresponde 
al IVA de tres facturas de alquiler de un inmueble pro-
piedad de FOGASA, satisfecho por la Administración 
General del Estado y retenido por la Dirección General 
del Tesoro por cuenta de la Seguridad Social en el ejer-
cicio de 1998, para compensar deudas contraídas por el 
Fondo por cuotas de la Seguridad Social como cotizan-
te en el Régimen General. El Fondo ha tratado de acla-
rar con la Tesorería General el motivo de estas retencio-
nes sin éxito hasta el momento.

— La cuenta (4709) «Hacienda Pública deudora 
por otros conceptos», recogía un importe de 76.726 

pesetas a 31.12.2001, procedente del ejercicio 1998, 
que corresponde a cantidades pendientes de devolución 
a FOGASA, según Resolución de 11.11.1998 de la 
AEAT, por ingresos indebidos originados por una 
retención errónea del IRPF en la nómina ordinaria de 
funcionarios que determinó un exceso en la liquidación 
del tercer trimestre de 1997. 

— La cuenta (4710) «Seguridad Social deudora», 
presentaba un saldo por importe de 3.239.201 pesetas 
proveniente de cantidades retenidas por la Tesorería 
General en concepto de compensación de deudas que 
figuraba en balance desde 1998.

Asimismo, forma parte del saldo de esta cuenta un 
importe de 2.075.355 pesetas correspondiente a tres 
facturas por el arrendamiento del inmueble propiedad 
de FOGASA a la Administración General del Estado, 
retenidas por la Dirección General del Tesoro para 
compensar deudas contraídas por el Fondo por cuotas 
de la Seguridad Social. El resto del saldo, 1.163.846 
pesetas, corresponde a otra retención por el mismo con-
cepto practicada sobre una subvención corriente conce-
dida por el INEM.

En consecuencia, parece conveniente que el Orga-
nismo y la Tesorería General implementen a la mayor 
brevedad, las medidas necesarias para la solución de 
esta contingencia.

— La cuenta (555) «Pagos pendientes de aplica-
ción», presentó la siguiente variación anual al cierre del 
ejercicio 2001:

CUADRO N.º 57

DETALLE DE LOS CONCEPTOS EXTRAPRESUPUESTARIOS Y LA VARIACIÓN ANUAL 
QUE COMPONEN EL SALDO DE PAGOS PENDIENTES DE APLICACIÓN A 31.12.2001

Como puede apreciarse, han permanecido invariables 
en el ejercicio los saldos sobre los que el Organismo 
mantiene discrepancias con la Tesorería General. Estas 
discrepancias se derivan de la falta de conciliación de los 
importes que integran su cuenta de relación, en lo que se 
refiere a descuentos practicados por la Tesorería General 
en las liquidaciones de cotizaciones empresariales que 
FOGASA no reconoce. Estas discrepancias tuvieron su 
origen en los ejercicios 1987 a 1989, por lo que dada su 
antigüedad resulta necesario que ambas Entidades pro-
cedan sin más demora a su regularización.

También figura en el saldo de esta cuenta a 
31.12.2001, un importe de 678.185 pesetas correspon-
diente a los descubiertos producidos en la cuenta BBVA 

«Pago de prestaciones», durante los meses de octubre y 
noviembre de 2001, debido a que el importe en euros 
consignado en el soporte informático de órdenes de 
pago excedía el importe de las órdenes de pago aproba-
das en pesetas, por importes de 103.128 pesetas y 
575.057 pesetas, respectivamente.

5.4 Inversiones financieras temporales.

El saldo de esta rúbrica a 31.12.2001, ascendió a 
128.148.917.421 pesetas, lo que supone una variación 
del saldo respecto al ejercicio anterior de un 24,1%. 
La composición del saldo a la referida fecha fue la 
siguiente:



Cortes Generales 12 de enero de 2006.—Serie A. Núm. 215

132

Antes de comenzar el comentario de estas partidas, 
debe indicarse que el análisis de las cuentas (5421) 
«Créditos c/p por subrogación», (5471) «Intereses c/p 
crédito por subrogación» y (598) «Provisión para insol-
vencias de créditos c/p», se realiza en el epígrafe 3 de 
esta Sección.

— La cuenta (541) «Valores de renta fija», experi-
mentó un aumento significativo durante el ejercicio 
2001 respecto al ejercicio anterior, motivado por una 
parte, por la recolocación a corto plazo de inversiones 
que en el ejercicio anterior se encontraban calificadas 
como largo plazo por importe de 16.815.472.425 
pesetas; y por otra, por nuevas colocaciones de fondos 
por un valor efectivo de 103.840.158.845 pesetas. 

El incremento de esta partida pone de manifiesto la 
buena situación financiera del Organismo; de hecho, el 
importe de estas inversiones es superior a la suma de 
prestaciones pagadas por FOGASA en los dos ejerci-
cios inmediatamente anteriores al ejercicio fiscalizado 
(el pago de prestaciones ascendió a 37.365 millones de 
pesetas en el ejercicio 2000 y 56.519 millones de pese-
tas en el ejercicio 1999).

FOGASA comenzó a rentabilizar sus excedentes 
de tesorería a finales del ejercicio 2000, mediante 
adquisiciones de deuda pública. Durante el ejercicio 
2001 se presupuestaron créditos por importe de 
77.801.480.000 pesetas, que fueron ampliados en 
30.000 millones de pesetas mediante una transferen-
cia de crédito del capítulo 4 al capítulo 8 del presu-
puesto de gastos del Organismo. La rentabilidad 
media obtenida de estas inversiones ascendió a 
un 3,7%.

Las adquisiciones de deuda pública se instrumen-
taron a través del procedimiento de pagos a justificar 

siguiendo instrucciones de la Intervención Delegada 
en el Organismo. Debe ponerse de manifiesto que el 
marco normativo actual dificulta notablemente la 
obtención de una óptima rentabilidad de los exceden-
tes de tesorería disponibles, ya que cualquier coloca-
ción de fondos requiere por un lado, autorización 
previa de la Dirección General del Tesoro; y por otro, 
existe una limitación de 100 millones de euros 
(16.638,6 millones de pesetas) por tipo de emisión, 
con la finalidad de no distorsionar el mercado, esta-
blecida en el apartado 5.4.2.2 de la Orden Minis-
terial de 26 de enero de 2001 del Ministerio de 
Hacienda.

A la vista de los antecedentes descritos, el Organis-
mo ha solicitado reiteradamente al Banco de España un 
informe sobre alternancia de imposiciones y rentabili-
dad de las cuentas, sobre el que hasta la fecha no ha 
obtenido contestación.

En este sentido, debe destacarse que FOGASA care-
ce de un presupuesto monetario, pero sí ha cuanti- 
ficado el coste de oportunidad que supone la exis- 
tencia de recursos ociosos, considerando el tiempo 
máximo empleado en la tramitación de la deuda, 
cifrándolo aproximadamente en 386.205.342 pe- 
setas para el ejercicio auditado, y un acumulado 
desde el año 2000 hasta marzo del 2002 de 835.447.220 
pesetas.

5.5 Tesorería.

El saldo de Tesorería a 31.12.2001 ascendió a 
64.281.905.701 pesetas, lo que supone una variación de 
un 21,3% respecto al ejercicio anterior. La composición 
de este saldo fue la siguiente:

CUADRO N.º 58

DETALLE DE LAS CUENTAS QUE COMPONEN EL SALDO DE INVERSIONES FINANCIERAS 
TEMPORALES DE FOGASA A 31.12.2001
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La partida más importante corresponde al Banco de 
España con un saldo a 31.12.2001 de 63.250.366.669 
pesetas. Esta cuenta recoge las cuotas procedentes de la 
Tesorería General, traspasos de saldos e intereses de 
cuentas abiertas a nombre del Organismo en otras enti-
dades financieras distintas al Banco de España. Asimis-
mo, es la cuenta operativa para la realización de pagos 
en firme de carácter presupuestario.

Hay que señalar el exceso de liquidez en cuenta man-
tenido por el Organismo. Para rentabilizar este superávit 
de tesorería, el Organismo solicitó al Banco de España 
autorización para la remuneración de sus cuentas que fue 
denegada. Tampoco le fue autorizada por la Dirección 

General del Tesoro y Política Financiera la apertura de 
una cuenta corriente de alta remuneración.

No obstante, a finales del ejercicio 2000, FOGASA 
comenzó a rentabilizar sus excedentes de tesorería rea-
lizando inversiones en deuda pública por importe de 
35.986.629.624 pesetas. En el ejercicio 2001 el Orga-
nismo mantuvo esta política y aunque las inversiones 
fueron de 107.801.480.000 pesetas, los saldos existen-
tes en cuentas bancarias hubieran permitido inversiones 
superiores.

— La cuenta (573) «Bancos e instituciones de cré-
dito, cuentas restringidas de ingresos», incluye las 
siguientes cuentas bancarias:

CUADRO N.º 59

DETALLE DE LAS CUENTAS QUE COMPONEN EL SALDO DE TESORERÍA DE FOGASA A 31.12.2001

Los asuntos más significativos que se han puesto 
de manifiesto en el análisis realizado son los siguien-
tes:

— La cuenta (571) «Bancos e instituciones de cré-
dito, cuentas operativas», recoge las siguientes cuentas 
bancarias:

CUADRO N.º 60

DETALLE DE LAS CUENTAS BANCARIAS QUE INTEGRAN EL SALDO DE LA CUENTA 
(571) «BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO, CUENTAS OPERATIVAS»

CUADRO N.º 61

DETALLE DE LAS CUENTAS BANCARIAS QUE INTEGRAN EL SALDO DE LA CUENTA 
(573) «BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO, CUENTAS RESTRINGIDAS DE INGRESOS»
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Con cargo a estas cuentas el Organismo no puede 
efectuar pagos, excepto los derivados de devoluciones 
de ingresos indebidos. Con el mantenimiento de varias 
cuentas de ingresos restringidos, el Organismo trata de 
identificar la naturaleza de los diversos tipos de ingre-
sos que le corresponden.

La cuenta n.º 201503177, denominada «Ingresos 
de terceros», recoge fundamentalmente ingresos deri-
vados de convenios de aplazamiento de deuda, ingre-
sos por arrendamientos y por venta de inmovilizado, 
así como cobros derivados de ejecuciones judiciales. 
Sin embargo, también la cuenta n.º 13003423 deno-
minada «Ingresos de juzgados», recoge estos mismos 
ingresos, lo que dificulta el control y crea confusión 
en su identificación. El Organismo presenta una gran 
variedad de ingresos de todo tipo. En este sentido, el 
Organismo trata de asignar cada cobro producido en 
estas cuentas a un tipo de ingreso. No obstante, en 
numerosas ocasiones, la información que acom- 
paña al cobro no le permite identificar el deudor o la 
persona a nombre de quien se ingresa, o el expediente 
al que corresponde, lo que produce errores y, en su 
caso, rectificaciones con la consiguiente carga de tra-
bajo. Por ello, este Tribunal considera conveniente 
que el Organismo diseñe un sistema que obligue al 

deudor o a la entidad financiera a la introducción de 
un código identificativo del tipo de ingreso, lo que 
redundaría en una mejora significativa de su control 
interno.

También son elevados los saldos medios anuales de 
las cuentas restringidas de ingresos, lo que incide en la 
conveniencia de una mayor rentabilidad de estos exce-
dentes de tesorería del Organismo. Sin perjuicio de 
ello, este Tribunal ha comprobado que no se han abona-
do intereses en la cuenta de «Ingresos de juzgados» en 
el ejercicio 2001.

Asimismo, debe señalarse que durante el ejercicio 
2000, FOGASA procedió a la apertura de dos nuevas 
cuentas destinadas, una al pago de la Acción Social y 
otra restringida de recaudación para ingresos por recu-
peración, así como a la renovación de las cuentas ya 
existentes. Sin embargo, aunque la apertura y renova-
ción de las cuentas se produjo en octubre del año 2000, 
los contratos aportados a requerimiento de este Tribu-
nal tienen fecha de 14.6.2002, lo que podría indicar que 
el Organismo estuvo operando sin haber formalizado 
los contratos correspondientes.

— La cuenta (575) «Bancos e instituciones de cré-
dito, cuentas restringidas de pagos», recoge las siguien-
tes cuentas:

CUADRO N.º 62

DETALLE DE LAS CUENTAS BANCARIAS QUE INTEGRAN EL SALDO DE LA CUENTA 
(575) «BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO, CUENTAS RESTRINGIDAS DE PAGOS»

No se han observado deficiencias en el análisis de 
estas partidas; no obstante, debe señalarse que la dota-
ción del fondo de caja fija del Organismo, que asciende 
a un importe total de 55.952.953 pesetas, parece excesi-
va en relación con el bajo índice de ejecución presu-
puestaria en este capítulo. Por ello, el importe del fondo 
de Caja Fija debería calcularse, en el mismo sentido 
indicado por la Intervención Delegada, sobre el importe 
de las obligaciones reconocidas, lo que hubiera limita-
do la cuantía del fondo para el ejercicio 2001, a un 
importe máximo de 34.278.605 pesetas.

Por otra parte, resulta excesivo el grado de centrali-
zación de la tesorería del Organismo, teniendo en cuen-
ta que mantiene cincuenta y dos UAP que deberían 
disponer de un pequeño fondo de caja para la atención 
de gastos de menor cuantía.

— Finalmente, debe señalarse que el control del 
área de tesorería así como de la aplicación contable 
de los derechos e ingresos del Organismo, los realiza 
el Servicio de Contabilidad. Sería más razonable que 
existiese una mayor segregación de estas funciones, 
dado que ahora el mismo Servicio que se encarga de 
contabilizar el gasto, implementa las órdenes de 
pago, lo que produce una debilidad de control 
interno. 

5.6  Financiación básica y provisión para responsabi-
lidades.

La evolución que presentaron los resultados del 
Organismo a 31.12.2001, respecto del ejercicio ante-
rior, fue la siguiente:
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Tal y como se observa en el cuadro anterior, 
FOGASA presentó unas pérdidas a 31.12.2001 de 
15.511.916.062 pesetas, que contrastan con los 
resultados positivos de 140.410.695.816 pesetas del 
ejercicio anterior. Tal y como ya se ha indicado este 
Tribunal al analizar la cuenta rendida por el Organis-
mo en el ejercicio 2000 ha puesto de manifiesto que 
el resultado económico-patrimonial que presentaban 
los estados contables de FOGASA de ese ejercicio, 
no era representativo, pues venía originado por el 
cambio del criterio de contabilización de las provi-
siones para insolvencias de deudores contabilizadas 
por el Organismo, que pasaron de 62.697.903.232 
pesetas en 1999, a 12.148.185.339 pesetas en 2000, 
todo ello a pesar de que en el ejercicio 2000 las 
inversiones financieras susceptibles de provisión se 
incrementaron en 33.418.895.704 pesetas respecto 
a 1999.

Esta falta de representatividad del resultado econó-
mico-patrimonial del ejercicio 2000, ha sido corregida, 
en parte, en el ejercicio 2001, mediante la subsanación 
de las insuficiencias de provisión, lo que ha supuesto la 
imputación de una pérdida de 116.896.993.081 pesetas 
en el resultado del ejercicio 2001, de las que 
74.626.395.139 pesetas son imputables al déficit de 
provisión del ejercicio 2000.

El resultado neto de esta corrección ha supuesto 
que, pese a que en el ejercicio 2001 los fondos líquidos 
e inversiones financieras de FOGASA se hayan incre-
mentado en 69.278.945.839 pesetas respecto al ejerci-
cio 2000, el resultado contable del ejercicio presente 
unas pérdidas de 15.511.916.062 pesetas, que ocultan, 
sin embargo, la buena situación financiera que presen-
taba el Organismo a 31.12.2001.

Por otra parte, al cierre del ejercicio 2001, el 
Organismo dotó una provisión para responsabilida-
des por importe de 776.967.814 pesetas, correspon-
diente a las solicitudes de prestaciones en trámite, 
pendientes sólo de la firma del Secretario General, 
como se ha indicado en apartado 2.1 de esta Sección; 
el Organismo no ha incluido en este importe los 
expedientes que no habían sido comunicados al Ser-
vicio de Contabilidad.

Sin perjuicio de lo anterior, FOGASA no ha consi-
derado en esta provisión el importe a que podrían 
ascender las reclamaciones judiciales o administrativas 
interpuestas por los particulares frente a las resolucio-
nes de reconocimiento o denegación de prestaciones. 
En este sentido, debe señalarse que de los expedientes 
reconocidos en los ejercicios 1997-1999, se produjeron 
modificaciones durante el periodo 1997 a 2002, que 
supusieron un incremento medio del 2,2% de las pres-
taciones inicialmente reconocidas. Esta situación supo-
ne que la provisión que debiera dotar FOGASA por 
este concepto para las prestaciones reconocidas en el 
ejercicio 2001 debieran ascender a un importe de, al 
menos, 734.000.000 de pesetas, que debería incremen-
tar el saldo de la cuenta (142) «Provisión para respon-
sabilidades».

5.7 Cuentas acreedoras.

El detalle de los saldos que presentaban las cuen-
tas acreedoras del Organismo a 31.12.2001, y su 
comparación respecto al ejercicio 2000, era el 
siguiente:

CUADRO N.º 63

DETALLE DE LAS CUENTAS QUE COMPONEN EL SALDO DE FONDOS PROPIOS Y DE PROVISIÓN 
PARA RIESGOS Y GASTOS DE FOGASA A 31.12.2001
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Las incidencias más significativas que se han puesto 
de manifiesto en el análisis de estas partidas han sido 
las siguientes:

— Formando parte del  saldo de la cuenta 
(400) «Acreedores por obligaciones reconocidas de 
ejercicio corriente», existe un importe pendiente de 
pago de 2.865.709.696 pesetas, que corresponde a la 
nómina de prestaciones del mes de diciembre, cuyo 
abono se produjo en enero de 2002. 

— En la cuenta (401) «Acreedores por obligacio-
nes reconocidas de ejercicios cerrados», se recoge el 
importe de las obligaciones reconocidas en ejercicios 
anteriores que se encontraban pendientes de pago 
a 31.12.2001. 

Sin perjuicio de lo ya indicado en el epígrafe 2 de 
esta Sección respecto de las prestaciones impagadas 
que conforman el grueso del saldo de esta cuenta, debe 
destacarse que la antigüedad de sus partidas es elevada 
en algunos casos. Destaca un importe de 1.146.180 
pesetas, del ejercicio 1993, cuyo expediente de pres-
cripción fue aprobado por el Secretario General con 

fecha 10.12.2001 sin que fuera dado de baja en ese 
ejercicio.

Asimismo, destaca una partida de 573.200 pesetas 
que proviene del ejercicio 1996, correspondiente a 
obligaciones reconocidas por el suministro de diverso 
material fungible (grapadoras, carpetas, disquetes y 
otro material de oficina) para la Secretaría General y 
las UAP, por un proveedor habitual de FOGASA, la 
empresa ALPADI, SA, a través de varias peticiones al 
Servicio Central de Suministros. Se ha comprobado 
que las facturas fueron conformadas para el pago, 
pero no se llegaron a pagar, ni consta en el Organis-
mo que existiera ninguna reclamación por parte del 
proveedor. FOGASA no ha ofrecido a este Tribunal 
ninguna explicación satisfactoria de esta circuns-
tancia. 

En cualquier caso, resulta conveniente que el Orga-
nismo regularice estas partidas dando de baja aquéllas 
en que la obligación haya prescrito.

— La cuenta (559) «Otras partidas pendientes de 
aplicación», presentaba un saldo de 364.681.411 pese-
tas, con el siguiente detalle:

CUADRO N.º 64

DETALLE DE LOS SALDOS QUE PRESENTAN LAS CUENTAS ACREEDORAS DE FOGASA 
A 31.12.2001
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Las incidencias más significativas se han detecta-
do en el concepto de «Varios a investigar», con 
ingresos pendientes de aplicación desde el ejerci- 

cio 1999. Las altas del ejercicio ascendieron a un 
importe de 145.458.621 pesetas, según el siguiente 
detalle:

CUADRO N.º 65

DETALLE DEL SALDO DE LA CUENTA (559) «OTRAS PARTIDAS PENDIENTES DE APLICACIÓN» 
A 31.12.2001

CUADRO N.º 66

DETALLE DE COBROS DE «VARIOS A INVESTIGAR» POR ENTIDADES BANCARIAS

Dentro de la cuenta «BBVA (Recuperaciones)», se 
recoge un importe de 32.148.618 pesetas correspon-
diente a ingresos de juzgados de los que se conoce el 
deudor y el expediente pero no se encuentran aplicados 
al finalizar el ejercicio. Los ingresos pendientes de 
aplicar a presupuesto recogidos en la cuenta del Banco 
de España por importe de 74.792.484 pesetas son de la 
misma naturaleza expuesta en el párrafo anterior. Estos 
cobros probablemente minorarán las cuentas de deudo-
res del Organismo.

Por otra parte, el concepto «Abonos efectuados por 
la Tesorería General pendientes de depurar», recoge 
las discrepancias, ya comentadas, que el Organismo 
mantiene con la Tesorería General de la Seguridad 
Social. Estas discrepancias tuvieron su origen en los 
ejercicios 1986 y 1988.

5.8 Gastos del ejercicio.

En este apartado se analizan las diferentes cuentas 
que integran el Debe de la cuenta de resultados del 
Organismo, salvo las cuentas de los grupos 64 (gastos 
de personal) y 65 (sólo las relativas al pago de presta-
ciones), cuyos resultados se reflejan en el epígrafes 1 
y 2 de esta Sección. Conviene realizar una observación 
de carácter general sobre el presupuesto de gastos del 
Organismo antes de comentar estas partidas.

Pese a que la actividad de FOGASA contempla dos 
tipos de funciones bien diferenciadas: el reconocimien-
to y pago de prestaciones, por un lado, y la recupera-
ción de la deuda de las empresas con el Organismo 

como consecuencia del pago de prestaciones, por otro, 
FOGASA recoge en su presupuesto de gastos un único 
programa al que aplica todos sus gastos. 

Esta situación supone: a) un incumplimiento de 
lo establecido en los artículos 52 y 53 del TRLGP 
y b) impide al Organismo conocer el coste que tiene 
cada una de las funciones que desarrolla y, por tanto, el 
coste de la deuda recuperada y de cada expediente trami-
tado tanto a nivel de Organismo como a nivel de UAP. 

Este hecho dificulta la realización de un análisis 
sobre diversos extremos de gran importancia para el 
Organismo: 

— La conveniencia o no de que FOGASA manten-
ga la gestión de la deuda o, en su caso, la posibilidad de 
cederla a terceros como ocurre con la recaudación de 
cuotas que gestiona la Tesorería General de la Seguri-
dad Social.

— Si resulta o no aconsejable y eficiente mantener 
en funcionamiento todas las UAP o, en su caso, abordar 
la supresión de algunas y establecer mecanismos alter-
nativos de atención al ciudadano. 

— La comparación de sus costes unitarios de ges-
tión respecto de otros Organismos existentes en la 
Administración Pública (vgr.: el INEM o el INSS). 

5.8.1 Gastos corrientes.

El detalle que presentaban estas partidas a 
31.12.2001, y su comparación respecto al ejercicio 
2000, era el siguiente:
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Este Tribunal ha analizado las cuentas de gastos 
corrientes en bienes y servicios y no ha detectado inci-
dencias significativas, salvo las que se detallan a conti-
nuación:

— Durante el ejercicio 2001 la cuenta (630) «Tri-
butos de carácter local», ha recogido el pago por impor-
te de 2.729.171 pesetas de la cuota del IBI correspon-
diente al edificio propiedad del Organismo en la Calle 
Arturo Soria 126-128, de Madrid, procedente del perio-
do impositivo anterior (ejercicio 2000) y que debió 
recogerse como menor resultado de ejercicios anterio-
res. FOGASA, sin embargo, no ha registrado la cuota 
devengada durante el ejercicio 2001 por importe de 
3.019.591 pesetas, por lo que debe minorarse el resulta-
do del ejercicio en el referido importe.

— El grado de ejecución presupuestaria del capítu-
lo 2 del presupuesto de gastos del Organismo es del 
27,7%, lo que pone de manifiesto una deficiente presu-
puestación en este capítulo, ya que esta circunstancia se 
ha venido produciendo en ejercicios anteriores, por lo 
que parece conveniente que FOGASA realice una esti-
mación más adecuada de sus necesidades presupuesta-
rias.

— En la aplicación presupuestaria (227) se registró 
la contratación de servicios informáticos realizada a tra-
vés del Servicio Central de Suministros, correspondiente 
a 3.290 horas de programador, para tareas de adaptación 
al euro de cuatro aplicaciones informáticas del Organis-
mo, que aún no habían sido adaptadas. La carga de traba-
jo evaluada como necesaria para cada una de las aplica-
ciones, de acuerdo con el documento de especificaciones 
técnicas, se estableció del modo siguiente:

CUADRO N.º 67

DETALLE DEL SALDO DE LAS CUENTAS DE GASTOS CORRIENTES DE FOGASA A 31.12.2001

CUADRO N.º 68

DETALLE DE LA DISTRIBUCIÓN DE LA CARGA DE TRABAJO

Este contrato fue adjudicado a CENTRISA, SA, por 
un precio de 4.550 ptas./hora, si bien no se ejecutó en 
su totalidad, por lo que FOGASA sólo pagó 10.232.950 
pesetas, correspondientes a 2.249 horas de trabajo, es 
decir, un 70% de los servicios contratados.

En el curso de los trabajos de fiscalización este Tri-
bunal constató que dos de las aplicaciones señaladas 
son, como se ha indicado, meras relaciones de datos 

introducidos por los usuarios para elaborar sus inventa-
rios (utilizando hojas de cálculo o procesadores de 
texto) y las otras dos, tal como se expresa en la propia 
justificación de la necesidad de contratación, son de 
utilización escasa si no inexistente, por lo que a priori 
resultaba excesiva la previsión de 3.290 horas estima-
das para su adaptación al euro, así como el coste previs-
to del contrato, de 14.969.500 pesetas. 



Cortes Generales 12 de enero de 2006.—Serie A. Núm. 215

139

Consecuentemente, parece razonable pensar que 
FOGASA contrató en realidad los servicios de un pro-
gramador con el fin de cubrir sus necesidades generales 
en materia de programación informática, amparándose 
para ello en un supuesto de contratación para un servi-
cio concreto y específico. Por tanto, la necesidad justi-
ficada en el expediente no se correspondió con el objeto 
real del contrato y, consiguientemente, no concurrió el 
requisito fundamental exigido por la Ley (artículo 199 
en relación con el 183.1 del TRLCAP) para acudir a 
este sistema de contratación, eludiendo así los requisi-
tos de publicidad y concurrencia.

En consecuencia, el Organismo, bajo la apariencia 
de un contrato para la conversión al euro de determina-
das aplicaciones, ha realizado un contrato con un obje-
to diferente, eludiendo así el procedimiento legalmente 
establecido, bajo una apariencia de cumplimiento (ar-
tículo 6.4 del Código Civil).

Además, este Tribunal considera que el contrato 
pudo incurrir en causa de nulidad de derecho adminis-
trativo en los términos del artículo 62 del TRLCAP, en 
relación con el apartado e) del artículo 62.1 de la 
LRJAP y PAC, puesto que aunque existió competencia 
y observancia de las formas legales, el objeto mismo 
del contrato contradice la norma que amparó su adjudi-
cación.

Al margen de la falta de adecuación legal del proce-
dimiento utilizado, si las necesidades de personal infor-
mático que padece el Organismo son reiteradamente 
solventadas mediante el recurso a la contratación exter-
na, ello presenta el riesgo de desprofesionalización de 
los recursos propios y de cautividad respecto de los 
proveedores de este tipo de servicios. Es opinión ya 

manifestada por este Tribunal, y la Comisión Mixta 
para las relaciones con este Tribunal de Cuentas que en 
su Resolución aprobada en sesión de 29.10.2002, 
requirió al Gobierno a incrementar las plantillas de per-
sonal con cualificación informática y limitar la contra-
tación externa.

— Por otra parte, este Tribunal ha detectado que 
tres contratos menores con las denominaciones de lim-
pieza, desinfección y un tercero para la desinfección 
periódica de las instalaciones de climatización de la 
Secretaría General, por importes respectivos de 
1.975.599, 1.820.181 y 334.544 pesetas, se encomen-
daron a la misma empresa, T.S.C. Europa, SL. A tenor 
del objeto de los tres contratos (la limpieza de las insta-
laciones de climatización de la Secretaría General), no 
parecen existir razones para no haber efectuado una 
contratación única por un importe total de 4.130.324 
pesetas, lo que hubiera excluido la posibilidad de tra-
mitar un contrato menor, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 68 del TRLCAP que establece que no 
podrá fraccionarse un contrato con objeto de disminuir 
su cuantía y eludir así los requisitos de publicidad, el 
procedimiento o la forma de adjudicación que corres-
ponda. El Organismo, que ha incumplido este precepto, 
debe abstenerse de realizar estas prácticas y ajustar su 
actividad contractual al procedimiento legalmente esta-
blecido.

5.8.2 Gastos financieros.

El detalle que presentaban estas partidas a 
31.12.2001, y su comparación respecto al ejercicio 
2000, era el siguiente:

CUADRO N.º 69

DETALLE DEL SALDO DE LAS CUENTAS DE GASTOS FINANCIEROS DE FOGASA A 31.12.2001

— La cuenta (667) «Pérdidas de créditos», registró 
un resultado neto, durante el ejercicio 2001, de 
509.805.008 pesetas. Este resultado corresponde en 
parte a la contabilización de la totalidad de los intereses 
de los convenios celebrados por el Organismo en 2001 
que, como se ha indicado en el apartado 3.3 de esta Sec-
ción, el Organismo aplica indebidamente en su totalidad 
a los resultados del ejercicio. Asimismo, se registran en 
esta cuenta las pérdidas por las insolvencias de los deu-
dores por subrogación declaradas en el ejercicio.

— En la cuenta (6699) «Otros gastos financieros» 
que, a 31.12.2001 presentaba un saldo de 26.218.903 
pesetas, el Organismo ha registrado un importe de 
17.829.466 pesetas correspondiente a unos descubier-
tos en cuenta, producidos durante el periodo 1.12.1997 
a 30.11.1998, originados por diferencias en la fecha 
valor aplicada a los pagos de prestaciones por la enti-
dad bancaria. A este respecto, aunque desde el punto de 
vista presupuestario el gasto se ha imputado correcta-
mente al presupuesto corriente, desde el punto de vista 
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de contabilidad financiera procedería considerarlo 
como un gasto de ejercicios anteriores, por lo que el 
resultado del ejercicio corriente debería incrementarse 
en 17.829.466 pesetas.

5.8.3 Pérdidas y gastos extraordinarios.

El saldo de estas partidas a 31.12.2001, y su compa-
ración respecto al ejercicio 2000, era el siguiente:

CUADRO N.º 70

DETALLE DEL SALDO DE LAS CUENTAS DE PÉRDIDAS Y GASTOS EXTRAORDINARIOS 
DE FOGASA A 31.12.2001

En el análisis de estas partidas se han detectado los 
siguientes asuntos significativos:

— La cuenta (671) «Pérdidas procedentes del 
inmovilizado material», recoge los resultados negativos 
procedentes de las ventas de patrimonio propio y adju-
dicado al Organismo. El saldo de esta cuenta a 
31.12.2001 ascendió a 1.237.953.730 pesetas, de las 
que 1.237.724.938 pesetas corresponden a patrimonio 
adjudicado, lo que supuso un incremento del 501,0% 
respecto al ejercicio anterior. Estas pérdidas tan eleva-
das ponen de manifiesto lo ya señalado en el aparta- 
do 4.1, sobre la necesidad de provisionar el saldo de la 
cuenta (229) «Bienes en estado de venta». 

— La cuenta (6791) «Pérdida por la modificación 
de derechos de presupuestos cerrados» registra, entre 
otros conceptos, el resultado neto de las operaciones en 
el ejercicio de los deudores por impago de cuotas a 
FOGASA correspondientes a presupuestos cerrados, 
las declaraciones de fallidos producidas en el ejercicio 
de deudores con convenios de pago previamente decla-
rados incobrables, operaciones con resultado negativo 
relacionadas con el inmovilizado del Organismo, y el 
resultado neto de las operaciones realizadas en el ejer-
cicio relativas a deudores con convenio de pago corres-
pondientes a ejercicios anteriores.

En este ejercicio se ha detectado una errónea conta-
bilización de la revisión de cuotas de los convenios, 

que se registraron con importe negativo en la cuenta 
(7791) «Beneficio por la modificación de derechos de 
ejercicios cerrados», cuando se deberían haber registra-
do en la cuenta (6791). 

5.9 Ingresos del ejercicio.

En este apartado se analizan las diferentes cuentas 
que integran el Haber de la cuenta de resultados del 
Organismo.

5.9.1 Ingresos por cotizaciones al FOGASA.

Para el registro contable de las cotizaciones sociales 
devengadas a favor del Organismo, FOGASA ha 
empleado además de la cuenta (729) «Cotizaciones 
Sociales», donde registra los ingresos correspondientes 
al ejercicio corriente; las cuentas (7791) «Beneficio por 
la modificación de derechos de presupuestos cerrados», 
(6791) «Pérdida por la modificación de derechos de 
presupuestos cerrados», donde registra los beneficios o 
pérdidas experimentados en los derechos de cobro 
correspondientes a ejercicios cerrados procedentes de 
los derechos de cobro en vía ejecutiva, aplazamiento o 
fraccionamiento, y moratoria; y (773) «Reintegros», 
donde registra los bienes procedentes de embargo y 
tercerías traspasados por la Tesorería General.

La evolución de los cobros de estos ingresos respec-
to al ejercicio anterior es la siguiente:

CUADRO N.º 71

EVOLUCIÓN DE LOS COBROS DE INGRESOS POR CUOTAS
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El análisis realizado por este Tribunal del registro 
contable efectuado por el Organismo de estas cuotas ha 
puesto de manifiesto que FOGASA no ha registrado 
por sus importes brutos las cuotas cobradas en vía 
voluntaria, ni las devengadas en vía ejecutiva, aplaza-
miento o fraccionamiento y moratoria, sino por el 
importe neto a que asciende el conjunto de las opera-
ciones del ejercicio, es decir, una vez compensados los 
derechos con las pérdidas existentes en el ejercicio, lo 

que supone el incumplimiento del principio de no com-
pensación establecido en el PGCP 26.

5.9.2  Ingresos financieros, diferencias positivas de 
cambio y otros ingresos asimilables.

El detalle del saldo que presentaban estas partidas a 
31.12.2001, y su comparación respecto al ejercicio 2000, 
era el siguiente:

CUADRO N.º 72

DETALLE DEL SALDO DE LAS CUENTAS DE INGRESOS FINANCIEROS DE FOGASA A 31.12.2001

Los asuntos más significativos que se han puesto de 
manifiesto en el análisis de estas partidas han sido los 
siguientes:

— La cuenta (762) «Ingresos de créditos a corto 
plazo», recoge los ingresos por incremento del tipo de 
interés de los convenios de pago con deudores. Tal y 
como se ha indicado al tratar de los deudores por con-
venios (apartado 3.3 de esta Sección), la contabiliza-
ción de estos intereses es incorrecta dado que se están 
registrando como ingresos del ejercicio, intereses que 
aún no se han devengado y que, por tanto, correspon-
den a ejercicios posteriores.

— La cuenta (7699) «Otros ingresos financieros», 
con un saldo de 18.824.678 pesetas, recoge entre otras 

partidas, los intereses generados en las cuentas banca-
rias titularidad del Organismo. Con relación a ellos 
debe señalarse que el Organismo no periodifica estos 
intereses, por lo que deben minorarse los ingresos del 
ejercicio en 1.290.537 pesetas por los intereses cobra-
dos en el ejercicio 2001 correspondientes al ejercicio 
anterior e incrementarse en 827.291 pesetas por los 
intereses abonados en cuenta en el 2002 correspondien-
tes al ejercicio 2001.

5.9.3 Otros ingresos de gestión.

El detalle del saldo que presentaban estas partidas a 
31.12.2001, y su comparación respecto al ejercicio 2000, 
era el siguiente:

CUADRO N.º 73

DETALLE DEL SALDO DE LAS CUENTAS DE OTROS INGRESOS DE GESTIÓN ORDINARIA 
DE FOGASA A 31.12.2001

Los asuntos más significativos que se han puesto de 
manifiesto en el análisis de estas partidas han sido los 
siguientes:

— La cuenta (773) «Reintegros», recoge la genera-
lidad de los ingresos procedentes de la actividad recupe-

26 El Organismo manifiesta en sus alegaciones que el registro 
contable de sus cuotas no incumple el principio de no compensa-
ción, por ceñirse a la información que facilita la TGSS. A este res-
pecto, el Tribunal debe indicar que los datos facilitados por la TGSS 
contienen el detalle suficiente para que FOGASA pueda efectuar 
los asientos sin incumplir este principio.
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ratoria del Organismo, así como los procedentes de la 
explotación del inmovilizado adjudicado a FOGASA en 
pago de la deuda. El saldo de esta cuenta a 31.12.2001 
ascendió a 40.816.764.212 pesetas, lo que supuso una 
disminución del 11,9% respecto al ejercicio anterior, 
debido, principalmente al menor pago de prestaciones 
(y por consiguiente una menor subrogación) reconocido 
en este ejercicio respecto del ejercicio 2000. 

En esta cuenta, el Organismo viene registrando los 
ingresos por subrogación en las prestaciones satisfe-
chas. De esta forma, el Organismo evita que estos dere-
chos pasen a engrosar el resultado presupuestario del 
Organismo y que éste refleje un importe positivo que 
no guarde relación alguna con la realidad patrimonial 
de FOGASA. No obstante, este criterio de contabiliza-
ción podría ser contrario al PGCP, donde se prevé que 
la cuenta (773) «Reintegros» se abone únicamente con 

cargo a la cuenta (430) «Deudores por derechos reco-
nocidos. Presupuesto de ingresos corriente», lo que no 
es el caso.

El Tribunal considera que este sistema de contabili-
zación refleja una imagen distorsionada de la gestión 
realizada por el Organismo ya que la generalidad de 
estos derechos no se hacen efectivos, e incumple el 
principio de prudencia, que en relación a los ingresos 
señala que «... sólo deben contabilizarse los efectiva-
mente realizados a la fecha de cierre del ejercicio», por 
lo que el Organismo debería utilizar como contraparti-
da en el registro de estos deudores por subrogación no 
una cuenta de ingresos, sino una cuenta patrimonial de 
pasivo (vgr.: ingresos diferidos o ingresos pendientes 
de cobro), que debería ser autorizada por la IGAE.

Los principales conceptos de ingresos que constitu-
yen este saldo son los siguientes:

CUADRO N.º 74

DETALLE POR CONCEPTOS DE LA COMPOSICIÓN DEL SALDO DE LA CUENTA 
(773) «REINTEGROS»

El análisis de esta cuenta ha puesto de manifiesto la 
existencia de constantes anotaciones en positivo y en 
negativo. FOGASA registró inicialmente todos los 
cobros obtenidos como ingresos y, posteriormente, los 
anuló por no constituir, desde el punto de vista de con-
tabilidad financiera, verdaderos ingresos, sino meros 
pagos de deuda. Así, por ejemplo, los cobros obtenidos 
por el Organismo procedentes de convenios o de deu-
dores declarados incobrables aparecen registrados en 
sentido positivo y negativo en esta cuenta.

Asimismo, en esta cuenta han sido registrados 
como ingresos, cobros que corresponden a recupera-
ción de deuda por subrogación, por lo que no pueden 
ser considerados ingresos. Esto ocurre con los ingresos 
obtenidos por FOGASA de las empresas Asociación 
Fray Escoba, de Murcia, Auto Vallés, SA, Talleres del 
Zuya, SA, Ramón Vizcaíno, SA, OTAYSA y Garvi, SA, 

cuyos pagos pese a estar dados de alta en contabilidad 
como deudores en ejecución judicial o por subroga-
ción, han sido aplicados como ingresos, y no como una 
minoración de la deuda. En este mismo sentido, los 
cobros obtenidos en 2001 de la empresa GAMEI, SA, 
han sido reflejados como ingresos cuando, según los 
estados contables del Organismo, procedía la devolu-
ción de este importe por presentar un saldo acreedor al 
inicio del ejercicio 2001 por existir cobros por importe 
superior al de la deuda reclamada a esta empresa.

Por otra parte, este Tribunal señala que FOGASA 
está imputando en esta cuenta ingresos que no son 
tales, sino minoración de inmovilizado (vgr.: venta de 
bienes adjudicados por FOGASA en pago de deuda) o 
de inversiones financieras adjudicadas en pago de pres-
taciones (amortización de obligaciones emitidas por el 
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Puerto de Vigo cuya baja no ha sido registrada en el 
Inventario de Bienes Adjudicados).

También se han registrado, en esta cuenta, otros 
ingresos que tampoco tienen la naturaleza de reintegro 
de gastos: ingresos por arrendamientos de bienes adju-
dicados en pago de deuda o la recuperación de gastos 
de publicación en el BOE de las subastas de enajena-

ción de bienes, gastos que el Organismo debiera regis-
trar como operación extrapresupuestaria.

5.9.4 Ingresos extraordinarios.

El saldo de estas partidas a 31.12.2001, y su compa-
ración respecto al ejercicio 2000, era el siguiente:

CUADRO N.º 75

DETALLE DE LAS CUENTAS QUE COMPONEN EL SALDO DE INGRESOS EXTRAORDINARIOS 
DE FOGASA A 31.12.2001

La principal incidencia detectada, sin perjuicio de lo 
ya indicado al analizar las cuentas de Inmovilizado, 
hace referencia a la cuenta (7791) «Beneficio por la 
modificación de derechos de presupuestos cerrados». 

Esta cuenta presentó un saldo deudor de 4.775.162.373 
pesetas, contrario a la naturaleza de esta cuenta, debido a 
que existió un error en la contabilización de la revisión de 
las cuotas de convenios, que se registraron en esta cuenta 
con signo negativo cuando en realidad debieron registrar-
se en la cuenta (6791) «Pérdida por la modificación de 
derechos de presupuestos cerrados». La corrección de 
este error supondría que el saldo de la cuenta (7791) 
pasaría a ser de 74.231.923 pesetas, por lo que la varia-
ción negativa del saldo de esta cuenta respecto al ejercicio 
2000 pasaría a ser del 98,6%. 

5.10 Otros asuntos de carácter financiero.

A fin de observar posibles alternativas a las dos fun-
ciones principales actualmente desarrolladas por el 
Organismo: pago de prestaciones y recuperación de 
deuda, este Tribunal ha intentado obtener los datos 
referentes a los costes de la actividad de pago de presta-
ciones y de la de recuperación de deuda, así como los 

correspondientes a los costes indirectos imputables a 
ambas actividades, para determinar:

a) Si las cuotas recaudadas por la Tesorería Gene-
ral por cuenta del Organismo, tenían capacidad sufi-
ciente para financiar el pago de prestaciones.

b) Cuál era la relación entre los costes derivados 
de la actividad de recuperación de deuda y los ingresos 
generados por ésta.

Sin embargo, esto no ha sido posible, ya que el 
Organismo ni tiene desarrollado un sistema de contabi-
lidad analítica, ni dispone de datos diferenciados que 
permitan obtener esta información. 

No obstante esta limitación, resulta conveniente 
analizar la evolución que presentan los ingresos por 
cotizaciones obtenidos por FOGASA (Capítulo I del 
presupuesto de ingresos) y las prestaciones por éste 
satisfechas (Capítulo IV del presupuesto de gastos) 
desde el ejercicio 1990. Para ello, se ha considerado los 
ingresos realmente materializados en cada ejercicio y 
las prestaciones reconocidas en cada ejercicio.

La evolución que presentaron ambas magnitudes 
(en millones de pesetas) durante el período 1990-2001, 
ambos inclusive, ha sido la siguiente:
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Del cuadro anterior se pueden extraer las siguientes 
conclusiones:

— A lo largo de este periodo puede apreciarse 
cómo la capacidad del Organismo para financiar lo que 
constituye el objeto principal de su actividad (el pago 
de prestaciones) no ha ofrecido duda alguna. Aun en el 
periodo de crisis económica (ejercicios 1993 a 1998, 
ambos inclusive), los excedentes generados en los ejer-
cicios anteriores permitieron superar el déficit de las 
cotizaciones frente a las prestaciones satisfechas. 

En la actualidad el excedente generado por las coti-
zaciones es de 168.717 millones de pesetas (frente a los 
85.567 millones que había al comienzo del periodo 
1993-1998), lo que permite un significativo grado de 
solvencia, pues los excedentes existentes financiarían 
el pago de prestaciones (considerando la media de pres-
taciones del periodo) durante un período de 2,8 años. 

— El superávit de estas magnitudes financieras 
aconseja que el Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les estudie la conveniencia de seguir manteniendo las 
cotizaciones al Organismo en el nivel actual o, en su 
caso, incrementar el nivel de las prestaciones que satis-
face.

— Sin perjuicio de lo anterior, este Tribunal debe 
señalar que el motivo principal por el que se han genera-
do los citados excedentes no ha sido tanto la evolución 
de los ingresos por recaudación de cuotas, que en los 
tres últimos ejercicios se han incrementado a una tasa 
interanual de aproximadamente el 10%, como la evolu-
ción de los pagos de prestaciones, que en los ejercicios 
2000 y 2001 se han reducido a menos de la mitad de las 
prestaciones reconocidas en los ejercicios 1997 y 1998.

En todo caso, de mantenerse el ritmo actual de 
generación de excedentes se produciría un incremento 
de las reservas del Organismo que no guardaría rela-
ción alguna con las prestaciones a satisfacer. 

6.  ACTIVIDAD CONTRACTUAL DE FOGASA 
DURANTE EL EJERCICIO 2001

6.1  Contratos destinados a la atención del funcio- 
namiento de los servicios administrativos del 
Organismo.

En este epígrafe se analiza la contratación realizada por 
el Organismo durante el ejercicio 2001, si bien aquellos 
contratos que afectan a los procedimientos analizados o 
a la representatividad de los estados financieros, se 
recogen específicamente en el apartado correspondien-
te del análisis de procedimiento o del análisis financie-
ro.

6.1.1 Régimen Jurídico aplicable a estos contratos.

FOGASA, de acuerdo con el RD 505/1985, es un 
Organismo Autónomo adscrito al Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, con personalidad jurídica y capaci-
dad de obrar. Se encuentra, por tanto, dentro del ámbito 
de aplicación subjetiva del Texto Refundido de la Ley 
de Contratos de las Administraciones Públicas, (apro-
bado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de 
junio y en vigor desde 22 de junio de 2000), que en su 
artículo 1.3 establece que deberán ajustar su actividad 
contractual a la presente ley los Organismos Autóno-
mos en todo caso.

De acuerdo con el artículo 12 del TRLCAP, el Secreta-
rio General es el órgano de contratación del Fondo. 
Mediante Resolución de 18.5.1999, se constituyó la Mesa 
de contratación que debe asistir al órgano de contratación 
para la adjudicación de los contratos por procedimiento 
abierto o restringido (artículo 81.1 del TRLCAP). La 
Mesa está presidida por el Adjunto al Secretario General. 
Los vocales que la conforman son los distintos Jefes de 
Área o funcionarios con categoría no inferior a Jefe de 

CUADRO N.º 76

EVOLUCIÓN DE LA DIFERENCIA ENTRE CUOTAS PERCIBIDAS Y PRESTACIONES SATISFECHAS

(*)   Se incorpora el resultado acumulado procedente de ejercicios anteriores, que ascendía a 51.002 millones de pesetas.
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Servicios designados por aquéllos, además, forma parte 
de ella un funcionario que tenga atribuido normativamente 
el asesoramiento jurídico del órgano de contratación, un 
Interventor y como Secretario, el Jefe de Servicio que 
tenga encomendada la gestión de la contratación adminis-
trativa del Área Económica Financiera. Pueden proponer-
se asesores técnicos cuando la naturaleza del contrato lo 
aconseje, sin que tengan la consideración de miembros de 
la Mesa. Esto sin perjuicio de que, cuando la singularidad 
del contrato lo haga necesario, se constituya una Mesa de 
contratación específica. 

Además, por Resolución del Secretario General de 
30.9.1997, se creó una «Comisión interna para admi-
nistración y la gestión interna de la Secretaría General» 
que se reúne con periodicidad mensual. Conoce entre 
otras materias del examen, control y seguimiento de las 
obras, compras, adquisiciones y gastos, y el seguimien-
to y ejecución de gastos corrientes. La Comisión, que 
está integrada por el Adjunto al Secretario General y 

los Jefes de Área, aprueba todos los gastos de importe 
superior a 50.000 pesetas (los inferiores pueden ser 
autorizados por los Jefes de Área), propone y acuerda 
la contratación menor y las contrataciones a través del 
Servicio Central de Suministros y conoce de todos los 
contratos de las UAP.

6.1.2 Análisis realizado.

Para el análisis de la actividad contractual de 
FOGASA durante el ejercicio de 2001, se solicitó al 
Organismo una relación certificada de los contratos 
celebrados durante ese ejercicio con el fin de conocer la 
contratación efectivamente celebrada, su naturaleza y 
tipología.

De acuerdo con los datos proporcionados por el 
Organismo, la actividad contractual de FOGASA 
durante el ejercicio 2001 se resume según se muestra 
en este cuadro:

CUADRO N.º 77

RESUMEN DE LA CONTRATACIÓN EN EL EJERCICIO 2001

De esta relación, se analizaron todos los expedientes 
de contratación correspondientes a los contratos adju-
dicados mediante concurso en el ejercicio, así como 
tres expedientes de concursos adjudicados a finales del 
ejercicio 2000, cuya ejecución se realizó en su mayor 
parte durante el ejercicio 2001. También se analizaron 
las tres prórrogas formalizadas durante el ejercicio de 
contratos adjudicados por concurso en el ejercicio ante-
rior, dos expedientes tramitados a través del Servicio 
Central de Suministros para la adquisición de bienes y 
servicios de naturaleza informática, y una muestra de 
las justificaciones de doce contratos menores, todo ello 
con fin de comprobar que FOGASA actuó en la contra-
tación de bienes y servicios, con sujeción a las normas 
de competencia y procedimiento previstas en el ordena-
miento jurídico vigente en esta materia, así como el 

grado en que su actividad contractual se adecuó a los 
principios de legalidad, eficiencia y economía.

Además, se realizó un examen de los contratos a 
través de la documentación financiera y contable, para 
lo que fueron analizados los mayores de proveedores y 
las justificaciones de los pagos, con el fin de comprobar 
la inexistencia de saldos pendientes de pago, facturas 
de abono y adquisiciones de bienes y servicios no sus-
tentadas mediante contrato.

Por lo que respecta a los contratos realizados por 
FOGASA durante el ejercicio 2001 en el ámbito del 
TRLCAP, su objeto ha respondido fundamentalmente a 
la atención de las necesidades de funcionamiento de 
sus servicios administrativos, tanto centrales como 
territoriales. Se trata de contratos que atienden necesi-
dades de carácter permanente, como los de arrenda-
miento, obras y servicios de acondicionamiento y ser-
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vicios de limpieza y de vigilancia de sus sedes central y 
periféricas, suministro de material de escritorio e 
imprenta, vales de comida, seguro de responsabilidad 
civil para el personal a su servicio, paquetería, publica-
ción de anuncios en prensa, suscripción a publicaciones 
y servicios de asistencia técnica informática para man-
tenimiento de sus aplicativos.

Los contratos de mayor importe celebrados por 
FOGASA durante 2001, fueron los de servicios, entre 
ellos destacaron por el volumen de su importe la prórro-
ga del servicio de vigilancia de la sede de la Secretaría 
General situado en el edificio de la calle Sagasta, con un 
importe de 39.406.200 pesetas, y el servicio de vigilan-
cia de las naves procedentes de Galerías Preciados situa-
das en San Fernando de Henares, por un importe de 
30.319.571 pesetas, ambos a cargo de la empresa Caste-
llana de Seguridad a la que le fueron adjudicados 
mediante concurso en el ejercicio 2000. Este último con-
trato no se formalizó hasta diciembre de 2000, pero su 
ejecución abarca el periodo de 13.12.2000 a 12.12.2001 
por lo que se realizó en su mayor parte durante 2001.

Además, destacan por el volumen de sus importes 
económicos, las prórrogas para 2001 de los servicios de 
limpieza y paquetería para la Secretaría General, por 
importes respectivos de 19.172.800 y 18.756.800 pese-
tas, y los adjudicados mediante concurso para inserción 
de anuncios en prensa, por 16.000.000 de pesetas, mon-
taje y desmontaje de transformadores de las naves de 
San Fernando de Henares, por 13.319.571 pesetas y el 
servicio de vales de comida para el personal de la 
Secretaría General por importe de 7.997.000 pesetas. 

Por último fue convocado un concurso público por 
Resolución de la Subsecretaría de Trabajo y Asuntos 
Sociales de fecha 15.11.2000, para la contratación del 
servicio de voz y datos en el Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales y sus Organismos Autónomos, que se 
adjudicó a Telefónica de España, SA. El plazo de ejecu-
ción se estableció en veinticuatro meses y aunque el 
contrato se suscribió por el Ministerio, la contracción del 
gasto y la fiscalización previa se realizaron en cada uno 
de los Organismos destinatarios del servicio para su 
parte del precio. Comprende tres ejercicios presupuesta-
rios (2001, 2002 y 2003) siendo el importe total del coste 
asumido por FOGASA de 23.269.855 pesetas, del que 
4.084.985 pesetas corresponden a la anualidad de 2001.

Con fecha de 27.12.2000 se formalizó un contrato 
para el suministro de material de escritorio e imprenta, 
dividido en dos lotes, con un importe de 12.307.615 
pesetas. La ejecución se realizó durante 2001.

También se contrataron a través del Servicio Central 
de Suministros, con base en el correspondiente concur-
so de determinación de tipos, trabajos de adaptación al 
euro de cuatro aplicaciones informáticas por importe 
de 14.969.500 pesetas.

Asimismo, el Organismo ha adquirido material 
homologado (mobiliario, material de oficina y material 
informático) a través del Servicio Central de Suminis-
tros, por un importe de 58.264.170 pesetas.

En cuanto a los contratos privados celebrados por 
FOGASA, como son los de arrendamiento de locales 
para el establecimiento de sus sedes y los de seguros, 
durante el ejercicio 2001 se adjudicaron mediante con-
curso tres contratos de arrendamiento de locales para 
las sedes de las UAP en Burgos, Asturias y Zaragoza, 
de ejecución plurianual, por importes y periodos 
respectivos de 15.300.000 (48 meses), 11.956.350 
(36 meses) y 17.370.685 pesetas (36 meses). Estos con-
tratos se regulan por el TRLCAP en lo que se refiere a 
su preparación y adjudicación, y en aplicación de la 
doctrina de «los actos separables», a partir de ese 
momento, se rigen por las normas del derecho privado.

Los contratos de arrendamiento fueron adjudicados 
conforme a sus cuantías, tres de ellos por concurso y el 
resto como contratación menor. 

El resto de la contratación está conformada princi-
palmente por contratos menores en los que también 
destacan por su número e importe los de servicios. El 
objeto de estos contratos fue básicamente la limpieza 
de sedes, la asistencia de carácter informático y el man-
tenimiento de instalaciones y equipos. 

6.1.3 Procedimientos y formas de adjudicación.

Todas las adjudicaciones de contratos tanto adminis-
trativos como privados (arrendamientos de inmuebles 
para establecimiento de sus sedes y seguros), se han reali-
zado a través de procedimiento abierto y la forma de adju-
dicación utilizada fue el concurso, excepto en los casos en 
los que por razón de la cuantía se acudió a la contratación 
menor. Además se realizaron adquisiciones de bienes y 
servicios declarados de contratación centralizada, a través 
de las correspondientes peticiones al Servicio Central de 
Suministros. En estos casos, solamente corresponde al 
Organismo la realización de los trámites posteriores a la 
adjudicación, exceptuando la formalización del contrato y 
la fianza. Por tanto, su intervención en el procedimiento 
de contratación, está limitada a la petición, la aprobación 
del gasto, recepción y pago. Para canalizar estas adquisi-
ciones, se remitieron las peticiones de los bienes de adqui-
sición centralizada, acompañadas de la correspondiente 
propuesta de gastos a la Subdirección General de Com-
pras de la Dirección General de Patrimonio del Estado.

Durante el ejercicio 2001, FOGASA no utilizó el 
procedimiento negociado para la adjudicación de con-
tratos (con excepción de los celebrados con el Servicio 
Central de Suministros).

En total se celebraron durante el ejercicio 2001, 
cinco concursos (dos de servicios, y tres para arrenda-
mientos de inmuebles) y tres prórrogas de contratos 
adjudicados mediante concursos anteriores, las tres 
correspondientes a contratos de servicios que cubren 
necesidades de carácter permanente (paquetería, vigi-
lancia y limpieza para servicios centrales). 

Además, durante el ejercicio 2000, se convocaron 
tres concursos, (de suministros de material de oficina, de 
publicación de anuncios en prensa y de vigilancia de las 
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naves de San Fernando) correspondientes al patrimonio 
adjudicado al Organismo, no habiéndose formalizado los 
contratos hasta diciembre de 2000, por lo que el grueso 
de la ejecución se efectuó durante 2001. El resto de la 
contratación la integraron contratos menores (obras, 
suministros, servicios y arrendamientos). Además se 
hicieron adquisiciones de bienes y servicios a través de 
peticiones al Servicio Central de Suministros.

6.1.4 Control de la ejecución.

Las aplicaciones presupuestarias con cargo a las que 
se han realizado los contratos han sido fundamental-
mente aplicaciones del capítulo 2, es decir, para la aten-
ción de Gastos corrientes así como con cargo al Capítu-
lo VI, Inversiones reales. Además, se celebraron cuatro 
contratos con cargo al Capítulo I de Gastos de personal, 
como el ya referido de vales de comida para el perso-
nal, adjudicado mediante concurso, de compras de 
material para cursos de formación y de impartición de 
ponencias para el personal de FOGASA.

Se ha comprobado que FOGASA efectuó el pago del 
precio convenido, a través de los mayores de proveedo-
res y de la relación nominal de acreedores. Aunque sub-
sistían obligaciones pendientes de pago a 31.12.2001, a 
31.1.2002, toda la deuda se encontraba pagada.

Tampoco se han observado incidencias en las pró-
rrogas realizadas, cuyos importes se revisaron de 
acuerdo con el IPC, y que procedían de adjudicaciones 
mediante concurso efectuadas en el ejercicio anterior, 
por lo que no exceden el límite de 4 años de duración 
del contrato incluidas las prórrogas que establece el 
artículo 198 del TRLCAP.

FOGASA ha realizado adquisiciones a través del 
sistema centralizado de compras, con destino a la 
Secretaría General y a las UAP, por importe de 
34.491.793 pesetas, comprendiendo material de oficina 
fungible, mobiliario, y otros (destructoras, aparatos de 
fax, aparatos de aire acondicionado, franqueadoras, 
etc.). Se trata de compras centralizadas en las que el 
procedimiento se reduce, una vez surgida la necesidad, 
a la propuesta de gasto y a la realización del pedido a 
alguno de los proveedores catalogados, con solicitud de 
conformidad al Servicio Central de Suministros. Cuan-
do el proveedor remite la factura, ésta no se tramita 
hasta la conformidad del Jefe de Unidad. Posteriormen-
te se remite la documentación al Servicio de Contabili-
dad para que proceda al pago. 

Sin perjuicio de ello, como es criterio de este Tribu-
nal acorde con los principios de concurrencia y de eco-
nomía, el Organismo podría haber obtenido mejoras, 
económicas o de otro tipo mediante la promoción pre-
via de concurrencia competitiva entre las empresas 
proveedoras de bienes o servicios catalogados por el 
Servicio Central de Suministros a través del correspon-
diente concurso de determinación de tipo.

Las incidencias significativas observadas en estos 
contratos se recogen en el apartado 5 de la Sección III 
de este Informe.

6.2  Contratos celebrados por FOGASA en el ejerci-
cio de su actividad recuperatoria.

6.2.1 Régimen jurídico aplicable a estos contratos.

Al margen de la actividad contractual descrita, tanto de 
carácter administrativo como privado (arrendamiento de 
inmuebles para el establecimiento de sus servicios y segu-
ros), el Fondo de Garantía Salarial adquiere en propiedad 
toda clase de bienes como consecuencia de su actividad 
recuperatoria, al amparo del artículo 33 del Real Decreto 
505/1985, de 6 de marzo, sobre Organización y Funciona-
miento del Fondo. Este artículo establece, asimismo, que 
el destino de dichos bienes es su devolución al tráfico jurí-
dico patrimonial de la manera más inmediata posible a fin 
de destinar su importe al cumplimiento de los fines del 
Fondo, de acuerdo con lo establecido en el artículo 85 de 
la Ley de Patrimonio del Estado.

Se trata por tanto de bienes propiedad de un Orga-
nismo Autónomo, pero con una especificidad sustan-
cial: que no se integran en el Inventario General de 
Patrimonio del Estado, de acuerdo con el artículo 6 de 
la Ley de Patrimonio del Estado, que establece como 
excepción los bienes de los Organismos Autónomos 
que hayan sido adquiridos con el propósito de devol-
verlos al tráfico jurídico patrimonial de acuerdo con sus 
fines peculiares.

En este sentido, también cabe señalar que desde el 
punto de vista contable tampoco tienen la consideración 
de inmovilizado del Organismo, de acuerdo con el crite-
rio mantenido por la Intervención General de la Admi-
nistración del Estado, al estar destinados a la venta y no 
ser objeto de utilización continuada para producción de 
bienes o prestación de servicios. Por ello, tampoco son 
objeto de amortización. El Real Decreto 505/1985, hace 
referencia, asimismo, a la naturaleza más comercial que 
patrimonial de estos bienes.

Sin perjuicio de lo anterior, debe tenerse en cuenta, 
en cuanto a la enajenación de los bienes del patrimonio 
adjudicado, que la compraventa es un contrato cuya 
regulación está sujeta al TRLCAP aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2000 de 16 de junio, por ser 
FOGASA un Organismo Autónomo (artículo 1, aparta-
do tres del TRLCAP). El artículo 5.3 califica al contra-
to de compraventa como privado.

El artículo 9.1 establece el régimen jurídico de los 
contratos privados al señalar que: «Los contratos priva-
dos de las Administraciones Públicas se regirán en 
cuanto a su preparación y adjudicación, en defecto de 
normas administrativas específicas, por la presente Ley 
y sus disposiciones de desarrollo y, en cuanto a sus 
efectos y extinción, por las normas de Derecho privado. 
A los contratos de compraventa, donación, permuta, 
arrendamiento y demás negocios jurídicos análogos 
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sobre bienes inmuebles, propiedades incorporales y 
valores negociables, se les aplicarán en primer lugar, en 
cuanto a su preparación y adjudicación, las normas de 
la legislación patrimonial de las correspondientes 
Administraciones Públicas»

De acuerdo con lo anterior, los contratos de compra-
venta de patrimonio adjudicado al Organismo, deben 
regirse por:

1. La Ley y el Reglamento del Patrimonio del 
Estado, en cuanto legislación patrimonial aplicable 
también a los Organismos Autónomos incluso respecto 
de aquellos bienes inmuebles que no formen parte del 
inventario general, ya que no existe ninguna disposi-
ción en contrario.

2. El Real Decreto 505/1985 sobre Organización y 
Funcionamiento de FOGASA.

3. Supletoriamente, el Texto Refundido de la Ley 
de Contratos de las Administraciones Públicas y sus 
disposiciones de desarrollo.

La finalidad de estos bienes adjudicados a FOGASA 
es su devolución al tráfico jurídico patrimonial median-
te la venta. Pero también fueron objeto de otros nego-
cios jurídicos como la permuta y el arrendamiento, al 
considerar el Fondo que ello no desvirtuó el destino 
que les asigna la ley. El análisis del procedimiento de 

enajenaciones seguido por el Organismo se describe en 
el apartado 4.5 «Enajenación de patrimonio adjudica-
do», de la Sección III de este Proyecto de Informe.

6.2.2 Actividad realizada.

De acuerdo con la relación de bajas por venta duran-
te el ejercicio 2001, FOGASA vendió bienes de su 
patrimonio adjudicado por un importe total de 
1.058.144.967 pesetas. Las fechas en las que se habían 
adjudicado estos bienes oscilaron desde el año 1990, 
hasta el año 2000.

En algunos casos fue necesaria la celebración de 
múltiples subastas hasta lograr la venta. Son especial-
mente reseñables el caso de una finca rústica situada en 
el partido de Nonduermas (Murcia), adjudicada al 
Fondo en febrero de 1998 por un importe de 
121.862.763 pesetas que se vendió en la 11.ª subasta 
por un importe de 39.959.000 pesetas, y el de un com-
plejo industrial destinado a la fabricación de conservas 
también situado en Murcia, que se adjudicó FOGASA 
en mayo de 1995 por un importe de 343.167.681 pese-
tas, y se vendió en 13.ª subasta, el 31.8.2001, por un 
importe de 50.000.000 de pesetas, lo que pone de mani-
fiesto el escaso valor de realización de .estos bienes, y 
la necesidad de provisionar los valores de estos bienes 
en el balance del Organismo.

CUADRO N º 78

MUESTRA DE RESULTADOS NEGATIVOS EN ENAJENACIONES DE BIENES DE PATRIMONIO 
ADJUDICADO DURANTE 2001
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De los cuarenta bienes, tanto muebles como inmue-
bles, que fueron objeto de venta durante el ejercicio, 
veintidós de ellos lo fueron mediante el procedimiento 
de enajenación directa y sus precios de venta sumaron 
un importe de 703.286.436 pesetas. El resto se vendió a 
través de subasta pública siendo el importe total obteni-
do por FOGASA de 354.858.531 pesetas.

El destacado importe de las ventas directas trae su 
causa de la enajenación de nueve plazas de garaje y 
cinco locales de oficinas procedentes de la empresa 
SPANTAX, SA, situados en el Paseo de la Castellana 
de Madrid, al Instituto Nacional de Estadística (INE), 
que ascendieron a 687.586.436 pesetas, estando consti-
tuido el resto del importe, 15.700.000 pesetas, por el 
importe de la venta de una finca urbana en el término 
de Balmaseda, una porción de terreno en Fabara (Zara-
goza), ventas de maquinaria y un vehículo.

El Tribunal ha analizado una muestra de expedientes 
de enajenación de bienes, tanto muebles como inmue-
bles adjudicados al Fondo, con la finalidad de comprobar 
el cumplimiento de la legalidad en los dos procedimien-
tos establecidos, subasta pública y enajenación directa, 
para la devolución al tráfico jurídico patrimonial de los 
bienes mediante su venta. Del resultado de este análisis 
no se deducen incumplimientos significativos. Las 
subastas se han celebrado con los requisitos de publici-
dad y el respeto de los plazos establecidos. 

Por lo que se refiere a las enajenaciones directas, 
todas ellas han sido informadas por la Abogacía del 
Estado y la Intervención y en el expediente consta sufi-
cientemente justificada la elección de este procedi-
miento de adjudicación. Además, salvo en un caso en el 
que el bien objeto de venta fue maquinaria obsoleta, el 
precio de venta cubrió el importe de adjudicación.

Cabe señalar el caso de la venta de un inmueble pro-
cedente de la empresa Turrón Sirvent Plá, en el que la 
firma de la escritura con el comprador, la empresa 
Transacciones Industriales Train, SL. sufrió un retraso 
de diez meses.

6.2.3  Otros contratos sobre bienes del patrimonio 
adjudicado.

En el ámbito de la gestión de los bienes que obtiene 
para su inmediata devolución al tráfico jurídico, 
FOGASA realizó de forma ocasional otros negocios 
jurídicos distintos de la venta.

Este fue el caso de una finca urbana situada en el 
término municipal de Fuente Obejuna, Córdoba, que le 
fue adjudicada al Fondo mediante una dación en pago 
parcial de deuda formalizada en escritura pública de 
12.5.1998, procedente de la empresa Matadero de 
Fuente Obejuna, SAL y que fue objeto de permuta con 
una finca propiedad del Ayuntamiento del mismo 
municipio con una diferencia de 1.370 pesetas a favor 
de FOGASA. El Secretario General de FOGASA auto-
rizó la permuta mediante Resolución de 18.10.2000 y 
se elevó a escritura pública el 25.10.2000.

La iniciación del procedimiento se acordó por el 
Secretario General con fecha 29.8.2000, con los pre-
ceptivos informes favorables de la Abogacía del Esta-
do, y de la Intervención Delegada del Ministerio de 
Hacienda en el Organismo.

Este negocio jurídico implica la salida del bien del 
patrimonio del Organismo y la entrada de otro, sustitu-
yendo al anterior, lo cual está justificado en cuanto ello 
facilite la devolución al tráfico jurídico patrimonial en 
las mejores condiciones y por tanto la recuperación de 
las prestaciones pagadas de la que trae su causa esta 
actividad del Organismo.

En este procedimiento, el Organismo observó las 
formalidades legales y reglamentarias, aplicando por 
analogía el procedimiento negociado de enajenación 
directa establecido por el artículo 117 del Reglamento 
de Patrimonio.

Esto es, aunque el artículo 33 del Real Decreto 
505/1985, sólo se refiere expresamente a la enajena-
ción, no parece existir ninguna disposición en contra de 
la habilitación del Fondo para realizar este negocio 
sobre bienes de su patrimonio adjudicado, siempre que 
su conveniencia aparezca suficientemente justificada y 
que actúe con sometimiento a los requisitos estableci-
dos en la normativa aplicable.

Además de lo anterior, FOGASA ha realizado otros 
negocios jurídicos distintos de la venta sobre estos bie-
nes, concretamente arrendamientos. El análisis de esta 
actividad y las incidencias en ella detectadas se recogen 
en el apartado 4.4, «Arrendamiento del patrimonio 
adjudicado», de la Sección III de este Proyecto de 
Informe. 

Madrid, 6 de noviembre de 2003.—El Presidente 
del Tribunal de Cuentas, Ubaldo Nieto de Alba.
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ANEXO

ESTADOS FINANCIEROS DEL FONDO DE GARANTÍA SALARIAL CORRESPONDIENTES 
AL EJERCICIO 2001

BALANCE DE SITUACIÓN DE FOGASA A 31.12.2001

CUENTA DEL RESULTADO ECONÓMICO PATRIMONIAL DE FOGASA DEL EJERCICIO 2001
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251/000019 (CD)
771/000018 (S)

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 
del Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación 
en la Sección Cortes Generales del BOCG, de la Reso-
lución adoptada por la Comisión Mixta para las Rela-
ciones con el Tribunal de Cuentas sobre el Informe de 
fiscalización de las ayudas concedidas por el Instituto 
Nacional de Administración Pública (INAP) en el 
marco del III Acuerdo de Formación Continua en  
las Administraciones Públicas, ejercicio 2001 (núm. 
expte. Congreso: 251/000019 y núm. de expte. Senado: 
771/000018), así como el Informe correspondiente.

Palacio del Congreso de los Diputados, 19 de 
diciembre de 2005.—P. D. El Letrado Mayor de las 
Cortes Generales, Manuel Alba Navarro.

RESOLUCIÓN APROBADA POR LA COMISIÓN 
MIXTA PARA LAS RELACIONES CON EL TRIBU-
NAL DE CUENTAS EN RELACIÓN AL INFOR- 
ME DE FISCALIZACIÓN DE LAS AYUDAS CON-
CEDIDAS POR EL INSTITUTO NACIONAL DE 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA (INAP) EN EL 
MARCO DEL III ACUERDO DE FORMACIÓN 
CONTINUA EN LAS ADMINISTRACIONES PÚ-
BLICAS, EJERCICIO 2001 (NÚM. EXPTE. CON-
GRESO: 251/000019 Y NÚM. DE EXPTE. SENADO: 
771/000018) EN SU SESIÓN DEL DÍA 29 DE 

NOVIEMBRE DE 2005

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tri-
bunal de Cuentas, en su sesión del día 29 de noviembre 
de 2005, a la vista del Informe remitido por ese Alto 
Tribunal acerca del Informe de fiscalización de las ayu-
das concedidas por el Instituto Nacional de Administra-
ción Pública (INAP) en el marco del III Acuerdo de 
Formación Contínua en las Administraciones Públicas, 
ejercicio 2001:

ACUERDA

Instar al Gobierno a:

1. Adoptar, de acuerdo con el principio de objeti-
vidad que debe informar todas las ayudas y subvencio-
nes públicas, cuantas medidas sean precisas para regu-
lar de manera clara la forma en que las entidades 
promotoras que perciben fondos para el desarrollo de 

los Planes de Formación deben justificar la aplicación 
de fondos recibidos.

2. Que el INAP adopte, las correspondientes 
medidas con el objeto de que se garantice el control de 
las documentaciones justificativas que deben aportar 
las entidades promotoras de los planes de formación 
continua.

3. Que el INAP tome, dentro del marco del Acuer-
do de Formación Continua de las Administraciones 
públicas, las medidas oportunas para que los fondos de 
formación continua destinados expresamente a la for-
mación de empleados públicos y no aplicados en un 
ejercicio presupuestario, sean asignados a esa finalidad 
en ejercicios posteriores.

4. Que el INAP mejore los procedimientos de 
Control Interno destinados a verificar la documenta-
ción aportada por las entidades destinatarias de los 
Fondos de Formación Continua.

Palacio del Congreso de los Diputados, 29 de no-
viembre de 2005.—El Presidente, Francesc Antich 
Oliver.—El Secretario de la Comisión, José Ramón 
Mateos Martín.

INFORME DE FISCALIZACIÓN DE LAS AYUDAS 
CONCEDIDAS POR EL INAP EN EL MARCO DEL III 
ACUERDO DE FORMACIÓN CONTINUA EN LAS 
ADMINISTRACIONES PÚBLICAS. EJERCICIO 2001

Abreviaturas utilizadas en este Informe

FEMP  Federación Española de Municipios y Pro-
vincias.

INAP  Instituto Nacional de la Administración 
Pública.

MAP Ministerio de Administraciones Públicas.
TRLGP  Texto Refundido de la Ley General Presu-

puestaria.

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de 
su función fiscalizadora establecida en los artícu-
los 2.1), 9 y 21.3.a) de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 
de mayo, y a tenor de lo previsto en los artículos 12 
y 14 de la misma disposición y concordantes de la 
Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tri-
bunal de Cuentas, ha aprobado en su sesión de 6 de 
noviembre de 2003, el Informe de fiscalización de las 
ayudas concedidas por el inap en el marco del III 
Acuerdo de Formación Continua en las Administracio-
nes Públicas, ejercicio 2001, y ha acordado su eleva-
ción a las Cortes Generales, según lo prevenido en el 
artículo 28.4 de la Ley de Funcionamiento.
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I. INTRODUCCIÓN

A. Antecedentes de la fiscalización

1.1 El Pleno del Tribunal de Cuentas, por acuerdo 
de 14 de febrero de 2002, aprobó el «Programa de Fis-
calizaciones del Tribunal de Cuentas para el año 2002». 
En este documento se encuadraba la presente fiscaliza-
ción, dentro del apartado IV.3 «Informes especiales a 
realizar por iniciativa del Tribunal».

1.2 Las Directrices Técnicas a que debía sujetarse 
la fiscalización fueron establecidas por acuerdo del 
Pleno, de 25 de abril de 2002, con los objetivos y el 
alcance que se presentan en los puntos 1.12 a 1.18.

B. Descripción de las ayudas fiscalizadas

Antecedentes de la Formación Continua 

1.3 La Formación Continua, como uno de los 
Subsistemas del Sistema Nacional de Formación Profe-
sional, se articula desde 1993 a través de los Acuerdos 
de Formación Continua. El I Acuerdo Nacional de For-
mación Continua fue suscrito en diciembre de 1992 por 
las Organizaciones empresariales y sindicales más 
representativas que ese mismo mes suscribieron con el 
Gobierno el I Acuerdo Tripartito de Formación Conti-

nua. Finalizada la vigencia de estos primeros acuerdos 
se suscribieron los segundos, para el periodo 1997/2000, 
y los terceros, para el periodo 2001/2004.

1.4 Los empleados de las Administraciones Públi-
cas, inicialmente excluidos, participan en esta modali-
dad de formación a raíz del Acuerdo Administración-
Sindicatos de 19 de septiembre de 1994 que sentó las 
bases para el I Acuerdo de Formación Continua en las 
Administraciones Públicas, suscrito por las Adminis-
traciones Públicas y las Organizaciones sindicales 
representativas en marzo de 1995. La vigencia de este 
acuerdo finalizó en 1996, lo que dio lugar a la suscrip-
ción de dos nuevos acuerdos. En el ejercicio 2001 esta-
ba vigente el III Acuerdo de Formación Continua en las 
Administraciones Públicas suscrito el 11 de enero 
de 2001 con un ámbito temporal que se extiende al 
periodo 2001/2004.

La Formación Continua en las Administraciones Públicas

1.5 La Formación Continua está constituida por el 
conjunto de actividades formativas desarrolladas en las 
Administraciones Públicas, a través de planes de for-
mación, dirigidas a la mejora de competencias y cuali-
ficaciones de los empleados públicos, que permitan 
compatibilizar la mayor eficacia y la mejora de la cali-
dad de los servicios en las Administraciones Públicas 
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con el desarrollo personal y profesional de los emplea-
dos públicos.

1.6 El III Acuerdo es de aplicación en el ámbito de 
la Administración General del Estado, de la Administra-
ción de las Comunidades Autónomas 1 y de la Adminis-
tración Local y afecta al personal que presta servicios, a 
través de una relación de carácter funcionarial, laboral o 
estatutario, en cualquiera de estas Administraciones.

1.7 Los órganos que intervienen en la gestión de 
la Formación Continua en las Administraciones Públi-
cas son los siguientes:

a) La Comisión General para la Formación Conti-
nua (en adelante, Comisión General), órgano de natura-
leza paritaria constituido como instancia deliberante y 
de participación del personal al servicio de las Admi-
nistraciones Públicas en materia de Formación Conti-
nua. A esta Comisión, integrada por representantes de 
la Administración General del Estado, de las Comuni-
dades Autónomas, de la Administración Local y de las 
Organizaciones sindicales firmantes del Acuerdo, le 
corresponde ordenar la Formación Continua en las 
Administraciones Públicas.

b) Las Comisiones de Formación Continua consti-
tuidas en el ámbito de cada una de las Administraciones 
Públicas: la Comisión de la Administración General del 
Estado; la Comisión de la Administración Local, consti-
tuida en el marco de la Federación Española de Munici-
pios y Provincias; y las Comisiones constituidas en cada 
una de las Comunidades Autónomas y en las Ciudades 
de Ceuta y Melilla. A estas Comisiones de Formación 
Continua, de naturaleza paritaria, integradas por repre-
sentantes de la Administración correspondiente y de las 
Organizaciones sindicales firmantes del Acuerdo, les 
corresponde la aprobación inicial de los planes de For-
mación Continua presentados en su ámbito. 

c) El Instituto Nacional de la Administración 
Pública (INAP), Organismo autónomo adscrito al 
Ministerio de Administraciones Públicas (MAP), al que 
le corresponde la gestión, seguimiento, control y eva-
luación de los fondos destinados a la Formación Conti-
nua de los empleados públicos, así como la divulgación 
y fomento de la participación en acciones de forma-
ción, y la investigación aplicada a la Formación Conti-
nua en las Administraciones Públicas.

Financiación de la Formación Continua

1.8 Los recursos financieros de la Formación 
Continua proceden de las cotizaciones al Régimen 
General de la Seguridad Social, en concepto de cuota 
de formación profesional. De esta cuota, que resulta de 
aplicar el 0,70% a la base de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales, se afectó en 2001 el 0,35% 
a la financiación de las iniciativas de Formación Conti-

nua de los trabajadores ocupados, tanto del sector 
público como del sector privado. 

1.9 A la Comisión Tripartita de Formación Conti-
nua, constituida en el marco del III Acuerdo Tripartito 
suscrito por el Gobierno y las Organizaciones sindica-
les y empresariales, le corresponde asignar los recursos 
entre los distintos ámbitos de la Formación Continua. 
En el ejercicio 2001, el importe asignado al personal al 
servicio de las Administraciones Públicas ascendió 
a 56.087.351 euros, equivalente al 9,75% de los fondos 
totales de Formación Continua.

1.10 Estos recursos se consignan en el presupues-
to del INAP y con cargo a ellos se subvenciona el desa-
rrollo de planes de Formación Continua promovidos 
por: las Administraciones Públicas, las Federaciones o 
Asociaciones de Entidades Locales y las Organizacio-
nes sindicales firmantes del III Acuerdo. En 2001 se 
realizaron 375 planes subvencionados con un total de 
20.293 acciones formativas y 474.190 participantes 2.

Normativa reguladora

1.11 La normativa reguladora de las ayudas fisca-
lizadas es la siguiente:

a) El Texto Refundido de la Ley General Presu-
puestaria (TRLGP) aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre.

b) El Real Decreto 2225/1993, de 17 de diciem-
bre, por el que se aprueba el Reglamento de procedi-
miento para la concesión de subvenciones públicas.

c) III Acuerdo de Formación Continua en las Admi-
nistraciones Públicas suscrito, el 11 de enero de 2001, 
por las Administraciones Públicas y Organizaciones Sin-
dicales representadas en la Comisión General *.

d) La Orden del MAP, de 11 de enero de 2001, por 
la que se aprueban las bases reguladoras para el desa-
rrollo de planes de formación en el marco del III Acuer-
do de Formación Continua de las Administraciones 
Públicas.

e) La Resolución del INAP, de 11 de enero 
de 2001, por la que se convoca globalmente para el 
periodo 2001/2004 y, específicamente, para el ejerci-
cio 2001 la concesión de ayudas en el marco del 
III Acuerdo de Formación Continua de las Administra-
ciones Públicas.

C.  Objetivos, alcance y limitaciones de la fiscaliza-
ción

1.12 La fiscalización se ha planteado como una 
fiscalización de regularidad que se ha desarrollado de 

1 Excepto la Comunidad Autónoma del País Vasco.

2 Los datos de acciones formativas y participantes se han obtenido de la 
Memoria de Gestión 2001 del III Acuerdo de Formación Continua en las Admi-
nistraciones Públicas. Esta memoria no incluye los datos de seis planes realizados 
en el ejercicio.

* Párrafo modificado en función de las alegaciones.
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acuerdo con los siguientes objetivos, fijados en las 
Directrices Técnicas aprobadas al efecto por el Pleno 
del Tribunal de Cuentas:

a) Comprobar si la gestión económica y financie-
ra de estas ayudas se ha reflejado adecuadamente en los 
estados financieros del INAP de acuerdo con los princi-
pios y criterios contables que le son aplicables.

b) Verificar el grado de cumplimiento de la legali-
dad en la gestión de los fondos públicos asignados a 
estas ayudas.

c) Analizar y evaluar la existencia y el efectivo 
cumplimiento del sistema de control interno implanta-
do por el INAP en relación con la concesión, tramita-
ción, seguimiento y control de las ayudas a la Forma-
ción Continua.

1.13 Asimismo, se ha efectuado un seguimiento 
de las recomendaciones que en materia de gestión de la 
Formación Continua se efectuaron en el «Informe de 
fiscalización del INAP. Ejercicio 1997», aprobado por 
el Pleno el 26 de octubre de 2000, y en la Resolución de 
26 de septiembre de 2002, aprobada por la Comisión 
Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas, 
en relación con el citado informe.

Alcance

1.14 En la fiscalización se ha analizado: la ejecu-
ción de las partidas del presupuesto del INAP con 
cargo a las cuales se conceden las ayudas fiscalizadas; 
el procedimiento de asignación de los fondos a las 
entidades promotoras de los planes de Formación 
Continua y la documentación remitida por las citadas 
entidades al INAP para justificar la aplicación de las 
cantidades recibidas. Asimismo, han sido objeto de 
análisis los fondos de Formación Continua asignados 
al INAP en su condición de órgano de apoyo a la 
Comisión General y de promotor de planes de Forma-
ción Continua y determinados aspectos del III Acuer-
do de Formación Continua en las Administraciones 
Públicas.

1.15 El periodo fiscalizado es el ejercicio 2001. 
No obstante, el ámbito temporal se ha ampliado en 
aquellos aspectos que se ha considerado conveniente 
para el adecuado cumplimiento de los objetivos.

1.16 En la ejecución del trabajo se han aplicado 
las normas y principios de auditoria habitualmente 
seguidos por el Tribunal de Cuentas y, en particular, los 
criterios contenidos en las «Normas internas de fiscali-
zación», en los términos acordados por el Pleno del 
Tribunal el 23 de enero de 1997.

1.17 Las actuaciones fiscalizadoras se han llevado 
a cabo, fundamentalmente, en el INAP. También se han 
realizado determinadas actuaciones, relacionadas con 
las funciones encomendadas a las Comisiones de For-
mación Continua, en la Dirección General de la Fun-

ción Pública del MAP (Comisión General y Comisión 
de Formación Continua de la Administración General 
del Estado) y en la Federación Española de Municipios 
y Provincias (Comisión de Formación Continua de la 
Administración Local). Asimismo, se han realizado 
actuaciones en los Ministerios de: Educación, Cultura y 
Deporte; de Defensa y de Interior en su calidad de enti-
dades promotoras de planes de Formación Continua 
subvencionados en 2001.

Limitaciones

1.18 Tanto los responsables de las organizaciones 
fiscalizadas como el personal de las mismas han presta-
do toda la colaboración requerida para la correcta eje-
cución de los trabajos. No se han presentado limitacio-
nes al alcance de la fiscalización.

D. Tratamiento de las alegaciones

1.19 De acuerdo con lo previsto en el artículo 44.1 
de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del 
Tribunal de Cuentas, el anteproyecto de este Informe se 
remitió para alegaciones al actual Director del INAP y 
al titular del Organismo en el ejercicio fiscalizado. 
Ambos han presentado alegaciones, las cuales se incor-
poran al presente Informe. En aplicación del mismo 
artículo, la parte del anteproyecto que recoge las actua-
ciones fiscalizadoras no realizadas en el INAP se puso 
de manifiesto a los responsables de las entidades en las 
que aquéllas se realizaron: Ilma. Sra. Directora General 
de la Función Pública-Presidenta de la Comisión Gene-
ral para la Formación Continua; Excma. Sra. Ministra 
de Educación, Cultura y Deporte; Excmo. Sr. Ministro 
de Defensa; Excmo. Sr. Ministro del Interior; y Excma. 
Sra. Presidenta de la Federación Española de Munici-
pios y Provincias. Todos excepto el Ministro del Inte-
rior han presentado alegaciones que se incorporan al 
Informe.

1.20 Tras el análisis de las alegaciones, se han 
introducido en el Informe los cambios que se han 
estimado procedentes, identificando los párrafos 
modificados mediante notas a pie de página. Las ale-
gaciones no aceptadas obedecen sustancialmente a 
tres causas: a) discrepancias no fundamentadas 
sobre los hechos comprobados por el Tribunal; 
b) explicaciones sobre las causas de determinados 
hechos o sobre cuestiones colaterales; c) manifes-
taciones sobre medidas puestas en práctica con pos-
terioridad al periodo fiscalizado. En algún caso se ha 
estimado conveniente insertar, también en nota a pie 
de página, un comentario con la opinión del Tribunal 
para precisar el contenido de algún punto concreto. 
No obstante, la falta de comentario expreso sobre el 
resto de las alegaciones no significa que el Tribunal 
comparta su contenido.
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II.  ANÁLISIS DE LA EJECUCIÓN PRESUPUES-
TARIA DE LOS FONDOS DE FORMACIÓN 
CONTINUA

A. Dotación

2.1 El artículo 19 del III Acuerdo de Formación 
Continua en las Administraciones Públicas y la disposi-
ción adicional 10.ª de la Ley de Presupuestos Generales 
para 2001 establecen que el importe asignado a la For-
mación Continua de las Administraciones Públicas se 
consignará en el presupuesto del Instituto Nacional de 
Empleo como dotación diferenciada, mediante subven-
ción nominativa al INAP. En el ejercicio 2001, el citado 
importe que, como se ha indicado en el punto 1.9 
ascendía a 56.087.351 euros, figuraba en el presupues-
to del Instituto Nacional de Empleo en el progra-
ma 800X «Transferencias entre subsectores», concep-
to 415 «Al INAP para la Formación Continua de las 
Administraciones Públicas» En consecuencia, en el 
presupuesto de ingresos del INAP figura como ingreso 
finalista el citado importe.

2.2 La contrapartida a estos ingresos se recoge en el 
presupuesto inicial de gastos del INAP en distintos con-
ceptos del capítulo 4 «Transferencias corrientes» y en el 
subconcepto 226.04 «Formación Continua del personal al 
servicio de las Administraciones Públicas», con el detalle 
en 2001 que figura en la columna 1 del anexo I.

2.3 Concluido el proceso de concesión de las ayu-
das, el INAP procedió a tramitar las transferencias de cré-
dito, que se detallan en la columna 2 del anexo, para situar 
los créditos en los conceptos presupuestarios del capítu- 
lo 4 «Transferencias corrientes» con cargo a los cuales se 
efectuaron los libramientos a las entidades promotoras de 
los planes de Formación Continua. Además, el INAP 
transfirió el importe de la ayuda concedida para el desa-
rrollo del plan dirigido a su personal al concepto 162.00 
«Formación y perfeccionamiento del personal» y parte del 
importe de la ayuda concedida para el desarrollo de los 
otros dos planes de Formación Continua promovidos por 
el Organismo al concepto 233 «Otras indemnizaciones 
por razón del servicio» con cargo al cual se abonaron en 
2001 las remuneraciones a los funcionarios que impartie-
ron los cursos de los citados planes.

2.4 En el ejercicio 2001, se incrementaron los fon-
dos destinados a la Formación Continua con un suple-
mento de crédito, por importe de 1.412.237 euros, finan-
ciado con el remanente de tesorería generado con los 
fondos de Formación Continua no aplicados en el perio-
do 1995/2000. Este suplemento tenía como objeto aten-
der la financiación de los gastos derivados de la ejecu-
ción de determinadas actuaciones encomendadas 
al INAP y la infraestructura de medios humanos y mate-
riales necesaria para llevarlas a cabo. Por ello, se incre-
mentaron los créditos del subconcepto 226.04 «Forma-
ción Continua del personal al servicio de las 
Administraciones Públicas» y de diversos conceptos de 
los capítulos 1 «Gastos de personal» y 6 «Inversiones 

reales» con el detalle que se recoge en la columna 3 del 
anexo I.

B. Ejecución

2.5 Las obligaciones reconocidas con cargo a los 
fondos de la Formación Continua, que se detallan en la 
columna 5 del anexo I, ascendieron en el ejercicio 2001 
a 55.504.446 euros, lo que representa un grado de eje-
cución del 96%. De este importe, un total de 52.025.694 
euros fueron librados a las entidades promotoras de 
planes de Formación Continua y 3.478.752 euros apli-
cados por el INAP en el desarrollo de planes y de las 
actividades de apoyo a la gestión que tiene encomenda-
das (véase el capítulo V).

2.6 El remanente, que ascendió a 1.995.142 euros, 
tiene su origen en:

a) La diferencia entre la cuantía asignada por la 
Comisión General y las ayudas concedidas a los pro-
motores de la Administración General del Estado, un 
importe de 28.022 euros (véase el punto 3.13).

b) La falta de libramiento de las ayudas concedi-
das a los Ayuntamientos de Vigo y Guadalajara, por 
importes de 35.300 y 8.076 euros, respectivamente. En 
el primer caso, por no estar al corriente de pago de las 
obligaciones tributarias y, en el segundo, por no haber 
justificado la ayuda que le había sido concedida en el 
ejercicio 2000. El resto del remanente del concepto 460 
«A Corporaciones Locales para Formación Continua», 
3.125 euros, corresponde al reintegro del exceso de 
ayuda concedida al Ayuntamiento de Gandia.

c) La falta de ejecución de las dotaciones destina-
das al INAP, un importe de 1.920.619 euros.

2.7 Como puede apreciarse en la columna 5 del 
anexo I, un importe de 224.767 euros se imputó a con-
ceptos presupuestarios diferentes de los inicialmente 
previstos, fundamentalmente, al subconcepto 226.06 
«Reuniones, conferencias y cursos». Estos gastos 
corresponden a varios cursos no incluidos en los planes 
de Formación Continua en el momento de su realiza-
ción y a un curso del plan interadministrativo que, por 
error, fue imputado a este subconcepto.

C. Remanente

2.8 El remanente de Formación Continua procede 
de: los créditos no ejecutados por el INAP en cada ejer-
cicio; los reintegros recibidos por el Organismo de los 
fondos no aplicados por las entidades perceptoras de 
las ayudas; y los intereses de demora abonados por 
estas entidades. Al 31/12/2001, el citado remanente 
alcanzaba un importe de 15.273.474 euros con el deta-
lle que se recoge en el cuadro 1. Como puede apreciar-
se, el remanente del periodo 1995/2000 ascendía a esa 
fecha a 12.287.144 euros y el del ejercicio 2001 
a 2.986.330 euros.
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CUADRO 1: REMANENTE DE FORMACIÓN CONTINUA AL 31/12/2001

2.9 El remanente de tesorería del INAP al 
31/12/2001, ascendía a 14.125.256 euros. Este importe 
es inferior al del remanente de Formación Continua a 
esa fecha, lo que significa que parte del remanente de 
tesorería generado con los fondos de Formación Conti-
nua se ha utilizado como fuente de financiación de 
gastos del INAP no vinculados a la Formación Conti-
nua. Así, en los presupuestos iniciales de los ejerci-

cios 2001 y 2002 se preveía utilizar el remanente de 
tesorería como recurso presupuestario para financiar 
gastos ajenos a la Formación Continua por importes de 
3.209.507 y 3.270.828 euros, respectivamente, sin 
embargo, como puede apreciarse en el cuadro 2, al 
31/12/2000 el remanente de tesorería no vinculado a la 
Formación Continua ascendía únicamente a 585.580 
euros mientras que al 31/12/2001 era negativo.

CUADRO 2: REMANENTE DE TESORERÍA

2.10 La noción del remanente de tesorería como 
recurso presupuestario exige que dentro del mismo se 
distinga entre aquella parte del remanente que constitu-
ye un auténtico recurso para la financiación de cual-
quier tipo de gasto y aquella otra que se encuentra 
afectada a la ejecución de gastos concretos por haberse 
recibido recursos finalistas para ello, como es el caso 
de los fondos de la Formación Continua. Sin embargo, 
las cuentas anuales rendidas por el INAP no recogen tal 
distinción, limitándose a indicar, como información 
adicional a la memoria de 2001, la composición del 
remanente de tesorería. Según este documento, el 
remanente generado con los fondos de Formación Con-
tinua ascendía al 31/12/2001 a 14.085.240 euros, 
importe inferior al calculado por el Tribunal en la forma 
que se detalla en el cuadro 1. La diferencia reside en 
que el INAP considera que la parte no aplicada en 2001 

del suplemento de crédito, al que se ha hecho referen-
cia en el punto 2.4, ha quedado desvinculada de la For-
mación Continua, opinión que no comparte el Tribunal. 
Debe señalarse, no obstante, que incluso con este crite-
rio, el remanente calculado por el INAP está infravalo-
rado en 89.215 euros, importe de gastos de actividades 
a financiar con el suplemento de crédito que el Organis-
mo contabilizó indebidamente como gastos del plan de 
formación interadministrativo.

III.  ASIGNACIÓN DE FONDOS PARA EL DESA-
RROLLO DE PLANES DE FORMACIÓN 
CONTINUA

3.1 Las bases reguladoras para el desarrollo de 
planes de formación en el marco del III Acuerdo de 
Formación Continua de las Administraciones Públicas, 
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aprobadas por la Orden del MAP de 11 de enero 
de 2001, establecen que:

a) Las ayudas destinadas a subvencionar los pla-
nes promovidos por la Administración General del 
Estado, las Entidades Locales, las Federaciones o Aso-
ciaciones de Entidades Locales y las Organizaciones 
sindicales firmantes del Acuerdo se concederán en régi-
men de concurrencia con sujeción a los requisitos esta-
blecidos en las convocatorias que el INAP publique 
anualmente y en el marco de los correspondientes 
Acuerdos de Gestión de la Comisión General.

b) Los fondos destinados a financiar los planes pro-
movidos por las Administraciones de las Comunidades 

Autónomas se tramitarán a través de convenios de colabo-
ración suscritos entre el MAP y cada una de las Comuni-
dades Autónomas y con las Ciudades de Ceuta y Melilla.

A. Distribución de los fondos

3.2 A la Comisión General le corresponde la dis-
tribución de los fondos disponibles para la financiación 
de las acciones de Formación Continua entre todos los 
beneficiarios del sistema, de conformidad con los crite-
rios de distribución equitativa y solidaria de los recur-
sos disponibles. La distribución se efectúa en el marco 
de los Acuerdos de Gestión suscritos anualmente; la del 
ejercicio 2001 se recoge en el cuadro 3.

CUADRO 3: DISTRIBUCIÓN DE LOS FONDOS DE FORMACIÓN CONTINUA. EJERCICIO 2001

3.3 Como se analizará en el punto 5.3, la Comisión 
General asignó al INAP para cubrir los gastos derivados 
de las actividades de apoyo a la gestión de la Formación 
Continua, un importe de 560.873 euros. El resto de los 
fondos se distribuyó de la siguiente manera: el 21% para 
las Organizaciones sindicales y el 79% para las Adminis-
traciones Públicas; estos porcentajes de reparto fueron 
acordados en 1995 y se mantienen desde entonces sin 
que en la fiscalización se haya aportado documentación 
que soporte esta distribución. Por su parte, la distribu-
ción entre las Administraciones Públicas se realizó en 
función del número de efectivos de cada una.

B. Procedimiento de concesión de las ayudas

3.4 La Resolución del INAP, de 11 de enero 
de 2001, convoca globalmente para el periodo 
2001/2004 y, específicamente, para el ejercicio 2001 
las ayudas destinadas a subvencionar los planes de For-

mación Continua promovidos por la Administración 
General del Estado, las Entidades Locales, las Federa-
ciones o Asociaciones de Entidades Locales y las Orga-
nizaciones sindicales firmantes del III Acuerdo de For-
mación Continua en las Administraciones Públicas.

3.5 La instrucción del procedimiento de concesión 
le corresponde, según la convocatoria, a la Secretaría 
General del INAP que, de acuerdo con lo previsto en la 
propia convocatoria y en el Real Decreto 2225/1993, 
por el que se aprueba el Reglamento de procedimiento 
para la concesión de subvenciones públicas, debe reali-
zar las siguientes actividades:

a) Evaluar las solicitudes, de acuerdo con los cri-
terios de valoración establecidos en el artículo 10 de la 
convocatoria.

b) Solicitar a la Comisión General el preceptivo y 
vinculante informe de aprobación definitiva de los pla-
nes.

Fuente: Acuerdo de Gestión de la Comisión General de 11 de enero de 2001.
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c) Elaborar la propuesta de resolución de conce-
sión de ayudas.

3.6 Sin embargo, la normativa reguladora de estas 
ayudas no es lo suficientemente precisa ya que las 
bases reguladoras atribuyen a la Secretaría General de 
la Comisión General (la Subdirección de Relaciones 
Laborales de la Dirección General de la Función Públi-
ca del MAP) el estudio, valoración y propuesta de 
financiación de los planes lo que parece entrar en con-
tradicción con las funciones de valoración y propuesta 
asignadas a la Secretaría General del INAP. Por su 
parte, en el III Acuerdo se atribuye a las Comisiones de 
Formación Continua la aprobación inicial de los planes 
de formación presentados por los promotores de su 
ámbito y la elevación y propuesta de aprobación y 
financiación a la Comisión General a la que correspon-
de la aprobación definitiva.

3.7 El procedimiento seguido en el ejercicio 2001 no 
se ajustaba a lo establecido en la normativa reguladora de 
las ayudas. En efecto, la Secretaría General del INAP se 
limitó en dicho ejercicio a verificar que las solicitudes pre-
sentadas cumplían los requisitos establecidos en la convo-
catoria y se acompañaban de los documentos preceptivos. 
Una vez realizada esta revisión formal remitió a:

a) Las Comisiones de Formación Continua de la 
Administración General del Estado y de la Administra-
ción Local las solicitudes presentadas por los promoto-
res de su ámbito. Las citadas comisiones aprobaron los 
planes, determinaron la cuantía de las ayudas a conce-
der, en la forma que se analizará más adelante, y eleva-
ron la propuesta a la Comisión General.

b) La Comisión General las solicitudes presenta-
das por las Organizaciones sindicales.

3.8 Los Acuerdos de la Comisión General, en los 
que se hace constar los planes aprobados y el importe 
asignado para su desarrollo, se remiten al director del 
INAP para que dicte las correspondientes resoluciones 
de concesión de las ayudas.

Administración General del Estado

3.9 En la Administración General del Estado pueden 
promover planes de Formación Continua: los Departa-
mentos ministeriales y Organismos públicos dependientes 
de ella (incluido el propio INAP) cuyo personal esté repre-
sentado en la Mesa General de Negociación de la Admi-
nistración General del Estado o cuyo personal laboral se 
corresponda con dicho ámbito así como las Universidades 
públicas adscritas a la Administración General y cuantos 
se determinen por la Comisión de Formación Continua de 
la Administración General del Estado.

3.10 En la convocatoria de 2001 los promotores 
de la Administración General del Estado presentaron 
60 planes de Formación Continua que, en todos los 
casos, cumplían los requisitos establecidos en la nor-
mativa y fueron subvencionados.

3.11 Para determinar la cuantía de las ayudas, la 
Comisión de Formación Continua de la Administración 
General del Estado distribuyó los fondos asignados por 
la Comisión General entre los 60 planes presentados 
aplicando una fórmula de reparto mediante la cual el 
30% de los fondos se distribuyó en proporción al 
número de efectivos de la entidad promotora y el 70% 
ponderando el resto de los criterios de valoración esta-
blecidos en el artículo 10 de la convocatoria. Sin 
embargo, la aplicación de esta fórmula tuvo un carácter 
limitado ya que quedaron excluidos del reparto 8 pla-
nes, los 3 promovidos por el INAP y otros 5 planes 
interadministrativos. Se desconoce el criterio seguido 
para determinar la cuantía de las ayudas concedidas a 
las entidades promotoras de estos planes, que sumó, en 
conjunto, 4.415.921 euros.

3.12 Además, para el resto de las entidades, la 
ayuda concedida no coincidía, en la mayoría de los 
casos, con el importe que resultaba de la aplicación de 
la fórmula. En efecto, esta coincidencia sólo se registró 
en 16 casos, con una ayuda conjunta por importe de 
2.707.486 euros. En los 36 planes restantes, las ayudas 
concedidas diferían, por exceso o por defecto, de las 
obtenidas al aplicar la fórmula. Según la Comisión de 
la Administración General del Estado, al ser el primer 
ejercicio en el que se aplicó una fórmula de reparto, en 
la determinación final de la cuantía de las ayudas de 
2001 se tuvo en cuenta también el importe concedido a 
cada entidad promotora en el ejercicio 2000; ajustando 
el importe obtenido al aplicar la fórmula cuando se des-
viaba mucho de la ayuda concedida en el ejercicio ante-
rior. Sin embargo, del análisis realizado se deduce que 
en numerosos casos, tanto en los que se aplicó la fór-
mula como en el resto, el importe concedido en 2001 
difería considerablemente del concedido en 2000.

3.13 Finalmente, debe señalarse que el importe de 
las ayudas concedidas a los promotores de la Adminis-
tración General del Estado ascendió a 14.242.396 
euros, inferior, por tanto, al asignado por la Comisión 
General, 14.270.418 euros (véase el cuadro 3). La dife-
rencia, por importe de 28.022 euros, corresponde a una 
reserva para imprevistos que no se utilizó.

Administración Local 

3.14 En el ámbito de la Administración Local pue-
den solicitar ayudas para el desarrollo de planes de 
Formación Continua:

a) Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales, 
Cabildos, Consejos Insulares y demás Entidades Loca-
les reconocidas en el artículo 3 de la Ley 7/1985, de 2 
de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local.

b) La Federación Española de Municipios y Pro-
vincias (FEMP) y las Federaciones o Asociaciones de 
Entidades Locales de ámbito autonómico constituidas 
al amparo de lo previsto en la disposición adicional 5.ª 
de la citada Ley 7/1985.
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3.15 El número de planes de la Administración 
Local subvencionados en la convocatoria de 2001 ascen-
dió a 283 y los rechazados por no cumplir los requisitos 
establecidos en la normativa reguladora a 22 3.

3.16 Para determinar la cuantía de las ayudas a 
conceder a cada entidad, la Comisión de la Administra-
ción Local distribuyó los fondos asignados por la Comi-
sión General, 12.115.877 euros, de la siguiente manera:

a) Un importe de 605.794 euros, equivalente al 
5% de los fondos, fue asignado al plan promovido por 
la FEMP.

b) El 94% restante, después de reservar el 1% para 
la posible concesión de ayudas a los planes pendientes 
de subsanar los defectos advertidos en la fase de solici-
tud, se distribuyó en dos bloques: el 74% para los pla-
nes unitarios y agrupados y el 20% para los planes 
interadministrativos *.

c) La cuantía de cada bloque se distribuyó entre 
los planes presentados aplicando una fórmula de repar-
to mediante la cual el 75% de los fondos se asignó en 
proporción al número de efectivos y el 25% restante en 
función de la puntuación obtenida en la valoración de 
los criterios establecidos en el artículo 10 de la convo-
catoria, para los planes unitarios y agrupados, y en 
función de la extensión del territorio autonómico, para 
los interadministrativos *.

d) Aplicando estas fórmulas se obtuvo el importe 
de la ayuda a conceder a un total de 265 planes, inclui-
dos los del fondo de reserva, por importe de 8.314.637 
euros. Por su parte, la cuantía destinada a los planes 

presentados por las Federaciones territoriales, un 
importe de 3.112.458 euros, obtenido aplicando las 
fórmulas, se distribuyó entre las 16 Federaciones por 
acuerdo de sus Secretarios Generales que la Comisión 
de la Administración Local asumió como propio *.

e) El sobrante del fondo de reserva, 82.988 euros, 
se asignó a la FEMP para el desarrollo de actividades 
formativas promovidas por la Comisión de Administra-
ción Local. La ayuda para el desarrollo de estas activi-
dades se concedió sin que previamente se hubiera for-
mulado la correspondiente solicitud y sin que las 
acciones a realizar estuvieran determinadas. Un mes 
después de haber recibido la ayuda, la FEMP remitió al 
INAP un plan con dos acciones formativas que presen-
taban un gasto subvencionable por importe de 53.190 
euros 4.

Organizaciones sindicales

3.17 Una vez asignado por la Comisión General el 
importe destinado a las Organizaciones sindicales, las 
cuatro organizaciones firmantes del III Acuerdo distri-
buyeron los fondos, en función de la representatividad 
de cada organización, con el detalle que se recoge en la 
columna 2 del cuadro 4, y se lo comunicaron a la Comi-
sión General el mismo día 11 de enero. Posteriormente 
presentaron solicitudes de ayuda para el desarrollo de 
planes de Formación Continua que totalizaban el 
importe asignado. Estos planes, que se detallan en la 
columna 1 del cuadro 4, fueron aprobados por la Comi-
sión General por el importe solicitado.

3 Datos obtenidos de las Resoluciones de concesión de fechas 26/03/2001 
y 28/05/2001, respectivamente. A este respecto, es de señalar que las alegacio-
nes de la FEMP no incluyen entre los planes subvencionados los aprobados en 
la segunda Resolución y consideran como rechazados 8 planes retirados por sus 
promotores.

* Párrafo modificado en función de las alegaciones.
4 Las incidencias posteriores son analizadas en el punto 4.14.

CUADRO 4: DISTRIBUCIÓN DE FONDOS ENTRE LAS ORGANIZACIONES SINDICALES
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Conclusión

3.18 Como puede apreciarse en el cuadro 5, que 
resume lo expuesto en este apartado, la determinación 
de la cuantía de las ayudas no se ha realizado, en la 
mayor parte de los casos, mediante criterios objetivos. 
En efecto, tan sólo en el 29% del importe total concedi-

do la determinación se realizó aplicando los criterios de 
valoración establecidos en la normativa reguladora. Del 
resto, el 39% se distribuyó por los propios promotores 
(Federaciones territoriales de Entidades Locales y 
Organizaciones sindicales) y el 32% se determinó 
según criterios de las Comisiones de Formación Conti-
nua correspondientes.

CUADRO 5: CRITERIOS DE DETERMINACIÓN DE LAS AYUDAS

C. Procedimiento de tramitación de las ayudas

3.19 Las principales fases de la tramitación de las 
ayudas son las siguientes:

1.ª) Solicitud. Las entidades promotoras remiten 
al INAP las solicitudes acompañadas de la documenta-
ción complementaria indicada en la convocatoria. Las 
solicitudes se formulan en modelos normalizados, un 
conjunto de 9 anexos, entre ellos, el anexo 3.1 «Datos 
económicos presupuestarios» que recoge la ayuda soli-
citada desglosada por los distintos conceptos de gasto 
subvencionables, y el anexo 3.2 «Resumen de acciones 
formativas» que contiene los datos de las acciones for-
mativas previstas.

2.ª) Adaptación. Aprobada la ayuda, si el importe 
concedido es inferior al solicitado, las entidades benefi-
ciarias deben presentar, en el plazo de un mes desde la 
publicación de la Resolución de concesión, la adapta-
ción de los anexos 3.1 y 3.2 al importe de la ayuda 
concedida.

3.ª) Modificación. Antes del 30 de septiembre de 
cada ejercicio, las entidades beneficiarias de las ayudas 
pueden solicitar a la Comisión General modificaciones 
del plan de formación aprobado.

3.20 El análisis del procedimiento de tramitación 
de las ayudas se ha realizado a través de una muestra 
de 41 expedientes de planes de Formación Continua 
subvencionados en 2001 representativa del 57% de las 
ayudas concedidas en el ejercicio.

3.21 Del análisis realizado se deduce, en primer 
lugar, que, con carácter general, en el 83% de los expe-
dientes analizados, no consta la existencia del plan de 
Formación Continua con el contenido establecido en el 
artículo 12 del III Acuerdo. El requisito de presentación 
del plan, en el momento de la solicitud, fue suprimido 
en la convocatoria de 2001 ya que, según el INAP, el 
conjunto de anexos de la solicitud recoge el contenido 
establecido en el Acuerdo. Sin embargo, los citados 
anexos no contienen los siguientes aspectos:

• Objetivos generales del plan.
• Ámbito de aplicación del plan (territorial y orga-

nizativo).
• Criterios de selección de los participantes.
• Modalidad de gestión de las acciones formativas.
• Opciones metodológicas previstas.
• Previsiones acerca del seguimiento de las accio-

nes formativas.
• Informe acreditativo del mantenimiento del 

esfuerzo formativo.

3.22 Por su parte, como resultado del análisis de 
la muestra se pusieron de manifiesto las siguientes defi-
ciencias:

a) En 4 expedientes no se había presentado la 
adaptación y en otros 13 se presentó fuera del plazo 
establecido (en 8 después de haber recibido la ayuda). 
En consecuencia, el INAP incumplió, al menos en 12 
expedientes de la muestra, el artículo 13.2 de la convo-
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catoria al poner las ayudas a disposición de las entida-
des promotoras sin haber recibido la adaptación del 
plan a la ayuda concedida.

b) En numerosas ocasiones la documentación 
remitida estaba mal cumplimentada o presentaba erro-
res. Estas deficiencias se detectaron en un total de 22 
expedientes, el 54% de los analizados.

D. Fondos destinados a las Comunidades Autónomas

3.23 El importe asignado para las Administracio-
nes Autonómicas, 17.479.623 euros, se distribuyó en 
función del número de efectivos de cada Administra-
ción. De acuerdo con el importe asignado, las Comuni-
dades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla 
presentaron a la Comisión General planes de Forma-
ción Continua que previamente habían sido aprobados 
por las Comisiones de Formación Continua correspon-
dientes.

3.24 Una vez aprobados los planes, el MAP sus-
cribió con cada una de las Administraciones Autonómi-
cas un convenio de colaboración en los que se acordaba 
que el INAP transferiría a la entidad promotora desig-
nada por la Comunidad Autónoma los fondos para la 
ejecución y desarrollo de las acciones formativas pre-
vistas en los planes. Sin embargo, en 2001 los conve-
nios con la Comunidad Foral de Navarra y con la Ciu-
dad de Melilla se suscribieron antes de que la Comisión 
General aprobara los planes de formación correspon-
dientes y, por tanto, sin que estuvieran determinadas las 
acciones formativas a realizar.

IV.  JUSTIFICACIÓN DE LA APLICACIÓN DE 
LOS FONDOS

4.1 De acuerdo con lo previsto en las bases regula-
doras, el INAP libra los fondos a las entidades promo-
toras con anterioridad al desarrollo de los planes de 
Formación Continua. Una vez finalizados, las citadas 
entidades deben acreditar, antes del 15 de marzo del 
año siguiente al ejercicio en el que se concedió la 
ayuda, la realización de la actividad subvencionada de 
la siguiente manera:

a) Las Administraciones Públicas mediante certi-
ficado expedido por el órgano gestor.

b) Las instituciones sin fines de lucro (las Organi-
zaciones sindicales y las Federaciones o Asociaciones 
de Entidades Locales) mediante una memoria explicati-
va de las actividades y gastos realizados acompañada 
de los originales de las facturas, recibos y otros docu-
mentos justificativos de los gastos realizados.

4.2 Además, todas las entidades promotoras deben 
presentar al INAP, como liquidación del plan, los 
anexos 3.1 y 3.2, que resumen el contenido económico 
y formativo del mismo, y, como documento comple-
mentario, el anexo 4 que contiene el resumen de los 

datos económicos y formativos que figuran en la 
«Memoria de Gestión 2001 del III Acuerdo de Forma-
ción Continua en las Administraciones Públicas» ela-
borada por el INAP.

4.3 Para verificar el cumplimiento de lo estableci-
do en la normativa, el Tribunal de Cuentas ha analizado 
la documentación justificativa remitida por las entida-
des promotoras de una muestra de 48 planes de Forma-
ción Continua subvencionados en 2001 (véase la rela-
ción en el anexo II) representativa del 51% de los 
fondos librados en el ejercicio. Los resultados de la 
fiscalización que afectaban al conjunto de los expe-
dientes se exponen en el punto siguiente mientras que 
en los dos apartados que vienen a continuación se reco-
gen los resultados específicos de las 36 Administracio-
nes Públicas y de las 12 instituciones sin fines de lucro 
de la muestra. Por su parte, el anexo III recoge el deta-
lle de las deficiencias detectadas.

4.4 De las 48 entidades de la muestra, 7 presenta-
ron la justificación y otras 6 reintegraron el sobrante no 
utilizado fuera del plazo establecido en la normativa. 
Por su parte, como resultado del análisis de los docu-
mentos mencionados en el punto 4.2, se han puesto de 
manifiesto las siguientes deficiencias:

a) En 15 expedientes, el 31% de la muestra, el 
desglose de gastos por conceptos o la actividad forma-
tiva realizada difería sustancialmente de los que figura-
ban en los planes de Formación Continua aprobados sin 
que la entidad promotora hubiera solicitado la modifi-
cación correspondiente, como es preceptivo.

b) En 23 expedientes, el 47%, se registraba una 
falta de coherencia interna en los datos de la actividad 
formativa realizada.

c) En 25 expedientes, el 52% de los analizados, la 
documentación remitida por las entidades promotoras 
estaba mal cumplimentada o presentaba errores *.

A. Administraciones Públicas

4.5 Las Administraciones Públicas justifican los 
gastos realizados mediante un certificado en el que, 
según las bases reguladoras, deben acreditar el cumpli-
miento de los fines que justifiquen la aplicación de los 
fondos recibidos. Sin embargo, una de las Administra-
ciones Públicas de la muestra no remitió certificado 
alguno. Por su parte, la falta de claridad de la normativa 
puede haber sido la causa de que los certificados emiti-
dos por las restantes 35 Administraciones Públicas de 
la muestra no fueran homogéneos. En opinión del Tri-
bunal, los certificados que figuraban en 19 de los expe-
dientes analizados no se ajustaban a lo previsto en la 
normativa, ya que se certificaba el gasto realizado 
(en 2, además, los conceptos presupuestarios en los que 
la entidad generó crédito con los fondos recibidos) sin 

* Párrafo modificado en función de las alegaciones.
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acreditar el cumplimiento de los fines para los que se 
concedió la ayuda, es decir, la ejecución del plan de 
Formación Continua *.

4.6 En la fiscalización se seleccionaron tres pro-
motores de la Administración General del Estado de la 
muestra: el Ministerio de Defensa, el Ministerio de 

Educación, Cultura y Deporte (en adelante, Ministerio 
de Educación) y el Ministerio de Interior (plan promo-
vido por la Dirección General de la Guardia Civil) para 
verificar el soporte documental de la liquidación que 
habían remitido al INAP, cuyos datos se recogen en el 
cuadro 6.

CUADRO 6: JUSTIFICACIÓN DE PLANES DE FORMACIÓN DE TRES DEPARTAMENTOS 
MINISTERIALES

4.7 El análisis, que se realizó en la sede de los 
citados departamentos, puso de manifiesto que el 
Ministerio de Educación era el único que no contaba 
con soporte documental de todos los gastos justifica-
dos. En la liquidación del plan de este departamento 
figuraban como gastos realizados en los conceptos 
«Medios materiales y didácticos» y «Alojamiento, 
manutención y desplazamientos» el importe del crédito 
generado con la ayuda recibida, 21.276 y 6.148 euros, 
respectivamente, al no llevar la unidad gestora de la 
Formación Continua el control de gastos por estos con-
ceptos. Según la citada unidad, los gastos realizados en 
ambos conceptos superaron los importes consignados 
en la liquidación; para acreditarlo, facilitó en el curso 
de la fiscalización diversos justificantes de gastos por 
importe inferior al que figuraba en la liquidación. Junto 
con las alegaciones se remiten nuevos justificantes. 
Con todo ello, los justificantes de gastos de alojamien-
to, manutención y desplazamientos suman un importe 
de 6.678 euros, superior al que figura en la liquidación, 
y los de medios materiales y didácticos un importe de 

8.330 euros, inferior al liquidado. Estos últimos justifi-
cantes corresponden a la adquisición de medios didác-
ticos para diversos cursos. Según las alegaciones, para 
el resto de los cursos se utilizaron materiales reproduci-
dos por los servicios del Ministerio que también sumi-
nistraron los materiales fungibles necesarios para el 
desarrollo de los cursos sin llevar en ningún caso el 
control del gasto realizado.

4.8 Por su parte, como resultado del análisis de 
una muestra de los expedientes que soportaban la justi-
ficación de los tres departamentos se concluye que los 
gastos eran imputables a acciones formativas previstas 
en los planes de formación aprobados y su naturaleza 
se ajustaba al concepto en el que estaban contabiliza-
dos, con excepción de los gastos de contratación de 
empresas para impartir cursos que el Ministerio de 
Defensa imputó como «Gastos generales» en lugar de 
hacerlo como «Gastos de formación».

B. Instituciones sin fines de lucro

4.9 La normativa reguladora de las ayudas no 
establece el contenido de la memoria que estas entida-
des deben presentar ni la forma en la que deben rendir 

Fuente: Anexos 3.1 «Datos económicos presupuestarios» remitidos al INAP.

* Párrafo modificado en función de las alegaciones.
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los documentos justificativos de los gastos realizados, 
limitándose a señalar, a este respecto, que se rendirán 
«contablemente ordenados»5. El INAP, por su parte, no 
ha dictado instrucciones acerca de la forma en la que 
las instituciones sin fines de lucro deben presentar los 
documentos justificativos.

4.10 El análisis de la documentación justificativa 
de los 12 planes promovidos por las instituciones sin 
fines de lucro de la muestra, los 7 promovidos por las 
Organizaciones sindicales y 5 promovidos por Federa-
ciones de Entidades Locales, que representaban, en 
conjunto, el 84% de las ayudas concedidas a las institu-
ciones sin fines de lucro en el ejercicio, ha puesto de 
manifiesto que, tanto el contenido de la memoria como 
la forma en la que remiten la documentación justificati-
va, carecen de homogeneidad lo que no permite 
al INAP establecer unos procedimientos de verifica-
ción tipificados.

4.11 Por su parte, como resultado de la fiscaliza-
ción se concluye que la documentación justificativa que 
soportaba las liquidaciones presentadas por las entida-
des de la muestra, que se recogen en los anexos IV y V, 
no permitía verificar que los gastos justificados habían 
sido aplicados en el desarrollo de los planes de Forma-
ción Continua aprobados ni que el importe de los docu-
mentos aportados coincidía con el que figuraba en las 
liquidaciones. Los motivos que fundamentan esta con-
clusión son los siguientes:

a) En 3 expedientes no se podía comprobar que 
los documentos justificativos aportados soportaban la 
totalidad de los gastos justificados. En dos (Ref. 34 y 
37 del anexo II) se presentaban los documentos justifi-
cativos de los gastos de formación, que sumaban 
436.219 y 2.766.006 euros, respectivamente, agrupados 
por acciones formativas y acompañados de relaciones 
parciales sin totalizar. En el tercero (Ref. 36), con unos 
gastos por importe de 1.131.716 euros, los documentos 
justificativos venían agrupados por conceptos de gasto 
y acompañados de relaciones parciales sin totalizar.

b) En otros 2 expedientes (Ref. 35 y 38), con unos 
gastos por importe de 3.670.229 y 701.182 euros, no se 
podía comprobar el desglose de gastos consignado en 
la liquidación al no figurar en la documentación rendi-
da el detalle de los gastos imputados a cada concepto.

c) En 9 expedientes 6 se incluían costes salariales 
de trabajadores de la plantilla de la entidad promotora 
del plan que, por lo general, se justificaban con las 
nóminas sin especificar cómo se habían calculado los 
costes imputados en la liquidación, ni la vinculación de 
los trabajadores con el desarrollo del plan de Forma-
ción Continua. Estos gastos se imputaron, fundamen-
talmente, en el concepto «Personal coordinador y auxi-
liar» aunque también en otros conceptos como: «Otros 

gastos directos», «Formadores», «Administración, 
organización y publicidad», «Gastos de evaluación» y 
«Alojamiento, manutención y desplazamientos». Des-
tacan, por su cuantía, los gastos de personal imputados 
por la Federación de Trabajadores de la Enseñanza 
de UGT (expediente Ref. 36), un importe de 265.205 
euros, que representa el 23% del gasto total del plan de 
formación.

d) En todos los expedientes se incluían documen-
tos justificativos en los que no quedaba acreditada la 
vinculación del gasto con el desarrollo del plan de For-
mación Continua. Esta deficiencia afectaba a gran parte 
de los justificantes analizados de todos los conceptos, 
tanto de gastos de formación como de gastos generales, 
y era especialmente significativa en la justificación de 
los gastos de «Alojamiento, manutención y desplaza-
mientos». Estos gastos, que en algunos expedientes 
representaban una parte importante del gasto total, se 
justificaban mediante liquidaciones, facturas, recibos, 
etc., en los que, por lo general, no se indicaba el motivo 
que originó el gasto ni, en numerosas ocasiones, la per-
sona a la que se prestó el servicio.

4.12 Con independencia de las deficiencias gene-
rales expuestas en el punto anterior, en el análisis reali-
zado se pusieron de manifiesto, con carácter específico, 
las siguientes deficiencias:

a) El 67% de los gastos de la Federación Estatal 
de Sanidad de Comisiones Obreras (expediente Ref. 39) 
se justificaba mediante facturas de la Fundación For-
mación y Empleo (FOREM), entidad que impartió 
todas las acciones formativas del plan. No se incluía 
entre la documentación justificativa el contrato suscrito 
con FOREM que permitiera verificar los importes fac-
turados por cada uno de los conceptos ni, alternativa-
mente, se acompañaban las facturas de FOREM de los 
documentos justificativos que soportaran el gasto reali-
zado. Debe señalarse, a este respecto, que entre los 
conceptos facturados figuraba el de «Alojamiento, 
manutención y desplazamientos» con un gasto por 
importe de 80.278 euros, el 17% del gasto total del 
plan, sin soporte documental alguno.

b) La Confederación Sindical Galega (expediente 
Ref. 41) aportaba como documentos justificativos de 
«Otros gastos directos» y «Alquileres» recibos de enti-
dades bancarias en concepto de arrendamiento finan-
ciero de bienes muebles en los que no se especificaba la 
naturaleza del bien arrendado, por lo que no se podía 
verificar la vinculación del gasto con el desarrollo del 
plan de Formación Continua. El importe de los gastos 
así justificados sumaba un total de 29.941 euros, el 13% 
del gasto total del plan.

c) En dos expedientes (Ref. 30 y 31) los gastos de 
empresas contratadas para impartir cursos se imputaron 
como «Gastos generales» en lugar de hacerlo como 
«Gastos de formación».

5 En la convocatoria de 2003 se especifica que deben venir ordenados por 
conceptos de gasto.

6 Véase el detalle en el anexo III.
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4.13 Por su parte, las irregularidades observadas 
en los expedientes de la muestra fueron las siguientes:

a) Los gastos de «Administración organización y 
publicidad» de la FEMP (expediente Ref. 34), un 
importe de 66.283 euros, se acreditaban mediante certi-
ficado del Secretario General de la entidad sin adjuntar 
los documentos justificativos correspondientes.

b) Los «Gastos de difícil justificación» de dos 
expedientes (Ref. 32 y 38) no se acreditaban. En el pri-
mero, estos gastos alcanzaban un importe de 2.679 
euros y, en el segundo, 42.310 euros.

c) En gran parte de los documentos justificativos 
aportados no quedaba acreditado el pago y en algunos 
expedientes parte de los gastos se justificaban mediante 
fotocopias sin compulsar.

4.14 Sólo 3 de las entidades de la muestra (Ref. 
31, 34 y 35) no aplicaron toda la ayuda recibida y rein-
tegraron al INAP el sobrante no utilizado. Sin embargo, 
una de ellas, la FEMP (Ref. 34), reintegró un importe 
inferior al que le correspondería, según las estimacio-
nes del Tribunal. En efecto, como se ha indicado en el 
punto 3.16, esta entidad recibió dos ayudas en 2001: 
una, por importe de 605.794 euros, para el desarrollo 
del plan promovido por la Federación, y otra, por 
importe de 82.988 euros, para el desarrollo de dos 
acciones formativas promovidas por la Comisión de 
Administración Local. En septiembre de 2001 la FEMP 
presentó a la Comisión General una modificación por 
la que unificaba los dos planes, aunque se comprometía 
a reintegrar en el momento de la liquidación el sobrante 
de cada una de las ayudas recibidas. Sin embargo, la 
liquidación rendida no recoge el detalle de los gastos 
incurridos en cada uno de los planes y el importe rein-
tegrado, 12.078 euros, corresponde al sobrante del plan 
unificado. Según las estimaciones del Tribunal, el gasto 
de las dos acciones formativas promovidas por la 
Comisión de Administración Local ascendió a 49.243 
euros por lo que el reintegro de la ayuda recibida para 
el desarrollo de estas acciones debería haber ascendido 
a 33.745 euros.

C. Actuaciones de comprobación del INAP

4.15 Los procedimientos de control interno 
implantados por el Servicio de Formación Continua, 
unidad de la Secretaría General del INAP encargada de 
la verificación de la documentación justificativa rendi-
da por las entidades promotoras de los planes de For-
mación Continua, eran muy deficientes. En efecto, la 
citada unidad se limitaba a comprobar que las entidades 
promotoras remitían la documentación requerida en la 
normativa y, en su caso, reintegraban el sobrante no 
utilizado, sin entrar a analizar la calidad y coherencia 
de la información contenida en la misma, como han 
puesto de manifiesto las numerosas deficiencias detec-
tadas en la muestra analizada (véase el punto 4.4).

4.16 En el caso de las instituciones sin fines de 
lucro, la revisión efectuada por el INAP tenía por obje-
to comprobar que los documentos justificativos rendi-
dos totalizaban el importe de los gastos justificados en 
cada uno de los conceptos. El procedimiento estableci-
do por el Organismo consistía en introducir en una hoja 
de cálculo clasificada por conceptos de gasto el importe 
de los documentos justificativos que acompañaban las 
liquidaciones, sin embargo, el volumen de la documen-
tación remitida y las dificultades para determinar la 
cuantía del gasto imputado o el concepto al que se 
imputó, que se han puesto de manifiesto en el apartado 
anterior, limitaron el alcance de esta revisión. Así, en 4 
de los expedientes de la muestra 7 no hay constancia de 
que el INAP hiciera revisión alguna de los documentos 
justificativos y en los 8 restantes los datos obtenidos 
por el Organismo no coincidían, por exceso o por 
defecto, con los que presentaban las liquidaciones 
correspondientes sin que conste que el Organismo rea-
lizara comprobaciones posteriores. No obstante, según 
ha podido verificar el Tribunal, algunas de las diferen-
cias eran consecuencia de errores en la introducción de 
los datos por el INAP. Como resultado de la revisión 
efectuada, el INAP reclamó a 4 entidades de la muestra 
la acreditación de determinados gastos que fueron 
aportados por las entidades y, por tanto, no figuran 
entre las deficiencias expuestas en el apartado anterior. 
Sin embargo, no siguió el mismo criterio con otras enti-
dades de la muestra a las que no hizo la pertinente 
reclamación a pesar de que presentaban deficiencias 
similares.

4.17 Además de las comprobaciones anteriores, 
en 2001 el INAP comenzó a realizar otras actuaciones 
para verificar la aplicación de los fondos recibidos por 
las entidades promotoras de los planes de Formación 
Continua, aunque, como se detalla en los dos subapar-
tados siguientes, con un alcance limitado.

4.18 Las deficiencias en la revisión de la docu-
mentación justificativa ya se habían puesto de mani-
fiesto en el «Informe de fiscalización del INAP. Ejerci-
cio de 1997» lo que llevó al Tribunal a recomendar que 
se mejorasen y reforzasen las revisiones de la docu-
mentación justificativa, así como que se estableciesen 
normas escritas detalladas acerca de la forma en que 
dicha documentación debía presentarse, lo que no se ha 
cumplido por el INAP a la vista de los resultados de la 
presente fiscalización.

Inspección técnico-docente

4.19 En 2001 el INAP inició, con la colaboración 
de la Inspección de Servicios del MAP, la realización 
de determinadas actuaciones dirigidas a comprobar, 
desde una perspectiva técnico-docente, que las activi-
dades formativas financiadas con fondos de Formación 

7 Véase el detalle en el anexo III.
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Continua desarrolladas por los promotores de la Admi-
nistración General del Estado reunían los adecuados 
requisitos de calidad. Para ello, el INAP seleccionó 15 
promotores que habían recibido ayudas en el perio- 
do 1999/2001 y elaboró un guión, que presentó en la 
Ponencia Técnica de Calidad de la Comisión General, 
con los puntos a evaluar por la Inspección.

4.20 Las visitas de la Inspección se limitaron 
en 2001 a los 7 promotores que habían contestado a la 
comunicación inicial del INAP, aunque uno, el Instituto 
Nacional de Estadística, se negó a facilitar la informa-
ción solicitada alegando que la inspección del Organis-
mo está reservada a la Inspección General de Servicios 
del Ministerio de Hacienda. En 2002 se realizaron las 8 
visitas pendientes de 2001 y se seleccionaron otros 4 
promotores que habían recibido ayuda en 2002.

4.21 Como resultado de las visitas, la Inspección 
remitió al INAP, y éste a la Comisión General, unos 
informes descriptivos de los diferentes apartados del 
guión de evaluación (alumnos, profesorado, acciones 
formativas y unidades gestoras de la Formación Conti-
nua). Estos informes no contienen aspectos valorativos, 
ni tampoco consta que el INAP haya realizado un aná-
lisis comparativo de los mismos.

Circularización a alumnos y profesores

4.22 En 2002, el INAP comprobó, por vez prime-
ra, la efectiva realización de las acciones formativas de 
los planes Formación Continua subvencionados solici-
tando información a una muestra de alumnos y profeso-
res de 59 acciones formativas de 2001 que representan 
el 0,3% de las realizadas en el ejercicio.

4.23 El procedimiento de comprobación se inició 
en abril 2002 solicitando a 30 entidades promotoras de 
planes subvencionados en 2001 (13 instituciones sin 
fines de lucro y 17 Entidades Locales) información 
acerca del calendario, coste, alumnos y profesores de 
dos de las acciones formativas incluidas en las liquida-
ciones que habían remitido al INAP 8. Una vez recibida 
la información, el INAP seleccionó una muestra de 83 
profesores y 236 alumnos a los que envió, en octubre 
de 2002, un cuestionario que recogía diversas pregun-
tas sobre la acción formativa seleccionada.

4.24 Todas las entidades enviaron la información 
solicitada si bien una, la Mancomunidad de Municipios 
de la Costa del Sol Occidental, contestó que las dos 
acciones formativas seleccionadas por el INAP habían 
sido sustituidas por otras dos sin que la modificación 
hubiera sido autorizada ni quedara reflejada en la liqui-
dación rendida. Por ello, el INAP inició la apertura de 
un expediente sancionador que concluyó con el reinte-
gro por la entidad promotora del coste de las dos accio-

nes, un importe de 5.178 euros, y el pago de una san-
ción del mismo importe.

4.25 En la fiscalización se comparó la informa-
ción de 20 acciones formativas remitida por las entida-
des promotoras con la que figuraba en las liquidaciones 
rendidas al INAP con el siguiente resultado: en 7 casos 
no coincidían los costes facilitados por la entidad pro-
motora, con los que figuraban en la liquidación del plan 
y en 14 no coincidía el número de alumnos consignado 
en la liquidación con el facilitado por la entidad promo-
tora, lo que pone de manifiesto la falta de fiabilidad de 
los datos de la actividad formativa realizada contenida 
en las liquidaciones.

4.26 A la fecha de elaboración del Informe, habían 
respondido 61 profesores y 178 alumnos, lo que repre-
senta el 73% y 75%, respectivamente, de los seleccio-
nados. Del análisis de las respuestas de 13 profesores y 
30 alumnos de 20 acciones formativas debe señalarse, 
como incidencia más destacable, que 3 alumnos mani-
festaron que no habían asistido a la acción formativa, a 
pesar de lo indicado por la entidad promotora. Dos 
figuraban como alumnos de un curso promovido por un 
Ayuntamiento y, según su respuesta, uno no había sido 
seleccionado para asistir al curso, aunque lo había soli-
citado, y, el otro, había renunciado antes del comienzo. 
El INAP comunicó a la entidad promotora estas cir-
cunstancias sin que a la fecha de elaboración del infor-
me la entidad hubiera respondido. El tercero, que figu-
raba como alumno de un curso promovido por una 
organización sindical, manifestó que no había asistido. 
Por ello, el INAP ha requerido explicaciones a la enti-
dad promotora, según indica en sus alegaciones.

D. Fondos pendientes de justificar o de reintegrar

4.27 Al 31/12/2001, los fondos pendientes de jus-
tificar o de reintegrar por las entidades promotoras de 
los planes de Formación Continua ascendían a 127.140 
euros con el detalle que se recoge en el anexo VI. Como 
puede apreciarse, cinco entidades no habían reintegra-
do aún a esa fecha el sobrante de los fondos que habían 
recibido en el periodo 1995/1997; reintegro que efec-
tuaron durante el ejercicio 2002.

4.28 En 2002 todas las entidades, excepto el 
Ayuntamiento de San Roque, habían remitido al INAP 
la justificación de las ayudas concedidas en 2001 y, en 
su caso, reintegrado el sobrante de los fondos no utili-
zados.

4.29 El reintegro en 2002 de las deudas atrasadas 
ha reducido considerablemente el importe pendiente de 
justificar o reintegrar que ascendía al 31/12/2002 
a 13.061 euros. A esa fecha, los intereses de demora 
pendientes de abono por las entidades que habían rein-
tegrado el sobrante no utilizado fuera de los plazos 
establecidos ascendían a 67.983 euros, correspondien-
tes, en su mayor parte, a los intereses de demora por los 
reintegros realizados en 2000 y 2001 notificados a las 
entidades deudoras en 2002. A este respecto, debe 

8 Excepto a una de las entidades que, en atención a la dimensión del plan de 
formación, sólo se le solicitó información de una acción formativa.
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señalarse el retraso del INAP en la notificación de los 
intereses de demora de 2000, que no fue efectuada 
hasta septiembre de 2002.

4.30 Por último, señalar que, como se ha indicado 
en el punto 2.6 b), el INAP no libró al Ayuntamiento de 
Guadalajara la ayuda que le había sido concedida 
en 2001 por tener pendiente de justificar la ayuda con-
cedida en el ejercicio 2000, sin embargo, no siguió el 
mismo criterio con el Ayuntamiento de Alcalá de Hena-
res ni con el Instituto Nacional de la Salud a los que 

abonó las ayudas de 2001, a pesar de tener cantidades 
pendientes de reintegro.

V.  FONDOS DE FORMACIÓN CONTINUA ASIG-
NADOS AL INAP 

5.1 El importe asignado al INAP en 2001, en su 
doble condición de órgano de apoyo a la Comisión 
General y de promotor de planes de Formación Conti-
nua ascendió a 5.399.271 euros con el detalle que figu-
ra en el cuadro 7, que recoge, también, el importe eje-
cutado por el Organismo.

CUADRO 7: FONDOS DE FORMACIÓN CONTINUA ASIGNADOS AL INAP. EJERCICIO 2001

Fuente: Información remitida por el INAP a la Comisión General.

* No disponible.

A. Apoyo a la gestión de la Formación Continua

5.2 En su condición de órgano de apoyo perma-
nente a la Comisión General, al INAP le corresponde:

• La gestión, seguimiento, control y evaluación de 
los fondos de Formación Continua.

• La divulgación y fomento de la participación en 
acciones de Formación Continua.

• La investigación aplicada a la Formación Conti-
nua en las Administraciones Públicas.

5.3 En los Acuerdos de Formación Continua se 
prevé que la Comisión General asigne al INAP el 
importe necesario para cubrir los gastos en los que 
incurre el Organismo en el desarrollo de estas activida-
des. Para ello, el INAP debe remitir a la citada Comi-
sión la planificación y programación de las actividades 
a realizar. Sin embargo, la asignación de 2001 se reali-
zó, como en los ejercicios precedentes, antes de la pre-
sentación del correspondiente programa por el INAP, y 
por el importe mínimo previsto en el Acuerdo, el 1% de 

los fondos de Formación Continua del ejercicio, 
560.873 euros en 2001 (véase el punto 3.3).

5.4 Además, en 2001 la Comisión General asignó 
al INAP un importe de 1.412.237 euros (véase el 
punto 2.4), para el desarrollo de las nuevas actuaciones 
que encomendó al Organismo; las previstas en la dispo-
sición adicional 5.ª del III Acuerdo, que tienen por 
objeto dotar al sistema de Formación Continua de los 
instrumentos necesarios para mejorar su calidad. Estas 
actuaciones, a realizar en el periodo 2001/2004, son las 
siguientes:

• Constitución de un Foro para la Formación Conti-
nua en las Administraciones Públicas.

• Elaboración de un modelo metodológico para la 
evaluación de las necesidades de formación en las 
Administraciones Públicas.

• Realización de una aplicación informática para la 
gestión de la Formación Continua.

• Diseño de un modelo metodológico aplicable a 
la evaluación de resultados e impacto de la forma-
ción.
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• Puesta en funcionamiento del Observatorio para 
la calidad de la formación en las Administración 
Públicas.

• Informatización de toda la oferta formativa de los 
planes de Formación Continua para su conocimiento y 
acceso a través de Internet.

5.5 El programa de actividades del INAP para el 
ejercicio 2001, aprobado por la Comisión General el 24 
de mayo de 2001, que no contiene valoración económi-
ca alguna, recoge de forma conjunta las actividades 
descritas en los puntos 5.2 y 5.4. Asimismo, como 
puede apreciarse en el cuadro 7, el informe remitido 
por el INAP a la Comisión General, al finalizar el ejer-
cicio, consigna de forma conjunta los gastos derivados 
del desarrollo de estas actividades.

5.6 El importe aplicado en el desarrollo del pro-
grama, 874.090 euros, incluye gastos corrientes, por 
importe de 650.087 euros e inversiones en equipos y 
aplicaciones informáticas, por importe de 224.003 
euros. Del análisis de una muestra de los primeros se 
concluye que estaban vinculados a la ejecución de las 
actividades previstas en el programa, sin embargo, en 
opinión del Tribunal, no queda clara la vinculación de 
todas las inversiones con las actividades de Formación 
Continua. En efecto, algunas de las inversiones realiza-
das con cargo a los fondos de Formación Continua 
parecen destinadas a todo el Organismo, así, por ejem-
plo, el suministro de correo electrónico, por importe 
de 35.226 euros; la adquisición de 60 licencias de Offi-
ce 97, con un coste de 16.500 euros, o la adquisición 
de 22 impresoras, por importe de 13.121 euros.

5.7 Por último, debe señalarse que la cuantía de 
los fondos asignados al INAP para el desarrollo de 
estas actividades no se determina en función del coste 
de las mismas. Para la ejecución de las actividades 
habituales se ha asignado desde 1995 el 1% de los fon-
dos de Formación Continua de cada ejercicio. Por su 
parte, la cantidad adicional asignada en 2001 para el 
desarrollo de las nuevas actividades previstas en el III 
Acuerdo, el remanente de ejercicios anteriores aplicado 
en 2001, estaba condicionada por las limitaciones esta-
blecidas en el artículo 64 del TRLGP para la aproba-
ción de suplementos de crédito (el importe del suple-
mento, 1.412.237 euros, era igual al 2% de los créditos 
iniciales del INAP). La falta de adecuación de los fon-
dos asignados a las necesidades reales, unida a la tardía 
aprobación, en diciembre de 2001, del suplemento de 
crédito ha sido la causa del bajo grado de ejecución, 
el 44%, de los fondos asignados en 2001 para las acti-
vidades de apoyo a la gestión.

B. Desarrollo de planes de Formación Continua

5.8 En el ejercicio 2001 el INAP promovió tres 
planes de Formación Continua: el unitario, dirigido al 
personal de la plantilla del Organismo; el interminis-
terial del área de las tecnologías de la información y 

de las comunicaciones dirigido, fundamentalmente, al 
personal al servicio de la Administración General del 
Estado y el interadministrativo dirigido al conjunto de 
empleados de las Administraciones Públicas.

5.9 En primer lugar, debe señalarse el bajo grado 
de ejecución de las ayudas concedidas al INAP para el 
desarrollo de estos planes: el 78% en el plan unitario, 
el 83% en el interministerial y el 72% en el interadmi-
nistrativo, lo que pone de manifiesto una sobrevalora-
ción de las mismas 9. Debido a la forma en la que se 
determinan las ayudas de los promotores de la Admi-
nistración General del Estado, que ha sido descrita en 
el punto 3.11, la sobrevaloración de las ayudas 
del INAP supone un menor importe a distribuir entre el 
resto de los promotores que, por el contrario, presenta-
ron, en su mayor parte, un elevado grado de ejecución 
de las ayudas que les habían sido concedidas.

5.10 En la fiscalización se analizaron las liquida-
ciones de los planes interministerial e interadministrati-
vo y una muestra de los expedientes de gasto que 
soportaban las citadas liquidaciones, poniéndose de 
manifiesto, como resultado del análisis realizado, las 
deficiencias que se detallan en los puntos que vienen a 
continuación.

5.11 Los gastos consignados por el INAP en la 
liquidación del plan interadministrativo, 1.696.978 
euros, no coinciden con los realizados, según la infor-
mación remitida por el Organismo a la Comisión Gene-
ral (véase el cuadro 7), al incluir en la liquidación del 
plan un importe de 89.215 euros que correspondía a 
gastos de apoyo a la gestión.

5.12 La aplicación informática utilizada por el 
INAP para la gestión de los planes de Formación Conti-
nua, no permite conocer el coste de cada una de las 
acciones formativas incluidas en los planes. Por su parte, 
del análisis de las liquidaciones (anexos 3.2) elaboradas 
por el INAP se deducen las siguientes deficiencias:

a) El INAP realizó con cargo a los fondos asigna-
dos para el desarrollo del plan interministerial 8 acciones 
formativas, con un coste de 116.376 euros, que no figu-
raban en el plan aprobado por la Comisión General.

b) La liquidación del plan interadministrativo no 
permite verificar si las acciones formativas realizadas 
se correspondían con las aprobadas por la Comisión 
General.

c) En la liquidación del plan interadministrativo se 
incluyen erróneamente 5 acciones formativas del plan 
interministerial, con un gasto por importe de 25.566 
euros.

5.13 Al menos dos acciones formativas incluidas 
en el plan ínteradministrativo aprobado por la Comi-

9 El suplemento de crédito tramitado en 2001 tenía por objeto financiar acti-
vidades de apoyo a la gestión, por tanto, su tardía aprobación no pudo ser la causa 
de la baja ejecución de las ayudas para el desarrollo de los planes, como manifies-
ta el INAP en sus alegaciones.
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sión General no estaban dentro del ámbito de aplica-
ción del Acuerdo de Formación Continua de las Admi-
nistraciones Públicas. Estas acciones, de «Maestría en 
Administración y Gerencia Pública», realizadas por 
el INAP en el marco de la cooperación técnica interna-
cional, estaban dirigidas a empleados del sector público 
de los países de Iberoamérica y, por tanto, su coste, 
99.911 euros, no debería haber sido financiado con 
cargo a los fondos de Formación Continua.

C. Financiación de las actividades formativas del INAP

5.14 El importe total de las obligaciones reconoci-
das por el INAP en el ejercicio 2001 ascendió a 
67.867.539 euros con el detalle por capítulos presupues-
tarios que se recoge en la columna 1 del cuadro 8, que 
recoge, también, el desglose entre las obligaciones vincu-
ladas a la Formación Continua, el 82% del total de las 
reconocidas en el ejercicio, y el resto de las obligaciones.

CUADRO 8: OBLIGACIONES RECONOCIDAS. EJERCICIO 2001

5.15 El capítulo 2 «Gastos corrientes en bienes y 
servicios» recoge, entre otros, los gastos derivados de 
la actividad formativa realizada por el Organismo. Los 
derivados del desarrollo de los planes interadministrati-
vo e interministerial de Formación Continua analizados 
en el apartado anterior, sumaron 2.580.827 euros, 
mientras que los gastos de similar naturaleza derivados 
del desarrollo de las actividades de formación y perfec-
cionamiento del personal de las Administraciones 
Públicas atribuidas al INAP sumaron 1.149.709 euros, 
de lo que se deduce que en 2001 la mayor parte de las 
actividades formativas realizadas por el Organismo se 
financiaron con los fondos de Formación Continua.

5.16 Como puede apreciarse en el cuadro 9 que 
recoge los gastos de la actividad formativa del INAP en 

los ejercicios 1997 y 2001, estos gastos han pasado de 
1.977.330 a 3.730.536 euros lo que supone un incremen-
to del 88%. Sin embargo, mientras las actividades finan-
ciadas con fondos de Formación Continua se incremen-
taron un 220% las financiadas con cargo a los recursos 
presupuestarios del INAP experimentaron una disminu-
ción del 2%. De lo anterior parece deducirse que, al 
menos en parte, los créditos destinados a la financiación 
del desarrollo de las funciones de formación y perfeccio-
namiento del personal de las Administraciones Públicas 
atribuidas al INAP han sido reemplazados por los fondos 
de Formación Continua lo que va en contra de lo previsto 
en los Acuerdos que obliga a las Administraciones Públi-
cas que perciben fondos de Formación Continua a man-
tener el esfuerzo formativo que venían realizando.

CUADRO 9: GASTOS DE ACTIVIDADES FORMATIVAS. EJERCICIOS 1997 Y 2001
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VI.  ANÁLISIS DE ALGUNOS ASPECTOS DEL III 
ACUERDO DE FORMACIÓN CONTINUA EN 
LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

6.1 El III Acuerdo de Formación Continua en las 
Administraciones Públicas, aprobado por la Comisión 
General el 11 de enero de 2001, establece los criterios 
de ordenación y gestión de dicha formación en el perio-
do 2001/2004. En líneas generales, el Acuerdo incorpo-
ra el contenido de los precedentes, aunque en sus dis-
posiciones adicionales introduce algunas novedades en 
relación con la financiación de la Formación Continua 
y con la aplicación de los fondos, que son analizados en 
los dos subapartados siguientes.

A. Financiación de la Formación Continua

6.2 Como se ha indicado en el punto 1.8, los 
recursos que financian la Formación Continua proce-
den de las cotizaciones al Régimen General de la Segu-
ridad Social en concepto de cuotas de formación profe-
sional. En las Administraciones Públicas, estos recursos 
se destinan a subvencionar el desarrollo de planes de 
Formación Continua dirigidos al conjunto de los 
empleados públicos, aunque no todos están afiliados al 
Régimen General de la Seguridad Social. Por ello, el III 
Acuerdo recoge, al igual que los precedentes, la obliga-
ción de las Administraciones Públicas que perciben 
fondos para Formación Continua de aumentar este tipo 
de formación, dentro de sus disponibilidades presu-
puestarias, por una cuantía global que compense, a lo 
largo del periodo 2001/2004, la falta de cotización de 
los funcionarios no afiliados al Régimen General. Ade-
más, en la disposición adicional 4.ª del III Acuerdo se 
recoge el compromiso de las partes firmantes de estu-
diar fórmulas que permitan realizar esta compensación. 
Sin embargo, a finales de 2002, transcurridos dos ejer-
cicios de vigencia del III Acuerdo, no se habían acorda-
do aún las fórmulas para hacer efectiva la compensa-
ción.

B. Aplicación de los fondos de Formación Continua

6.3 Los fondos de Formación Continua son fon-
dos finalistas destinados expresamente a la formación 
de los empleados públicos. A pesar de ello, durante la 
vigencia de los Acuerdos anteriores no se adoptaron las 
medidas oportunas para que los fondos no aplicados en 
un ejercicio fueran aplicados en ejercicios posteriores. 
En el III Acuerdo, por su parte, se prevé que el INAP 
desarrolle las actuaciones pertinentes para la aplicación 
posterior de los fondos no aplicados en el ejercicio pre-
supuestario para el que se aprobaron; previsión que 
recoge el artículo 7 de las bases reguladoras de las ayu-
das, que transcribe literalmente el texto de la disposi-
ción adicional 7.ª del Acuerdo.

6.4 Al 31/12/2000, los fondos de Formación Con-
tinua del periodo 1995/2000 no aplicados por el INAP 

ascendían a 6.979.275 euros. Además, el Organismo 
había recibido a esa fecha reintegros de los fondos no 
aplicados por las entidades preceptoras de las ayudas, 
por importe de 6.603.471 euros, y había cobrado intere-
ses de demora a dichas entidades, por importe 
de 116.635 euros. Todo ello sumaba un importe 
de 13.699.381 euros que la Comisión General acordó 
en mayo de 2001 que el INAP aplicara en los cuatro 
años de vigencia del III Acuerdo.

6.5 La aplicación de los fondos la realiza el INAP 
mediante el incremento, financiado con el remanente 
de tesorería, de las dotaciones de las partidas de su 
presupuesto de gastos destinadas a la Formación Con-
tinua. Como se ha indicado en el punto 2.4, en el ejer-
cicio 2001 el incremento se instrumentó mediante un 
suplemento de crédito, por importe de 1.412.237 
euros. En el ejercicio 2002, el incremento, por impor-
te de 4.092.892 euros, se consignó en el presupuesto 
inicial del Organismo, sin embargo, el incremento no 
ha sido consignado en el presupuesto inicial del ejer-
cicio 2003.

6.6 El acuerdo de la Comisión General de mayo 
de 2001 tiene como finalidad aplicar el remanente acu-
mulado al 31/12/2000, pero no se ha establecido un 
mecanismo que permita la aplicación de los remanen-
tes generados a partir de 2001 (como se ha indicado en 
el punto 2.8, el remanente de 2001 ascendió a 2.986.330 
euros).

6.7 Tampoco se ha adoptado medida alguna en 
relación con los fondos no aplicados por los departa-
mentos ministeriales, un importe acumulado al 
31/12/2001 de 2.161.000 euros, que, en atención a su 
«singularidad presupuestaria», las bases reguladoras de 
las ayudas eximen de la obligación de reintegro 
al INAP. Esta singularidad se refiere al artículo 62 
del TRLGP que establece que los créditos que al cierre 
del ejercicio presupuestario no estén afectados al cum-
plimiento de obligaciones ya reconocidas quedarán 
anulados de pleno derecho. Sin embargo, como ha 
venido manifestando el Tribunal, en el «Informe de 
fiscalización del INAP. Ejercicio 1997» y en sucesivos 
Informes anuales, las previsiones del citado artículo 62 
no tienen por objeto la desafectación de recursos fina-
listas, sino regular las consecuencias presupuestarias 
del cierre del ejercicio, sin que por esta circunstancia se 
vean afectadas en su vertiente sustantiva los compromi-
sos u obligaciones, de origen legal o negocial, válida-
mente adquiridos.

VII.  ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS 
RECOMENDACIONES FORMULADAS POR 
EL TRIBUNAL

7.1 En el «Informe de fiscalización del INAP. 
Ejercicio 1997», aprobado por el Pleno del Tribunal 
el 26 de octubre de 2000, se formularon las recomen-
daciones en materia de las ayudas de Formación Con-
tinua que se detallan en los puntos que vienen a conti-
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nuación en los  que se  anal iza  e l  grado de 
cumplimiento por el INAP. Dichas recomendaciones 
se reproducen al comienzo de cada punto dentro de un 
recuadro.

7.2 

«Deberían mejorarse y reforzarse las revisiones de 
documentación justificativa. Asimismo deberían esta-
blecerse normas escritas detalladas acerca de la forma 
en que dicha documentación debe presentarse, a fin 
de conseguir que en las revisiones se pueda compro-
bar con claridad que los gastos justificados han sido 
efectivamente aplicados a las acciones de formación 
previstas, y son acordes con los presupuestos previa-
mente aprobados.»

Las deficiencias y limitaciones de la revisión de la 
documentación justificativa rendida por las entidades 
promotoras se han puesto de manifiesto en el capítu-
lo V. Como allí se ha indicado, la normativa reguladora 
de las ayudas aprobadas en 2001 no establece la forma 
en la que las entidades beneficiarias de las ayudas 
deben rendir los documentos justificativos, ni el INAP 
ha dictado instrucciones para ello. Debe señalarse, a 
este respecto, que la Resolución de 26 de septiembre 
de 2002, aprobada por la Comisión Mixta para las 
Relaciones con el Tribunal de Cuentas, en relación con 
el Informe del ejercicio 1997, insta al Gobierno a que 
mejore el control de las subvenciones de Formación 
Continua reforzando las revisiones de la documenta-
ción justificativa.

7.3. 

Deberían establecerse criterios cualitativos y 
cuantitativos precisos acerca de los gastos de aloja-
miento, manutención y desplazamientos que puedan 
estar subvencionados.

No se ha establecido ningún criterio al respecto. La 
única variación introducida en las bases reguladoras 
aprobadas en 2001 se limita a concretar los intervinien-
tes en las acciones formativas que pueden generar gas-
tos de este tipo (alumnos, coordinadores, personal de 
apoyo y profesorado).

7.4. 

Se debería instar dentro del marco del Acuerdo de 
Formación Continua de las Administraciones Públi-
cas, la introducción de algún mecanismo que permi-
tiera que el importe de las subvenciones no aplicado a 
su finalidad en un ejercicio, se aplique a la financia-
ción de subvenciones de años futuros.

Como se ha indicado en el apartado VI.B, las medi-
das adoptadas en 2001 para aplicar en ejercicios poste-
riores los fondos no aplicados en el ejercicio para el 
que se aprobaron, han tenido un carácter limitado.

VIII. CONCLUSIONES

A.  Respecto del análisis de la ejecución presupuesta-
ria de los fondos de Formación Continua

8.1 En el ejercicio 2001, los fondos destinados a 
la Formación Continua del personal al servicio de las 
Administraciones Públicas, que figuran consignados en 
el presupuesto del INAP, ascendieron a 57.499.588 
euros. De este importe, 56.087.351 euros, equivalentes 
al 9,75% del total de fondos destinados a la Formación 
Continua de los trabajadores empleados, procedían de 
transferencias del Instituto Nacional de Empleo y los 
restantes 1.412.237 euros de un suplemento de crédito 
financiado con el remanente de tesorería generado con 
los fondos de Formación Continua no aplicados por 
el INAP en el periodo 1995/2000.

8.2 Las obligaciones reconocidas con cargo a 
estos fondos ascendieron en el ejercicio a 55.504.446 
euros. De ellas, un importe de 52.025.694 euros fue 
librado a las entidades promotoras de los planes de For-
mación Continua y el resto, por importe de 3.478.752 
euros, aplicado por el INAP en el desarrollo de los pla-
nes promovidos por el Organismo y de las actividades 
de apoyo a la gestión de la Formación Continua que 
tiene encomendadas.

8.3 Las cuentas rendidas por el INAP no recogen 
la distinción entre la parte del remanente de tesorería 
que constituye un auténtico recurso para la financiación 
de cualquier tipo de gasto y aquella otra que se encuen-
tra afectada a la Formación Continua, lo que ha permi-
tido la utilización de parte del remanente de Formación 
Continua como fuente de financiación de gastos ajenos 
a la misma. (Al 31/12/2001, el remanente de Forma-
ción Continua ascendía, según las estimaciones del 
Tribunal, a 15.273.474 euros, sin embargo, a esa fecha 
el remanente de tesorería del INAP alcanzaba un 
importe de 14.125.256 euros).

B.  Respecto de la asignación de fondos para el desa-
rrollo de planes de Formación Continua

8.4 La asignación de fondos a los promotores de 
planes de Formación Continua se efectúa en dos fases. 
En la primera, la Comisión General distribuye los fon-
dos disponibles entre los beneficiarios del sistema: las 
Organizaciones sindicales firmantes del III Acuerdo de 
Formación Continua en las Administraciones Públicas 
y las entidades del ámbito de la Administración Gene-
ral del Estado, de la Administración Local y de las 
Administraciones Autonómicas. En el ejercicio 2001, 
la citada Comisión asignó a las Organizaciones sindica-
les el 21% de los fondos del ejercicio; porcentaje que 
fue acordado en 1995 y se ha aplicado desde entonces, 
sin que en la fiscalización se haya aportado documenta-
ción que lo soporte.

8.5 En la segunda fase, se tramitan los convenios 
de colaboración entre el Ministerio de Administracio-
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nes Públicas y cada una de las Comunidades Autóno-
mas y se conceden las ayudas a las Organizaciones 
sindicales y a las entidades del ámbito de la Adminis-
tración General del Estado y de la Administración 
Local. En relación con el procedimiento de concesión y 
tramitación de estas ayudas, se han observado las 
siguientes deficiencias:

a) La determinación de la cuantía de las ayudas a 
conceder a cada entidad promotora no se realizó, en la 
mayor parte de los casos, con criterios objetivos ya que 
sólo una parte de las ayudas, que representa el 29% del 
importe concedido en el ejercicio, se determinó apli-
cando los criterios de valoración establecidos en la 
normativa reguladora. Debe señalarse, a este respecto, 
que parte de las ayudas, que representan el 39% del 
total concedido, se distribuyó por las propias entidades 
promotoras, las Organizaciones sindicales y las Federa-
ciones territoriales de Entidades Locales, una vez 
determinado por la Comisión General, en el primer 
caso, y por la Comisión de la Administración Local, en 
el segundo, el importe total de las ayudas a conceder a 
ambos colectivos.

b) El procedimiento de concesión no se ajustaba a 
lo previsto en la normativa reguladora de las ayudas ya 
que la evaluación de las solicitudes y la propuesta de 
resolución de concesión, funciones que debería realizar 
el órgano instructor del procedimiento, la Secretaria 
General del INAP, fueron realizadas por las Comisio-
nes de Formación Continua.

C.  Respecto de la justificación de la aplicación de los 
fondos

8.6 La justificación por las entidades promotoras 
de la aplicación de fondos recibidos presentaba nume-
rosas deficiencias, en parte, como consecuencia de la 
falta de concreción de la normativa reguladora.

8.7 Estas deficiencias afectaban especialmente a 
la justificación de las instituciones sin fines de lucro 
(las Organizaciones sindicales y las Federaciones o 
Asociaciones de Entidades Locales), destinatarias del 
30% de los fondos librados en el ejercicio, ya que la 
documentación justificativa que soportaba las liquida-
ciones presentadas por estas instituciones no permitía 
verificar que los gastos justificados habían sido aplica-
dos en el desarrollo de los planes de Formación Conti-
nua aprobados ni que el importe de los documentos 
aportados coincidía con el que figuraba en las liquida-
ciones. Los motivos que fundamentan esta conclusión 
se recogen en los puntos 4.11 y 4.12. del Informe.

8.8 Gran parte de los certificados remitidos por las 
Administraciones Públicas, destinatarias del 70% de 
los fondos librados en el ejercicio, para acreditar la rea-
lización de la actividad subvencionada no respondían a 
lo previsto en la normativa reguladora.

8.9 En el 47% de los expedientes analizados se 
registraba una falta de coherencia interna en los datos 

de la actividad formativa realizada consignados en la 
liquidación del plan de Formación Continua que todas 
las entidades promotoras deben presentar y en el 52% 
la documentación estaba mal cumplimentada o presen-
taba errores *.

Actuaciones de comprobación del INAP

8.10 Los procedimientos de control interno 
implantados por el INAP para la verificación de la 
documentación rendida por las entidades destinatarias 
de los fondos de Formación Continua eran muy defi-
cientes, como han puesto de manifiesto las numerosas 
deficiencias detectadas en la fiscalización.

8.11 Las deficiencias eran más acusadas en el pro-
cedimiento de revisión de la documentación justificati-
va rendida por las instituciones sin fines de lucro. En 
efecto, en 4 de los 12 expedientes analizados en la fis-
calización no hay constancia de que el INAP hiciera 
revisión alguna de las facturas y los documentos justifi-
cativos que acompañaban a las liquidaciones y en los 8 
restantes los datos obtenidos por el Organismo en el 
proceso de revisión no coincidían con los que figuraban 
en las liquidaciones sin que conste que realizara com-
probaciones posteriores, además, el INAP no siguió un 
criterio homogéneo en la validación de los documentos 
justificativos rendidos por estas instituciones.

8.12 El INAP no ha comprobado con carácter 
general la efectiva realización de las acciones formati-
vas desarrolladas por las entidades promotoras de pla-
nes de Formación Continua.

D.  Respecto de los fondos de Formación Continua 
asignados al INAP

8.13 Para el desarrollo de las actividades de apoyo 
a la gestión de la Formación Continua, la Comisión 
General asignó al INAP en 2001 un importe de 
1.973.110 euros. El grado de ejecución de estos fondos 
fue, tan sólo, del 44% debido, por un lado, a la falta de 
adecuación de los fondos asignados a las necesidades 
reales del Organismo y, por otro, a la tardía aprobación 
del suplemento de crédito tramitado para incorporar los 
remanentes de ejercicios anteriores.

8.14 Las ayudas concedidas al INAP para el desa-
rrollo de los tres planes de Formación Continua promo-
vidos por el Organismo, un importe de 3.426.261 euros, 
presentaron, también, un bajo grado de ejecución, el 
76%, lo que pone de manifiesto una sobrevaloración de 
las ayudas en detrimento de las concedidas al resto de 
entidades promotoras de la Administración General del 
Estado que, por el contrario, presentaron, en su mayor 
parte, un elevado grado de ejecución de las ayudas que 
les habían sido concedidas.

* Párrafo modificado en función de las alegaciones.
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8.15 Los procedimientos y sistemas administrati-
vos y contables que configuraban el control interno de 
los fondos de Formación Continua asignados al INAP 
presentaban numerosas deficiencias en el ejercicio fis-
calizado.

8.16 Al menos en parte, los créditos destinados a 
la financiación del desarrollo de las funciones de for-
mación y perfeccionamiento del personal de las Admi-
nistraciones Públicas atribuidas al INAP han sido 
reemplazados por los fondos de Formación Continua lo 
que va en contra de lo previsto en los Acuerdos que 
obliga a las Administraciones Públicas que perciben 
fondos de Formación Continua a mantener el esfuerzo 
formativo que venían realizando.

E.  Respecto del análisis de algunos aspectos del III 
Acuerdo de Formación Continua en las Adminis-
traciones Públicas

8.17 A la fecha de elaboración del Informe, las 
partes firmantes del Acuerdo no habían acordado aún 
las fórmulas que permitieran a las Administraciones 
Públicas que perciben fondos de Formación Continua, 
hacer efectiva la compensación por la falta de cotiza-
ción de los funcionarios no afiliados al Régimen Gene-
ral de la Seguridad Social.

8.18 Las medidas adoptadas en 2001, en el marco 
de lo previsto en el III Acuerdo, para aplicar en ejerci-
cios posteriores los fondos no aplicados en el ejercicio 
presupuestario para el que se aprobaron, se han limita-
do a la aplicación del remanente acumulado al 
31/12/2000 sin establecer un mecanismo que permitie-
ra aplicar los remanentes generados a partir de 2001, ni 
adoptar medida alguna en relación con los fondos no 
aplicados por los departamentos ministeriales que no 
son reintegrados al INAP.

F.  Respecto del análisis del cumplimiento de las reco-
mendaciones formuladas por el Tribunal

8.19 En 2001 persistían las deficiencias que afec-
taban al control de la documentación justificativa rendi-
da al no haber adoptado el Organismo las medidas 
recomendadas por el Tribunal para corregirlas.

IX. RECOMENDACIONES

9.1 El Tribunal recomienda que se impulse la adop-
ción de las medidas adecuadas para que se regule de forma 
clara y precisa la forma en la que las entidades que perci-
ben fondos para el desarrollo de planes de Formación 
Continua deben justificar la aplicación de los fondos reci-
bidos y para que la concesión de las ayudas se realice de 
acuerdo con el principio de objetividad que debe presidir 
la concesión de las ayudas y subvenciones públicas.

9.2 A la vista de los resultados obtenidos en la 
presente fiscalización, el Tribunal considera que, sin 
más dilación, el INAP debería adoptar las medidas 
necesarias para corregir las deficiencias puestas de 
manifiesto en este Informe en el control de la documen-
tación justificativa rendida por las entidades promoto-
ras de los planes de Formación Continua.

9.3 Además, el INAP debería establecer las medi-
das adecuadas de control interno que aseguren que los 
fondos que recibe en su condición de promotor de pla-
nes de Formación Continua, se apliquen en las acciones 
formativas incluidas en los planes aprobados.

9.4 En la tramitación de la concesión de ayudas, el 
INAP debería realizar por sí mismo, a través de sus 
órganos competentes, las funciones concretas que le 
atribuya la normativa reguladora.

Madrid, 6 de noviembre de 2003.—El Presidente, 
Ubaldo Nieto de Alba.
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